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    INTRODUCCIÓN


    El libro estudia desde una perspectiva que va de lo general a lo particular, la contradicción fundamental entre los propietarios de los medios de producción y los poseedores de la fuerza de trabajo. Se analiza el proceso de producción capitalista en su reestructuración mundial, para lograr el objetivo que mueve al capital por mayores beneficios.


    La lucha que se da en el mercado entre los trabajadores y el capital nos lleva a estudiar los cambios en la jornada laboral, las reformas laborales menos protectoras de las condiciones de trabajo o con menores regulaciones ambientales, para reducir costos y ser más competitivos en el mercado mundial, pero al mismo tiempo es un factor esencial para la competencia capitalista que impulsa la innovación creciente y automatización completa en ciertos procesos productivos, la reorganización constante del trabajo, su calificación, la búsqueda de mercados y, en general, todos los aspectos que les permite amortiguar la caída de la tasa de ganancia.


    Se estudian la relación económica capitalista de apropiación del valor generado por los trabajadores, ya que el salario que reciben en conjunto los trabajadores es menor que el valor producido por el trabajo correspondiente y la ganancia es, por consiguiente, trabajo no retribuido. Es la concentración de la riqueza mediante el aumento de las ganancias y el incremento de los asalariados, que dependen para subsistir de la venta de su fuerza de trabajo sean una proporción cada vez mayor de la población.


    En el primer capítulo, se analiza las tendencias de las ganancias como fin primordial del sistema capitalista y el papel del Estado en la economía en dos grandes etapas. La primera, tiene que ver con una intervención directa en la economía para crear las condiciones necesarias para fortalecer el mercado interno, al cubrir las necesidades competitivas de las empresas, por lo que muchas veces la inversión fue mixta, pública y privada, con amplios beneficios para la segunda. Se estudian los factores que explican el logro de altas tasas de crecimiento, mediante una negociación corporativa con los sindicatos, además de proporcionar salarios estables, una normatividad para regular la jornada de trabajo, protección social y sindical con un amplio respeto a las prestaciones sociales y una fuerte promoción directa de la acumulación capitalista. La política intervencionista fomentaba a la empresa privada al crear mejores condiciones para el fortalecimiento del modelo de industrialización sustitutiva de importaciones (ISI). El Estado fue el gran generador de demanda por la vía de la masa salarial, con la creación de empleos directos e indirectos, la construcción de infraestructura y el establecimiento de las empresas estratégicas que el capital privado requería. Con la ISI, la producción se orientó al mercado interno protegido con una inversión pública muy dinámica, incentivos a la iniciativa privada, exenciones de impuestos, protección comercial y una atención especial a la industria manufacturera.


    La segunda parte de este capítulo aborda el patrón de acumulación neoliberal que sustituyó el modelo ISI, por otro sistema más favorable a las grandes empresas trasnacionales, para ampliar las exportaciones en un mercado globalizado; además, se analiza el impulso de la nueva forma de organización de la producción y el trabajo en el ámbito mundial, en un proceso de reestructuración productiva que modificó las formas de producir y distribuir las mercancías, mediante la flexibilidad, la individualización de las condiciones de trabajo, la fragmentación de la mano de obra y los cambios en la temporalidad laboral. Se analiza las modificaciones del mercado de trabajo con el aumento de la participación de las mujeres en la economía, el incremento del desempleo, el escaso crecimiento del empleo formal, el fortalecimiento de los pequeños establecimientos en empleo informal y el incremento de la migración que propiciaron una creciente precarización o deterioro en las condiciones de vida.


    El segundo capítulo se centra en desarrollar la importancia de las fuerzas productivas en la reproducción social, con la organización científica del trabajo que responde a los cambios en la innovación tecnológica; la organización del trabajo con los sistemas como el taylorismo-fordismo o el toyotismo que permitieron masificar la producción e incrementar la productividad del trabajo y las ganancias capitalistas. Destacamos los elementos que agotaron la producción masiva en cadena y el establecimiento del toyotismo que es un sistema más flexible y competitivo en el mercado internacional, que requería una fuerza de trabajo más calificada, así como una nueva estructura productiva y de organización del trabajo que respondiera a la competitividad en el mercado mundial. Asimismo, en este apartado se estudia la modernización constante de los medios de producción y circulación (objetos y medios de trabajo), así como el proceso de automatización creciente y el aumento de la productividad que permite extraer la máxima plusvalía absoluta y relativa. Este proceso se explica con la Ley de la tendencia descendente de la tasa de ganancia, relacionada con la innovación y el desarrollo tecnológico y los cambios en la composición orgánica de capital que es un proceso contradictorio, por un lado disminuye el trabajo vivo y por el otro, se invierte una proporción mayor de la inversión en trabajo muerto (fijo o constante), necesario en la concentración y la centralización de capital.


    En el tercer capítulo se aborda la evolución del patrón de acumulación neoliberal en México, con el análisis de la reestructuración industrial, la liberalización y el Estado: el proceso de privatización y apertura económica, la firma de los tratados de libre comercio y el reforzamiento de las políticas neoliberales, así como el contexto internacional de formación de grandes bloques económicos, el cual provoca fuertes impactos en la sociedad, debido a políticas liberalizadoras de bienes y servicios, pero no así en las relaciones laborales que se orientan más a la subordinación y el establecimiento de la flexibilización del trabajo con la individualización, la fragmentación de la mano de obra, la ampliación de la jornada de trabajo y la eliminación de las conquistas obreras heredadas del Estado intervencionista, para favorecer el salario indirecto.


    En los capítulos cuarto y quinto se estudia el mercado de trabajo y los salarios en el ámbito mundial, en América Latina y en México, tomando como base cuatro variables fundamentales: las tendencias del desempleo, la evolución del empleo formal, el empleo informal o precario y la migración de la fuerza de trabajo (en particular hacia Estados Unidos). Así como los efectos de la crisis económica sobre los salarios, los efectos de la flexibilidad laboral, las prestaciones sociales como los servicios de salud, maternidad, riesgos de trabajo, guarderías, derecho a una pensión, centros vacacionales y demás prestaciones contempladas en la ley del seguro social. Se estudian los cambios en las relaciones de producción, la organización del trabajo y los sistemas de distribución de las mercancías; en consecuencia, el empleo, la contratación, la jornada de trabajo, los salarios y las prestaciones.


    El capítulo seis aborda el problema de la distribución de la riqueza entre las ganancias, los sueldos y salarios de los trabajadores. Establece las condiciones de compra venta de la fuerza de trabajo en cuanto a su valor nominal y real, así como la distribución del excedente. En este apartado se analiza la evolución de los salarios teniendo como referencia al salario mínimo y su estratificación. Las luchas que han enfrentado los asalariados para recuperar su poder adquisitivo y mejorar las condiciones de vida de la población mexicana para establecer un salario mínimo constitucional. Se evalúan las políticas públicas y la concentración de la riqueza.


    El último capítulo, aborda las políticas públicas en el patrón de acumulación neoliberal vigente y el papel del Estado para enfrentar la crisis económica. Se contrasta las políticas aplicadas por los países subdesarrollados de apertura y alejamiento del Estado, en pleno lineamiento con las propuestas del sistema financiero internacional, en contraste con aquellos países que no los siguieron. También se discute por qué el Estado es fundamental, tanto para la acumulación, como para el rescate de las crisis económicas y qué es lo que explica la tendencia cada vez más clara de regreso a las políticas neokeynesianas para la solución de la crisis y el crecimiento económico. Discutimos algunas propuestas que van más allá del buen funcionamiento del sistema y se concentran en el desarrollo económico de México y la disminución de la pobreza.


    Partimos de la hipótesis de que para entender el mercado de trabajo en México, se debe analizar la evolución de cuatro variables en su conjunto. Entender el problema del desempleo, el empleo formal, el empleo informal y la migración en el contexto de la obtención de ganancias en el ámbito mundial, tanto en el patrón de acumulación intervencionista como en el neoliberal, ya que ambos patrones de acumulación buscan la apropiación del excedente generado por la sociedad.


    Finalmente, agradezco el apoyo técnico en la elaboración de cuadros y gráficas de Araceli Olivia Mejía Chávez, de la Unidad de Investigación de Economía del Trabajo y la Tecnología del Instituto de Investigaciones Económicas de la UNAM.

  


  
    EL ESTADO, LAS CLASES SOCIALES Y LA PROPIEDAD PRIVADA


    PATRÓN DE ACUMULACIÓN CON UN ESTADO INTERVENCIONISTA


    El papel que desempeña el Estado en la economía es fundamental para entender las condiciones de la reproducción capitalista, así como la generación y distribución de la riqueza. Se discuten los mecanismos utilizados para fomentar la innovación tecnológica, el gasto en educación, el desarrollo del conocimiento científico y tecnológico, la atención al problema crónico del desempleo en el capitalismo, el aumento de la productividad y la competitividad en un mundo en constante expansión. Las teorías se dividen en dos: una que busca la mayor participación directa del Estado en la economía, en contraste con la que señala que es el mercado el que debe solucionar libremente las crisis recurrentes del sistema capitalista.


    La pauta de la participación del Estado en la economía fue la Gran Recesión de los años treinta del siglo XX, iniciada en Estados Unidos con el crack de la bolsa de valores en Nueva York en octubre de 1929, planteó un profundo cuestionamiento al modelo liberal del desarrollo capitalista aplicado. La propuesta de salida a la crisis keynesiana fue considerada radical de izquierda, aunque nunca ocultó que su principal objetivo era salvar al capitalismo de la revolución, a eso iban dirigidas sus propuestas de reforma. Con plena conciencia, el aristocrático Keynes tomaba partido por la burguesía y sostenía “puedo estar influido por lo que me parece justicia y buen sentido, pero la guerra de clases me encontrará del lado de la burguesía educada”. Señalaba que los males del capitalismo pueden evitarse mediante una política económica apropiada, que incluyera las regulaciones pertinentes e intervenciones del Estado cuando sea necesario [Tapia y Astarita, 2011: 51-52].


    La crisis de 1929-1933, generó la acumulación de mercancías por falta de compradores, lo que determinó un descenso en los niveles de producción, una baja en la cantidad de trabajadores necesarios y, por lo tanto, desempleo masivo, menores ingresos para las familias y menos consumo de mercancías, lo que retroalimentó la crisis. La inflación incontenible provocó una gran cantidad de quiebras en la industria, el comercio y la agricultura. En los peores momentos de la crisis (1932-1933), los índices de desempleo se situaron en 22-23% en Gran Bretaña y Bélgica, 24% en Suecia, 27% en Estados Unidos, 29% en Austria, 31% en Noruega, 32% en Dinamarca y no menos de 44% en Alemania [Pérez y Neffa, 2006: 107].


    La propuesta para salir de la crisis fue formulada por John Maynard Keynes en la Teoría general de la ocupación, el interés y el dinero, en donde asegura que el gobierno podría equilibrar los auges y caídas de la economía basada en un rechazo a los principios básicos de los economistas clásicos y neoclásicos: que un mercado libre siempre resolvería las recesiones porque ajustaría los precios (y sobre todo los salarios). Rompió con la escuela clásica, al rechazar la ley de Say que planteaba que la oferta creaba su propia demanda. Keynes propuso estimular la demanda agregada y dinamizar la economía, basada en el pleno empleo garantizado por el Estado, mediante el gasto estatal como generador de demanda y estabilizador de los ciclos de expansión y contracción. El aumento de los salarios implicaría un aumento de la demanda y, por tanto, un estímulo a la economía [Tapia y Astarita, 2011: 228]. Se destaca la participación del Estado en la planificación del desarrollo para optimizar el uso de los recursos dándole prioridad al mercado interno y el fomento a las exportaciones [Guillén, 1997: 75].


    La llegada de Roosevelt a la presidencia de Estados Unidos y la puesta en marcha del New Deal significó un importante impulso a la participación del Estado en la economía, pues surgió como el gran regulador y promotor de la acumulación capitalista mediante el fortalecimiento del mercado interno, el gasto social, las indemnizaciones por desempleo y las pensiones a la vejez. A partir de la posguerra se conforman dos centros de poder económico, político e ideológico: el bloque capitalista y el bloque socialista, que desarrollan una aguda lucha en todos los ámbitos de la vida social. A este periodo se le conoce como Guerra fría, se mantiene hasta los años ochenta y es cuando casi todos los conflictos tienen que ver con este enfrentamiento entre los bloques liderados por la extinta Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas, por un lado, y Estados Unidos, por el otro. En la órbita capitalista, poco a poco se van conformando tres centros capitalistas de poder económico internacional: los países de Europa Occidental, Japón y los países de la Cuenca del Pacífico, así como como en América, Estados Unidos se puso a la cabeza. Hacia finales del siglo XX se habían fortalecido los tres bloques económicos de relevancia por medio del entorno de la Unión Europea, Estados Unidos y Japón. No obstante, es necesario mencionar la creciente importancia que China adquirió en el comercio mundial, así como la mayor presencia de los denominados países BRIC (Brasil, Rusia, India y China) [Perales, 2011: 35-36].


    En el continente americano la Comisión Económica para América Latina (CEPAL) desarrolló toda una teoría para fundamentar la intervención del Estado, con el fin de alentar el proceso de industrialización y crear un conjunto de instituciones reguladoras de los aranceles al comercio, el control de cambios y la política monetaria activa tras la creación de los bancos centrales [CEPAL, 1993: 7]. Se otorgaron facilidades para la inversión extranjera directa (IED), que permitió transformar las actividades industriales nacionales mediante el encadenamiento productivo en diversos sectores. Se dinamizó el sistema productivo, el fomento de las inversiones, se facilitaron las importaciones y las exportaciones con el fin de aumentar el consumo social, por la vía de la masa salarial, además de disminuir los costos laborales y el control de los sindicatos. Este patrón de acumulación intervencionista fue llamado en los países desarrollados “Estado benefactor” y en los subdesarrollados “Estado populista” [González, 2008: 37].


    Con el fin de proteger a la industria se mantuvieron bajos los precios de los energéticos y se construyeron obras de infraestructura para la primera así como para la agricultura comercial. Debe señalarse, sin embargo, que insumos tan importantes como el crédito se otorgaban casi siempre en términos favorables al sector manufacturero y en contra de la agricultura. Por su parte, durante este periodo la inversión extranjera creció estimulada y protegida por políticas de industrialización que hicieron posible que las utilidades fueran mayores en ese sector que en los mercados internacionales [Gollás, 2003: 89-90].


    En México, el periodo que va de los años treinta hasta mediados de los ochenta del siglo XX se caracteriza por un modelo de acumulación intervencionista con un Estado proteccionista-keynesiano, que sostiene y estimula la inversión privada para ayudar a los capitales a reducir sus costos, mediante acciones de política fiscal con aranceles generosos y gasto público favorables a la inversión; con bajos impuestos, limitada progresión en las cargas tributarias, concesiones y subsidios, facilidades para la amortización acelerada, protección del mercado interno, que a menudo se aplicaban en forma laxa e indiscriminada, por lo que resultaban estímulos a la producción de altos costos y baja calidad, y la orientación del gasto público en beneficio preferente de los grandes empresarios. Se logró un acuerdo relativo entre el capital y el trabajo en la medida en que fue capaz de responder y acoger demandas sociales y mantener mecanismos de abaratamiento de los bienes de consumo de los trabajadores y la generación de empleos, gracias al fomento a la construcción de infraestructura, la instalación de sistemas de provisión de servicios sociales y el acceso de sectores amplios de la población a dichos servicios [Serrano, 2005: 14].


    El Estado asumió un papel muy importante como promotor de la acumulación capitalista mediante el consumo social, por la vía de la masa salarial, incluyendo una fuerza de trabajo barata y controlada; proporcionó un entorno de estabilidad social de largo plazo al convertirse en el actor económico más importante en la generación de empleos directos e indirectos, mediante la inversión pública en infraestructura de servicios en favor, principalmente, de la oligarquía financiera, promovía e incluso se hacía cargo de la investigación tecnológica y científica, retenía y se apropiaba de actividades riesgosas y de bajos rendimientos que en realidad no interesaban ya a los capitalistas y organizaba la explotación directa de grandes masas de trabajadores [Poulantzas et al., 1977: 16-17].


    Al tomar como base la Constitución fomentó la creación de las empresas estratégicas para el beneficio y expansión del capital privado nacional y el fomento a la inversión extranjera directa (IED), bajo la protección y estímulo del Estado como una política prioritaria de industrialización, por medio de las facilidades para incrementar las utilidades netas a las que existían en otros mercados internacionales, en especial, Estados Unidos [Gollás, 2003: 13]. La inversión en electricidad, ferrocarriles y de comunicaciones telegráficas y telefónicas, caminos y puertos, transportes marítimos y aéreos, obras hidráulicas, obtención de energéticos baratos, escuelas, servicios de salud, etcétera. Les compraba a los capitalistas sus productos, les vendía insumos subsidiados, les otorgaba las facilidades fiscales y crediticias para fomentar la exportación de mercancías y capitales, asimismo cuidaba que los salarios no aumentaran más allá de ciertos límites [González, 2008: 68-69]. Estas acciones permitieron el fortalecimiento de la industria nacional y el crecimiento económico. Se fortalecieron las filas de la clase obrera y aumentó la masa salarial, con un incremento notable del peso específico de la fuerza de trabajo en la estructura general de población, el nivel y su calificación al incorporar a amplios sectores hasta entonces considerados como “profesiones libres”: ingenieros, técnicos, médicos, profesores (entre otros), así como el incremento cuantitativo y cualitativo del trabajo femenino en la industria [Vizgunova, 1980: 19].


    EL ESTADO Y LA INDUSTRIALIZACIÓN SUSTITUTIVA DE IMPORTACIONES


    A partir de los años cuarenta del siglo pasado, México siguió un modelo de desarrollo hacia adentro con el propósito de edificar un sector industrial para satisfacer las necesidades del mercado interno. El inicio de la política proteccionista mexicana en el periodo posrevolucionario puede situarse en 1947, cuando el gobierno mexicano estableció restricciones cuantitativas a las importaciones y sustituyó con tarifas ad valorem las específicas existentes. El patrón de acumulación hacia adentro se conoce como industrialización sustitutiva de importaciones (ISI), siendo un conjunto de medidas dirigidas a producir en el país aquellos bienes, principalmente de consumo, cuyo suministro importado provocaba un deterioro comercial con el exterior. Se pensó que mediante este procedimiento, además de atenuarse el desequilibrio comercial, se estimularía la inversión, la producción y el empleo [Gollás, 2003: 49, 56].


    La ISI transitó por dos etapas. En la primera se impulsó la producción de bienes de consumo no durable, como ropa, calzado, enseres domésticos y a sus insumos de textiles, cueros y madera para la producción nacional, es decir, el reemplazo de productos no duraderos por bienes producidos internamente. En la segunda fase del proceso sustitutivo de importaciones, por la forma como se aplicó en México, simplemente trasladó el problema de la balanza comercial hacia los bienes de capital e intermedios más onerosos en la cuenta de importaciones. Esto es, se dejaron de importar bienes de consumo final en cuya producción se necesitaban cada vez más bienes de capital e intermedios importados. Fue debido a esto que el país incurrió en un cada vez mayor endeudamiento externo que llegó a sus límites a fines de la década de los setenta [Gollás, 2003: 56].


    Los principales sectores que atendía el Estado eran los más intensivos en mano de obra poco calificada que no requería de una tecnología muy sofisticada, ni de una red de proveedores de partes, componentes y accesorios para las operaciones eficientes. El resultado fue un clima favorable para la expansión industrial que aseguraba un rápido proceso de formación de ahorro de capitales y atracción de capital extranjero [González, 2008: 73-74].


    Esta situación hizo que:


    La producción nacional aumentara con mayor rapidez que el consumo interno, ya que no solo satisfizo los incrementos del consumo, sino que también sustituyó las importaciones de bienes de consumo por producción nacional lo que provocó una demanda creciente de bienes intermedios y de capital para la elaboración de esas mercancías [Balassa, 1988: 22].


    En la década de los cuarenta, casi dos terceras partes de la población se dedicaba a la agricultura, el peso de la producción agrícola equivalía a 18% del producto interno bruto (PIB) que, a su vez, crecía a una tasa anual de alrededor de 4.5% [Gollás, 2003: 15]. Sin embargo, a medida en que el modelo de ISI implicaba una política de crecimiento industrial orientada hacia el interior en donde el mercado interno era el principal destino de la producción de las empresas del sector manufacturero, se incitó a las empresas industriales y agrícolas a instalarse en los grandes centros de consumo, hecho que propició un crecimiento rápido de las ciudades [Guillén, 2013: 34, 37]. El Estado cubrió los déficits de sus empresas y el pago de los gastos sociales que permitió prolongar de manera exitosa la acumulación capitalista y la expansión de las empresas hasta mediados de los años sesenta [Valenzuela, 1990: 96; Aspe, 1993: 155].


    En 1940 los objetivos más importantes de la política económica se dirigían a la construcción de infraestructura física en carreteras, ferrocarriles, telecomunicaciones, etc., y a la producción de electricidad, hidrocarburos y obras hidráulicas para asegurar al sector privado un suministro de insumos baratos. La política económica se orientó también a estimular la inversión privada con el propósito de crear y fortalecer la industria y la agricultura comercial. La política económica se propuso así asegurar a la industria incipiente ganancias elevadas, y a crear un mercado en donde los precios de los factores trabajo y capital las hicieran posibles. Esta política se sustentó en la protección a la industria nacional de la competencia exterior; en políticas fiscales favorables; en permitir sólo aumentos reducidos en los salarios reales; en mantener bajos los precios de los energéticos; en la construcción de grandes obras de infraestructura para la industria y la agricultura comercial; en políticas crediticias favorables al sector manufacturero, así como en otras medidas que estimularan la importación de maquinaria y equipo [Gollás, 2003: 11].


    En este proceso la acción del Estado fue fundamental en la negociación y el control corporativo estatal de los sindicatos, pero también la estabilidad en el trabajo, el fortalecimiento de los contratos colectivos, la ampliación de las prestaciones sociales, los aumentos salariales para compensar la pérdida del poder adquisitivo del salario por el ascenso del proceso inflacionario. Asimismo, cubre las necesidades del desarrollo de la infraestructura, de la ciencia y la tecnología, la planificación económica, además de ser el principal demandante de las mercancías producidas por el sector privado y el contratista de montos crecientes de fuerza de trabajo o impulsor de la producción y el fortalecimiento de las empresas nacionales. Es por ello que la mayor parte de la población tenía alguna relación directa o indirecta con las empresas estatales (como proveedor, comprador, empleado, distribuidor, etcétera), en la medida en que casi todo lo que se consumía o utilizaba era producido, subsidiado o adquirido por el Estado en prácticamente todos los sectores económicos [Rey, 1984: 22; González, 2008: 69, 96]. Este modelo de industrialización cumplió con eficacia su papel de promotor del crecimiento económico y de legitimidad estatal, al fomentar las expectativas de mejores niveles de vida y bienestar entre la población [Salazar, 2004: 4].


    La fuerza de trabajo se obtenía del sector agrícola al que el Estado devolvía insumos y equipos para su modernización; generaba servicios requeridos para la producción, comercialización y financiamiento de los bienes industriales, los que a su vez retroalimentaban la expansión industrial; urbanizaba y modificaba de manera indirecta la infraestructura física y educacional mediante la transformación social inducida por el crecimiento, la cual se expresaba en los ámbitos sindicales, partidarios, regionales, de organización de consumidores y otras formas de agrupación que adquirieron particular importancia en la década de los sesenta y que contribuyeron a inducir y orientar la expansión del sector público. El Estado desempeñó un papel muy importante en la promoción del desarrollo industrial en México, la inversión pública participó aproximadamente con 40% de la inversión total anual durante este periodo [Villarreal, 2005: 76-77].


    Las políticas públicas permitieron amortiguar el desempleo, generar contratos para el capital privado y estimular la demanda con el fin de darle funcionalidad a la acumulación capitalista durante un largo periodo. El Estado fue un mecanismo eficaz en la operación de la seguridad social y la expansión de los servicios públicos en materia sanitaria, educacional y habitacional, al encargarse del diseño, producción y financiamiento de los servicios sociales centralizados y gratuitos o altamente subsidiados. Se crearon importantes organismos para la atención de la salud: el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) en 1943 y en 1949 el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) [Aspe, 1993: 155]; asimismo, se amplió la inversión en el área de la educación mediante la creación de universidades y otras instituciones responsables para la formación de los “recursos humanos” calificados requeridos en todas estas nuevas actividades [Hirschman, 1973: 59; Sunkel, 1993: 19].


    El modelo sustitutivo de importaciones le dio un fuerte impulso al desarrollo de la industria nacional, con la ampliación de la oferta, el fortalecimiento del mercado interno y las exportaciones, aunque paulatinamente se presentaron factores desestabilizadores en la balanza comercial, el déficit público y el endeudamiento producto de la ampliación de su campo de acción y su intervención directa en los procesos económicos. Se deterioró el saldo comercial, como consecuencia de la corriente de importaciones de bienes finales que fue sustituida por otra de bienes intermedios (materias primas y productos no terminados) y de capital (equipo de producción). De hecho, la carga de la balanza comercial se elevó proporcionalmente y, entonces, fue necesario acudir al crédito externo que, de manera creciente, impuso restricciones a la política monetaria interna [Gollás, 2003: 53].


    Uno de los mecanismos de transferencia de los sectores primarios al resto de la economía más exitoso fue el de los términos de intercambio expresado como la relación de precios agropecuarios a los no agropecuarios. Mediante numerosos mecanismos, principalmente los de protección industrial, el gobierno mantuvo bajos los precios de los bienes agropecuarios con el fin de reducir el costo de los bienes básicos en las zonas urbanas. Los precios de los productos industriales, por su parte, se incrementaron más rápidamente que los precios de los productos primarios. La política de alimentos baratos fue, por muchos años, el mecanismo más eficaz para mantener el poder de compra de los ingresos urbanos. Esta política después se enfrentó al dilema de permitir el encarecimiento de los bienes básicos o reprimir el ingreso de los sectores agropecuarios. De forma paralela, el sector agropecuario se orientó a apoyar la industrialización por medio de dos mecanismos: primero, al poner a disposición de la economía una creciente oferta de bienes agrícolas de consumo popular y de materias primas y; segundo, al estimular la obtención de divisas mediante exportaciones agropecuarias. Estas divisas sirvieron para financiar la importación de bienes de capital para el desarrollo industrial y constituyeron los cimientos sobre los que se sustentó la política de sustitución de importaciones. Sin embargo, la economía se había transformado en una casi exclusivamente dependiente de las exportaciones de petróleo [Gollás, 2003: 16, 61].


    Para 1970, menos de la mitad de la fuerza de trabajo se dedicaba a la agricultura, su producción equivalía apenas a 11% del PIB que crecía a una tasa de 4.9%, muy parecida a la que se tuvo en 1940. Por su parte, el sector manufacturero empleaba en 1940 solo 13% de la fuerza de trabajo, generaba 19% del PIB, y crecía a una tasa aproximada de 6.3% anual. Para 1970, 16% de la fuerza de trabajo se dedicaba a actividades agrícolas, su producción equivalía a 26% del PIB y crecía a una tasa anual de casi 9%. El gasto público representó cerca de 22% del PIB [Gollás, 2003: 15].


    Los subsectores de la construcción y los servicios aumentaron también su participación relativa en el producto total, quedó rezagado el sector de la minería cuya participación en el total disminuyó durante el periodo. El PIB total creció durante ese tiempo a tasas que fluctuaron entre 4 y 7.5% anual, salvo en 1952 y 1971, la inflación lo hacía alrededor de 3%. Este fue un periodo excepcional al que se llamó “desarrollo estabilizador” [Gollás, 2003: 20]. La agricultura dejó de ser el canal de financiamiento interno y externo para la industria, por lo que ya no constituía un factor de estabilización de precios a pesar de que nunca presentó estrangulamientos importantes que frenaran el desarrollo de la industrialización [Villarreal, 2005: 79, 391].


    El proteccionismo mexicano, destinado a dar su sello a la economía del país durante más de cuatro décadas, se consolida con el doble objetivo de controlar el creciente déficit comercial de la posguerra y limitar la competencia externa (motivación esta última, que adquiere mayor peso sucesivamente). Si el proteccionismo mitiga las presiones sobre las cuentas externas en el corto plazo por la menor capacidad competitiva derivada de una baja exposición a la competencia y a la innovación tecnológica de las empresas nacionales. La elevada protección arancelaria (y no arancelaria) es el punto de equilibrio de un acuerdo entre el Estado y empresarios que reciben generosos subsidios y que pagan bajos impuestos con el compromiso de conservar el empleo, reduciendo así la presión social sobre los regímenes “emanados de la Revolución” [Pipitone, 2017: 4].


    La sobreprotección y el mercado cautivo permitieron la operación ineficiente de las empresas que no tenían que preocuparse por utilizar toda su capacidad instalada ni tecnologías adecuadas, todo esto ocasionó ineficiencias y falta de competitividad en el conjunto de la economía, en particular de la industria, sus diversos sectores y ramas; así se generó un sesgo antiexportador durante toda la etapa de la ISI, por lo que la capacidad de respuesta (en términos de crecimiento) de las exportaciones fue mucho menor que la de las importaciones [Villarreal, 2005: 646, 654]. De esta manera, se elevaron los costos y los precios, lo que no sólo frenó la exportación de manufacturas, sino también la de bienes primarios que utilizaban insumos industriales, los cuales representaron el grueso de las ventas al exterior. Las empresas ajustaron sus expectativas a las condiciones de un mercado cautivo oligopólico y subsidiado por lo que para maximizar sus utilidades buscaron una readecuación del modelo [González, 2008: 77].


    La producción industrial se enfrentó a problemas graves en el crecimiento económico y la competencia con el capital internacional, mucho más competitivo que intensificó sus presiones para liberar el mercado interno, disminuir la presencia del Estado, pugnar por la apertura económica y una nueva política industrial que les permitiera la expansión y una mayor participación en el mercado. Sin embargo, el Estado siguió con una política activa para el desarrollo de las actividades consideradas “estratégicas” por su encadenamiento con otros sectores industriales y no industriales que involucró una clara reestructuración del sector manufacturero en perjuicio de las ramas industriales mencionadas (primordialmente las textiles y la metalmecánica) y a favor de las ramas procesadoras de materias primas locales, como celulosa y papel, productos petroquímicos, siderurgia, aluminio, harina de pescado, minerales y aceites vegetales [CEPAL, 1993:7-8].


    El gobierno de Luis Echeverría reconoció en forma abierta y explícita que después de treinta años, los costos del proyecto industrializador y del crecimiento estabilizador presentaban graves problemas: desempleo, concentración del ingreso, dependencia externa del capital extranjero, endeudamiento y baja capacidad de autofinanciamiento del sector público, estaban en crisis. A pesar de su eficacia de promotor del crecimiento económico y de legitimidad estatal, al fomentar las expectativas de un mejor nivel de vida y bienestar entre la población [Guillén, 2013: 38].


    La crisis e inestabilidad internacional de la década de los setenta repercutió de forma aguda en la esfera económica con la inflación, el déficit fiscal, la devaluación, el boom petrolero y la crisis de la deuda de finales de los ochenta; empero, lo más sobresaliente, fue el acelerado deterioro del Estado interventor que alcanzó su clímax y quiebra con la nacionalización de la banca en 1982 [Salazar, 2004: 3]. De cualquier manera, el modelo de ISI formaba parte de un proyecto de autodeterminación nacional económica, financiera, tecnológica y política, siguiendo los lineamientos del nacionalismo revolucionario, en un entorno de guerra fría y de bipolarización entre Estados Unidos y la Unión Soviética [Guillén, 2013: 38].


    La situación imperante a principios de los años ochenta puede describirse así: un modelo de industrialización sustitutiva dominante con su dispositivo proteccionista completo y vigente, una industria maquiladora en creación y una economía mexicana muy petrolizada. Todo esto dentro de un sistema caracterizado por los neoliberales como: Estatal, restrictivo, cerrado, rígido, petrificado, superado, arcaico, colectivista, artificial y autocrático.


    El modelo de ISI fue exitoso, pese a lo que a menudo afirman los neoliberales, que hoy lo consideran una aberración y lo condenan. Probó su utilidad durante varias décadas al proteger el desarrollo de una industria nacional y modernizando la economía mexicana. Dicho modelo modificó las ventajas comparativas en favor de las manufacturas y de las industrias incipientes [Guillén, 2013: 38-39].


    TRANSFORMACIÓN DEL MODELO SUSTITUTIVO DE IMPORTACIONES


    El desarrollo de las fuerzas productivas y las nuevas formas de acumulación, producto del agotamiento del modelo de sustitución de importaciones, plantearon la necesidad de transformar el Estado intervencionista en otro que colocara al mercado en el centro de las decisiones.


    La crisis recurrente del sistema capitalista abrió el camino a la contrarrevolución neoclásica en contra del keynesianismo, que llegó en la forma de monetarismo. Se crítica a las ideas de Keynes con las teorías sustentadas en los postulados del padre del neoliberalismo Friedrich A. Hayek [1983: 19] y Milton Friedman, quienes aseguraban la absoluta superioridad histórica del mercado para la solución de la crisis y que el gobierno era un conductor deficiente de la economía, por lo que deberían abandonar su preocupación por la demanda y preocuparse por el nivel de precios (esto, por la inflación). Los neoclásicos lideraron el ataque contra el keynesianismo, con un regreso a los conceptos de interés propio y autorregulación que aún dominan en la microeconomía. Ven en el mercado solo virtudes y en la acción social, solo ineficacia y despilfarro [Tapia y Astarita, 2011: 22].


    Debe garantizar al individuo libertad de acción en circunstancias específicas, pues solo el individuo puede conocer perfectamente las circunstancias particulares que le permiten moldear su propia conducta. […] la sociedad podría funcionar mejor si cada individuo tuviera la posibilidad de actuar libremente en busca de su interés individual por medio del sistema de precios, mecanismo que desempeña su misión sin necesidad de una dirección centralizada, sin obligar a las personas a hablar entre sí o a que se gusten mutuamente. La función del Estado es la de hacer […] cumplir la ley y respetar el orden, proporcionar los medios para definir las reglas de conducta, fallar en materia de litigios, facilitar los transportes y las comunicaciones y supervisar la emisión de moneda [Friedman, 1980: 56-57].


    Señalan que las naciones se deberían de comprometer, mediante un tratado formal, a no obstaculizar en manera alguna el libre comercio dentro de sus territorios incluyendo a todas las monedas de cada país (incluso las monedas de oro) o el libre ejercicio, por instituciones legalmente establecidas de la actividad bancaria sin trabas. Se planteó el retiro del Estado1 en la inversión productiva y los aspectos sociales, así como una política de estabilización entre salarios y productividad,2 conocida como flexibilidad del trabajo tendiente a abaratar sus costos e incrementar las utilidades [González, 2012: 2].


    […] ante la posibilidad de cubrir déficits mediante la emisión de dinero (normalmente bajo el pretexto de que con ello se crean puestos de trabajo) ha contribuido a la moderna expansión de las atribuciones del Estado. Dice que los gobiernos nunca han utilizado su poder para proporcionar una moneda aceptable y se han reprimido de cometer grandes abusos sólo mientras se mantenía el patrón oro. Señala que es posible controlar la cantidad de moneda para prevenir fluctuaciones excesivas de su poder adquisitivo a través de la empresa privada y podría ser capaz de mantener estable el valor del dinero que emitiera [Hayek, 1983: 29, 33].


    La Reforma del Estado en donde debe intervenir lo menos posible en la economía y limitarse a ser regulador, observador3 y auspiciador del proceso económico. Las funciones del Estado deben ser, cuando más, coordinar y vigilar, no suplir a la empresa privada ni competir con ella. Vigilar el cumplimiento de la ley y respetar el orden,4 proporcionar los medios para definir las reglas de conducta, fallar en materia de litigios, facilitar los transportes y las comunicaciones y supervisar la emisión de moneda [Friedman, 1980: 56-57].


    Sus funciones se deberían de adaptar a las necesidades de la acumulación capitalista, a un nuevo orden institucional para hacer funcionar la cadena de producción y distribución más acorde a las nuevas tecnologías. Aunque los impulsores del patrón de acumulación de mercado, destacan la importancia del Estado en su función de dar estabilidad y seguridad a la propiedad privada y minimizando sus funciones en la participación directa en la economía, contrasta con otras propuesta neoclásicas que señalan que como consecuencias de la relocalización de la producción en diferentes países y regiones, el Estado tiene un papel fundamental mediante el desarrollo de obras de infraestructura (carreteras, ferrocarriles, aeropuertos, acceso portuario, centros de almacenamiento y distribución, cercanía a mercados de consumo, escuelas, centros de salud, urbanización en general, etcétera) [Gutiérrez, 2016: 341].


    Se instituyeron los principios de libertad de los mercados, aunque no se aplicaron de manera equitativa ya que, mientras las grandes trasnacionales imponían el libre movimiento de bienes, servicios y capitales, no sucedía lo mismo con muchos productos de exportación nacional y con la fuerza de trabajo. El Estado neoliberal se aleja de su carácter social y establece el libre funcionamiento del mercado como su ámbito de acción al abandonar su papel interventor y creador de empleos. Estas transformaciones se desarrollan en un contexto internacional de formación de grandes bloques económicos y la flexibilización laboral provocan fuertes impactos en la sociedad, con el impulso de la apertura económica, la ampliación de las inversiones, el aumento del desempleo y el cambio a las relaciones de trabajo que buscan la individualización de las condiciones de empleo, la fragmentación de la mano de obra y la temporalidad de la vida laboral tras eliminar las conquistas obreras heredadas del patrón de acumulación anterior. Se establecen políticas fiscales y monetarias restrictivas; la producción se orientó hacia las exportaciones lo que requería de la apertura económica, la disminución de la participación directa del Estado en la economía (la privatización de las empresas públicas), el estímulo a la inversión privada y la regulación de la fuerza de trabajo [González, 2012: 2].


    La corriente monetarista plantea, en primer término, la supresión de todo tipo de control de cambios y de regulación del movimiento de dinero en los países y también a la plena libertad de utilizar, cualquiera de esas monedas tanto en la contratación como en la contabilidad. Aún más, significaría la oportunidad para cualquier banco radicado en tales países de abrir sucursales en cualquier otro en iguales condiciones que los ya existentes. Asimismo, se planteó la modificación de las políticas de empleo, la distribución del ingreso y la independencia debido a que distorsiona el sistema de precios al imponer aranceles y otros obstáculos al comercio internacional, como la fijación de precios y salarios por el Estado [Friedman, 1980: 9, 17, 35-36].


    El patrón de acumulación neoliberal fue impuesto por el Banco Mundial (BM)5 y el Fondo Monetario Internacional (FMI),6 en favor de las grandes empresas, las más interesadas en la apertura comercial y el fomento a los mecanismos de mercado y poder tener, no sólo ventajas comparativas, sino también competitivas, abatiendo sus costos de producción, elevando el desarrollo de las fuerzas productivas y para subordinar a los países en vías de desarrollo para explotar sus recursos naturales y humanos. Es el paradigma del denominado proceso de globalización desde la óptica de las élites. Este sistema constituye un conjunto de elementos para el fortalecimiento tanto de las empresas transnacionales, como de los grupos de poder nacionales ligados al sector exportador, quienes buscan sus propias ventajas aun a costa de colapsar las economías de los países en desarrollo y, por ende, con efectos desastrosos para la mayoría de la población sobre la cual repercuten directamente los efectos de la crisis [Perales, 2011: 40-44].


    Todo comenzó el 15 de agosto de 1971. Ese día el presidente estadounidense, Richard Nixon, anuncia que Estados Unidos suspende la convertibilidad del dólar y el oro. Lo que se desmorona es todo el sistema que funcionaba en Bretton Woods en 1944. También es el acto de nacimiento de lo que bien se puede llamar “el nuevo capitalismo”, pues restablece la libertad de maniobra monetaria de Washington, abre el camino a medidas de desregulación financiera más radicales y permitirá el desarrollo de la globalización neoliberal. […] llegan al poder los teóricos de la escuela monetarista formados en la Universidad de Chicago, primero, hacia 1975, dentro de los equipos que rodean al general Suharto en Indonesia y al general Pinochet en Chile, luego en 1979, con Margaret Thatcher en el Reino Unido y, por último, en 1980, con Ronald Reagan en Washington [Ramonet, 2009: 31].


    La oportunidad para el establecimiento del patrón de acumulación neoliberal se presentó ante la urgencia que tenía la economía británica de ser reestructurada, después de los cambios que sufrió la economía mundial durante los setenta, derivado del crecimiento de la inflación y el incremento en la competitividad de las economías alemana y japonesa. Margaret Thatcher se embarcó en un programa de reducción del tamaño del sector público, retirar la regulación excesiva de los negocios, permitir que la gente comprara casas de propiedad municipal y vender a los ciudadanos industrias propiedad del Estado [Thornton, 2015: 149]. Se impulsaron una serie de privatizaciones de los servicios generales a la población, así como de amplios sectores de la economía, con la finalidad de adelgazar al gobierno y propiciar una mayor competencia entre las empresas. En tanto, en Estados Unidos, el gobierno de Ronald Reagan avaló este fenómeno (mismo que ya había dado inicio en la administración de Jimmy Carter) y alentó entre sus aliados estratégicos este fenómeno. Así se constituyó, en la práctica, el llamado neoliberalismo [Wicab, 2011: 56].


    La batalla intelectual entre los seguidores de Keynes y Hayek7 se extiende durante el siglo XX y lo que va del XXI. Aunque después de la crisis de 2008-2009, la discusión se divide entre quienes piden más gasto público para estimular la economía y quienes sugieren recortes al mismo para reducir la deuda nacional de los Estados. Entre los primeros están, por ejemplo, Paul Krugman, James Galbraith y Joseph Stiglitz, quienes consideran que es fundamental que los gobiernos aumenten sus inversiones y adquisiciones y den subsidios a los desempleados para aumentar el consumo y estimular la economía, evitando una “recesión con doble caída”. En la posición de prudencia fiscal para reducir el déficit aparece el grueso de los economistas, que se muestra circunspecta por los niveles de endeudamiento público a los que se ha llegado en muchos países. Además de moderación fiscal, reclama medidas de flexibilización del mercado laboral, abaratamiento de los costos salariales y austeridad en general que, supuestamente, estimularán la inversión [Tapia y Astarita, 2011: 21-22].


    EL ESTADO INTERVENCIONISTA Y EL NUEVO PATRÓN DE ACUMULACIÓN NEOLIBERAL EN MÉXICO


    En el caso de México el lanzamiento del proyecto neoliberal se realizó en un momento en el cual el mercado mundial planteaba nuevos requisitos. Se trataba de responder con velocidad a una demanda que exigía la reducción de los plazos de espera en el mercado y darle mayor importancia a la calidad sin descuidar los costos. Se constataba una mayor preocupación por la producción en lotes que por la producción en masa y por la innovación del producto más que por la fabricación de productos estandarizados. Las grandes empresas asumieron tales exigencias y las transfirieron a las denominadas “filiales maquiladoras de segunda generación” [Guillén, 2013: 39].


    La reestructuración industrial se inició con la crisis de mediados de los setenta porque los organismos financieros internacionales obligaron al Estado mexicano a reducir su participación a su mínima expresión, eliminando el proteccionismo y facilitando la inversión extranjera. Para mejorar la competitividad nacional se debían impulsar las exportaciones de modo que generaran divisas suficientes que autofinanciaran el desarrollo industrial [Fajnzylber, 1983: 98, 103]. Las dificultades se manifestaron con la crisis económica de 1976, pero el descubrimiento de nuevos yacimientos de petróleo permitió que el “oro negro” ocultara los problemas estructurales de la economía mexicana y que continuara creciendo a altas tasas por unos años más [Guillén, 2013: 38-39].


    Se estableció un convenio para limitar el déficit global del sector público, al crecimiento de la deuda externa y a la emisión primaria de dinero. Asimismo, se comprometía la liberación del mercado interno mediante la eliminación de subsidios y controles a los precios; la liberación del comercio internacional, la disminución de los aranceles a las importaciones y los subsidios a las exportaciones, así como la reducción de la participación del Estado como agente económico. El déficit público fue señalado como una de las principales causas de la crisis económica, por ello, la propuesta neoliberal fue subsanar el déficit público mediante la disminución del gasto estatal, la privatización de las empresas públicas, la reducción del aparato burocrático y el desmantelamiento del “Estado social” [Salazar, 2004: 1].


    Se establece un nuevo patrón de acumulación neoliberal en los años ochenta (1982) el cual se traslada al siglo XXI con un Estado “mínimo”. La globalización económica se caracteriza no sólo por el libre comercio, sino de modo más específico, por la libre circulación de capitales; donde los mercados financieros y globales ejercen una tremenda influencia sobre la situación económica. Además, el capital financiero disfruta de una posición privilegiada y tiene más movilidad que los otros factores de producción, por lo que se acumula cada vez más en las instituciones financieras y en compañías multinacionales que cotizan en la bolsa [Salazar, 2004: 2].


    El patrón de acumulación neoliberal se enfrenta a la forma de organización del trabajo en cadena y que había conducido a graves problemas relacionados con la calificación, la improductividad y el control del trabajo, por lo que, se cuestionaron las formas tradicionales de negociación entre el Estado y los sindicatos que los confrontó y metió a estos últimos en una situación de colapso al interior de sus organizaciones. Se cuestiona cómo se producen, valoran y reparten los bienes y riquezas en el conjunto de la sociedad; y de modo particular, los múltiples cambios en la organización de la producción; a los conceptos y teorías del neoliberalismo que pretenden imponerse como hegemónicas; así como el nuevo papel del Estado y las consecuencias de las nuevas tecnologías [Gringras, 1992: 10-11].


    El patrón de acumulación neoliberal establece una nueva alternativa de organización de la producción en equipo, el control de la calidad y la relación entre las empresas y las organizaciones obreras. El Estado se retira de la inversión productiva y del desarrollo de proyectos de beneficio social, al igual que se establece una política de estabilización entre salarios y productividad, conocida por los neoclásicos como flexibilidad del trabajo, para salir de la crisis que tenía su origen más profundo en la rigidez de las relaciones sociales dentro de los procesos productivos. Es decir, la reestructuración implicó la difusión de la idea de superioridad del mercado para asignar recursos y premiar a los más eficientes (individualismo) y un Estado con menor injerencia directa en la actividad económica. Con esto se busca aumentar la productividad y disminuir costos para lograr mayor competitividad en el mercado internacional. Se plantean nuevas vías para la reproducción del capital y se modifican las relaciones entre el capital y el trabajo, a favor del primero [Guillén, 2007: 286-287].


    LA GLOBALIZACIÓN, EL MERCADO Y LA APERTURA ECONÓMICA


    La coyuntura para establecer el neoliberalismo en varios países del orbe fue el agotamiento del modelo sustitutivo de importaciones, al presentarse la crisis del Estado intervencionista en el ámbito mundial y como consecuencia del endeudamiento de los estados que estalló a mediados de la década de los ochenta; este factor, junto con la reducción de las tasas de crecimiento, colapsaron el aparato productivo y con ello el sistema de proteccionismo industrial, lo que llevó a plantear la reducción de la intervención estatal en la producción, el control de precios y la liberalización comercial.


    Se impusieron las ideas del libre mercado y la sustitución del patrón de acumulación intervencionista por el establecimiento de la libertad económica y el alejamiento del Estado de las áreas económicas de interés para el capital privado. Se favorece la apertura de los mercados a nivel global y la interrelación de las empresas proveedoras especializadas, se estandarizan los procesos de producción y homologación de los puestos de trabajo. La gran empresa se reorganiza y expande en escala internacional, segmentando su sistema productivo a partir de relocalizar las plantas filiales y subsidiarias de ensamble final y delegar ciertas fases a proveedoras especializadas situadas en las más diversas naciones y regiones, con la consiguiente industrialización de ciertos países y desindustrialización de otros [Gutiérrez, 2016: 333].


    En México, se estableció la liberalización (comercial, financiera e industrial) y la desregulación económica por la necesidad de expansión de las grandes empresas multinacionales que organizan la producción sobre una base mundial y por los imperativos del FMI y del BM (las instituciones de la “gobernanza”) que al favorecer los flujos internacionales del capital financiero, confieren prioridad a la inversión especulativa (inversión de cartera) por sobre la actividad productiva [Salazar, 2004: 11].


    El FMI aprovechó la negociación de la enorme deuda externa de México para imponer el nuevo patrón de acumulación, por medio de las cartas de intención que establecían los lineamientos de política económica para disminuir, tanto el déficit público como el de la balanza comercial y así poder pagar el servicio de la deuda [González, 2008: 98]. Los mayores beneficios de la globalización económica y las políticas públicas serían las trasnacionales que ampliaron sus mercados de venta, redujeron costos laborales, aumentaron su productividad e intensidad del trabajo y aseguraron sus materias primas y la protección de sus mercados; en tanto, los países más atrasados, con menor desarrollo tecnológico y una fuerza de trabajo joven, barata y fácilmente controlable, fueron los que tuvieron que sacrificar su expansión externa y el mercado interno.


    Un aspecto importante es la transformación de la base productiva y distributiva por los cambios en la innovación y el desarrollo tecnológico, los cuales integran las nuevas formas de organización del trabajo a escala internacional, con el uso intensivo de la fuerza de trabajo de los países subdesarrollados, en algunos procesos como las armadoras automotrices o la maquila, los cuales benefician a las grandes empresas trasnacionales. Se generan empleos en México, pero no hay transferencia de tecnología de punta, pues la producción se concentra en el ensamblaje de insumos importados desde los países en que operan las matrices y no se produce el encadenamiento productivo esperado en la economía nacional.


    La globalización y la apertura económica trajeron una mayor movilización de flujos de capitales, de inversión, de mercancías y de tecnología; lo que acelera el proceso de acumulación, la concentración y la centralización de los grandes capitales. La competencia obliga a las empresas trasnacionales a reorganizarse sistemáticamente, introduciendo nuevas tecnologías y métodos de organización de la producción y el trabajo, con el objeto de ser más eficientes y disminuir costos, creando con ello las condiciones para una sobrecapacidad de sobreproducción. Como respuesta a esta problemática se recurre a medidas de racionalización de costos como la disminución al mínimo de inventarios, paros técnicos, despidos, etcétera, proceso que se agudiza en los casos de disminución de la demanda o de crisis [Gutiérrez, 2016: 338].


    La producción se vuelve muy compleja, debido a que, por su estructura y funcionamiento corporativo, se incorpora a las más diversas ramas y sectores económicos, como materia prima (acero, vidrio, plástico, química, electro-electrónica e insumos diversos), así como partes, componentes y módulos necesarios para la fabricación. Cuando se define la nueva política del mercado, plantea la liberalización comercial, las transformaciones en la base productiva, la innovación y el desarrollo tecnológico y el control financiero por la banca privada internacional. Se impulsan las políticas de fomento a las exportaciones, se cancelan los proyectos productivos orientados a la producción de bienes de capital, se restringe la política proteccionista y, con ello, se redefine el papel del Estado en la generación de empleos y se encamina el dinamismo de la economía a la iniciativa privada.


    Se da una integración en red de cadenas y subcadenas de producción internacional, facilita a la gran empresa redistribuir riesgos entre sus proveedores, evitando en lo posible las consecuencias que pudiera enfrentar en la producción de miles de mercancías con alguna falla, en el manejo dentro de un mundo lleno de tecnologías y demandas cambiantes, lo que repercutiría severamente en sus costos. Desde esta perspectiva, ya no se puede hablar de producción en masa de mercancías estandarizadas sino de una producción que se fragmenta constantemente y se ajusta a la demanda con respecto a recursos, materias primas, insumos, bienes intermedios y nuevos materiales [Gutiérrez, 2016: 188].


    A las micro, pequeña y mediana empresas (mipymes) se les impone las condiciones de producción y distribución, para aprovechar la experiencia y el conocimiento, de acuerdo con sus diferentes especialidades y calificaciones, así como la jornada de trabajo en función a la demanda, el justo a tiempo, cero inventarios, la tecnología, las formas de financiamiento y las diversas normas ambientales o restrictivas para el funcionamiento como “empresas sustentables”. Lo mismo sucede con los empresarios proveedores globales y regionales, indistintamente de su nivel y tamaños, ser parte de la cadena de valor de la empresa trasnacional es el reconocimiento de los productos (insumos intermedios y servicios) que salen del mercado internacional por la vía de la cadena internacional de producción, lo que garantiza una utilidad constante, más o menos segura. De allí que compitan entre sí ofreciendo las mejores condiciones de precio, calidad, volumen, tiempo de entrega, etcétera, lo que facilita a la empresa tomar la mejor decisión para disminuir sus costos [Gutiérrez, 2016: 336].


    Los trabajadores de las mipymes, si bien no están vinculados directamente con la producción de la gran empresa, son indispensables para la cadena de valor de allí la necesidad de que funcionen de manera eficiente. Se trata de trabajadores que, directa o indirectamente, dependen y contribuyen a la realización del valor de la empresa, tanto en la esfera de la producción como en el de la circulación, lo cual define la composición de una nueva clase que vive del trabajo, que se ve sujeta a los nuevos métodos de organización de la producción y el trabajo y, por lo mismo, a la racionalización, cuya estabilidad en el empleo está sujeta a los cambios en la demanda y a las reestructuraciones sistemáticas de la empresa [Gutiérrez, 2016: 337]. Los proveedores incorporan sistemas modulares cada vez más complejos, basados en las nuevas tecnologías y sistemas electrónicos de control que generan un alto valor, lo que a su vez da pauta a una mayor concentración y centralización de capital de las grandes empresas.


    Se fortalece el patrón de acumulación neoliberal, mediante varias estrategias como el sanear las empresas estatales, dar autonomía al Banco Central y emprender el gradual abandono de la mayoría de las actividades en que tradicionalmente el Estado había participado. Se dio la reestructuración de las empresas del sector público, con el fin de disminuir sus costos de producción mediante técnicas organizacionales, reducción de desperdicios, desburocratización y modernización y la posterior privatización [González, 2008: 98-99].


    Sin embargo, si se avanzó en la modificación de otros factores de la política económica: la racionalización de la protección, el fomento a la exportación de bienes no petroleros, la negociación multilateral y las negociaciones para la entrada al GATT (General Agreement on Tariffs and Trade) en 1985, así como una nueva política de franjas fronterizas y zonas libres. El resultado fue una economía más abierta a la competencia externa, pues se disminuyó su protección mediante la eliminación de permisos de importación, menores aranceles y la subvaluación del tipo de cambio con el Programa Inmediato de Reordenación Económica (PIRE) y cuyas propuestas se encaminaban al combate a la inflación, la defensa de la planta productiva y del empleo, saneamiento de las finanzas públicas, estabilización y recuperación del control en el mercado cambiario y reducción del déficit del sector externo, principalmente [Villarreal, 2005: 306, 310].


    Un aspecto quizás nuevo del capitalismo de finales del siglo XX y de nuestro tiempo es el nivel que ha alcanzado el desperdicio de trabajo humano y de recursos naturales. Ambos se derrochan en los procesos sociales necesarios para mantener un sistema social que más que satisfacciones genera insatisfacciones de las necesidades humanas y que, a la vez que produce bienes y servicios útiles, produce enormes volúmenes de desechos [Tapia y Astarita, 2011: 265].


    
      
        1 En una economía de este tipo el único orden posible es el “espontáneo”; por tanto, cualquier intento que haga el Estado por sustituirlo con la planeación estará mal encaminado [Chang, 1996: 173-179].

      


      
        2 Las modificaciones salariales estarían determinadas por el incremento de la productividad de la mano de obra [Banco de México, 1994: 24], con lo que se reforzaron los mecanismos para establecer los programas de flexibilidad de la fuerza de trabajo.

      


      
        3 El Banco Mundial define así las funciones fundamentales del Estado: mantener el orden público, salvaguardar los derechos de propiedad, encargarse de la gestión macroeconómica, suministrar servicios sociales básicos y proteger a los indigentes [Banco Mundial, 1997: 180].

      


      
        4 Aunque se hace referencia a los sindicatos, se cuestiona la existencia de los mismos porque han logrado obtener, de parte del gobierno, privilegios e inmunidades especiales que han beneficiado a algunos de sus miembros y de sus dirigentes a costa de los trabajadores y los consumidores. En estas circunstancias, es necesario eliminar primero las disposiciones que aportan un apoyo directo a cualquier tipo de monopolio y luego aplicar la ley antitrust tanto en el mundo de los negocios como en el del trabajo [Guillén, 1997: 55].

      


      
        5 El Banco Mundial y otras organizaciones internacionales “sugieren” programas para ayudar a los países siempre y cuando pongan en práctica reformas en las funciones del Estado orientadas a reducir su papel en algunas áreas de la economía y a encauzar los recursos así liberados hacia actividades básicas [Banco Mundial, 1997: 180].

      


      
        6 El FMI institución que por mucho tiempo sustentó el proyecto intervencionista, rebasó su campo básico de competencia en macroeconomía hacia cuestiones estructurales, como los mercados de trabajo, las reformas de las pensiones, entre otras, para impulsar la nueva religión (el fundamentalismo del mercado) que reemplazó a aquella que había demostrado ser tan defectuosa [Stiglitz, 2002: 69, 174].

      


      
        7 Esta ideología considera que la economía debe ser regulada por ella misma, bancos, bufetes de abogados, agencias de rating y en reuniones de jefes de las naciones más ricas y gobernadores de bancos centrales. También, a partir de esta ideología se inventó el concepto globalización. Por respuesta se asegura que está reviviendo en mayor escala el imperialismo, es decir, el predominio del capital financiero internacional sobre el industrial nacional [Saxe-Fernández, 2002: 68].

      

    

  


  
    LA EVOLUCIÓN DEL MODO DE PRODUCCIÓN CAPITALISTA


    EL DESARROLLO DE LAS FUERZAS PRODUCTIVAS


    Es un proceso continuo en la sociedad que se acentúa en el modo de producción capitalista, desde finales del siglo XVIII a la actualidad. La era industrial empezó con la irrupción de la máquina, la cual transformó el proceso de producción, la organización del trabajo y las condiciones de vida de la población. En el proceso capitalista, la primera forma de la producción para el mercado fue la de los talleres artesanales que dependían fundamentalmente del trabajo y la calidad de la persona a la hora de configurar el objeto final (valor de uso). Según Carlota Pérez [2004: 33-34, 51] el proceso ha seguido una evolución que se ubica:


    A mediados del siglo XIX en donde era común que la gente se refiriera a su tiempo como la era del vapor y los ferrocarriles y, más adelante, cuando el acero remplazó al hierro y la ciencia transformó a la industria, el nombre fue el de era del acero y la electricidad. Hacia 1920 se habló de la era del automóvil y la producción en masa, y desde la década de los setenta, las denominaciones eran de la información o sociedad del conocimiento.


    Cada oleada o revolución tecnológica tiene un carácter distinto y específico de transformaciones evolutivas que establece nuevas formas de división del trabajo social y en medida que se difunde se modifica la lógica de la innovación y la competencia, hasta que se constituye lo que Carlota Pérez [2004] denomina un paradigma tecnoeconómico distinto del anterior. En este proceso de compensación psicosomática se ubican también las actividades deportivas de fin de semana o vacaciones, como son la caza, la pesca o la navegación, que retrotraen al hombre urbano a los orígenes de su especie, ocupaciones lúdicas y relajantes, en ambientes naturales para alejarse de la industrial. Con la aplicación de las nuevas tecnologías en la producción industrial y distribución ahora es posible fabricar más productos en formas diversas más efectivas y rápidas, sin embargo, el problema es que esos productos tienen que comprarse y venderse en mercados donde la ventaja competitiva depende del adelanto tecnológico [Gubern, 1995: 65].


    La repetición constante de las mismas operaciones concretas y la concentración de la mente en ellas enseñan, según demuestra la experiencia, a conseguir el efecto útil perseguido con el mínimo desgaste de fuerzas. Dice Marx que como en la misma manufactura conviven y trabajan juntas siempre varias generaciones de obreros, los secretos técnicos del arte descubiertos por unas se consolidan, acumulan y trasmiten a las siguientes [Marx, 1999: t. I, vol. 2: 413].


    El desarrollo de las fuerzas productivas y la magnitud de valor y el uso de las máquinas para modificar el tiempo de trabajo socialmente necesario invertido en su producción, aumenta la productividad del trabajo que está determinada por múltiples circunstancias, entre otras por el nivel medio de destreza del obrero, el estadio de desarrollo en que se hallan la ciencia y sus aplicaciones tecnológicas, la coordinación social del proceso de producción, la escala y la eficacia de los medios de producción, así como las condiciones naturales [Marx, 1999: t. I, vol. 1: 49].


    El concepto de productividad se deriva de la mejora en la organización de la producción por parte de cada trabajador que hace diferentes actividades, a lo que Adam Smith le dio el nombre de división social del trabajo. Se desarrolla en la Revolución industrial del siglo XVIII, cuando miles de personas son ubicadas en las fábricas de producción masiva. El aumento de la producción se logra cuando cada trabajador adquiere habilidades, ahorran tiempo porque no tienen que cambiar de máquina y equipo mientras realizan cada tarea individual y estimula el diseño de máquinas que facilitan el trabajo [Thorton, 2015: 24-25].


    El uso de la máquina como instrumento de trabajo se convierte en competidor del propio obrero. El aumento del capital por medio de la máquina depende del número de obreros cuyas condiciones de vida anula. La inversión dirigida al capital fijo con respecto al pago en fuerza de trabajo indica la composición orgánica de capital. El proceso de acumulación y los cambios en esta relación conforman la ocupación y la formación del ejército industrial de reserva, por lo que el descenso relativo del número de obreros empleados en una fábrica es perfectamente compatible con su aumento absoluto de la ocupación en el capitalismo. De acuerdo con Marx [1999: t. I, vol. 2: 592-593]:


    […] por medio de la maquinaria, de los procesos de la química y de otros métodos, revoluciona constantemente la base técnica de la producción, y con ella las funciones de los obreros y las combinaciones sociales del proceso de trabajo. De este modo, revoluciona también, no menos incesantemente, la división del trabajo dentro de la sociedad, lanzando sin cesar masas de capital y de obreros de una a otra rama de producción. El carácter de la gran industria lleva, por tanto, aparejados constantes cambios de trabajo, desplazamientos de función, una completa movilidad del obrero. De otra parte, reproduce en su forma capitalista la vieja división del trabajo, con sus particularidades fosilizadas.


    Las transformaciones tecnológicas requieren de fuerza de trabajo cada vez más calificada, la que los neoclásicos definen como “capital humano”1 para recompensar la inversión en educación y capacitación del trabajador, por lo que se requiere que el Estado realice la inversión en educación que incremente la capacitación, que eleve la productividad laboral. En este sentido, las diferencias salariales internacionales se asocian con la mayor o menor calificación de la fuerza de trabajo ya que es un elemento fundamental de la competencia vía la productividad del trabajo y, por lo tanto, el movimiento del salario dependerá del salario real y la canasta de consumo de cada país.


    El aumento de la productividad del trabajo en lo que se considera como bienes salarios para la reproducción del trabajador y su familia, se traduce en que la misma masa de los medios de vida se produce ahora con menos tiempo de trabajo socialmente necesario. Es decir, en el mismo tiempo puede duplicarse la capacidad productiva de su trabajo, cosa que solo se conseguirá con el cambio de sus instrumentos, métodos de trabajo, o ambos a la vez. Nuevamente cito a Marx [1999: t. I, vol. 2: 382]:


    Por aumento de la capacidad productiva del trabajo entendemos un cambio cualquiera sobrevenido en el proceso de trabajo, por virtud del cual se reduce el tiempo de trabajo socialmente necesario para la producción de una mercancía; es decir, gracias al cual una cantidad más pequeña de trabajo adquiere potencia suficiente para producir una cantidad mayor de valores de uso.


    El valor real de una mercancía no depende, en consecuencia, de su valor individual, sino de su valor social, es decir, no se mide por el tiempo de trabajo que insume de manera efectiva al productor en cada caso individual, sino por el tiempo de trabajo requerido socialmente para su producción [Neffa, 2006: 36]. La creciente utilización de maquinaria y equipo cada vez más sofisticados en el proceso, significa que hay un mayor esfuerzo social destinado al capital fijo y proporcionalmente menor al capital variable, el trabajo, fuente de la riqueza social excedentaria para la acumulación capitalista. En estas condiciones, cuando se incrementa el capital fijo con respecto al variable hay una disminución constante de la tasa de ganancia. Marx [1999: t. I, vol. 2: 469] señala:


    El desarrollo de la maquinaria empleada para las diversas actividades no es otra cosa que la ampliación de los instrumentos a gran escala, por ejemplo en la construcción de máquinas que forma la verdadera máquina-herramienta, vemos que en ella reaparece, en proporciones ciclópeas, el antiguo instrumento manual.


    La maquinaria es un instrumento formidable para aumentar la productividad y disminuir el tiempo de trabajo socialmente necesario para la producción de mercancía, pero también se puede transformar en un mecanismo de prolongación de la jornada de trabajo o la velocidad de producción: la intensificación del trabajo [Marx, 1999: t. I, vol. 2: 490, 498]. Por ello, el capitalista aprovecha esa doble capacidad en el orden de la productividad y la intensificación del trabajo. La innovación y el desarrollo tecnológico del siglo XXI incorporó a los robots en el proceso productivo, esto permite un aumento extraordinario de la productividad del trabajo, pero solo es rentable a partir de una cierta escala de producción que supone evidentemente la conjunción de ciertas condiciones de demanda o cuando su uso resulta conveniente por las utilidades que se obtienen [Coriat, 1985: 7, 105].


    La nueva tecnología permite la automatización de una gama de tareas más amplia en la distribución, como la carga/descarga de máquina herramienta y la comprobación de tarjetas de circuito en la industria electrónica, además de cargar más peso. Los robots colaborativos de peso ligero son más baratos, diestros y fáciles de rotar entre tareas y no requieren habilidades de programación especializadas. Millones de horas-persona de trabajo social se invierten en producir bienes y servicios superfluos, cuando no dañinos. El sector de la publicidad comercial acapara el talento y el trabajo de millones de profesionales calificados, desde psicólogos a cineastas, cuya actividad principal es producir anuncios que estimulen el consumo mediante mensajes inductores de infelicidad e insatisfacción. La publicidad comercial inunda cada vez más todos los ámbitos de la vida y ha hecho que un magnífico instrumento de comunicación, entretenimiento y educación, degenere en un ente difusor de lo que algunos han dado en llamar tele basura. La publicidad crea “necesidades” que supuestamente son resueltas por la adquisición del producto que se promueve [Tapia y Astarita, 2011: 265-266].


    Desde los años noventa enormes masas de capital procedentes de Estados Unidos, Japón y diversos países europeos se invirtieron en China, que ha adquirido miles de millones de dólares en bonos del Tesoro de Estados Unidos y que ha exportado a su vez enormes cantidades de capital hacia África y América Latina [Tapia y Astarita, 2011: 260-261]. En 2013, China se convirtió en el mayor comprador de robots industriales, al tratar de impulsar las ganancias de la productividad después de ser golpeado por los crecientes costos de sueldo [Powel, 2015: 13].


    En muchas fábricas de China, por ejemplo, se impone a los trabajadores (muchos de ellos hasta hace poco campesinos residentes en las zonas rurales) condiciones de trabajo que pueden calificarse de carcelarias. Aún en el “socialismo” funciona la Ley General de la Acumulación Capitalista. Las condiciones no son mejores entre los trabajadores de la industria textil de la India o Bangladesh, en las maquiladoras de México o de Centroamérica o entre los trabajadores que se dedican a la cosecha de limones o patatas en Argentina [Tapia y Astarita, 2011: 261].


    Las nuevas tecnologías demandan proporcionalmente menor cantidad de fuerza de trabajo, con mayores grados de calificación y la flexibilidad necesaria para enfrentar la competencia: antes, 10 obreros con 10 herramientas de escaso valor elaboraban una masa relativamente pequeña de materia prima; ahora, un obrero con una máquina costosa elabora una masa 100 veces mayor. Marx señalaba al respecto:


    […] el desarrollo del modo capitalista de producción y de la fuerza productiva del trabajo –causa y efecto, a la vez, de la acumulación– permite que el capitalista, con la misma inversión de capital variable, ponga en movimiento más trabajo gracias a una explotación mayor –en extensión o en intensidad– de las fuerzas de trabajo individuales. […] con el mismo valor de capital adquiere más fuerza de trabajo, puesto que progresivamente sustituye los obreros más diestros por los menos diestros, los experimentados por los inexperimentados, los varones por las mujeres, la fuerza de trabajo adulta por la adolescente o infantil [Marx, 1999: t. I, vol. 3: 791].


    Desde el siglo XIX, Marx ya había planteado la manera como las nuevas tecnologías ayudaban a sustituir a los obreros más diestros o mejor calificados por mujeres o niños en el proceso productivo. De este modo, aquel instrumento gigantesco creado para eliminar trabajo y obreros, se convertía en medio de multiplicación del número de asalariados, colocando a todos los individuos de la familia obrera, sin distinción de edad ni sexo, bajo la dependencia inmediata del capital.


    La inversión en capital fijo reduce las necesidades de fuerza de trabajo y, en consecuencia, disminuye su dependencia con respecto de la oferta de trabajadores, al tiempo que el trabajo incrementa su dependencia del capital. El capital gana autonomía y se facilita el control del proceso de producción. De acuerdo con Benjamín Coriat, entre todas las cuestiones que toca la robótica, la del empleo es, sin duda, la más crucial ya que los empleos creados están lejos de compensar los empleos suprimidos. Las diferencias se refieren solamente a la amplitud de este saldo, considerado como negativo en todos los casos [Coriat, 1985: 149-150, 155]. La utilización de nuevas tecnologías genera una fuerza de trabajo excedentaria para la acumulación inmediata pero necesaria para el capital en su conjunto:


    La parte de la clase obrera que la maquinaria convierte de este modo en población sobrante, es decir, inútil por el momento para los fines de explotación del capital, sigue dos derroteros: de una parte, se hunde en la lucha desigual entablada por la vieja doctrina manual y manufacturera contra la industria maquinizada; de otra parte, inunda todas las ramas industriales fácilmente accesibles, abarrota el mercado de trabajo de mano de obra y hace, con ello, que el precio de la fuerza del trabajo descienda por debajo de su valor [Marx, 1999: t. I, vol. 2: 524-525].


    Para generar la plusvalía relativa, el obrero debe producir más en el mismo tiempo e igual o menor esfuerzo, de modo que hay más mercancías con un valor menor:


    La producción del plusvalor relativo presupone la producción del plusvalor absoluto, y por ende también la forma general adecuada de la producción capitalista. Su finalidad es el acrecentamiento del plusvalor por medio de la reducción del tiempo de trabajo necesario, independientemente de los límites de la jornada laboral. El objetivo se alcanza mediante el desarrollo de las fuerzas productivas del trabajo. Ello trae aparejada, empero, una revolución del proceso laboral mismo. Ya no alcanza con prolongarlo: es necesario darle una nueva configuración. La producción del plusvalor absoluto gira únicamente en torno a la extensión de la jornada laboral; la producción del plusvalor relativo revoluciona cabal y radicalmente los procesos técnicos del trabajo y los agrupamientos sociales [Marx, 1999: t. I, vol. 2: 617-618].


    El aumento enorme de la producción requiere de mercados cada vez más amplios para la circulación y consumo de los productos; aquí también la innovación tecnológica es fundamental, sobre todo en la infraestructura que permite acelerar la circulación de mercancías y amortiguar la caída de la tasa de ganancia. En este sentido se da un gran desarrollo del transporte para que las empresas trasladen su producción a cualquier lugar del mundo en donde existan mercados de consumo, inversión y una mano de obra mucho más abundante, barata y controlable.


    En la medida en que estas acciones se globalizan, la distancia geográfica se cubre con menores costos y se intensifica la distribución en el mercado mundial, por lo que se deben eliminar las barreras proteccionistas que impidan la libre distribución. Todo esto intensifica la competencia así como la necesidad de la innovación, y se establecen nuevas relaciones de trabajo, con obreros más flexibles, hábiles, controlados y multifuncionales, pero también, aumenta la presencia de las crisis de sobreacumulación.


    EL TAYLORISMO-FORDISMO EN EL MARCO DEL ESTADO INTERVENCIONISTA


    La organización del trabajo más adecuada a la producción capitalista de inicios del siglo XX fue la propuesta por Henry Ford, tomando como base la Organización Científica del Trabajo (OCT) y el sicólogo industrial Frederick W. Taylor que estableció el sistema de tiempo/movimiento por medio de un cronómetro que medía en centésimas de segundo el tiempo de las fases de la producción y todo tipo de trabajo que tomaba colocar un faro o un guardabarros. El taylorismo se caracterizó por una estandarización rigurosa de las prácticas de trabajo (intensidad del trabajo) y los productos, y una separación entre el concepto (ingeniería y diseño) del trabajo y su producción, incorporando los métodos más eficientes de producción (administración científica) [Sennett, 2000: 41]. Es una organización piramidal, con una dirección vertical y rígida por parte de los managers que controlan los instrumentos de la línea de montaje, el ritmo de la producción y limitan la capacidad de los trabajadores de interferir en el proceso y hay un control burocrático, que involucra los intentos por parte de las empresas para inducir a los trabajadores a internalizar sus objetivos [Sennett, 2000: 41].


    Se conformaba el órgano fundamental que definía la estrategia y directrices a seguir, acerca de dónde y cuándo producir para ofrecer al mercado sus productos en masa, tomando en cuenta los rígidos métodos y técnicas de organización de la producción y del trabajo, así como su estructura organizativa y de gestión empresarial en relación con el Estado, organización sindical y sistema de proveedores [Gutiérrez, 2016: 190].


    La organización fordista permite un control estricto de la fuerza de trabajo, mejora la producción y circulación de mercancías mediante el uso de máquinas y herramientas especializadas para la fabricación en serie y masiva de medios y objetos de trabajo, con una orientación para el mercado interno protegido y subsidiado por el Estado que garantiza la acumulación ampliada de capital.


    El sistema capitalista trata siempre de abreviar al máximo los tiempos “muertos” de la producción, disminuyendo los tiempos generales de circulación (alimentación traslado), e intentando aumentar, en una misma hora del reloj, los tiempos de intervención efectiva de las máquinas, de los manipuladores o de los hombres, en el caso de las tareas que siguen efectuando. El uso de las nuevas tecnologías y la fuerza de trabajo permiten un doble avance: un salto cualitativo en la “optimización” de las relaciones entre tiempo de operación y tiempo de circulación y el uso de la máquina herramienta también se vuelve flexible, puede memorizar series alternativas de trayectorias y, en todos los casos, es fácilmente reprogramable. Se hace un uso más intensivo de las nuevas tecnologías que transforman el proceso productivo y la prestación de servicios al establecer la descentralización como uno de los factores esenciales de la producción, mediante nuevas técnicas de gestión de la fuerza de trabajo. El segundo avance se refiere al hecho de que la microelectrónica y la informática permiten un aumento en el ahorro general de flujos presente en la producción material [Coriat, 1992: 52-53, 62-63].


    Para los negocios, la división del trabajo ha sido central en los sistemas de producción desde que el automóvil Ford modelo T fue el primer vehículo en producirse en masa, en líneas de ensamblaje móviles usando partes prefabricadas [Thorton, 2015: 34]. Para sujetar al trabajador a la línea de montaje Ford otorgó la concesión de salarios altos, cinco dólares al día y jornada de ocho horas, con lo que impulsó la demanda e incrementó el nivel de vida de los empleados, que inmediatamente adquirían un Ford T y, con ello, contribuían a disminuir más los precios de venta. Estas medidas, en una situación de crisis como la Gran depresión de 1929, significaron una búsqueda para estimular la demanda efectiva, reactivar el mercado y restaurar la confianza empresarial [Gutiérrez, 2016: 40, 348].


    El sistema de producción fordista-taylorista se intensificó después de la Segunda Guerra Mundial, tanto en Estados Unidos como en Europa Occidental y Japón.


    Se desarrolló la nueva forma de organización del trabajo, la producción en serie encontró el apoyo adecuado: los protocolos taylorianos y el estudio de tiempos y movimientos, el trabajo fragmentado, la banda transportadora y la línea de montaje están en auge. Inmensas reservas de productividad están allí para ser explotados vía la plusvalía absoluta y relativa [Coriat, 1992: 39].


    Este sistema perduró por un largo periodo, sin embargo, en la década de los sesenta mostró graves problemas. Conforme fueron creciendo las empresas a partir de nuevas plantas, adquisiciones, fusiones, nuevos mercados y productos, su estructura rígida se hizo compleja y burocrática en su funcionamiento, lo que las volvía cada vez más ineficientes en su gestión, debido a la concentración de grandes y costosos inventarios, puestos duplicados, tiempos muertos que se convirtió en una verdadera pesadilla para la dirección de la empresa en la medida en que había una “falta de cuidado” permanente en la producción que elevaba los “defectos de fabricación” y los “desperdicios” que se convirtieron en verdaderos obstáculos de inestabilidad en las ganancias capitalistas [Gutiérrez, 2016: 42].


    El ausentismo y la imposibilidad de rotar al trabajador también significaban trabas, constantes fricciones y resistencias en la fábrica. Muchas de estas acciones se debían a los “actos voluntarios” resultado de la fatiga excesiva debida a los ritmos de trabajo o del “rechazo” al trabajo en cadena. Esta situación trató de remediarse mediante la creación de todo un aparato de vigilancia y control que implicó costos y gastos suplementarios para la empresa. Para solucionar los problemas de la rutina y de la calidad de los productos era necesario aplicar una estructura del trabajo distinta, que incorporara la nueva composición social y técnica de la fuerza de trabajo o los nuevos caracteres de las tecnologías basadas en el automatismo que desprende una nueva exigencia: la de una fuerza de trabajo “ágil” y flexible [Coriat, 2000: 129, 163-164].


    Las empresas buscan nuevos mecanismos o métodos de trabajo con el fin de aumentar la plusvalía absoluta y relativa con nuevas formas de organización flexible del trabajo. Abandonan la separación tajante entre concepción y ejecución, además de limitar la tarea enajenante del uso de la máquina, delegar funciones a los grupos de trabajo para que ellos vigilen y controlen una parte de su labor y se involucren en la solución de los problemas. El trabajo en equipo y la relación con los mandos se incentiva como una nueva forma de cultura laboral con la descentralización de las funciones. Se buscaba la adaptación a los cambios del mercado global, que estableció la liberalización de los mercados en el ámbito mundial para enfrentar las nuevas formas de gestión y organización empresarial, en las cuales las prestaciones sociales y la organización del trabajo se presentaban como elementos rígidos del taylorismo y una traba para la acumulación [González, 2008: 105,107].


    Se reestructura el papel del Estado como regulador del desarrollo (Estado benefactor) por un instrumento que garantice el crecimiento (Estado del beneficio), adaptado a una nueva relación con el mercado que impone nuevas reglas económicas gracias a un sistema institucional de mediación político-económico-social, trasmisor de una nueva ideología necesaria para facilitar la acumulación como una forma de dar respuesta a la necesidad de expansión del capital. Se plantea la privatización de empresas paraestatales consideradas estratégicas para el desarrollo, así como la aplicación de políticas de apertura, desregulación y endeudamiento que tienden a reducir el gasto público en salud, seguridad social, educación, etcétera, y con ello disminuir las conquistas sociales, además de bajar el gasto público, recortar salarios reales y poner en práctica políticas fiscales y monetarias austeras [Gutiérrez, 2016: 51-52, 101, 106].


    La producción en masa tradicional llegó a su límite, la reestructuración del capital busca la racionalización de los procesos de producción y de trabajo para enfrentar la crisis productiva y emerge un nuevo paradigma tecnológico en un contexto de predominio de una economía de variedad (clientes que exigen variedad y calidad en los productos). Surgen propuestas de trabajo flexible, polivalente entre los departamentos, la movilidad y disminución entre puestos de trabajo, las categorías, los turnos, la disponibilidad y la retribución salarial diversificada.


    EL TOYOTISMO, EL MERCADO Y LA GLOBALIZACIÓN


    Las nuevas necesidades del capitalismo ante la globalización configuraron un cambio estructural importante de la producción y la organización de la fuerza de trabajo. Se establece la nueva división internacional del trabajo que implicó una ruptura con el fordismo y el taylorismo, prevaleciente en el mundo a lo largo del siglo XX, al establecer a la gran empresa flexible bajo una dirección vertical y horizontal en red. Se integran directa o indirectamente, un gran número de empresas proveedoras de diferentes países y regiones en los ámbitos de la producción, comercialización y servicios, los cuales pasan a formar parte del proceso de acumulación mediante alianzas y acuerdos contractuales en el medio internacional, regional o local.


    La forma de organización del trabajo que mejor se adapta a estas condiciones es el toyotismo, la especialización flexible o el neofordismo, que se derivan del modelo japonés de flexibilidad laboral que contaba éxitos importantes desde la década de los cincuenta, cuando Taiichi Ohnno, el ingeniero en jefe de producción de la empresa Toyota y Eiji Toyoda, basándose en los principios básicos del fordismo, desarrollaron innovaciones en la cadena de montaje gracias a técnicas que flexibilizaron la producción automotriz como una forma de bajar costos al manufacturar, a partir de la demanda efectiva, el cambio frecuente de matrices para producir diverso modelos bajo una plataforma común permitió el establecimiento de la producción en pequeños lotes de productos variados con principios claves como la producción flexible y polivalente del trabajo que separa la concepción y ejecución para subordinar al trabajador a un sistema en donde recibe órdenes, propone soluciones a los problemas y controla el movimiento de la fuerza de trabajo en equipo, el justo a tiempo, la producción en función a la demanda, la mejora continua de los procesos, la calidad total y cero errores con una integración eficiente de equipos definidos por la empresa. Esto implicó una nueva forma de organización técnica del trabajo [Gutiérrez, 2016: 97, 186-187].


    La vinculación con las mipymes fue un éxito en la cadena de valor, porque la organización de la producción mediante la subcontratación (outsourcing),2 magnifica la especialización del trabajo al hacer partes individuales y también explota la ventaja absoluta de diferentes países en lo que hacen. Mientras en la organización taylorista la oferta moldea y uniforma la demanda, en el toyotismo, la del paradigma informático, es la demanda la que orienta, moldea, segmenta y diversifica la oferta [Pérez, 2009: 34]. Una de las claves del método es producir las cantidades vendidas, y producirlas justo a tiempo, adaptándose a los imperativos de la producción, a las ventas efectivas; alimentó la idea de la producción con cero existencias, a lo cual tan a menudo se reduce el método Toyota [Coriat, 1991: 41]. La empresa Toyota es líder en el ramo, con el desarrollo e introducción de nuevos métodos y técnicas de organización de la producción y del trabajo con procesos altamente tecnificados y diversificados en ramas como la automotriz, biotecnología, robótica y textil [Gutiérrez, 2016: 300].


    La empresa trasnacional busca los lugares en donde se ofrecen mejores condiciones para la inversión en plantas filiales y subsidiarias, en un complejo sistema de red de redes que facilita llevar a cabo el control, la planeación y la coordinación del flujo constante de capital, información, órdenes de arriba abajo y viceversa, ya se trate de la información acerca de la situación que en ese momento impera en las diversas plantas filiales, subsidiarias y proveedoras especializadas ubicadas en diversos países y regiones. La organización flexible de la producción, el conocimiento y la información pasaron a primer plano, en la medida en que la innovación y las funciones creativas, basadas en la innovación y el diseño (ID) se desarrollan en forma constante y adquieren un alto valor, todos los productos están sometidos al rápido proceso de cambio tecnológico (informática, microelectrónica, nanotecnología, automatización, biotecnología, etcétera) o de creatividad y diseño. La utilización de robots en el ámbito de la producción y los sistemas computacionales; la gestión de la información y comunicación para la automatización integral de toda la cadena internacional de producción con las computadoras que permite conocer el número de unidades producidas en cada planta filial, subsidiaria o proveedora, el país o región donde se produjeron, determinar fallas y reprocesos, volumen de piezas, módulos o unidades afectadas o no, lugar y fecha de producción, tipo de consumidor, etcétera [Gutiérrez, 2016: 149-150, 326].


    Las grandes empresas buscan los lugares en dónde se les ofrece los mejores incentivos para incrementar su rentabilidad, como: apertura y desregulación, fuerza de trabajo calificada, infraestructura, incentivos fiscales, leyes ambientales menos restrictivas, sindicatos más condescendientes, etcétera. Mediante la relocalización productiva de la empresas, se van integrando cadenas y subcadenas de valor en las que participan grandes, medianas o pequeñas empresas proveedoras de diversos países y regiones que, bajo el compromiso contractual de cumplimiento de los estándares de calidad que ella determina, pueden llevar a cabo diversas fases de la cadena productiva de manera eficiente y a menor costo. Es así como las plantas filiales y subsidiarias se integran, mediante módulos para la elaboración de las distintas partes, componentes, insumos, equipos y servicios necesarios para la fabricación de mercancías [Gutiérrez, 2016: 127-128].


    Las tareas que ejecuta el trabajador, como una forma de incrementar su productividad, buscan eliminar tiempos muertos y condicionar el ritmo de trabajo y el número de trabajadores en cada departamento para producir en función de la demanda efectiva. En vez de proceder por destrucción de los conocimientos obreros complejos y por descomposición en movimientos elementales, opta por la desespecialización de los profesionales para transformarlos, no en obreros parcelarios, sino en plurioperadores, profesionales polivalentes, “trabajadores multifuncionales”, en un movimiento de racionalización del trabajo en el sentido clásico del término. Se trata aquí también (como en la vía taylorista estadounidense) de atacar el saber complejo de oficio de los obreros calificados, a fin de disminuir su poder sobre la producción y de incrementar la intensidad del trabajo [Gutiérrez, 2016: 98].


    Se reagruparon las máquinas en los mismos lugares, pero ahora, como la plantea Coriat, cada operador se encargaba de tres o cuatro funciones, cada una de las cuales realizaba diferentes operaciones de la gama. Es la racionalización del trabajo basada en el mayor rendimiento posible del trabajo vivo y centrado, no en la repetitividad de las tareas sino en su “ampliación” mediante fórmulas del tipo de las ya experimentadas en la industria textil. Esta vía, basada en la manipulación o la vigilancia simultánea de varias máquinas diferentes, permitía eficazmente maximizar las tasas de ocupación de las herramientas y de los hombres [Coriat, 1991: 41, 43].


    El toyotismo se caracteriza por llevar a cabo investigación y desarrollo orientado a la búsqueda tanto de una mayor eficiencia al introducir tecnología de producción altamente avanzada, mediante la utilización de robots que ejecutan tareas simples y repetitivas, software para el control de los flujos en la línea, como la introducción de nuevas tecnologías incorporadas al producto con las innovaciones relativas a la utilización de energías alternativas más limpias en vehículos de combustión, basados en tecnologías de híbridos y eléctrico-electrónicos. Para ello, se eliminan los obstáculos que impiden la libre circulación de bienes y servicios, utilizando métodos y técnicas de organización de la producción y del trabajo, basados en la flexibilidad empresarial y de la fuerza de trabajo. La utilización de las nuevas tecnologías de la información y comunicación, robotización y sistemas computacionales, son fundamentales para la aplicación de las nuevas técnicas de organización de la producción y la distribución de los productos que contribuyen a reducir tiempos de rotación del capital en su conjunto, reducir gastos en inventarios y tiempos muertos y del transporte. Se requiere una coordinación centralizada y controlada que responda a los intereses de la empresa [González, 2008: 103; Gutiérrez, 2016: 302].


    Se da un desplazamiento diversificado al exterior de las fases de la manufactura, utilizando tecnologías muy avanzadas (robots, sistemas eléctrico-electrónico, nuevos materiales, etcétera), aplicando tanto los nuevos métodos de organización de la producción y el trabajo en los lugares más adecuados para la valorización y, simultáneamente, se utiliza la fuerza de trabajo con menores costos en el exterior, sustentada en la subcontratación,3 trabajo parcial u outsourcing en donde se pierde la estabilidad en el empleo, las prestaciones sociales son condicionadas a otros mecanismos, además de imponer condiciones de trabajo de permanente acoso al trabajador y amenaza de separación (downsizing y reingeniería) o, finalmente, darle una “palmadita” cuando se prescinde de sus servicios (outplacement), todo esto muestra la precariedad del mercado de trabajo y se imponen con distintos mecanismos como “[…] la teoría de la organización del trabajo que ofrece e impone al trabajador joven mecanismos extralegales, en tanto le ofrece su primer empleo y el mercado de trabajo lo posibilita” [Lañas y Bouzas, 2010: 268].


    La sociedad se convierte en una gigantesca cadena de producción global, integrada por las distintas áreas, departamentos, filiales, subsidiarias y proveedoras que, en el ámbito global, conforman su estructura por la cual fluye de manera continua y en forma sincronizada, información, capital, materias primas, insumos, bienes intermedios y finales. Dicho flujo es controlado por las empresas trasnacionales de manera eficiente con base en políticas de gestión, apoyadas tanto por el acelerado desarrollo tecnológico y las nuevas técnicas y sistemas de distribución basadas en la ergonomía y la logística, como también por la actuación de los gobiernos de los diversos países y regiones en que instala sus plantas, las cuales crean las condiciones de infraestructura para que los sistemas de logística de la cadena internacional de producción y distribución operen de manera eficiente [Gutiérrez, 2016: 187].


    Se minimiza la participación del Estado y cambia la política industrial de fomento al empleo por el fomento a las exportaciones, además de abrir los mercados con la reestructuración productiva de las empresas nacionales y trasnacionales para su incorporación al mercado internacional y la adaptación a las necesidades del desarrollo de las fuerzas productivas en la globalización. De aquí se desprende que las grandes empresas, sobre todo de Estados Unidos, presionaron para abrir el mercado a las nuevas tecnologías y formas de organización del trabajo, en busca de la apertura de los mercados y la reducción de los costos laborales vía la eliminación de prestaciones sociales.


    El toyotismo significó una ruptura con los principios del fordismo, pues busca terminar con los males de la rutina (en el planteamiento de Coriat) y elaborar productos más variados con mayor rapidez y rotación de tareas semanales o en el transcurso de un día [Sennett, 2001: 52-53]. La definición toyotista del trabajo descansa sobre tres principios interdependientes:


    1. Distribuir el trabajo, ya no en puestos individuales y tareas fragmentadas, sino en “islotes” de trabajadores, en pequeños grupos que administran un conjunto homogéneo de tareas.


    2. Romper el carácter unidimensional de las líneas de montaje y de fabricación, para concebir el taller como una red de mini líneas entre las cuales circula el producto siguiendo trayectorias que se han vuelto complejas.


    3. Finalmente, remplazar la banda transportadora de ritmo fijo por carretillas que se desplazan por la red con ritmos flexibles y capaces de elegir (gracias a un sistema guiado por cables) en todo lo concerniente a tareas estándar, el alistamiento hacia las líneas correspondientes o, en lo tocante a tareas específicas, de encaminarse hacia las partes de la red especialmente concebidas para ellas. En pocas palabras, se pasa de líneas unidimensionales de ritmo rígido a organizaciones multidimensionales, en red y a ritmos flexibles [Coriat, 1992: 22].


    Todos estos mecanismos flexibilizan el trabajo para atender las necesidades de la producción sujeta a la demanda. El trabajador realizará cualquiera de las funciones necesarias en el proceso de producción, para lo cual se debe calificar constantemente en el uso de las nuevas tecnologías que le permitan manejar los medios de producción. El toyotismo se confronta con su contrato colectivo o la normatividad laboral; debido a que flexibiliza su salario y la jornada de trabajo para subordinarla a las necesidades de la demanda con pagos por hora trabajada y, sobre todo, sin modificar el salario y sus incrementos en productividad o jornadas extraordinarias las cuales estarán sujetos al criterio de eficiencia o desempeño individual o de equipo.


    La realidad es que en las empresas que aplicaron esos métodos son frecuentes los turnos de trabajo de 15 y 15 horas, a menudo seis días por semana, en condiciones de estrés que han llevado a muchos casos de muerte por exceso de trabajo (lo que en japonés se llama karoshi). En comparaciones internacionales de horas promedio de trabajo trabajadas anualmente, entre los países de alto ingreso, Japón y EEUU ocupan los dos primeros puestos, gracias a las largas jornadas de trabajo y las pocas vacaciones [Tapia y Astarita, 2011: 261-262].


    Los cambios en la organización del trabajo se traducen en mayores ganancias para las empresas, por lo que se puede concluir que la flexibilización laboral no es más que una justificación para intensificar el trabajo, reducir las prestaciones de los trabajadores y establecer las nuevas condiciones de explotación que ejerce el capital en la fase actual del desarrollo capitalista.


    LAS EMPRESAS SUBCONTRATISTAS EN EL TOYOTISMO


    La forma de organización toyotista en el ámbito internacional, delega procesos y servicios en diversas plantas filiales y subsidiarias especializadas localizadas en distintos países de cada región con una estructura organizativa similar al de la gran empresa con departamentos de producción, distribución, comercialización y servicios diversos como son las finanzas y la logística, sujetas a su vez, al control y dirección de las corporaciones regionales [Gutiérrez, 2016: 196].


    Las grandes empresas utilizan la subcontratación para delegar tareas específicas asociadas con una empresa particular distinta para reducir costos de producción, dirección, vigilancia y supervisión, así como de seguridad laboral (accidentes y equipo), de disposición, mantenimiento y almacenamiento de insumos y equipos, así como gastos de circulación que tienen que ver con la publicidad, la contabilidad en nóminas, materiales de oficina, personal y transporte, entre otros [Martínez, 1998: 307-308]. Esta forma de organización da lugar a la conformación de clústeres o complejos industriales en los cuales se integra una complicada red de las cadenas y subcadenas de producción internacional por donde fluyen, en forma eficiente, sistemática y sincronizada los diversos bienes e insumos necesarios para la producción [Gutiérrez, 2016: 196]. Estas empresas se ubican en casi todos los sectores económicos, principalmente en los servicios, aunque han adquirido particular importancia y se han convertido en práctica común en algunas ramas del sector manufacturero, como en las industrias metálicas básicas, la química, la de bebidas y tabaco, la del plástico y la de minerales no metálicos [Ruiz, 2009: 18].


    La flexibilidad en las empresas subcontratistas les permite estar en una situación permanente de cambio para readaptarse a las condiciones socioeconómicas de cada país o región, tomando en cuenta el desarrollo, salarios, precios, divisas, recursos naturales, infraestructura e incentivos en general, así como posibles proveedores y, en especial, el potencial de conocimiento de una fuerza de trabajo, tanto de personal calificado: ingenieros, diseñadores, administradores y profesionistas en general, como de técnicos y trabajadores, funcionales al proceso. Se fortalece la desconcentración de procesos con las mipymes, como proveedores o integrantes de la cadena productiva y la racionalización extrema del proceso productivo para reducir costos tanto en la producción como en la circulación [Gutiérrez, 2016: 186, 327].


    Los trabajadores subcontratados pueden considerarse asalariados encubiertos más que auténticos trabajadores independientes. El caso del empleo a domicilio es un buen ejemplo para explicar por qué las mujeres, quienes según la Organización Internacional del Trabajo (OIT) constituyen la mayoría de este tipo de trabajadores, tienen más probabilidades de estar fuera de la cobertura de la legislación vigente que los hombres. Sus empleadores las tratan como si fueran trabajadoras independientes y, por tanto, no contribuyen a su protección social. No obstante, dependen por completo de una empresa para la obtención del pedido, las materias primas y la distribución. Desarrollan su trabajo en condiciones de subordinación y dependencia, pero no disfrutan de los derechos y protecciones que les corresponde. Cada vez hay más empresas que en lugar de recurrir a una plantilla regular a tiempo completo ubicada en un lugar de trabajo registrado, están descentralizando la producción y reorganizando las tareas por medio de unidades de producción más flexibles y especializadas, algunas de las cuales se mantienen en el sector informal [OIT, 2002:12].


    Por ejemplo, los efectos del toyotismo se hacen sentir cuando, según organizaciones de defensa de los derechos laborales, solo en la empresa Toyota hasta 300 trabajadores sufren enfermedades serias o mueren cada año por causas relacionadas con el trabajo. A esto hay que sumar los trabajadores que son subcontratados por la empresa (muchos de ellos extranjeros) con horarios de hasta 16 horas diarias y con la mitad del salario de los trabajadores fijos [Tapia y Astarita, 2011: 262].


    Las empresas subcontratistas aceleran la reorganización de la producción global basada en la flexibilidad del proceso de trabajo. Se da una relocalización de la producción en diversos países y regiones más rentables, así como la delegación o subrogación de fases del proceso productivo en proveedores especializados que las pueden llevar a cabo con mayor eficiencia y menor costo, rompe con la concepción del puesto fijo y convierte a los trabajadores en flexibles, polivalentes y multifuncionales, acordes con la necesidad de la gran empresa, lo que supone tanto el empleo de un importante, pero reducido número de trabajadores formales capacitados que directamente laboran para la empresa de presencia mundial como, en su caso, de un gran número de trabajadores que si bien laboran para la empresa en forma indirecta mediante la subcontratación, el outsourcing y/o el empleo temporal, se encuentran sujetos a las más diversas formas de explotación, dependiendo de la fase del proceso productivo que ejecutan, así como del país o región donde se encuentran [Gutiérrez, 2016: 199].


    El liberalismo acelera la fragmentación y el individualismo, pues se fomentan las relaciones informales de trabajo, se intensifica el control, se eliminan las trabas para el uso flexible de la fuerza de trabajo, se establece una relación diferente entre trabajadores y supervisores en el proceso de producción y distribución. Con este sistema se incorporan muchas amas de casa que esperan obtener un ingreso sin tener que abandonar su hogar [Cebrián, 2000: 143]. Es un sistema que profundiza la violación de los derechos laborales vigentes para abaratar la fuerza de trabajo, permitiendo la reducción y anulación de las prestaciones antes obtenidas por los trabajadores. Es un mecanismo que mantiene un número reducido de trabajadores de base (con todas las prestaciones) y un grupo (que tiende a crecer cada vez más) contratado por horas, a tiempo parcial, así como trabajadores por su cuenta o a domicilio, quienes carecen de prestaciones. Cuentan con el apoyo e intermediación del Estado que pone en práctica las políticas necesarias para reducir los costos de producción y circulación de mercancías, al disminuir la responsabilidad empresarial, en tanto frente a los trabajadores establece una política de flexibilidad laboral que favorece la puesta en marcha del toyotismo como la mejor forma de organización del trabajo [González, 2008: 108].


    La subcontratación permite un suministro al mercado de trabajo en condiciones de menor resistencia y mayor docilidad a la movilidad en cualquiera de las funciones que se requieren, por lo que es una constante la extensión de la jornada de trabajo, la mayor intensidad de los procesos, además de los bajos salarios y las deplorables condiciones de trabajo, inseguridad y anulación de los derechos que habían sido obtenidos por los trabajadores en largos años de lucha, cuando la intervención del Estado hacía menos inequitativa la relación entre empresarios y trabajadores y su función era generar empleos, abaratar los costos laborales y crear las condiciones para amortiguar la caída de la tasa de ganancia.


    Se sustituye el criterio de antigüedad en el trabajo por el de aptitud para el desempeño del puesto o el aumento de los salarios vinculados con la productividad, la capacitación permanente y la multifuncionalidad. Entre otros mecanismos formales, la flexibilidad es, sobre todo, interna, entre puestos, categorías, departamentos, turnos o de horario de trabajo; son elementos claros de la nueva forma de organización laboral en la cual los criterios de ascenso dependen de la capacidad y no la antigüedad, así como a los incrementos salariales del aumento de la productividad.


    Se produce también lo que Cebrián denomina deslocalización del empleo intelectual, creativo o administrativo conectado veinticuatro horas al día, durante siete días a la semana, con la oficina central, uno puede producir en un sitio, emplear en otro, contabilizar en otro y vender en todos ellos a la vez por lo que la propia idea de libertad se esfuma. La ausencia física estará de sobra compensada con la presencia virtual, que a su vez proporcionará algunos ahorros nada despreciables. Las empresas que potencien el teletrabajo no necesitarán, por ejemplo, grandes espacios para instalarse, con lo que el costo del alquiler o la inversión en inmuebles descenderán [Cebrián, 2000: 139-140].


    Muchas de las empresas que se incorporan a la subcontratación son las mipymes subsidiarias dedicadas principalmente a las actividades menos productivas y peor remuneradas, por lo que su aportación a la producción económica de un país queda muy por debajo de la proporción del empleo que les corresponde. Se estratifica la fuerza de trabajo sujeta a la productividad, dividida entre los trabajadores formales directos, que tienen una mayor estabilidad en el empleo, cuentan con mayores prestaciones y gozan de una capacitación interna sistemática y los trabajadores indirectos situados en una importante cantidad de grandes, medianas y pequeñas empresas proveedoras, estratificadas de acuerdo con el tipo de relación con la gran empresa, y que, mediante el outsourcing, tercerización o subcontratación, se ven sometidos a trabajos de tiempo parcial o contratos temporales, con salarios más bajos y beneficios extra salariales casi nulos, lo que cada vez les hace más difícil encontrar y/o mantener un empleo estable que les permita conservar un nivel de vida aceptable. En este tipo de empleos se cancelan las prestaciones históricas y se aplican excesivos controles laborales, así como las reglamentaciones y racionamientos oficiales que desaparecen las conquistas laborales y dan amplias facilidades a las empresas para ser más eficientes y competitivas en el ámbito nacional e internacional, a costa del trabajo y en la búsqueda de los máximos beneficios [Gutiérrez, 2016: 27, 203]. Sobreviven porque se ubican en mercados ocultos de mano de obra informal, sin pagar impuestos y sin cumplir con otras restricciones legales. Los trabajadores no se oponen al incumplimiento de la legislación que regula la organización sindical, las normas laborales mínimas, el financiamiento, las disposiciones fiscales, la innovación tecnológica, entre otros factores, porque podrían ser despedidos.


    Se integra cada vez en mayor medida los procesos de producción y distribución mediante fases como: investigación y desarrollo, innovación y diseño, manufactura, comercio y marketing, financiamiento, logística y servicios diversos, presenta características de una espiral que se expande en escala mundial a lo largo de sus cadenas y subcadenas trasnacionales de producción, trabajo y distribución, a las que se integran una diversidad de países, regiones, empresas y trabajadores que la vuelven cada vez más compleja y difícil de controlar [Gutiérrez, 2016: 16, 26].


    En el momento de la crisis las mipymes son las más afectadas ya que en el camino quedan los cadáveres de las empresas quebradas, que suelen ser las pequeñas o medianas (algunas veces cae alguna grande). La venta de los bienes de capital de las empresas quebradas a precios de liquidación es una gran oportunidad para las empresas que consiguen pasar la crisis, de la que salen además con una cuota de mercado mucho mayor [Tapia y Astarita, 2011: 36]. La forma de organización flexible es un sistema muy funcional a las grandes empresas que le permite al capital incrementar las utilidades o enfrentar la crisis con la precarización del mercado de trabajo, la disminución del salario real de los trabajadores y la pérdida de sus prestaciones sociales.


    LA PRODUCCIÓN GLOBAL, LAS EMPRESAS TRASNACIONALES Y EL CAMBIO TECNOLÓGICO


    A partir de la expansión capitalista del siglo XX, con la industrialización y la aplicación sistemática de las nuevas tecnologías y métodos y técnicas de organización de la producción y del trabajo, las grandes empresas trasnacionales han modificado su sistema productivo y, con ello, su forma de organización vertical y rígida a una empresa basada en la flexibilidad. El desarrollo tecnológico y su difusión implica cambios profundos en la organización social que se constituye como elemento fundamental de la competencia internacional y quien no tenga el conocimiento se verá desplazado de los mercados [Gutiérrez, 2016: 30].


    El aumento de la productividad por medio de una mayor división del trabajo, el uso de herramientas especializadas y la introducción o modernización de máquinas para asegurar que la competitividad sea cada vez mayor, provoca una disminución sostenida del tiempo de trabajo socialmente necesario y el valor de las mercancías con lo que aumenta el tiempo de plustrabajo y constituye, por lo tanto, un medio poderoso de producir plusvalía relativa [Vence, 1995: 27, 87, 90].


    Los acelerados cambios en el proceso de acumulación de capital, los había analizado Marx en El Capital desde el siglo XIX, cuando señalaba con mucha precisión que “[…] la organización del proceso de trabajo y el perfeccionamiento gigantesco de la técnica, revoluciona toda la estructura económica de la sociedad y supera, de manera incomparable, todas las épocas anteriores” [Marx, 1999: t. II, vol. 4: 43]. También, señaló que la inversión en capital constante (maquinarias e insumos) para reemplazar el trabajo directo de los asalariados (capital variable) posibilita el incremento de la productividad del trabajo y modifica la composición orgánica de capital, se economiza trabajo y eleva la composición técnica con lo que se profundiza el problema del consumo y la crisis, ante una nueva caída de la tasa de ganancia para el conjunto del sistema [Neffa, 2006: 61].


    La producción industrial en la globalización plantea una división del trabajo entre los países en donde unos participan con las diversas partes o componentes para la elaboración del producto y otros se dedican a maquilar o ensamblar estas mercancías, se da un proceso de desconcentración de diversas fases de la cadena o subcadenas de producción. Se acelera el proceso de fusiones, adquisiciones, alianzas estratégicas locales, regionales o mundiales en clústers o distritos industriales los cuales son muy funcionales para las nuevas formas de organización del trabajo. La reestructuración industrial pasa de concentrar todas las fases de su proceso productivo bajo una dirección vertical y rígida, a convertirse en la gran empresa flexible bajo una dirección vertical-horizontal y en red, conformada por cadenas y subcadenas de valor en escala global a las que, directa o indirectamente, integra un gran número de empresas proveedoras de diferentes países y regiones en los ámbitos de la producción, distribución, comercialización y servicios, las cuales pasan a formar parte de su proceso productivo, mediante alianzas y acuerdos contractuales en el medio internacional, regional y local. Todo ello dentro de un marco de eliminación creciente de obstáculos y rigideces, apertura de barreras espaciales y geográficas, reducción al máximo de espacios y distancias, así como del tiempo que significa el traslado de capital, información, insumos, productos intermedios y finales, mediante la utilización de nuevas tecnologías de la información y comunicación, robotización y sistemas computacionales, así como nuevas técnicas de organización en la producción y el trabajo [Gutiérrez, 2016: 126-127, 365].


    El surgimiento de una nueva revolución tecnológica implicó la creación de nuevas industrias, servicios y requerimientos sociales, pero también su capacidad para modernizar todas las industrias viejas y elevar su productividad de modo significativo. Las empresas proveedoras especializadas pueden ser, desde otras empresas trasnacionales, hasta pequeñas empresas locales de diversos países y regiones, y estar integradas a la cadena global como proveedoras de materias primas, bienes e insumos intermedios y servicios diversos. La inserción de una empresa proveedora a la cadena de valor tiene doble lectura: puede estar integrada como proveedora de bienes intermedios, servicios, conocimiento, “tareas”, o bien puede estar integrada como compradora y/o vendedora de mercancías. Su inserción está ligada con la búsqueda de reducir costos [Gutiérrez, 2016: 27, 352]. Las nuevas formas de organización del trabajo, afectan la productividad y calidad de la producción, además de que se requiere la transformación ideológica de los actores sociales y de las instituciones [Pérez, 2004: 47, 73].


    El neoliberalismo requiere la apertura y/o cierre de plantas, relocalización productiva, desarrollo de nuevos puestos de trabajo profesional necesarios para el manejo de la nueva tecnología (usualmente de mayor calificación, pero en menor número), lo que también implica ocupación en ciertas regiones y desocupación en otras, conjugando con tendencias globales de informalidad en el empleo, trabajo por hora, desempleo, precariedad y contención de salarios reales, elementos que profundizaron, cada vez más, la gran desigualdad social producto de la concentración y centralización de la riqueza y de la renta mundial en pocas manos, en tanto la pobreza y la miseria se generalizan en forma alarmante [Gutiérrez, 2016: 125].


    El uso de las computadoras permitió un salto en el conocimiento y la información por su aplicación tanto en la producción como en los sistemas de administración que permitieron cambiar las formas de organización del trabajo, lo que implicó un aumento de la productividad o plusvalor relativo, debido a la aplicación de tecnologías de punta a los procesos productivos y a la organización del trabajo, que reduce de manera importante los costos laborales, mediante la disminución de los precios unitarios y los valores de su fondo de consumo.


    El periodo neoliberal se identifica con los cambios tecnológicos en la era de la computación con la llamada tercera revolución industrial, según la denomina Carlota Pérez [2009], como un periodo de transición, con la aplicación de nuevas tecnologías de la información y comunicación que permitió la trasmisión de datos, mensajes e imágenes en tiempo real, y facilitarían la automatización de los procesos de producción con la eliminación de golpe de un número creciente de ocupaciones tradicionales y crea otras con perfiles muy distintos, por lo que cambia de manera radical los cimientos del entorno laboral, de modo que cuando la industria de las computadoras se generaliza, tiene lugar una depreciación acelerada y decreciente del valor de uso de estas mercancías. El surgimiento de nuevas industrias y tecnologías requiere de nuevas formas de organización del trabajo, pero también su capacidad para modernizar todas las industrias viejas y elevar su productividad de modo significativo. Ello produce una inevitable resistencia que usualmente se manifiesta como enfrentamiento entre los jóvenes tecnológicamente adeptos y los veteranos, antes competentes y ahora perdidos en el nuevo paradigma [Pérez, 2009: 26].


    Las nuevas tecnologías tienen como protagonistas a la computadora, el robot, la comunicación satelital y la red de cable óptico, elaborados con nuevos materiales como silicón, fibra óptica, láser y compuestos avanzados cuyo denominador común es el circuito integrado de cálculo y control llamado chip de grafeno, en el que se han invertido miles de millones de dólares, conformado por un átomo de carbono, material flexible de poco peso, bajo costo y gran resistencia (200 veces más que el acero), alta conductividad térmica y eléctrica, ahorrador de energía, susceptible de combinación con otras sustancias y de innumerables aplicaciones en el ámbito de la industria automotriz, la eléctrico-electrónica, textil y química mediante la producción de nuevos materiales, flexibles, resistentes, delgados y ahorradores de energía, básicos en el uso de computadoras, teléfonos, celdas solares, satélites, pantallas táctiles de cristal líquido y autopartes diversas [Gutiérrez, 2016: 130, 143].


    Se invirtieron grandes cantidades en investigación y desarrollo que redundaron en un gran avance tecnológico e implicaron innovaciones sistemáticas con múltiples aplicaciones para la orientación del futuro desarrollo. La sustitución generalizada del cable de cobre por la fibra óptica incrementó la comunicación por ondas, permitiendo la interconexión global utilizando sistemas de cómputo para ofrecer servicios informáticos por medio de las redes de telecomunicaciones con el desarrollo de los chips, pequeños dispositivos que concentran gran cantidad de información y programas de software (códigos, protocolos, programas y lenguajes), que facilitarían la concentración y el control de la información mediante el centro corporativo de todo el ciclo productivo mundial. La fibra óptica rompió el monopolio del sector de las telecomunicaciones, permitió que nuevas empresas fueran capaces de sustituir con mayor eficiencia y en poco tiempo todo el servicio que hasta ese momento ofrecía la antigua instalación de redes de cable de cobre [Gutiérrez, 2016: 27, 142].


    El aumento de la capacidad productiva mediante la utilización de la innovación y otras técnicas en constante renovación, unidas a un sistema distributivo que aprovecha la enorme reducción de los costos del transporte y la comunicación, generan una producción masiva de objetos industriales para el mercado mundial y plantean la necesidad de una mayor integración entre los países y los pueblos del mundo con una nueva división del trabajo y la posibilidad de la especialización aunque ello implica “[…] el desmantelamiento de las barreras artificiales a los flujos de bienes, servicios, capitales, conocimiento y, en menor grado, personas a través de las fronteras” [Stiglitz, 2002: 34].


    Menos de 300 grandes empresas, la mayoría relacionadas con firmas trasnacionales, realizan 95% de las exportaciones de las empresas no maquiladoras. Una parte importante de estas ventas corresponde al intercambio integrado dentro de redes globalizadas de producción o comercio o a transacciones intersectoriales o intracorporaciones. Esto ha posibilitado que las grandes empresas se consoliden y fortalezcan su capacidad competitiva y su influencia en los mercados internacionales. Por el contrario, la pequeña y la mediana empresas se han visto marginadas del proceso de exportación. En efecto, el tránsito del proteccionismo al libre cambio se realizó de manera abrupta, lo cual colocó en una situación delicada a muchas pequeñas y medianas empresas, sobre todo en las ramas de textiles, juguetes y alimentos. Se eliminó el excesivo proteccionismo sin darles a las pequeña y mediana empresas las condiciones para resistir a la competencia externa, ya que se optó por la apreciación cambiaria y se abandonó la política industrial. La ausencia de crédito para las pequeña y la mediana empresas sólo ha agrandado las dificultades iniciales resultantes de una exposición repentina a la competencia externa. Por otra parte, México concentra su comercio exterior con Estados Unidos, con el cual realiza cerca de 90% de sus exportaciones (con un predominio progresivo de la maquila, que hacia mediados de la primera década del presente siglo representaba ya cerca de la mitad de dichas exportaciones) e importaciones [Guillén, 2013: 43].


    Los cambios en la organización y las nuevas relaciones laborales han nulificado las instituciones que regían el ámbito laboral en el país y no se ha inventado la nueva estructura institucional que rija el trabajo globalizado. Al mismo tiempo, en todo el mundo se han ido desmantelando los arreglos institucionales que influían en la reducción de la desigualdad en materia fiscal y monetaria y se observa un claro debilitamiento de las anteriores instituciones protectoras del salario y del trabajo [Samaniego, 2014: 23]. Asimismo, hay cambios profundos en la calificación de la fuerza de trabajo tanto en su extensión como en la calidad.


    EL DESARROLLO TECNOLÓGICO Y LA CALIFCACIÓN DE LA FUERZA DE TRABAJO


    El desarrollo tecnológico y la innovación en la economía mundial antes descrita, con la digitalización de la vida moderna, tanto de los bienes-salario, como de los bienes de capital produjeron cambios profundos en el proceso de trabajo y de valorización. Es decir, el proceso de innovación, incorporado a partir de los noventa, permitió un abaratamiento de los bienes-salario, y de los bienes de capital al reducir los costos administrativos, y al permitir mantener un proceso de trabajo automatizado. La digitalización permeó en la totalidad de los procesos de producción, así como en la vida cotidiana de las familias. Las computadoras e internet revolucionaron en su totalidad la vida moderna. Y este proceso se dio relativamente rápido, en tan sólo diez años. Tanto el desarrollo de las industrias ligadas a la automatización (hardware y software), como al desarrollo de las telecomunicaciones, son responsables de este nuevo fenómeno. Así pues, los procesos de trabajo se trasladan para encontrar la posibilidad de menores costos salariales. Opera el fenómeno que sustituye mano de obra y reduce así, el valor individual de las mercancías, mediante su automatización, masificación y estandarización. Por lo tanto, los precios de las mercancías, sobre todo de alta tecnología, se abaratan llegando al alcance de la población en general. Los salarios nominales, aunque menores, expresan salarios reales mayores [Wicab, 2011: 70].


    La modernización productiva tiene un doble efecto: por un lado, abarata ciertos sectores del mercado de trabajo y, por el otro, requiere de mano de obra cada vez más calificada y actualizada en el manejo de las nuevas tecnologías de la información, comunicación, robotización, automatización, etcétera, que controla y potencia la acumulación flexible, así como de nuevos métodos y técnicas de organización de la producción y el trabajo. No es extraño que las demandas empresariales para poder competir en el mercado global se pueden resumir en cinco aspectos básicos: 1) moderación y flexibilidad en costos de mano de obra; 2) mejoramiento en la productividad; 3) flexibilidad en el uso de los recursos humanos; 4) una fuerza de trabajo altamente motivada y de habilidades múltiples y 5) cooperación permanente entre la administración y el sindicato en el lugar de trabajo [Kochan, 1991: 92].


    Se establece un nuevo modelo educativo orientado a la adquisición de destrezas y habilidades para el buen funcionamiento de los medios de producción, circulación y servicios. Se establecen programas de capacitación y entrenamiento especializado para todas las áreas que lo demandan, ante los modernos equipos de computación, además de aplicar las nuevas formas de organización del trabajo para obtener los diferentes tipos de certificación o normas internacionales de calidad que les permitirá competir en el ámbito internacional. Estas modificaciones plantean un nuevo modelo educativo y de desarrollo para la fuerza de trabajo, por lo que una persona que empieza su vida profesional ahora, a lo largo de su vida cambiará, no de puesto de trabajo, sino de profesión, más o menos cuatro veces. Por eso la necesidad de aprender ya no termina cuando el trabajo comienza. Los sistemas de aprendizaje obligan a reflejar y acomodar la necesidad de capacitación de por vida, para desarrollar instituciones y servicios que apoyen y permitan el desarrollo de habilidades durante toda la vida laboral del empleado. Las personas capaces de redefinir lo que tienen que hacer, volver a aprender cómo hacer las nuevas tareas, nunca se quedarán obsoletas. Esto no es una simple cuestión de calificación, implica toda una redefinición del sistema de educación: la capacidad social de hacer pasarelas entre el trabajo y la educación [Manpower, 2008: 7, 14-15].


    Los individuos que quieran ser competitivos en esta economía global tienen que contar con la calificación y los recursos necesarios para ello. Algunos lugares de la India, como Bangalore, poseen tanto la tecnología como el personal con la calificación necesaria para ser usada, pero África no. Mientras la globalización y la nueva tecnología reducen las diferencias entre regiones de la India y de China y los países desarrollados, el abismo entre África y el resto del mundo en realidad va en aumento. Dentro de los países también está aumentando la diferencia entre ricos y po­bres -y, con ella, la diferencia entre aquellos que pueden compe­tir de manera eficaz a escala global y quienes no pueden-” [Stiglitz, 2006: 89].


    Se presiona al Estado para que reforme su política educativa y le dedique importantes recursos al impulso de la inversión para la formación profesional y tecnológica, la innovación y crecimiento competitivo, orientar a los alumnos para cubrir la demanda creciente de trabajadores especializados y técnicos. Las sugerencias educativas se encaminan a una política de educación continua en donde los jóvenes sean capaces de aprender sobre la marcha, para adaptarse a los cambios de mercado y de la tecnología en los centros de educación, por lo que se flexibilizan los planes de estudio con una actualización permanente para entrenar a los trabajadores y así poder cubrir esas necesidades.


    El desarrollo de las nuevas tecnologías, en particular las tecnologías de la información y las comunicaciones (TIC),4 permiten una gran eficiencia del trabajo inherente a la creatividad, la investigación y el desarrollo, también se establecen sistemas de aprendizaje que obligan a reflejar y acomodar la necesidad de un aprendizaje de por vida, para desarrollar instituciones y servicios que apoyen y permitan el desarrollo de habilidades durante toda la vida laboral del empleado [Manpower, 2008: 14-15].


    La reorganización del trabajo tiende a privilegiar cada vez más el conocimiento tácito y/o empírico del trabajador, considerado por la empresa como capital intangible, que se ha vuelto fundamental dentro del proceso sistemático de innovación. En ello han influido factores como el avance de los sistemas educativos de nivel medio y superior (universidades y escuelas técnicas) en cierto número de países en desarrollo que han contribuido a la formación de este nuevo trabajador, capacitado para dar respuesta a las exigencias de la nueva división técnica impuesta por los actuales sistemas de producción y de trabajo. Esto ha ampliado un mercado de fuerza de trabajo calificada y semicalificada que en el ámbito mundial compite, en cuanto a preparación, con este tipo de trabajadores de países centrales. Se exacerba la competencia entre los trabajadores en el mundo, lo cual genera una mayor fragmentación de su organización y se agudiza por la existencia de un enorme ejército industrial de reserva que crece exponencialmente en el mundo [Gutiérrez, 2016: 201].


    El tiempo de rotación del capital disminuye con las mejoras del proceso de circulación aunque no a la misma velocidad que requiere el proceso de producción y, por lo tanto, el riesgo de la crisis es más frecuente. Es por ello que, el modelo de producción basado en la flexibilidad, reduce el tiempo necesario para llevar a cabo el ciclo de reproducción del capital que se reduce tanto por la utilización de las nuevas tecnologías (automatización, robótica, informática y el desarrollo de las comunicaciones), como por la nueva organización del proceso de trabajo basado en la flexibilidad, factor que permite que la distancia espacial ya no sea determinante para acelerar el ciclo de reproducción del capital, aumenta el rendimiento sin incrementar la cantidad de trabajadores [Gutiérrez, 2016: 142].


    Las computadoras se convirtieron en un elemento esencial para la desconcentración de la producción y la centralización de las decisiones. Por sí solas lograron un profundo y prácticamente virtual impacto universal en todas las áreas de trabajo, desde la agricultura hasta el diseño de ingeniería. Al generalizarse los procesos también se perfeccionan con las aportaciones de otras empresas que modifican las técnicas de producción y la organización del trabajo en su búsqueda constante de disminuir costos y ser más competitivos. Por esta razón, la máquina compite con el hombre que la ha inventado, pues el progreso industrial marcado por el proceso de acumulación no solo reduce cada vez más el número de obreros necesarios para poner en obra una masa creciente de medios de producción, sino que aumenta al mismo tiempo la cantidad de trabajo que cada individuo debe proporcionar. Entonces, junto con el crecimiento de la composición técnica del capital, se produce una sustitución de trabajo por capital, una disminución del tiempo de trabajo socialmente necesario incorporado a los productos lo que tiende a bajar la tasa de ganancia [Neffa, 2006: 67].


    De 1990 a 2003, en EU, mientras el costo de los robots industriales bajo en promedio 66%, el costo global de la mano de obra en la industria aumentó 63%. Durante el periodo 1990-2003 los países más robotizados del mundo fueron: Japón con 322 robots por cada 10 000 trabajadores, Alemania con 148, Corea del Sur con 138, Italia 116, Francia 71, EU 63 y Reino Unido 39. La CEE-ONU estimaba que para 2007 estarían instalados en la industria mundial 997 000 robots, de los cuales 350 000 estarían en Japón, 326 000 en Europa y 145 100 en EU [Gutiérrez, 2016: 355].


    Aparentemente, las nuevas tecnologías liberan al trabajador de la dependencia del capital y amplían su tiempo libre. Sin embargo, en realidad se utiliza para elevar la capacidad productiva del individuo, por lo que es una inversión del tiempo excedente de la sociedad que se emplea en elevar la calificación de sus miembros antes de entrar en el proceso de producción inmediato, que es la vía seguida por el sistema capitalista en su evolución histórica: aumentar progresivamente los años de escolarización y formación de las nuevas generaciones. La innovación tecnológica y las nuevas formas de organización del trabajo demandan habilidades técnicas cada vez más especializadas que requieren una actualización permanente para que los obreros puedan rotarse fácilmente, cuenten con múltiples habilidades y flexibles por lo que se requiere un modelo de aprendizaje que responda con rapidez a esos cambios. En este sentido, la existencia de trabajo de diferente calidad se clasifica como “trabajo simple” y “trabajo complejo”. Es decir, el trabajo más complejo es igual solo a trabajo simple potenciado o más bien multiplicado, de suerte que una pequeña cantidad de trabajo complejo equivale a una cantidad mayor de trabajo simple [Vence, 1995: 65].


    La fuerza de trabajo deberá adaptarse a los cambios para adquirir las calificaciones requeridas en los nuevos puestos con base en competencias, por lo que el empresario contratará la mano de obra más calificada, con formación técnica de niveles educativos medio y medio superior y no las calificaciones tradicionales de largo plazo. Se fomenta el estudio de carreras técnicas de carácter competitivo individualista, centradas en desarrollar destrezas y habilidades que permitan incrementar la productividad, la intensidad y la permanente calificación en el procesamiento de información, así como a la creación de nuevos conocimientos.


    Parte fundamental de la gestión global del trabajo se centra en la búsqueda de personal adecuado para integrarlo a su red de producción y servicios (internacional, regional o local), ya se trate en un primer nivel de personal altamente calificado, de origen nacional o extranjero (en particular los llamados talentos) para ser colocados en las áreas de investigación y desarrollo o en los campos de dirección, planeación o administración en general. En un segundo nivel se encuentra el personal técnico, local o extranjero, localizado en las diferentes fases de la producción como: ingenieros, trabajadores técnicos calificados y polivalentes que gozan de cierta estabilidad, sujetos a una capacitación sistemática, indispensable para el buen funcionamiento de las líneas de producción y servicios. En ello ha influido el avance en la formación educativa de nivel medio y superior tanto en países desarrollados como subdesarrollados, lo que ha conducido a una cierta universalización y homologación de habilidades que permite una mayor externalización de la formación de muchos trabajadores [Gutiérrez, 2016: 202].


    La empresa tiene en sus manos las decisiones en el proceso de selección, reclutamiento y operación de la fuerza de trabajo y condiciona la estabilidad en el empleo, el salario, las prestaciones sociales y su afiliación sindical. Se reestructura: cierra, abre, moderniza, o relocaliza plantas filiales y subsidiarias en diversos países y regiones o redistribuye ciertas fases, funciones, departamentos o puestos de trabajo en su interior, puede también delegarlos mediante el outsourcing a empresas proveedoras especializadas. Se rige con base en los principios fundamentales de la cadena de ensamble como: estandarización de procesos, productos y servicios, así como la homologación de puestos de trabajo, factor que le permite emplear en el ámbito mundial la fuerza de trabajo capacitada o de menor calificación que reúna las condiciones para garantizar el funcionamiento eficiente de la cadena de producción [Gutiérrez, 2016: 151].


    Como lo señalamos antes, se pueden subcontratar directamente ciertas actividades mediante la relación empresa/proveedor administrativas, secretarias, aperadores de computadoras, contadores y empleados en general de manera temporal mediante outsourcing, a lo largo de sus cadenas productivas internacionales. Esta relación se expresa en un incesante intercambio de insumos, bienes intermedios y servicios estandarizados de menor o mayor valor agregado al encontrarse en diferentes etapas del proceso de producción y que, a su vez, proceden de diferentes proveedores especializados de diversos sectores y ramas económicas que contribuyen a la realización del bien final, sobre los cuales la gran empresa impone condiciones e internaliza costos de transacción, evitando en lo posible los precios del mercado. De esta manera elimina rigideces y obstáculos que implican las barreras espaciales y geográficas y aprovecha para lograr la maximización de sus ganancias [Gutiérrez, 2016: 56]. Se fortalece la contratación en las mipymes, aunque con graves problemas para la reproducción del trabajo, por lo que se intensifica la búsqueda de sistemas para aumentar su competitividad y para ello se requiere un cambio productivo basado en un conjunto de nuevas tecnologías.


    Para que los jóvenes trabajadores del siglo XXI sean contratados, deben mantenerse en una capacitación permanente; se les convence de que la flexibilidad laboral en las diversas actividades es un elemento esencial en la generación de empleos, particularmente en los micronegocios y el autoempleo, no solo porque son “emprendedores” individuales, sino por la manera en que las grandes empresas se esfuerzan en desplazar la producción o circulación de sus mercancías a las empresas subcontratistas que cumplen funciones esenciales en la producción y distribución mundial, aunque a muchas de ellas se les puede catalogar como informales.


    Las reformas para los planes de estudio se orientan hacia un modelo de educación que proporcione habilidades y destrezas a la fuerza de trabajo, para el buen funcionamiento del capital, con la flexibilización de los derechos esenciales de los trabajadores y una política gubernamental dirigida a la atención de las transformaciones, tanto educativas como de calificación de los estudiantes con el fin de establecer nuevas condiciones de la producción y la circulación de mercancías. Es una adecuación constante de los programas de estudio para cubrir las necesidades del capital, por lo que es necesaria la actualización permanente.


    Los trabajadores para no verse desplazados del mercado de trabajo y las empresas para no perder el control mundial en la innovación y desarrollo, le asignan al Estado, en el ámbito mundial, la política educativa y al desarrollo del sistema nacional de innovación, dándole un lugar clave en las prioridades de sus política públicas; por ejemplo, China invierte grandes recursos en consolidar un Sistema Nacional de Innovación que impulse vigorosamente las actividades de investigación y desarrollo (ID) que permita la vinculación real y productiva entre la investigación generada en los laboratorios y las posibilidades de concretar dicha investigación en productos específicos que pueden ser comercializados exitosamente en los mercados [Lemus, 2011: 185].


    Las mipymes tienen que realizar grandes esfuerzos para mantenerse en el mercado, pues se enfrentan a una competencia totalmente inequitativa, con un sector industrial sumamente fragmentado, falta de financiamiento, graves problemas de atraso tecnológico y educativo que las lleva a la quiebra, se incrementa el desempleo y se producen bajos niveles de crecimiento económico.


    LA SOCIEDAD DEL CONOCIMIENTO Y EL NUEVO CAPITALISMO


    La pregunta es si la sociedad del conocimiento constituye una nueva fase de desarrollo de la economía mundial y si éste se convierte en la principal fuerza productiva del crecimiento económico. Es necesario definir si las nuevas tecnologías son realmente revolucionarias en la medida en que se transita de una sociedad predominantemente industrial a una basada de manera primordial en el conocimiento (en especial el técnico) en lugar de la base productiva.


    El trabajo flexible desplaza el trabajo manual por el intelectual en el proceso de producción y circulación automatizado de las mercancías. Sin embargo, para autores como Benjamín Coriat [1992], el futuro de ninguna manera es de la automatización integral de las tareas y las funciones, porque cualesquiera que sean las orientaciones “tecnológicas” localizables aquí o allá, en algunas prácticas de las empresas la “autonomía total” es impracticable por razones tanto científicas y técnicas como financieras, y eso vale para todo el horizonte del futuro previsible.


    Las nuevas formas de organización del trabajo buscan la creación de “empleos de calidad” en la llamada sociedad del conocimiento o es otra forma de extraer un beneficio en favor del capital. Si permanece la explotación del trabajo que se creía superada con salarios bajos, en el uso de trabajo infantil, en jornadas de trabajo extenuantes, en mayor intensidad del trabajo y en contratos precarios se podría señalar que estaríamos en una fase histórica diferente [Guillén, 2007: 329]. Sin embargo, los teóricos de este pensamiento señalan que esto se debe a que el mundo desarrollado está dejando de ser una economía industrial basada en el acero, en los automóviles y en las carreteras para convertirse en una economía digital construida a base de silicio, ordenadores y redes [Cebrián, 2000: 14-15]. Estos procesos requieren de nuevos productos y proveedores especializados que apoyen el desarrollo de las nuevas tecnologías.


    La innovación y el desarrollo tecnológico afecta los procesos productivos y de trabajo, si bien aumentan la productividad media del trabajo, conllevan también, la extensión del desempleo y subempleo (fenómenos agudizados en las sociedades dependientes y subdesarrolladas a los que hoy se suman la flexibilidad del trabajo y la precariedad laboral con la consiguiente pérdida de derechos sociales y contractuales de los trabajadores) y un aumento exponencial de la explotación del trabajo mediante diversos procedimientos: prolongación de la jornada de trabajo (plusvalor absoluto), su intensificación (plusvalor relativo cuando se generaliza al conjunto del sistema) y remuneración de la fuerza de trabajo por debajo de su valor. El cambio de las herramientas en la organización del trabajo influye en la vida de las personas y el panorama de la sociedad (por ejemplo, las fábricas en el paisaje) y afecta profundamente la vida individual (la creación de trabajadores para las fábricas). Los nuevos sistemas de producción y comunicación alteran el comportamiento social, pero se mantiene la base material sobre la función del conocimiento, aunque la plusvalía se desplace a los sectores tecnológicos de punta [Sotelo, 2012: 170].


    La nueva tecnología constituye una herramienta para incrementar las ganancias con nuevas estructuras que permiten una mayor eficiencia y racionalidad las actividades económicas se anuncian como solución para todos los problemas, mientras que un acceso sin precedentes a la información y el conocimiento, se presenta como el acceso instantáneo a una efectiva democracia y distribución de la riqueza.


    Lo que nos muestra la reorganización del trabajo y las nuevas tecnologías es una extensión y profundización del control sobre el conocimiento, la producción y la comercialización, en particular sobre la fuerza laboral, la cual en cierta forma siempre ha sido menos sensible a la racionalización. Es cierto que la capacitación, el tipo de trabajo y las instituciones están cambiando ahora con mayor rapidez que antes, pero no podemos señalar que esta forma sea fundamentalmente diferente de la anterior. Anunciar la llegada de la revolución informática como una era que producirá empleos más creativos y demandantes, experiencias más ricas en el trabajo y mayor satisfacción para el trabajador, equivale a aceptar una interpretación equivocada de la realidad.


    La organización flexible del capitalismo del siglo XXI, necesita trabajadores especializados para el manejo de las nuevas tecnologías, pero el encadenamiento productivo requiere de diversidad de procesos y composiciones orgánicas de capital diferenciadas. En otras palabras, la especialización flexible neoliberal se caracteriza por la filosofía del ahorro del espacio, la eliminación de desperdicios y la utilización óptima del tiempo, teniendo como principios fundamentales la calidad, flexibilidad, eficiencia y el constante aumento de la productividad como pautas fundamentales del desarrollo capitalista. Se anteponen estos elementos con el


    [...] objeto de obtener ganancias de la globalización, se dice que aquellos países que sean más flexibles al ajuste, se beneficiarán más: no los más fuertes ni los más inteligentes sino que los más flexibles ganarán y sobrevivirán. Como resultado, lo que debe suceder es la rápida distribución de sectores en declinación a sectores en expansión, pero esto requiere la movilidad laboral entre los sectores profesionales y países [Holzmann et al: 2002: 5].


    Se cuestiona si la nueva base tecnológica-productiva del toyotismo o la producción flexible, es realmente revolucionaria, en tanto que nueva forma de dirección y organización de los procesos de trabajo, el cual persigue, a diferencia del fordismo, el justo a tiempo, cero inventarios, producción por demanda, la calidad en los procesos productivos y en el producto social para por esa vía, potenciar el conocimiento, en particular el conocimiento tácito de los operarios [Ordóñez, 2012: 9]. En este sentido diversos autores señalan que los cambios observados en esta era, no son más que la continuidad de un proceso histórico sucesor de las etapas iniciales de la Revolución industrial del siglo XVIII, cuya primera etapa se caracterizó por la mecanización: aplicación de técnicas mecánicas a la producción y distribución de bienes y servicios industriales.


    Prácticamente, todos los componentes de las llamadas nuevas tecnologías han estado con nosotros desde hace bastante tiempo (ciertamente en cuanto a su conocimiento y diseño básicos). El teléfono está en operación desde 1876; la televisión desde 1925; la computadora desde 1948 (o desde mediados del siglo XIX, con la máquina que inventó Babbage, o incluso desde 1647, cuando Pascal desarrolló la sumadora); el transistor desde fines de la década de los cuarenta y el microchip desde los años cincuenta. Los desarrollos en la tecnología de la información no son particularmente revolucionarios. Las invenciones más importantes más bien han sido evoluciones lógicas basadas en las deficiencias de sus antecesoras. En esta vena, por ejemplo, el satélite no es más que una antena remota para la transmisión de señales [Hamelink, 1995:16-17].


    Otras posiciones definen a la economía del conocimiento como una verdadera revolución y punto fundamental de rompimiento con el pasado en una sociedad posindustrial. Sin embargo, se cuestiona si la propiedad privada de los medios de producción o comunicación han sufrido o no cambios, ya que en la era del conocimiento la nueva maquinaria no solo es propiedad y opera mediante la misma clase que domina la tecnología anterior y actual, sino que está principalmente al servicio de una clase que lo monopoliza.


    La nueva tecnología ha sido y está destinada a incorporarse en una estructura industrial y económica que se caracteriza por un control centralizado y una alta concentración. Un número limitado de fabricantes tiene acceso al desarrollo del conocimiento técnico, a la aplicación de este conocimiento a los procesos productivos y a las redes de distribución mediante las cuales se pueden promover y vender los productos [Hamelink, 1995: 17].


    Se producen cambios en la organización y funcionamiento del trabajo, los cuales plantean efectos diversos en los trabajadores físicamente dispersos (ya sea en sus hogares o en pequeños cubículos en oficinas) sin más compañía que sus terminales. Con los nuevos sistemas se logra un mayor control, pues la computadora estructura el trabajo y el empleado no obtiene autonomía [Douglas y Guback, 1995: 29-32, 40-41].


    En cuanto a los consumidores de las nuevas tecnologías, se ubican fundamentalmente en la privatización del ocio, al convertir al individuo en un ser sedentario, ciudadano en una época ya castigada por la plaga del automóvil. Se menciona que jamás el hombre viajó tanto por medio de sus ojos e inmóvil desde una butaca como con la conjunción del automóvil y el televisor. Este exceso de sedentarismo en la sociedad actual, castigada también por las dietas altas en calorías, obliga a las personas a ocupar una parte de su horario de ocio en actividades físicas enérgicas e improductivas, para realizar aquel ejercicio que en otras épocas se efectuaba funcionalmente al desempeñar tareas económicas productivas. Hoy en cambio, hay que pagar una cuota al gimnasio para hacer trabajar los músculos del modo en que antaño lo hacían los siervos para generar riqueza [Gubern, 1995: 65].


    Se acelera la rotación del capital con la explosión en los mercados internacionales de los nuevos sistemas de comunicación e información, junto con la racionalización de técnicas de distribución (embalaje, control de inventarios, uso de contenedores, retroalimentación del mercado, etcétera), contribuyen a controlar y acelerar el tiempo de rotación en la producción, lo que supone aceleraciones paralelas en la circulación de mercancías y en el consumo, proceso en el que las operaciones de banca electrónica y el dinero plástico aceleran el flujo inverso del dinero y con ello los servicios y mercados financieros [Gutiérrez, 2016: 154, 328].


    La sociedad del conocimiento depende cada vez más de la capacidad científica y tecnológica desarrollada en su interior que se deriva del desarrollo de las fuerzas productivas, en el que el trabajador del conocimiento es quien se encuentra al frente de la fuerza laboral actual, vinculado con el desarrollo tecnológico. Es por ello que los impulsores de la nueva economía del siglo XXI (la competencia global) exigen a las empresas un proceso continuo de renovación del conocimiento, el cual depende de los esfuerzos de la investigación realizada previamente por las propias empresas, así como por el desarrollo de sus bases tecnológicas en el contexto general. De todo esto se deriva que las transformaciones tecnológicas y organizativas se basan más en el conocimiento y el trabajo inmaterial se convierte en hegemónico en la sociedad [Sotelo, 2012: 31].


    Los trabajadores venden su capacidad laboral al producir ya sean bienes o servicios. El valor no se incrementa con el conocimiento, sino por la aplicación del conocimiento en el proceso productivo desempeñado por la fuerza viva del trabajo. El conocimiento, la destreza y la capacitación estarán tan divididos entre los trabajadores que su utilidad será mínima hasta el momento en que todas las piezas se unan en manos de la gerencia de alto nivel y los propietarios en una línea de ensamble del conocimiento.


    El surgimiento de diversas interpretaciones que plantean el “fin del trabajo” por las nuevas tecnologías, al contrario de lo que indica el proceso de acumulación, la fuerza de trabajo es el factor principal de la acumulación y reproducción del capital en el capitalismo mundializado. La necesidad de restablecer la tasa de ganancia fortalece la aplicación del desarrollo científico-técnico, la calificación laboral, la reducción de los costos laborales y todos los mecanismos que permiten amortiguar la caída de la tasa de ganancia. Los nuevos métodos de trabajo le exigen al trabajador un esfuerzo suplementario sin compensación salarial y le arrebatan parte de su fondo de consumo y reproducción, ya sea aumentando el tiempo para la jubilación, privatizando la salud y la educación, o mediante el aumento de los impuestos que lesiona su capacidad de compra y de consumo [Sotelo, 2012: 121-122]. En otras palabras, el proceso continuo de renovación del conocimiento que exige la competencia internacional, requiere de un conjunto amplio de recursos y capacidades con trabajadores altamente calificados, con habilidades, competencias y conocimientos que se ajusten a la demanda, con flexibilidad y eficiencia.


    También se requiere de un funcionamiento en red con las empresas subcontratistas intensivas en fuerza de trabajo, de tal manera que se garantice la producción. La mano de obra, el artículo básico que se compra y vende bajo las relaciones capitalistas de producción, comprende fuerza tanto muscular como cerebral. Aducir que la explotación no interviene en el conocimiento ni en la información es pretender ignorar el hecho de que la fuerza laboral humana sea la base de su existencia. Esto se aplica con mayor acierto a los casos que demandan sentido, pericia y creatividad en la producción de información o entretenimiento.


    La perspectiva de la economía política sobre la generación de valor contrasta con la propuesta de la economía del conocimiento, al mantener en el centro de la discusión a la fuerza de trabajo (ahora trabajo complejo) como la única mercancía capaz de generar un excedente o plusvalor. Los empleos bien remunerados de la fase anterior, la época de la industrialización manufacturera y la construcción, habían conservado cierto grado de control y satisfacción en el trabajo, mientras que la nueva organización del trabajo realiza un nuevo despojo y los trabajos que permanecen ocupados se les asigna el área de servicios y la circulación de bienes pero se dan sin el apoyo de sindicatos y con salarios más bajos.


    La economía del conocimiento se basa en las redes digitales y el saber humano que transforma casi todo lo que se produce o se hace:


    En la vieja economía, la información, las comunicaciones y las transacciones eran físicas, representadas por dinero en efectivo, cheques, facturas, conocimientos de embarque, informes, reuniones cara a cara, llamadas telefónicas analógicas o trasmisiones a través de la radio o la televisión, recibos, dibujos, proyectos, mapas fotografías, discos, libros, periódicos, revistas, partituras musicales y publicidad postal, por citar unos pocos ejemplos. En la nueva economía, de forma creciente, la información en todas sus formas, las transacciones y las comunicaciones humanas se vuelven digitales, reducidas a bites almacenados en ordenadores que se mueven a la velocidad de la luz a través de redes que, en conjunto, constituyen la red [Cebrián, 2000: 15].


    La economía del conocimiento habla de dos tipos de industrias: por un lado, aquellas cuyo producto principal es el conocimiento en sí y, por otro, las que manejan o comunican la información. El primer grupo incluye industrias tales como las de software, biotecnología y hardware, profesiones como ingenieros, científicos, programadores y diseñadores cuya contribución principal es la investigación que se traduce en nuevos productos y servicios. El segundo, comprende aquellas cuya función es transmitir el conocimiento con las nuevas herramientas [Cebrián, 2000: 15]. En todo el proceso de producción y circulación de las mercancías se dan encadenamientos productivos y distributivos que muestran la necesidad del trabajo para la acumulación capitalista. En el tránsito de la etapa centrada en la agricultura a la fase dedicada a la manufactura y, finalmente, a la información con la existencia de la nueva tecnología, la aplicación de la ciencia a las formas de producción, distribución y consumo son básicas para el sistema.


    Los avances en el transporte dan la pauta para que las empresas trasplanten su producción a cualquier lugar del mundo, en donde pueden aprovechar una mano de obra mucho más abundante, barata y controlable. Con estas acciones se pulveriza la distancia geográfica, se intensifica la distribución y se borran barreras para la distribución en el mercado mundial, se intensifica la competencia y la necesidad de la innovación, así como el impulso por establecer nuevas relaciones de trabajo como es el teletrabajo5 que simplifica, perfecciona y multiplica sus funciones con los nuevos instrumentos de trabajo, creando obreros más hábiles, ordenados y multifuncionales.


    Los cambios en los procesos productivos derivados de los requerimientos del mercado ponen en evidencia la necesidad de una fuerza laboral con un nivel de habilidades que le permita adaptarse al mercado laboral, es decir, una fuerza laboral que tenga la capacidad de aprender continuamente para adaptarse a los cambios con autonomía. Es crucial, en ese sentido, una educación secundaria de calidad que aliente a los jóvenes a estudiar y a aprender por sí mismos, así como a trabajar en equipo, de forma tal que apunte a formar más productivamente a la futura fuerza de trabajo [Espinoza, 2011: 248].


    Para ser competitivo en la economía global, se requiere que los trabajadores sean capaces de laborar en equipo, cuenten con habilidades de comunicación y relación interpersonal, además de la capacidad para la toma de decisiones. Si quiere mantenerse en su empleo, el trabajador requiere de múltiples habilidades y una calificación permanente, lo que impone la necesidad de programas de capacitación y especialización permanentes para todas las áreas de la empresa, sobre todo en donde se encuentran los modernos equipos de computación o las nuevas tecnologías, formas de organización del trabajo y certificación a normas internacionales de calidad. De aquí surge la necesidad de modificar la política educativa del Estado para dedicar más recursos a la educación con profesiones de carácter tecnológico [González, 2012: 5].


    Los cambios incluyen el diseño de nuevas estrategias de formación, instituciones y actores en el campo educativo así como nuevos esquemas de financiamiento. Otra modificación se refiere a la relación educación-trabajo como vehículo para el progreso personal y social, la cual ha sido cuestionada seriamente por el alto porcentaje de jóvenes mexicanos que no pueden insertarse en el mercado laboral, a pesar de tener las calificaciones necesarias [Morales, 2010: 3].


    La globalización neoliberal puso en el centro de la competitividad, la innovación tecnológica como forma fundamental de la sociedad del conocimiento para el desarrollo, la inversión y los beneficios. Son estas variables las que nos muestran las asimetrías entre los países desarrollados y subdesarrollados, cuando se destaca la proporción del producto interno bruto (PIB) dedicado a la investigación y desarrollo (ID). De acuerdo con los datos de Ana María Aragonés, en el año 2000, Estados Unidos destinó 2.75% del PIB a investigación y desarrollo, en tanto que México sólo gastó 0.37% del PIB (un año antes fue de 0.44%), en 2008 Estados Unidos gastó en ID 2.82% de su PIB, en tanto que México invirtió sólo 0.37% del PIB [Aragonés, 2011: 5].


    A las grandes empresas les permite disminuir costos de producción y obtener ganancias extraordinarias vía la productividad e intensidad del trabajo, pero también por la extensión de la jornada de trabajo, la fragmentación de la misma, con la subordinación a las necesidades de la demanda, pero también al establecer la eliminación de cláusulas contractuales (asistencia, puntualidad, antigüedad, capacitación y productividad), con lo que logran beneficios extraordinarios al condicionar el pago del reparto de utilidades, la prima vacacional, aguinaldo, prima por asistencia, premio por productividad, entre otros.6 Aunque también destaca la limitación de la libertad sindical, el derecho de huelga, la disminución de las prestaciones sociales e indemnizaciones,7 en conjunto se obtienen bajos salarios y deplorables condiciones de trabajo. Sin embargo, esos cambios aligeran la estructura administrativa de la gran empresa y transfieren parte del riesgo y el costo de la crisis a sus socios [Martínez, 1998: 307-308], al mismo tiempo que logran un mayor control sobre la fuerza de trabajo porque los asalariados tienen menores posibilidades de organización y protesta.


    
      
        1 Gary Becker, premio nobel de economía, planteó que la inversión en el conocimiento de una persona, en la forma de mejor educación y mayores habilidades, era un activo tan apreciable como los bonos y las acciones, los edificios, la maquinaria y la tecnología. Muchas expresiones consideraban degradante tratar a la gente de la misma forma que a las máquinas, por lo que se mostraron contrarias hacia esta idea. Dentro de este marco, se valora todo lo que los individuos de una organización pueden desarrollar, realizar, innovar, así como su capacidad de trabajo en equipo con nuevas perspectivas de adelanto tales como adquisición de nuevos conocimientos, creatividad, destrezas, estrategias y experiencia en el ramo; permitiendo, con esta valoración, el conocimiento real de lo que la propia empresa posee y que pueda ser competitiva dentro del mercado [Thornton, 2015: 207].

      


      
        2 Las grandes empresas aplican el outsourcing, trabajo por horas, pago por honorarios sin prestaciones, sin ingresar en el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), trabajos de prueba y tratan de evitar a toda costa que se genere antigüedad (escalafón ciego) [Rodríguez y Gaona, 2015: 128].

      


      
        3 Son empresas contratadas ex profeso para elaborar parte del producto o realizan alguno de los servicios que requieren las plantas, como limpieza, mensajería y cobranza [De la Garza, 1998: 23].

      


      
        4 Término que hace referencia a una gama de servicios, aplicaciones y tecnologías que utilizan diversos tipos de equipos y de programas informáticos y que, con frecuencia, se transmiten por medio de las redes de telecomunicaciones. Las TIC incluyen servicios tales como: telefonía, telefonía móvil y fax, correo electrónico, transferencia de archivos e internet [Manpower, 2008: 59].

      


      
        5 Es una forma flexible en la que una organización permite a un empleado desempeñar la actividad profesional sin su presencia física en la empresa durante el horario laboral, reuniendo una amplia gama de actividades a realizarse en tiempo completo o parcial [Manpower, 2008: 59].

      


      
        6 La propia OIT señala que la creación de los empleos informales ha generado: bajos ingresos, inexistencia de contratos laborales, falta de prestaciones sociales, no-afiliación a organizaciones laborales, con un uso de tecnología atrasada y empresas muy pequeñas [OIT, 2002: 38].

      


      
        7 En las primeras propuestas de reforma laboral en la Cámara de Diputados, ya se discutían los aspectos relacionados con el banco de horas, eliminación del tiempo extra, contratación a prueba y eventuales, y facilidades para el despido sin indemnización [Barba, 2003: 52].

      

    

  


  
    EL ESTADO EN EL NEOLIBERALISMO: ACUMULACIÓN, SALARIO Y GANANCIAS EN MÉXICO


    CRISIS DEL ESTADO INTERVENTOR, REESTRUCTURACIÓN INDUSTRIAL Y LIBERALISMO EN MÉXICO


    La crisis de los setenta del siglo XX, se definió como una crisis del Estado interventor y el establecimiento de un nuevo patrón de acumulación que modificó el mercado de trabajo, la vida del obrero y la obtención de utilidades. Las grandes empresas trasnacionales presionaron a los países para expandirse, mediante un “cambio estructural” que buscaba la total liberalización comercial y financiera con el exterior, la orientación fundamental de los gobiernos a garantizar el orden público, reducir su intervención en la vida económica y confiar en la regulación del mercado por la libre competencia.


    Las políticas neoliberales proponen acciones en materia de finanzas públicas y de política crediticia, cambiaria y comercial con el establecimiento de medidas de ajuste presupuestal, la venta o liquidación de empresas estatales, el fortalecimiento de la política tributaria y el incremento de los precios a los bienes y servicios proporcionados por el Estado. Las políticas de liberalización económica se apoyan en la inversión extranjera directa (IED), la reestructuración productiva, el fomento a la educación que imparten los particulares y la restricción del gasto público en educación superior, además de una drástica reducción al gasto público en general [Tello e Ibarra, 2012: 111].


    EL NUEVO PATRÓN DE ACUMULACIÓN EN EL GOBIERNO DE LUIS ECHEVERRÍA


    El gobierno de Luis Echeverría Álvarez (1970-1976), se definió como un gobierno de transición del patrón de acumulación, en donde la posición de la burocracia sindical oficial y el movimiento de insurgencia obrera tuvieron una participación activa ante la forma en que se manejó la apertura económica y su efecto directo sobre la democracia sindical, la representatividad y la legitimidad en una coyuntura en que surgieron nuevas formas de relación entre los distintos actores sociales.


    La matanza de estudiantes en 1968 y el brote de focos guerrilleros, presionaron al gobierno de entonces a incrementar el gasto público, sobre todo en el renglón del llamado gasto social que trajo como consecuencia que el déficit fiscal creciera, así como el correspondiente a la cuenta corriente con el exterior. La velocidad a la que crecían los precios aumentó también. La retórica tercermundista (después llamada populista) del gobierno de Echeverría, provocó gran incertidumbre en el sector privado [Gollás, 2003: 22]. El Estado cumplió una funcionó eficaz al abaratar los costos laborales con la operación de la seguridad social y la expansión de los servicios públicos en materia sanitaria, educacional y habitacional al encargase del diseño, producción y financiamiento de los servicios sociales centralizados y gratuitos o altamente subsidiados.


    El efecto inmediato del aumento en el gasto público fue incrementar el déficit fiscal (la diferencia entre los ingresos y los egresos del gobierno) así como los préstamos externos. La tasa de crecimiento del PIB fue muy fluctuante durante el sexenio aunque la más baja se registró en el primer año, y la más alta en 1972, siendo de 8.2%; con una tasa promedio anual de 5.96 por ciento [Terrones, 2011: 165].


    La política de financiamiento del déficit y la obsesión por mantener fija la tasa de cambio, hicieron inmanejable la economía. Concretamente, las consecuencias de estas políticas fueron: 1) el déficit fiscal como proporción del PIB, creció de 2.5% en 1971 a 10% en 1975; 2) el déficit de la cuenta corriente de la balanza de pagos creció de 0.9 miles de millones de dólares en 1971 a 4.4 miles de millones de dólares en 1975; 3) la deuda pública creció de 6.7 mil millones de dólares en 1971 a 15.7 miles de millones de dólares en 1975 y 4) la tasa de inflación aumentó de 3.4% en 1969 a 17% anual promedio entre 1973 y 1975 [Gollás, 2003: 22].


    El deterioro de los salarios propició una amplia movilización de los trabajadores durante todo el sexenio de Luis Echeverría. Se fortaleció el sindicalismo independiente,1 poniendo en duda las negociaciones corporativas de los trabajadores ante el control del Estado y de captación de las demandas sindicales, mediante negociaciones economicistas o de circulación, que buscaban la recuperación del poder adquisitivo perdido por la inflación, aunque también luchaban por el mejoramiento de las condiciones laborales, la democratización de los sindicatos, la estabilidad en el trabajo y la suspensión de los despidos y ajustes de personal. Por su parte, las organizaciones sindicales oficiales se vieron obligadas a encabezar las demandas salariales y a mediatizar la inconformidad obrera para evitar que ésta se siguiera extendiendo.


    Para 1976 esta forma de conducir la economía era insostenible, e irresponsable, ya que con seguridad llevaría a graves crisis. La fuga de capitales era la expresión inequívoca de que algo malo se estaba gestando en la economía. A esta situación el gobierno respondió: a) con medidas adicionales para mantener fija la tasa de cambio (el precio de la moneda de un país en términos de otra); y b) amortiguando la fuga de capitales pidiendo prestado en el exterior. Desafortunadamente, también se derrocharon las reservas de moneda extranjera que podrían haber servido para pagar las deudas contraídas en nuestro comercio externo. Así, poco después y, como era de esperarse, las reservas se agotaron y, por primera vez en la historia de la nación, el peso empezó a flotar en el mercado de cambios. Al poco tiempo de haber aplicado esta política el peso se devaluó 40%, el PIB disminuyó su crecimiento y la inflación creció. Por primera vez en 20 años el gobierno mexicano acudió a la ayuda del Fondo Monetario Internacional (FMI) [Gollás, 2003: 22-23].


    Se abrió un proceso de ajuste macroeconómico bajo los lineamientos del FMI, el Banco Mundial (BM) y el Departamento del Tesoro de Estados Unidos que impuso el nuevo patrón de acumulación por medio de las cartas de intención que establecían los lineamientos de política económica para disminuir, tanto el déficit público como el de la balanza comercial y así poder pagar el servicio de la deuda. Se puso fin al modelo ISI y se limitó la participación directa del Estado en la economía, aunque su aplicación no sería sino hasta el siguiente año [González, 2010: 131].


    La caída del crecimiento económico produjo 5.8 millones de individuos subocupados, lo que representaba un desempleo equivalente a 23% de la población económicamente activa (PEA). La moneda se devaluó y la deuda pública externa aumentó a 20 000 millones de dólares, lo que llevó a que el 31 de agosto de 1976 la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) anunciara el cambio de paridad y la flotación del peso, terminando así con 22 años de tasa de cambio fijo, devaluando la moneda de 12.50 a 19.70 pesos por dólar. Esto obligó a México a la suscripción de un convenio de facilidad ampliada con el FMI, que tendría vigencia de 1976 a 1978 y que conduciría a la instauración de políticas de ajuste al desequilibrio externo [Villarreal, 2005: 228].


    Se lanzó una ofensiva de gran envergadura del capital contra el trabajo para contrarrestar la caída de la tasa de ganancia, como el uso de métodos anti-inflacionarios, el incremento de la intensidad del trabajo, la “flexibilización” de las normas laborales, el desmantelamiento de la seguridad social y de los sistemas de bienestar, la racionalización de los procesos de trabajo y la utilización de políticas de abatimiento de costos como el recorte de personal, la subcontratación o la precarización del trabajo. Se trataba de encontrar nuevas vías a la reproducción del capital y de modificar las relaciones entre el capital y el trabajo, a favor del primero [Guillén, 2007: 286-287].


    EL GOBIERNO DE JOSÉ LÓPEZ PORTILLO Y LOS ACUERDOS INTERNACIONALES


    La administración de José López Portillo (1976-1982), puso en práctica la política de contención salarial acordada con el FMI, para evitar la disparidad entre productividad y salarios. Sin embargo, el descubrimiento de reservas de petróleo permitió matizar la liberalización de la economía y estimuló la inversión privada. Se anunció a los mexicanos la pronta salida de la crisis económica de 1976 y que en lugar de acostumbrarnos a vivir en la pobreza, deberíamos aprender a administrar la abundancia. Sin embargo, el “boom” petrolero de esos años ni siquiera pasó cerca de la mayoría de los mexicanos. Por el contrario, llevó al país a una grave crisis económica, a una mayor pobreza, desigualdad y desesperanza. Los esfuerzos del gobierno para obtener mayores ingresos de la venta del petróleo estimularon a que se gastara más y a que aumentara el déficit fiscal. El efecto del elevado déficit público y de un peso sobrevaluado, propició un creciente desequilibrio en la balanza de pagos [Gollás, 2003: 23,25].


    En 1977, se estableció el primer “tope salarial” para los obreros que autorizaba un incremento máximo de 10%, cuando la inflación había sido de 20.7%. Además, se establecieron exenciones al impuesto a las importaciones, impuesto sobre la renta, utilidades, timbre y contribuciones federales así como gravámenes locales. Se planteó la reestructuración económica y social encaminada a la liberalización decidida de los mercados en el ámbito nacional, conforme a los compromisos adquiridos con el FMI y el BM, artífices de esa política que sumiría a la economía mexicana en una rápida transformación hacia el neoliberalismo con base en la apertura económica y la firma de los tratados comerciales [González, 2008: 91].


    A partir de 1978, se presentaron dos factores que permitieron cerrar la brecha de divisas y complementar el ahorro interno: las exportaciones petroleras y el flujo de crédito externo. Ambos posibilitaron el crecimiento acelerado del periodo 1978-1981. La dependencia del petróleo se fortaleció junto con el deterioro de los términos de intercambio. El gobierno enfrentó serias dificultades para obtener recursos, ya que estos ingresos representaban dos terceras partes de las exportaciones de mercancías y la mitad de los ingresos de divisas; su contribución a los ingresos tributarios del gobierno federal era de hasta 25% del total, por lo que el déficit externo en cuenta corriente se elevó drásticamente lo mismo que la deuda externa que llegó a 40 000 millones de dólares [Villarreal, 2005: 228, 299].


    La deuda pública pasó de 19 602 millones de dólares en diciembre de 1976 a 33 813 millones en 1980 y a 58 874 millones para 1982 [Gurría, 1993: 124, citado por Terrones, 2011: 167]. Los pagos por concepto de servicios de la deuda externa se elevaron, debido al aumento de las tasas de interés internacionales cuyo valor era tres veces superior al que registraron en 1977 (aumentan los intereses más las amortizaciones). En estas condiciones, la deuda total era de 46 119 millones de dólares y la fuga de capitales alcanzó la cifra de 20 188 millones de dólares. Esta evolución estuvo acompañada por el desequilibrio comercial manufacturero acumulado que tan solo durante el periodo 1977-1981 fue de 48 000 millones de dólares, un repunte inflacionario de 29% para 1981, al mismo tiempo que el déficit fiscal crecía de manera acelerada, llegando a representar 17% del PIB [Villarreal, 2005: 404].


    En 1980, se apoyó a la producción de alimentos mediante el Sistema Alimentario Mexicano (SAM), en el cual el gobierno se comprometía a resucitar el sector de alimentos básicos y a reducir deliberadamente la dependencia de las importaciones para recuperar la autosuficiencia en la producción de maíz y frijol para el final del sexenio y en otros productos básicos para 1985 y mejorar la distribución de alimentos, de tal forma que un tercio de la población que se encontraba desnutrida pudiera obtener una dieta adecuada [Spalding, 1985: 316-317, citado por Terrones, 2011: 166].


    Para finales de 1981 el déficit ya era de más de 14% del PIB y los precios del petróleo seguían bajando. Desafortunadamente, el gobierno no tomó entonces las medidas necesarias para corregir el desbarajuste económico al que con tanto entusiasmo y patriotismo había contribuido. El gabinete económico nunca se puso de acuerdo en si devaluar o no, ni sobre cómo reducir las desenfrenadas importaciones. Estos desequilibrios llevaron a la quiebra de numerosas empresas privadas que tenían deudas contraídas en dólares gracias a la sobrevaluada tasa de cambio y a las facilidades y expectativas que creaba la fantasía petrolera [Gollás, 2003: 23-24]. El déficit público fue cubierto con endeudamiento con el exterior.


    En 1982, el gasto público, como porcentaje del PIB, mostró una tendencia ascendente, en 1980 era de 34.4 y llegó a 47.2 en 1982 [Aspe, 1993: 106-157]. Se había acumulado una cuantiosa deuda externa equivalente a 49% de su PIB que agudizó los desajustes económicos y financieros provocando una profunda crisis, el precio del petróleo seguía bajando y el capital abandonando el país. Para agosto de 1982 la fuga de capitales, por una parte, y la interrupción del flujo de préstamos externos, por la otra, llevaron a una nueva devaluación y a la suspensión por 90 días el pago de la deuda externa. En septiembre de ese año (demasiado tarde) el gobierno aplicó medidas (inadecuadas) para detener la fuga de divisas [Gollás, 2003: 25].


    En septiembre de 1982 se nacionaliza la banca en México y se establece el control de cambios. Se reestructura el sistema bancario, el número de instituciones pasa de 68 a 29 y en 1985 a tan sólo 19 (todos ellos bancos múltiples) [Silva, 2005: 97, citado por Terrones, 2011: 167]. Esta situación desencadenó una serie de reacciones entre acreedores y deudores en el resto del mundo, caracterizadas por la preocupación y la incertidumbre. Contrario a los resultados que se esperaban, las políticas aplicadas agravaron la inestabilidad financiera y no ayudaron a revertir lo que se estaba convirtiendo en una crisis financiera de grandes proporciones [Cue, 2004: 5].


    Se produjo 1) la drástica devaluación del peso; 2) la disminución de la actividad económica (el PIB disminuyó a 0.6% ese año); 3) una inflación de casi 100% anual; 4) la disminución de las reservas a sólo 18 000 millones de dólares (aproximadamente lo que en promedio se importaba de mercancías en un mes en 1982) y; 5) un tremendo caos en los mercados financieros [Gollás, 2003: 25].


    En tanto la industria registró un decremento de 1.6%, la fuga de capitales (alcanzó un acumulado de 40 000 millones de dólares), moratoria de la deuda externa (alcanzó en los cinco años, más de 41 000 millones de dólares) y una devaluación de 500% del tipo de cambio (de 25 a 150 pesos por dólar) [Villarreal, 2005: 295, 412, 584]. Esta situación puso en alerta a los organismos financieros internacionales y aprovecharon el momento para fortalecer las políticas neoliberales condicionando los nuevos préstamos a la aplicación de las reformas neoliberales.


    En el ámbito político, se produjo la división de la élite del Partido Revolucionario Institucional (PRI) y el dominio de la tecnocracia neoliberal que confronta el estructuralismo keynesiano y plantean el achicamiento del aparato estatal (privatizaciones) y la disminución del gasto público que también los confrontó con el corporativismo y al control clientelar [Salazar, 2004: 3].


    El grupo de los “tecnócratas” plantearon la desregulación de los mercados financieros, la reducción de la intervención estatal con la privatización de las empresas públicas, la erosión de las instituciones de seguridad social (sistemas de pensiones), el debilitamiento de los sindicatos y de las protecciones al mercado de trabajo, la libertad de precios y el comercio, la disminución de las tasas impositivas a los ingresos más altos, la apertura externa de los mercados de mercancías y de capitales, así como el abandono de la política de pleno empleo bajo la apariencia de la tasa natural [Palley, 2005: 144]. En tanto que se orienta la política industrial hacia las exportaciones, en donde el motor del desarrollo sería el sector privado.2


    LA CRISIS DE LA DEUDA EN EL GOBIERNO DE MIGUEL DE LA MADRID Y EL NEOLIBERALISMO


    El gobierno de Miguel de la Madrid Hurtado (1982-1988), asumió la presidencia de la república en un severo contexto de crisis económica; además de buscar resolver problemas coyunturales como la transformación de las instituciones de crédito para permitir fusiones y el incremento de su capital como parte del proceso de revocación de la nacionalización de la Banca, que realizó su antecesor, tuvo que soportar la crisis estructural de la economía mexicana, concretada en: crisis agrícola, desarticulación industrial, déficit de la balanza de pagos, déficit fiscal, desigual distribución del ingreso, etcétera; y también, tuvo que hacer frente a la recesión económica de 1982 (con una disminución del PIB de 0.2%), excesivo índice inflacionario (de 100%), incremento de precios y tarifas del sector público, elevado déficit de la balanza comercial no petrolera y una creciente deuda pública [Salazar, 2004: 5].


    El gobierno anterior había anunciado la abundancia de petróleo y la entrada de divisas que no llegaron a la base productiva y se había endeudado al país en magnitudes escalofriantes, al ponerlo al borde de la insolvencia y suspensión de pagos. La producción se encontraba paralizada, había crecido el desempleo y la inconformidad social. Se abandonó, de manera progresiva, el modelo de desarrollo que México venía aplicando durante décadas anteriores, apoyado en la fuerte intervención del Estado en la economía y la vida social, protectora de la producción nacional teniendo como base un proceso de industrialización por la vía de la sustitución de importaciones. Se planteó el redimensionamiento y modernización del aparato administrativo del Estado, en donde su actuación fuera de regulador y complementario y no un obstáculo para el mercado. Se tendría un Estado eficiente y se reestructurarían las empresas estatales consideradas como no prioritarias o estratégicas por lo que se debía reformar la Constitución.


    Los ajustes pretendían reducir el déficit presupuestal, el cual alcanzó 16% del producto interno bruto y se consideraba como la causa esencial del proceso inflacionario, además de la emisión monetaria, los incrementos a la tasa de interés, por el aumento de la deuda externa, ocasionadas tanto por el fuerte riesgo cambiario como por la alta inflación interna, constituían otro factor que ampliaba el déficit presupuestal y, por esa vía, se propiciaba una mayor inflación. La caída del precio del petróleo que fue en esa época el principal producto de exportación mexicano, superó incluso los pronósticos más pesimistas [Cue, 2004: 2-3].


    La deuda externa, sumando la pública y privada de México, había alcanzado casi los 100 000 millones de dólares y darle servicio (pagarla) requería de más de 14 000 millones, de los que los pagos por intereses ascendían a 10 000 millones. La disminución de los precios del petróleo, puso en riesgo el pago de la deuda y los bancos internacionales, con poco entusiasmo, acordaron cooperar con el llamado Plan Brady por medio del cual a México se le prestaron 6 000 millones de dólares de dinero fresco y se renegoció 83% de su deuda. El déficit del presupuesto del gobierno en ese año equivalía ya a 13% del PIB, y los pagos por intereses de la deuda pública interna requerían más de 70% del presupuesto federal anual, cantidad muy elevada si se le comparaba con la de Estados Unidos, por ejemplo, que requería 15% del presupuesto federal para este propósito [Gollás, 2003: 29, 77].


    En este contexto, la Carta de Intención firmada con el FMI adquirió un gran poder, al convertirse en garante frente a la banca privada internacional con la que México había contratado la mayoría de la deuda externa pública, el organismo exigió al país adoptar programas de ajuste estructural que requerían recortes presupuestales con el fin de contener el déficit y el gasto público. Éstas y otras complicaciones crearon una situación favorable para que un grupo de tecnócratas transformara radicalmente el modelo de desarrollo en el momento cuando en el ámbito internacional también se producían cambios profundos en la relación entre la economía y la política [Salas, 2014: 289].


    Las reformas planteadas actuaban en varias direcciones íntimamente relacionadas entre sí: en primer lugar, el repliegue del Estado de todas las áreas de la economía, pero muy en especial el abandono de las estrategias de industrialización, la desregulación económica, los subsidios al consumo y a la producción, así como otras políticas que se ampliaron bajo el modelo de sustitución de importaciones porque, de acuerdo con los funcionarios públicos que pertenecían al grupo de los “22 funcionarios clave”, tales políticas distorsionaban el funcionamiento del mercado, en segundo lugar y ligado con el punto anterior, la privatización de las compañías estatales y con ella la transferencia masiva de recursos del sector público al privado; en tercer lugar, la liberalización y la apertura de la economía al comercio y a la inversión y, por último, la cada vez mayor autonomía de algunas agencias públicas. Todas estas reformas buscaban transformar la esencia del Estado productor e interventor a un Estado regulador y, por esta vía, transformar también las prácticas de las élites políticas [Salas, 2014: 296].


    Se estableció un nuevo tipo de Estado conocido como neoliberal que desmantela el Estado interventor con la reforma a la Constitución en el Artículo 25, por medio del cual estableció los lineamientos de la concurrencia en igualdad de circunstancias de los sectores público, privado y social [Salazar, 2004: 10]. La aplicación de políticas fiscales y monetarias restrictivas, además de orientar la industrialización hacia las exportaciones (IOE),3 en donde el motor del desarrollo sería el sector privado.


    Se demanda el retiro del Estado en cuanto a inversión productiva y beneficios sociales, así como una política de estabilización entre salarios y productividad, conocida por los neoclásicos como flexibilidad del trabajo, para salir de la crisis que tenía su origen más profundo, en la rigidez de las relaciones sociales dentro de los procesos productivos. Es decir, la reestructuración implicó la difusión de la idea de superioridad del mercado para asignar recursos y premiar a los más eficientes (individualismo) y un Estado con menor injerencia directa en la actividad económica. Con esto se busca aumentar la productividad y disminuir costos para lograr mayor competitividad en el mercado internacional [Balassa, 1988: 17-44; Bhagwati, 1991: 17].


    En América Latina, en particular México, se llevó a cabo una serie de reformas recomendadas por el FMI, el BM, la Reserva Federal y el departamento del Tesoro de Estados Unidos [Terrones, 2011: 168]. La relación con el capital financiero era estrecha:


    En lo que se refiere a los lazos con los organismos internacionales –como el BM, el FMI, el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), el Banco de Pagos Internacionales (BPI) y la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE)–, a diferencia de las redes anteriores que entrecruzan intereses públicos y privados, éstos tienden a formar las redes intergubernamentales que propician la convergencia y la difusión de estándares internacionales, tanto en el ámbito financiero como en el comercial, y constituyen una tecnocracia global. La vinculación con dichas redes tiende a concentrarse en los funcionarios públicos que han tenido una trayectoria predominantemente en el aparato financiero, como es el caso de Agustín Carstens (con presencia en el FMI y el BPI), Jacques Rogozinski (BID), Santiago Levy (BID), José Ángel Gurría (actualmente, secretario general de la OCDE) y Guillermo Ortiz Martínez (BPI), quienes, como parte de esta tecnocracia global, han gozado de gran autonomía al interactuar en estos foros con sus contrapartes de otros países [Salas, 2014: 300].


    La aplicación de estas políticas, debe reconocerse, facilitó la caída del populismo económico en América Latina; el renacimiento de las ideas neoliberales en el comercio; la privatización, y la desregulación económica. Este cambio en la ideología y en la filosofía económica, animó a los capitales a facilitarle a México algunos préstamos. La estrategia general en la que se pensó para estabilizar la economía constaba de dos etapas: en la primera se corregirían las cuentas fiscales para establecer el precio adecuado de las divisas y, en la segunda, se estructuraría la deuda. Una vez logrado esto, se pensaba, la inflación disminuiría, los capitales que habían huido regresarían y, como corolario feliz, se tendría una economía creciente y sin inflación. Desafortunadamente esto no ocurrió y pronto aparecieron nubarrones en el horizonte que anticipaban nuevas tormentas [Gollás, 2003: 27-28].


    Se planteó la necesidad de la desincorporación de las empresas del sector público que contaba con 1 155 entidades que operaban en 63 de las 73 ramas de la actividad económica, lo que representaba 22.8% del PIB, además de emplear a más de un millón de personas, casi un tercio de los 3 700 000 trabajadores ocupados en el sector público al inicio del proceso [González, 2008: 96]. El sector paraestatal se conformaba por 103 organismos descentralizados, 754 empresas de participación estatal mayoritaria, 75 minoritaria y 223 fideicomisos públicos [Gasca, 1989: 152].


    La transformación del papel del Estado en la economía implicó la reforma económica para ajustar y liberar el comercio, adecuando la Constitución a los requerimientos del mercado; destacan las modificaciones, además del Artículo 25 ya mencionado, los artículos 27 y 28 constitucionales que se refieren a la definición de la propiedad nacional y el control de los monopolios. Previamente se dio la reestructuración de las empresas del sector público para disminuir sus costos de producción mediante técnicas organizacionales, reducción de desperdicios, desburocratización y modernización. Asimismo, se instrumentó la apertura comercial y el modelo de industrialización orientada a la exportación. Se redujo el número de actividades desempeñadas por el Estado, con la reestructuración masiva y la privatización de empresas consideradas innecesarias. Se eliminaron los subsidios a las actividades agropecuarias y pesqueras con el objetivo de disminuir el gasto social y cambiar la organización del trabajo fordista-taylorista por un sistema más flexible que evitara la “rigidez normativa” y la división estricta de tareas [González, 2008: 96-99].


    En 1983, la recesión económica hizo caer el PIB 5.3%, el país pasó de ser un importante receptor de ahorro externo a un exportador neto de capitales. Sin recursos externos y con un enorme déficit en la balanza de pagos, México se vio forzado a suspender el servicio de la deuda externa. El monto de esta ascendía a 92 408 millones de dólares, equivalente a 49% del PIB. Peor aún, la estructura de pagos de la deuda exigía que se hiciera pronto: 46% debía pagarse en un periodo no mayor a tres años y 27% durante ese mismo año [Gollás, 2003: 27].


    El gasto público se redujo, en términos reales, más de 17% con relación de 1982 y la inflación no disminuyó al ritmo planeado [Terrones, 2011: 170]. Ante esta situación se dio un tratamiento de shock a la política económica de corte tradicional con el Programa Inmediato de Reordenación Económica (PIRE), cuyos objetivos principales fueron combatir la inflación, proteger el empleo y recuperar las bases de un desarrollo dinámico, sostenido y eficiente [Terrones, 2011: 161]. Se inició con una drástica devaluación, un incremento en los impuestos y una disminución del gasto público. Para que estas medidas tuvieran éxito era necesario ajustar los salarios nominales mínimos, no a los observados, sino a los esperados que eran menores. Este programa fue de corte convencional: se proponía reducir la demanda global con el fin de disminuir la inflación [Gollás, 2003: 27-28].


    Para 1984, el gobierno de Miguel de la Madrid había relajado su política fiscal de manera que la apreciación del peso que le siguió contribuyó a acelerar el deterioro del excedente del comercio. Esto es, las importaciones aumentaron y las exportaciones disminuyeron [Gollás, 2003: 28].


    En 1985, la situación se agravó debida (para variar) a una nueva disminución de 11% en el precio del petróleo y México no había cumplido con el plan trazado por el FMI que suspendió la ayuda agravando más la crisis de la balanza de pagos de ese año. La crisis de la balanza de pagos llevó al gobierno a poner en marcha políticas fiscales y monetarias más estrictas, así como a establecer controles sobre el mercado de divisas. En ese año se dieron los primeros pasos para la liberalización del comercio que, años después, culminaría en el TLCAN (Tratado de Libre Comercio de América del Norte). El terremoto de 1985 que devastó la Ciudad de México, tuvo efectos profundos sobre la sociedad mexicana, situación que se complicó aún más por la caída del precio del petróleo y la disminución del gasto público a sólo 6% [Gollás, 2003: 29].


    En 1986, se profundiza la caída de los precios internacionales del petróleo, nuestra principal fuente de financiamiento externo, el gobierno dejó de percibir más de 8 000 millones de dólares, lo que repercutió en la estructura económica nacional: se incrementó el déficit público y la deuda pública interna; aumentó el circulante como mecanismo inflacionario de financiamiento; la inflación alcanzó los tres dígitos (105%); se contrajo la actividad económica (el PIB cayó a -4%); se redujo el gasto público pero no el servicio de la deuda; el gobierno exigió mayor responsabilidad a los acreedores internacionales; se propuso y discutió el “plan azteca”, etcétera [Salazar, 2004: 6].


    También en este año México ingresó en el Acuerdo General sobre Tarifas y Comercio (GATT, por sus siglas en inglés), que significó el derrumbe de las barreras arancelarias y no arancelarias (prohibiciones y permisos de importación) que anteriormente protegían el aparato productivo nacional. Asimismo, se impulsó una cooperación más amplia en materia de subsidios, comercio e inversiones, de modo que se concedía a México el acceso al mercado de los Estado miembros del GATT en reciprocidad a la liberalización total, que suprimía de modo unilateral los permisos previos de importación de casi 80% de las fracciones arancelarias sujetas a restricciones cuantitativas. Para lograr los objetivos de la política económica se instrumentó el Programa de Aliento y Crecimiento (PAC) que plantea la posibilidad de lograr un crecimiento económico moderado con un control de la inflación [Terrones, 2011: 169].


    En diciembre de 1987, se desplomó la Bolsa Mexicana de Valores (BMV), hizo perder en un mes 70% de su valor accionario, provocando en pocos días una fuerte estampida cambiaria que terminaría por devaluar el peso en 40%. El crack bursátil se acompañó con la fuga de capitales, el aumento de las tasas de interés, la espiral inflacionaria y la caída de la actividad económica. Ante tan crítica situación, el gobierno respondió con uno de los programas que rompería la ortodoxia de la política económica de corte neoliberal aplicada hasta entonces. El gobierno convocó a los representantes de los sectores obrero, campesino y empresarial a la firma del Pacto de Solidaridad Económica (PSE), el primero como árbitro; los segundos, comprometidos a no aumentar artificialmente los precios; los terceros, obligados a no demandar cualquier aumento salarial por arriba de lo pactado. Para frenar la inflación, se establecieron mecanismos de seguimiento de los aumentos de los precios de los productos de consumo suntuario y de los salarios [Salazar, 2004: 6]. La política de ajuste a las finanzas públicas trajo consigo una serie de recortes que afectaron especialmente los recursos destinados al bienestar social [Terrones, 2011: 169-170]. El movimiento obrero organizado reaccionó en contra de la política económica demandando un aumento salarial de emergencia de 46%, con la advertencia de que, de no hacerlo, se llamaría a huelga general nacional.


    En marzo de 1988 se puso en marcha la segunda fase del acuerdo y se transformaría en el Pacto para la Estabilidad y el Crecimiento Económico (PECE), con el congelamiento de los principales precios líderes (tipo de cambio, precios y tarifas del sector público y precios de los productos de la canasta básica), se mantuvieron altas las tasas de interés real (aunque los rendimientos en los pagarés a 30 días se redujeron en 10 puntos). El PECE buscaba bajar la inflación por lo que incluía el fortalecimiento de las finanzas públicas mediante la reducción del gasto, el aumento de los precios de los bienes y servicios del sector público que van de 55 a 85% en los precios de gasolina, electricidad, teléfonos, fertilizantes, transportes y azúcar. Se incluyó una canasta básica de 75 productos de consumo generalizado. Se aceleró el proceso de desincorporación de empresas públicas y hubo un ajuste de personal burocrático, se establecieron negociaciones salariales para controlar la inflación con incrementos de emergencia inicial de 15% a los salarios mínimos y 20% a los contractuales, cuando la inflación en 1987 había sido de 159% [Villarreal, 2005: 435, 449, 541, 591].


    Muchas paraestatales fueron cerradas por su inviabilidad económica o se aplicaron programas de reducción de personal, aseguramiento de las ventas, ampliación y modernización de los procesos de producción y comercialización, capacitación de la mano de obra y formas de trabajo más “flexibles” en las empresas [Gutiérrez, 1995: 190].


    Al finalizar esta administración se había autorizado, y/o llevado a cabo, la desincorporación de 53% de las empresas paraestatales, de las cuales 130 se vendieron al sector privado, 537 se liquidaron y otras 204 se encontraban en proceso de liquidación, extinción, fusión, transferencia o venta [González, 2008: 99]. También se aplicaron medidas para reducir los subsidios y las transferencias que, de representar 5.5% del PIB en 1977, en 1988 disminuyó a 4% [Gollás, 2003: 33-34].


    Los efectos sociales de este proceso se reflejaron en el nivel de desempleo generado por la privatización (ya sea por despido, jubilación o liquidación), que ascendía según datos oficiales, a más de 250 000 trabajadores [Aspe, 1993: 183], como efecto directo de las privatizaciones, además de 7 millones de desempleados generados por los bajos niveles de crecimiento económico. Se ajustaron las revisiones salariales al incremento de la productividad de la mano de obra [Banco de México, 1994: 24], con lo que se reforzaron los mecanismos para establecer los programas de flexibilidad de la fuerza de trabajo. La política industrial se subordinó a los programas de estabilidad macroeconómica y el Estado dejó de intervenir de forma directa en el desarrollo de las áreas estratégicas, en particular innovación y desarrollo. Se transformaron las políticas de desarrollo orientadas al mercado interno por otras que buscaban impulsar las exportaciones con el libre mercado, una menor participación del Estado en la industrialización y el impulso al sector privado. Se impuso una política de ajuste que tuvo efectos directos en el empleo, en el consumo per cápita, en los salarios reales y en general en el bienestar de la población. Se afectó drásticamente el gasto en salud y seguridad social en cerca de 40% [García et al., 2004: 28].


    El balance de las reformas del Estado hacia un patrón de acumulación neoliberal no produjo los efectos positivos que se anunciaron en los diversos pactos firmados en este sexenio: la economía prácticamente no creció, incrementaron la deuda externa y la inflación a tal punto que llegó a 159.2% en 1987, a pesar de la firma del PSE que tenía como principal objetivo el control de la inflación. El proceso de privatización provocó una mayor concentración y centralización de los bienes y recursos nacionales con un aumento del desempleo y la cancelación de las condiciones de vida de millones de familias.


    La tan abrupta y rápida apertura del comercio externo mediante el ingreso de México en el GATT y la restrictiva política social significó la quiebra de un gran número de empresas, en particular mipymes, con el consecuente incremento del desempleo. Este fenómeno también se agravó por la reducción del personal en las empresas públicas antes y después de su venta, por la disminución del gasto público y del personal de la administración pública, además de la disminución del poder adquisitivo de los trabajadores, todo en aras de cumplir con los compromisos asentados en la Carta de Intención firmada por López Portillo y ratificada por De la Madrid con el FMI [Rueda, 2009: 33-34]. De representar más de 50% del PIB en 1982, para 1988 el gasto público tan sólo representó 34% [Terrones, 2011: 170].


    La disminución del gasto social se orientó hacia el pago de la deuda y la reestructuración de las finanzas del Estado, lo cual se tradujo en un deterioro en los subsidios destinados a los sectores de la educación, salud, vivienda y bienestar social, así como una mayor precarización del mercado de trabajo. Todas estas acciones estuvieron orientadas a recuperar la tasa de ganancia. Se obtiene plusvalía absoluta mediante la disminución del salario real de los trabajadores, ante la galopante inflación, a pesar de los frecuentes aumentos salariales de emergencia, que produjo un deterioro de los niveles de vida de la población, con los diversos pactos firmados, las promesas incumplidas de controlar la inflación para lograr la estabilidad y el crecimiento económico. La crisis se traslada a la siguiente administración, aunque los relevos estarían conformados por el mismo grupo que emprendió el patrón de acumulación neoliberal.


    LAS GRANDES PRIVATIZACIONES EN EL GOBIERNO DE CARLOS SALINAS


    El gobierno de Carlos Salinas de Gortari (1988-1994), a pesar de la debilidad en el inicio de su gestión, vinculada con las elecciones de 1988,4 perseguido por fantasmas de millones de boletas electorales destruidas para siempre con la complicidad de legisladores corruptos anunció, con gran originalidad y para no perder la costumbre, otro pacto económico [Gollás, 2003: 31].


    El salinismo consolida las ideas del neoliberalismo, acredita la postura de que menos Estado y mayor apertura comercial al exterior pudieran ser panaceas automáticas a los problemas acumulados en la economía, en el sistema político y en la sociedad, busca un camino intermedio entre estatismo y neoliberalismo; la nueva clase discursiva es ahora el “liberalismo social” [Pipitone, 2017: 62]. Es un tanto contradictorio porque retoma el principio neoclásico de que el mercado es la forma óptima de asignación de los recursos, en donde el Estado será el regulador y conciliador de las clases sociales, su objetivo es dar cumplimiento a los acuerdos firmados con el FMI, el BM y el Departamento del Tesoro de los Estados Unidos [Terrones, 2011: 171].


    El grupo de jóvenes tecnócratas tiene a sus espaldas un promedio de 11 años de carrera burocrática contra los 27 del grupo de los políticos que Salinas sube al barco para que le cuiden los flancos en un sistema político de equilibrios delicados entre presidencia, corporaciones sociales, poderes locales, congresistas y partido dominante [Pipitone, 2017: 70]. Es decir, los ideólogos o tecnócratas del sexenio de Miguel de la Madrid, se extendieron a los equipos de Salinas de Gortari, con una gran influencia de las ideas de prevalencia del mercado sobre las proteccionistas, se extendieron a las áreas del aparato estatal con mayor poder de decisión y construyeron un campo de poder y reflexión que, si bien experimentó algunos ajustes en su composición a lo largo de los sexenios, logró mantener e incluso ahondar el contenido neoliberal del nuevo proyecto. El grupo de tecnócratas diseñó, negoció y defendió el paquete de reformas estructurales que puso al mercado autorregulado en el centro del nuevo modelo de desarrollo, tal y como lo prescribía el Consenso de Washington [Salas, 2014: 290, 295-296].


    En el primer año de gobierno se aplicó una política macroeconómica para abatir la inflación, que se había desbordado, con una tasa anual cercana a 160%. Además, se dio un fuerte apoyo a las industrias orientadas hacia las exportaciones, con la reducción de los aranceles de importación, que se convirtió en uno de los principales mecanismos para fomentar la orientación exportadora de la economía, lo que permitió triplicar el valor de las exportaciones de mercancías (334%), de 40 mmd (miles de millones de dólares) en 1990 a 137 mmd en 1999, a una tasa de 14.4% anual, muy superior al crecimiento de la economía (3%) [Dussel, 2004: 7].


    La estrategia neoliberal consintió en disminuir el déficit público, mediante las políticas fiscal y monetaria restrictivas, la desregulación de la economía, la privatización de importantes empresas paraestatales, la renegociación de la deuda y la profundización de la apertura comercial. Sin embargo, la nueva gestión presidencial inició con el pesado lastre, que no había sido resuelto, de una enorme deuda externa, la cual implicaba una cuantiosa transferencia de recursos al exterior y que impedía la reanudación del crecimiento económico [Cue, 2004: 7].


    Se consolidó la reforma del Estado con la venta de grandes empresas paraestatales, el saneamiento de las finanzas públicas (al pasar del déficit al superávit fiscal), el control de la inflación, así como las modificaciones constitucionales de los artículos 3, 5, 16, 19, 20, 24, 27, 28, 107, 119, 123 y 130.5 Tales reformas constitucionales se refieren a la educación, el sistema electoral, los monopolios, la privatización bancaria, la autonomía del Banco de México, los derechos humanos, la propiedad rural, el estatuto de las iglesias, los derechos de los indígenas y la lucha contra el narcotráfico. Un aspecto específico que presentó Carlos Salinas en marzo de 1992 en la Asamblea Extraordinaria del PRI, fue la definición del “liberalismo social” como cobijo y sustento ideológico de la reforma del Estado [Salazar, 2004: 8].


    El aumento de las exportaciones manufactureras implicó un crecimiento acelerado de las importaciones de insumos para la producción y de medios de trabajo, lo que reproduce los problemas de déficit financiero de las maquiladoras en México:


    Las exportaciones manufactureras (122 mmd) representaban 90% del total (137 mmd), sin embargo, de este total de exportaciones, el contenido de importaciones es de 78 mmd, esto es 57% y las exportaciones netas son solo de 59 mmd, o sea 43%. Lo anterior significa que de cinco carros de ferrocarril de la locomotora de exportaciones dinámica tres son de importaciones y solo dos son nacionales. Por otra parte, del total de exportaciones de mercancías (136.7 mmd), 63.8 mmd son de maquila, de los cuales las importaciones in bond representan 50.5 mmd, y las exportaciones netas de maquila solo 13.3 mmd, principalmente de mano de obra, ya que el contenido de insumos nacionales es menor a 3% desde hace más de 30 años, cuando se inició la maquiladora en México [Villarreal, 2005: 678-679].


    El equipo responsable del proyecto privatizador estaba encabezado por Jacques Rogozinski y Pedro Aspe, quienes diseñaron los criterios con base en los cuales se privatizarían las empresas estatales más importantes a partir de 1988 [Salas, 2014: 296]. Con Salinas el proceso de privatización entra en su segunda fase que toca a las grandes empresas públicas. Las joyas de la corona cambian de manos y entre ellas están: Fertimex, Mexicana de Aviación, Grupo Dina, minera Cananea, Altos Hornos de México, etcétera. Las piezas sobresalientes de este cambio de propiedad serán los bancos y Telmex. Al margen, el comprador de Telmex, Carlos Slim, se convertirá en uno de los hombres más ricos del mundo y durante algunos años el más rico en absoluto [Pipitone, 2017: 78].


    Los bancos nacionalizados por López Portillo, fueron devueltos al capital privado. La intervención de los funcionarios públicos en la privatización de estas empresas los vinculó de diferentes maneras con los bancos de inversión internacionales que participaron tanto en el diseño de los prospectos de venta como en los paquetes de financiamiento. Además, se contrataron despachos de ingeniería financiera, nacionales e internacionales para evaluar los activos de consorcios de mayor nivel de complejidad y organizar las subastas [Salas, 2014: 296]. Esta privatización dio por resultado el traslado de más de 90% del capital financiero a manos del capital financiero internacional.


    CAMBIOS A NIVEL MUNDIAL Y EL CONSENSO DE WASHINGTON PARA REFORZAR EL NEOLIBERALISMO


    En 1989, en el ámbito mundial se da una serie de acontecimientos importantes para entender el desarrollo capitalista de finales del siglo XX. La caída del muro de Berlín y la desaparición del bloque comunista, junto con el cambio del modelo de Bretton Woods, una serie de desregulaciones y privatizaciones en la mayoría de los países, así como de una política fiscal conservadora, constituyeron elementos indispensables en el arreglo de piezas que condujeron al dominio de Estados Unidos sin algún oponente a la vista. Aunque también son importantes las reformas impulsadas en la China continental que alentaron la trasformación capitalista con la ampliación de zonas con una enorme cantidad de población hacia el mercado exterior [Wicab, 2011: 61].


    En el continente americano se lograron los objetivos de la consolidación del bloque de América del Norte en el sentido histórico de la frase “América para los americanos” como verdad duradera que defiende la libertad, la igualdad, la fraternidad, el mercado y la propiedad privada de Estados Unidos [Chomsky y Dieterich, 1999: 15-29].


    El proyecto actual de un mercado único global es la misión universal de América, sancionada mediante la victoria neoconservadora. La utopía del libre mercado se ha convertido en parte esencial de la fe que de sí misma tiene América; es decir, ser un país único en su género que sirva de modelo a una civilización universal, del que todas las demás sociedades puedan aprender a resolver sus problemas [Beck, 2000: 123].


    También en 1989 se renegoció la deuda con el Acuerdo de Facilidad Ampliada con el FMI para avalar un programa económico con el propósito fundamental de lograr el crecimiento económico y suavizar los cambios económicos. Se aprovecha este acuerdo para ampliar la desregulación, la privatización y las políticas de reducción del gasto social. Se impulsa el Consenso de Washington, cuando Estados Unidos consideró que había poca disposición de los países de América Latina para emprender las “reformas de primera generación”, que buscaban la aplicación de programas de choque heterodoxos para limitar lo más posible la intervención directa del Estado en la economía y obligar a los gobiernos a centrar su atención en aspectos que beneficiaran el desarrollo empresarial.6 El control de la inflación, así como de un conjunto de reformas estructurales que incluían la apertura unilateral de las economías, la apertura de las cuentas de capitales, la eliminación de toda clase de restricciones a la operación de las compañías foráneas y la privatización generalizada de las empresas públicas [Guillén, 2007:253]. El paquete de “cambio estructural” establecía la total liberalización comercial y financiera con el exterior, la orientación fundamental de los gobiernos a garantizar el orden público, reducir su intervención en la vida económica y confiar en la regulación del mercado por la libre competencia [Alvater y Mahnkopf, 2002: 149].


    En el documento de Bretton Woods se impusieron los intereses de las empresas trasnacionales a los países subdesarrollados, como lo señala Stiglitz [2010: 266]:


    No es de extrañar que la gente de los países en desarrollo cada vez se convenciera más de que la ayuda occidental no tenía motivaciones altruistas. Sospecharon que la retórica del mercado libre –el “Consenso de Washington”, como se la conoce taquigráficamente– solo era una tapadera para los viejos intereses comerciales. La propia hipocresía de Occidente no hacía sino reforzar esa sospecha. Europa y Estados Unidos no abrían sus mercados a la producción agrícola del Tercer Mundo, que muchas veces era lo único que esos países podían ofrecer; en lugar de ello, obligaban a los países en desarrollo a eliminar las subvenciones destinadas a crear nuevas industrias, al tiempo que ofrecían subvenciones masivas a sus propios granjeros.


    El FMI y el BM fueron los encargados de introducir la visión de Bretton Woods, de los altos funcionarios del gobierno, del Congreso, de las agencias económicas oficiales, del Consejo de la Reserva Federal de Estados Unidos y de los grupos de expertos que en 10 puntos propusieron las reformas de política económica necesarias en América Latina para orientar a los gobiernos de países en desarrollo y a los organismos internacionales en el camino a seguir, a la hora de valorar los avances en materia económica de los primeros al pedir ayuda a los segundos. En realidad era una estrategia para ampliar y renovar una base de apoyo popular en crisis, abarcando un universo más amplio que el de los sectores sociales representados dentro del partido oficial y sus corporaciones [Conasami, 2013: 885, 888].


    La estabilización de la economía se basaba en: 1) la disciplina presupuestaria, que condujo al establecimiento de presupuestos equilibrados; 2) cambios en las prioridades del gasto público en tres categorías principales: las subvenciones,7 la educación y la sanidad; 3) la reforma fiscal para obtener una mayor recaudación que remediara el déficit presupuestario; 4) los tipos de interés deberían de ser determinados por el mercado y ser positivos en términos reales para desalentar las evasiones de capitales e incrementar el ahorro; 5) el tipo de cambio debería de estar determinado por las fuerzas del mercado; 6) liberalización comercial de las importaciones y promoción de las exportaciones; 7) política de apertura para la inversión extranjera directa; la IED podía promoverse mediante canjes de obligaciones por acciones, lo cual permitiría reducir la deuda externa; 8) política de privatizaciones,8 partiendo de la idea de que la industria privada está gestionada de manera más eficiente que las empresas estatales; 9) política desreguladora para fomentar la competencia y, por último, 10) derechos de propiedad,9 para darle seguridad a la inversión para un funcionamiento satisfactorio en una economía de mercado [Casilda, 2005: 4-7 y 17; Ramonet, 2009: 43].


    El Programa Nacional de Solidaridad (Pronasol) fue el reconocimiento de la ineficacia del neoliberalismo para disminuir la pobreza y la marginación de la mayor parte de la población, inició en diciembre de 1988, con un presupuesto importante compensatorio para amortiguar los efectos de la privatización de las empresas públicas con el objetivo de desarrollar programas de bienestar social para amortiguar la pobreza, la carencia de infraestructura y otros proyectos productivos como agua, luz, servicios urbanos, encaminados a grupos más pobres; se trabajó en educación, salud, alimentación y abasto, desarrollo urbano, atención a jóvenes, desarrollo regional, apoyo a comunidades indígenas, jornaleros agrícolas y migrantes [Terrones, 2011: 171].


    En 1990, el gobierno decidió iniciar los trabajos relacionados con la liberalización económica. A nivel interno se continuó con la desarticulación de las cadenas productivas, lo que ocasionó un proceso de industrialización trunca y el retorno a las primeras etapas de la sustitución de importaciones [Villarreal, 2005: 601]. Se vendieron las empresas más grandes, como la siderurgia, la minería, el transporte aéreo y urbano, las telecomunicaciones, la petroquímica, el petróleo y la energía eléctrica, las carreteras, los puertos, la agricultura y la selvicultura [Álvarez, 1994: 20-21]. Se privatizó Teléfonos de México y los 18 bancos estatizados desde el año de 1982. El mismo camino siguieron las dos principales líneas aéreas nacionales (Mexicana y Aeroméxico), una de las más grandes minas de cobre en el mundo (Compañía Minera de Cananea). Se dio la reestructuración de 661 empresas, por lo que sólo quedaron 258 en manos del Estado; en tanto se habían vendido o dejado en proceso de licitación 403 entidades, aunque algunas de gran importancia todavía conservaban su estatus [González, 2008: 109-110]. Se iniciaron las negociaciones del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) también conocido como NAFTA (North American Free Trade Agreement) entre México, Canadá y Estados Unidos [Gollás, 2003: 33].


    En 1992 se aceleró el crecimiento de los precios, se incrementaron las tasas de interés y se profundizó la crisis del sistema bancario mexicano con un aumento del déficit de la cuenta corriente de 20 000 millones de dólares. Este año, el Congreso de la Unión aprobó el decreto de creación de una nueva unidad monetaria (nuevos pesos) [Villarreal, 2005: 711].


    Para 1993 la venta de las empresas públicas representaba para el gobierno recursos adicionales por más de 25 000 millones de dólares. El problema es que la privatización no incidió en la inversión privada; al contrario la transferencia de activos y ganancias del sector público, fueron trasladadas al sector privado que se transformaron en poderosos monopolios que concentran la riqueza nacional. El gobierno utilizaría los recursos que, de forma única, provenían de las privatizaciones, para reducir los desembolsos recurrentes del pago de intereses por concepto de deuda interna. Con esta finalidad, se creó un Fondo de Contingencia hacia donde se dirigieron los recursos obtenidos por la venta de la compañía telefónica y por los 18 bancos [Gollás, 2003: 33; Cue, 2004: 7]. El crecimiento económico promedio anual, en el sexenio de Salinas, fue de 3.91% [Terrones, 2011: 173].


    En el aspecto social, destacan las reformas al Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), que privatizó algunas áreas de servicios a los hospitales como la limpieza, lavandería y mantenimiento, mediante la subcontratación que se estaba generalizando en muchas empresas públicas. En el caso de los trabajadores, se modificaron las semanas de cotización para tener derecho a la jubilación y se adoptó la pensión individualizada con la creación del Sistema de Ahorro para el Retiro (SAR) y su transferencia a manos privadas con las administradoras de fondos para el retiro (Afores), además se realizaron varios cambios relacionados con el riesgo de trabajo, enfermedad, maternidad, invalidez y guarderías [De la Garza, 2006: 56].


    TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE (TLCAN)


    La firma de este tratado estableció un área de libre comercio entre México, Estados Unidos y Canadá. La propuesta de establecer un área de libre comercio provino del presidente republicano George Bush (padre), reunido con el presidente mexicano en noviembre de 1988 en la ciudad de Houston y concluyó con un presidente demócrata, William Clinton [Cue, 2004: 7].


    En 1989 Canadá y Estados Unidos iniciaron las negociaciones y después con México en 1992, cuando Jaime Serra Puche, secretario de comercio mexicano, recibe la encomienda de negociar con Estados Unidos el acuerdo de libre comercio [Cue, 2004: 7-8]. El propósito era liberalizar las tres economías en rubros tales como: eliminación de barreras arancelarias y no arancelarias para productos del sector primario, textiles, combustibles, maquinaria, aparatos eléctricos, aunque el sector automotriz era el factor más importante de ese acuerdo, la unión de México fue casi en los mismos términos, sólo que en este acuerdo cobra especial interés el sector maquila. El objetivo de abrir esta zona de libre comercio fue el promover el crecimiento de la economía con la integración de América del Norte [Hidalgo, 2011: 84].


    El tratado fue la coronación del proyecto neoliberal y la afirmación de un futuro promisorio que llevaría al país a la expansión y a la modernización, liberado del riesgo del sobreendeudamiento, la mono exportación y el intervencionismo estatal a ultranza. La frontera con Estados Unidos fue considerada por los neoliberales promotores e impulsores del TLCAN, como una oportunidad para que la economía mexicana se volviera más competitiva. El intercambio con Estados Unidos proporcionaría insumos de calidad y alentaría la producción de mercancías de mejor calidad y más bajo precio. La proximidad geográfica abarataría el intercambio de productos con respecto de otros países de ingreso comparable al de México. La ubicación geográfica de nuestro país no sólo disminuiría el costo de mover los productos nacionales al mercado más grande del mundo, sino que permitiría importar aquello en lo que México no era competitivo [Guillén, 2013: 47].


    El 17 de noviembre de 1993 se aprobó el TLCAN en el Congreso de Estados Unidos por 234 votos a favor y 200 en contra, entraría en vigor el 1 de enero de 1994. En su regulación se establecen las reglas de origen, la resolución de controversias, el fortalecimiento de la competitividad de sus empresas en los mercados mundiales; para alentar el comercio de bienes y servicios que estén protegidos por los derechos de propiedad intelectual; eliminar las barreras al comercio y la inversión mediante una progresiva desgravación arancelaria establecida en cinco etapas que finalizaron en 2008 y en algunos aspectos agrícolas hasta el 2015 [Gutiérrez, 2016: 133].


    El TLCAN no reconoció la vasta asimetría económica nacional, lo que se tradujo en enormes ventajas para Estados Unidos y Canadá pero fuertes desventajas para México, al establecer una igualdad comercial y de inversión entre naciones desiguales. El sector agropecuario resentiría las consecuencias de la desigual apertura establecida en el TLCAN. La competencia externa a la que se enfrentan los productores agrícolas y ganaderos mexicanos es marcadamente desigual.


    La diferencia entre la agricultura de Estados Unidos y la de México es enorme en prácticamente todos los órdenes en que se le compare, ya sean la mecanización, el nivel de subsidios, los costos de los insumos, los créditos, los seguros, el transporte, el tamaño y la asistencia técnica pero, sobre todo, el desarrollo de todas suerte de avances genéticos y de nuevos cultivos [Gollás, 2003: 93].


    Como lo afirma Stiglitz y lo ratificó el propio gobierno de Estados Unidos, el tratado fue “[…] un éxito notable de los esfuerzos por crear un nuevo orden internacional en lo económico con la creación del área geográfica de libre comercio más grande del mundo, además del reforzamiento de la política neoliberal”.10


    El TLCAN abrió los mercados e hizo que subsidiarias y filiales de empresas trasnacionales estadounidenses localizadas en estos países, tuvieran un mejor acceso a materias primas, insumos intermedios, fuentes de capital y una fuerza de trabajo ad hoc a sus necesidades, provenientes de toda la región. Este tratado permitió a las grandes empresas establecer redes de subcontratación de la producción con proveedores situados en Asia, América Latina o Europa. Se profundizó la flexibilidad laboral como un mecanismo necesario para disminuir los costos laborales, con el resultado de la pérdida del poder adquisitivo de los salarios y la cancelación de las prestaciones históricas de los trabajadores y el establecimiento de excesivos controles laborales; las reglamentaciones y racionamientos oficiales desaparecen las conquistas laborales y reducen los costos con la mayor precarización del trabajo.


    El tratado fue un instrumento que permitió desvanecer la soberanía y “reorientar” la función y existencia misma del Estado nacional; significó un ajuste del aparato normativo para dar seguridad jurídica a los inversionistas y reafirmar las políticas del FMI y el BM, así como hacer efectivos los contratos de traspaso, control o propiedad involucrados en las políticas privatizadoras. Los organismos financieros internacionales pudieron incidir de manera más clara en la estructura de los programas económicos específicos y asumir funciones de evaluación, supervisión, control y vigilancia mucho más amplia. A las grandes empresas, se les ofrece garantías de seguridad y no discriminación a sus inversiones, además de crear derechos superiores para los grandes corporativos privados que, en muchos casos, violaban la propia Constitución de los países firmantes [Huerta, 1995; Rivera, 2000; Saxe-Fernández, 2002].


    El funcionamiento del tratado fue muy irregular desde el principio. Se argumentaron diversos pretextos para impedir, en los hechos el cumplimento de los acuerdos de liberalización signados por los países involucrados, los países centrales mantuvieron políticas restrictivas y de protección de sus propios mercados internos. Así lo planteó Joseph E. Stiglitz, quien fuera economista principal del Banco Mundial al acusar, con razón, a los países occidentales de hipócritas, pues forzaron a los pobres a eliminar las barreras comerciales, pero ellos mantuvieron las suyas [Stiglitz, 2002: 31]. Otros autores señalaron que en los hechos se estaba dando un “socialismo para los ricos” al referirse a la política económica estadounidense tras la crisis del 2007 [Tapia y Astarita, 2011: 24-25].


    El tratado despertó grandes expectativas en cuanto a las posibilidades de crecimiento futuro de la economía mexicana y a la absorción de un gran número de trabajadores desempleados, ya que se esperaba que tuviera un “efecto multiplicador” de empleos con el mejoramiento del poder adquisitivo de los trabajadores y la disminución de la pobreza que evitara la migración. A pesar de que el acuerdo no hizo concesiones sobre la migración de trabajadores entre países, si bien aceptó facilitar el movimiento de individuos en la categoría de “hombres de negocios” [Cue, 2004: 8]. De esta manera, el TLCAN no incorporó disposiciones que permitieran, por ejemplo, la regulación de la migración entre los tres países signatarios, es más, el empleo permanente no aparece como algo que tenga que ser promovido, sino que debe ser protegido en cada país [Verea, 2003: 15, 135].


    Dado el peso demográfico de México, la gravitación relativa de su pobreza y el gigantesco diferencial salarial con los otros dos países, estaba fuera de la realidad que el acuerdo trilateral pudiera pasar del libre comercio a un nivel superior de mercado común, lo que implicaría la libre circulación transfronteriza de las personas. Sin embargo, el libre comercio regional no estaba entre los planes de Salinas antes de su elección a la presidencia, ni inmediatamente después. Se trató de una iluminación súbita en que la apertura comercial (ya parte del bagaje cultural de la nueva generación de economistas) se combinaba con la percepción de la inevitabilidad (y oportunidad) de un bloque regional estadounidense [Pipitone, 2017: 73].


    En los hechos se consolidó un mercado laboral integrado, pero en condiciones muy desventajosas para los trabajadores mexicanos porque se incrementó la migración legal e indocumentada a Estados Unidos y golpeó muy fuerte a las clases pobres y medias en México [Levine, 2004: 87; Castles y Miller, 2004: 143].


    Este pacto abría el país más rico del mundo, Estados Unidos, a México. Ambos países cuentan con una historia compartida, aunque no siempre agradable. La inmigración mexicana a Estados Unidos ha sido muy abundante; amplias zonas de este país son de habla hispana; y Estados Unidos precisa de la mano de obra mexicana en sectores como la agricultura, la industria manufacturera y los servicios no cualificados. Unos 10 millones de mexicanos –la décima parte de la población de México– viven, legal o ilegalmente, en Estados Unidos. Aunque los mexicanos vienen a Estados Unidos a trabajar, muchos se quedan, se casan con ciudadanos estadounidenses, crían a sus hijos y ahora incluso dominan comunidades en estados como California, Texas y Arizona [Stiglitz, 2006: 93].


    Con la firma del TLCAN se integró un mercado de trabajo con una población económicamente activa (PEA) de 125 millones de trabajadores de Estados Unidos, lo que representaba 73% del empleo total de los firmantes del tratado, seguido por México, con más de 38 millones de trabajadores, que representaban 19% y el tercer lugar correspondía a Canadá con 8% (más de 13.5 millones de trabajadores) [Comisión para la Cooperación Laboral, 1997: 13-14]. Por el lado del consumo se conformó un mercado que incluyó más de 460 millones de consumidores, que representa un cuarto de la economía mundial, en donde la mitad de las exportaciones e importaciones de Estados Unidos desde y hacia Canadá y México, sucede entre empresas relacionadas [Gutiérrez, 2016: 353].


    En enero de 1994 se puso en marcha el TLCAN al mismo tiempo se inició, en el Estado de Chiapas, el levantamiento indígena armado del Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN). El 23 de marzo se dio el asesinato de Luis Donaldo Colosio Murrieta (candidato del PRI a la presidencia de la república) y en septiembre del mismo año fue la ejecución de Francisco Ruiz Massieu (coordinador de los diputados del PRI), todo esto hechos políticos tuvieron graves consecuencias económicas y políticas en la estabilidad nacional.


    La fuga de capitales se precipitó al conocerse la noticia del magnicidio y el Banco de México vendió varios miles de millones de dólares de sus reservas internacionales para atenuar la inestabilidad cambiaria. El factor indígena provocó una fuga de capitales menor; sin embargo, se fugaron en total cerca de 8 000 millones de dólares, que demostró la vulnerabilidad del tipo de cambio y se acompañó con un aumento en el déficit de la balanza de pagos –8% del PIB– y por una desordenada proliferación (casi 100%) de los Certificados de la Tesorería (Cetes), más la colocación masiva de Tesobonos (indexados al valor del dólar), para evitar la fuga de capitales de la Bolsa de Valores [Salazar, 2004: 8-9].


    Con las reservas internacionales en su nivel crítico, el gobierno decretó, finalmente, la flotación libre del peso mexicano, el cual se depreció con fuerza y arrastró a la economía mexicana en una espiral de elevada inflación, tasas de interés altas, que provocó la quiebra de gran cantidad de empresas y de casi todos los bancos nacionales [Cue, 2004: 10-11]. Entre 1985 y 1994 México alcanzó el quinto lugar entre los países que tuvieron un mayor incremento en el mercado mundial de exportaciones manufactureras, sólo superado por China, Malasia, Singapur y Tailandia [Guillén, 2013: 41].


    Jaime Serra Puche, exsecretario de Comercio y responsable mexicano de las negociaciones del TLC, registra años después que el grado de apertura de la economía mexicana (la suma de exportaciones e importaciones en relación al PIB) pasa en poco más de veinte años de 20 a 70%. Además, las inversiones extranjeras directas aumentan en promedio de 3 a 19 000 millones de dólares entre 1980-1993 y 1994-2012, mientras en las últimas dos décadas las exportaciones no petroleras se cuadruplicaron. Sin embargo, a pesar de estos notables avances, el libre comercio no fue la panacea esperada. El país no experimenta una recuperación del crecimiento de largo plazo y no ocurrió ninguna convergencia (ni de productividad ni de salarios) con Estados Unidos. Entre 1990 y 2015 la diferencia de PIB per cápita sigue girando alrededor de cinco veces. Incluso frente al resto de los países de América Latina, México se ubica en el lugar 18 de 20 países en términos de crecimiento del PIB per cápita a lo largo de dos décadas [Pipitone, 2017: 74].


    EL GOBIERNO DE ERNESTO ZEDILLO. LA PRIMERA GRAN CRISIS DEL NEOLIBERALISMO Y LA INESTABILIDAD SOCIAL


    Este inició con la más profunda y grave crisis económica que había atravesado el país en el patrón neoliberal, con el llamado “error de diciembre”, cuando Jaime Serra Puche, Secretario de Hacienda, decidió cambiar la resolución de Miguel Mancera Aguayo, director del Banco de México, quien proponía la libre flotación y estableció una ligera ampliación de la banda de flotación (de 15%); sin embargo, se hizo del conocimiento de los empresarios miembros del Comité de Seguimiento del Pacto, la difícil situación de las reservas internacionales. Filtrada la información, hubo compras masivas y especulativas de dólares [Salazar, 2004: 8-9].


    El sistema financiero de México se paralizó ese día y los inversionistas (nacionales y extranjeros) se apresuraron a deshacerse, a como diera lugar, de sus documentos financieros mexicanos. El Banco de México ya había disminuido sus reservas, de 29 000 millones de dólares en febrero de 1994, a sólo cerca de 6 000 millones en diciembre de ese año. Así se inició una estampida global de capitales que tuvo efectos negativos en los mercados emergentes de todas partes [Gollás, 2003: 73, 79, 85]. A estas perturbaciones monetarias, que alcanzaron a casi todas las economías del mundo se le denominó el “efecto tequila” y se le consideró como la primera crisis de las economías globalizadas pues sus repercusiones impactaron a varios países latinoamericanos [Salazar, 2004: 10].


    Se produjo el rompimiento del expresidente Carlos Salinas con el gobierno de Zedillo, con una polémica en la que cada uno intentó deslindarse de la responsabilidad por la debacle económica. Para el presidente Zedillo, la quiebra económica había sido inevitable, debido a que la situación económica heredada presentaba graves desequilibrios de índole financiera y en las cuentas del sector externo. Para Carlos Salinas, por el contrario, la responsabilidad de la hecatombe económica correspondía a la torpe e ineficiente gestión de la devaluación del peso, llevada a cabo por la administración de su sucesor, a sólo tres semanas de haberla iniciado [Cue, 2004: 10-11].


    La crisis amenazó el sistema financiero mundial y una posible quiebra de México afectaría los intereses globales, por lo que el gobierno de Estados Unidos y el FMI, respondieron con el anuncio de un paquete de apoyo de 52 000 millones de dólares que tenía como meta restablecer la confianza internacional en la economía, con la condición de que el gobierno mexicano modificara algunas de sus políticas económicas11 [Gollás, 2003: 80]. En el aspecto macroeconómico se exigió una serie de compromisos para reducir el déficit fiscal como proporción del PIB, moderar la participación del Estado en la actividad económica, bajo un enfoque de promoción del crecimiento económico en el cual un elemento esencial era el pago de la enorme deuda con los bancos, además de un amplio programa de apertura financiera y la autonomía del banco central [Salazar, 2004: 9].


    En este sexenio, se dio continuidad de los acuerdos tripartitos con el Pacto Económico para el Crecimiento (Pece, rebautizado con el nombre de Pacto para el Bienestar, la Estabilidad y el Crecimiento). Estos acuerdos derivaron en el ajuste del gasto del gobierno, la elevación de los impuestos, la depreciación cambiaria que cumplió el doble papel de reducir el ingreso real de los mexicanos, por un lado, y encarecer relativamente las importaciones frente a las exportaciones, por el otro. En suma, lo que se vivió fue un ajuste abrupto y agudo de la economía mexicana, a diferencia del “ajuste suave” que algunos “optimistas” consideraban se daría. Todo esto afectó con dureza a la mayoría de la población, en particular a la que perdió su empleo o la que se encontraba endeudada [Cue, 2004: 11-12].


    En el primer trimestre de 1995, se manifestó la recesión económica más grave y profunda de México,12 pues el PIB cayó durante el año 6.9% y el consumo global bajó 11.7%; para marzo de 1995, el peso alcanzó una devaluación de 94.6% con respecto del dólar; la crisis bancaria, desencadenó tendencias deflacionarias, baja en producción, inversión y el aumento del desempleo abierto de 3.7% en 1994 a 6.2% en 1995 [Samaniego, 1998: 269].


    Se dio la quiebra de pequeñas y medianas empresas, violencia social, aparición de los deudores de la banca (los “barzonistas”), proliferación de la economía informal, etcétera. Además la crisis provocó una disminución súbita de las entradas de capitales, lo que implicó un ajuste fuerte y abrupto de la economía nacional frente a la necesidad de equilibrar las cuentas del exterior. Se incrementaron los impuestos al pasar la tasa del IVA de 10 a 15%; en términos de política cambiaria se estableció el régimen cambiario de libre flotación de la moneda, donde el precio del peso fue determinado por las condiciones del mercado [Salazar, 2004: 9-10].


    Se optó por rescatar a los bancos en quiebra, con banqueros en la abundancia (en lugar de permitir su quiebra como lo dictan los principios neoclásicos prevalecientes), preservando el derecho de los accionistas; se aprobó el Fondo Bancario de Protección al Ahorro (Fobaproa, hoy Instituto de Protección al Ahorro Bancario, IPAB) en la Cámara de Diputados (apoyada por las bancadas priista y panista) en diciembre de 1998, con lo que se endeudó a la sociedad mexicana por un monto escandaloso que fluctuó entre los 65 000 y los 100 000 millones de dólares. El costo del rescate bancario representó 20% del PIB y su cancelación se programó para un largo plazo, con el sacrificio de varias generaciones. Aunque la banca comercial fue prácticamente rematada al capital extranjero, con lo que logró un control de hasta 90% del sistema de pagos mexicano [Guillén, 2007: 234-235].


    En 1997, se estableció el Programa de Educación, Salud y Alimentación (Progresa), centrado en la población más necesitada para enfrentar una nueva crisis financiera mundial en Rusia, conocida como el “efecto vodka”, que alteró los mercados internacionales, en particular la caída de los precios del petróleo (de un promedio de 40 a 8 dólares el barril). A la crisis rusa le siguió la crisis brasileña que ocurrió en el mismo periodo. “México enfrentó este shock con una depreciación cambiaria de casi 20%, dado el régimen de tipo de cambio flexible, que implicó un repunte inflacionario (18.6%) en el año, pero permitió mantener un crecimiento positivo de la economía (4.8%)” [Villarreal, 2005: 682].


    Se registró un déficit en la balanza comercial, déficit que continuó creciendo a pesar de que se recibían, por concepto de exportaciones, otros ingresos del exterior. En tanto se aprobó la reforma política para resolver el conflicto político de la administración zedillista que prometía cambios importantes, además de que se aseguraba que el siguiente gobierno recibiría una economía estable y en crecimiento, con bajos niveles inflacionarios y con un financiamiento sano del desequilibrio en cuenta corriente que de por sí no era alto en comparación con otros periodos [Gollás, 2003: 38].


    En marzo de 1998 se hizo un anuncio de gran trascendencia: el Banco de México sustituiría a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público en el control de la política cambiaria. Así, con la aprobación del Congreso de la Unión, se transfirieron facultades en materia de manejo de la política cambiaria y regulación del sistema financiero de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público al Banco de México. Esta medida daría independencia al Banco Central para diseñar una política monetaria de largo plazo, libre de los vaivenes y exigencias oportunistas de corto plazo del gobierno [Gollás, 2003: 38].


    Los últimos años de la administración del presidente Zedillo muestran un éxito indiscutible de la expansión capitalista con la política liberal orientada a las exportaciones, aunque altamente dependiente de las grandes empresas trasnacionales que son las principales beneficiarias de la apertura, con la consolidación de un sector exportador muy dinámico. Entre 1994 y 1997 México pasó del quinto al primer lugar como proveedor de las prendas de vestir importadas por Estados Unidos, desplazando así a China. En este sentido los ganadores del TLCAN fueron las grandes empresas trasnacionales y los capitalistas nacionales que recibieron apoyo para fortalecer sus exportaciones [Villarreal, 2005: 711].


    Los funcionarios que participaron en este proceso, también lograron iniciar su acumulación originaria de capital para despegar en diversos sectores económicos o como asesores de las grandes corporaciones que se habían visto beneficiados con el proceso privatizador, al estilo de los científicos del gobierno porfirista del siglo XIX:


    Los 22 funcionarios en los que se ha sostenido el cambio estructural de la economía política mexicana se han entrecruzado y traslapado con redes y campos de poder trasnacional y han adquirido por esta vía una fuerza y proyección que trasciende las fronteras nacionales. Sobresalen, los casos de Ernesto Zedillo, Pedro Aspe, Jesús Reyes Heroles y Luis Téllez, cada uno de los cuales ha construido una densa red de relaciones con la élite corporativa internacional. […] sobresale el caso del expresidente Ernesto Zedillo, quien, además de las múltiples conexiones con la red corporativa trasnacional, participa en los consejos de algunos de los centros de pensamiento más influyentes en el ámbito internacional, entre otros la Comisión Trilateral (CT), el Foro Económico Mundial, la junta de gobierno internacional del Council of Foreign Relations, el Peterson Institute of International Economics (IIE) y la fundación filantrópica Bill & Melinda Gates (las últimas tres en Estados Unidos). Desde estas y otras organizaciones, Zedillo ramifica continuamente su presencia en círculos de poder trasnacionales y despliega un gran activismo estratégico que se puede constatar tanto en las iniciativas y grupos en los que ha colaborado, como en los reportes de los que ha sido responsable [Salas, 2014: 300-301].


    México se ubicó como el principal proveedor de Estados Unidos en 926 productos que representaban, aproximadamente, 39% de las exportaciones mexicanas a ese país, aunque también alcanzó el segundo lugar como proveedor de Estados Unidos en otros 1 556 productos, ocupando el tercer lugar como exportador de mercancías hacia Estados Unidos, precedido por Canadá y Japón. De esos tres países, únicamente México aumentó su participación como exportador hacia el mercado estadounidense al satisfacer 10.4% de las importaciones totales de ese país. El valor de las exportaciones mexicanas a Estados Unidos superó a la suma de las hechas a ese país por sus dos principales socios comerciales de Europa (Alemania y el Reino Unido), y a las realizadas por el conjunto de los cuatro países conocidos como los Tigres Asiáticos (Hong Kong, Corea del Sur, Singapur y Taiwán) [Gollás, 2003: 72-73].


    Las exportaciones se incrementaron de 51.9 miles de millones de dólares (mmd) en 1993 a 166.5 mmd en 2000. Se registraron 34 500 empresas exportadoras en todo el país, de estas, 2 895 maquiladoras y otras 1 000 nacionales, aunque concentradas en la frontera norte (70%), eran responsables de más de 80% del valor de las exportaciones totales. Sobresale la mayor participación de las exportaciones manufactureras y de la industria maquiladora dentro de los totales, pues las primeras pasaron de representar 80.3% en 1993 a 87.3% en el año 2000, mientras que las segundas se incrementaron de 42.1% a 47.7% al final del periodo. La mayor parte de las exportaciones (más de 80%) se enviaban hacia un país: Estados Unidos. Daba empleo a más de 1 300 000 trabajadores; generaba más de 46% de las exportaciones totales mexicanas y empleaba 83% de insumos importados en la elaboración de sus productos [Gollás, 2003: 69, 94].


    No obstante el auge exportador, México siempre registró déficits comerciales, exceptuando los años de severas recesiones, dado que el superávit de las maquiladoras y de la industria petrolera no compensa el déficit en otras actividades. La liberalización comercial no sólo alentó las exportaciones, sino que provocó un masivo y constante aumento de las importaciones. Se estima que alrededor de 70% de las exportaciones manufactureras mexicanas se producen ensamblando insumos importados que llegan al país protegidos por esquemas preferenciales. En estas condiciones, no debe sorprender que la economía mexicana haya incrementado su dependencia estructural de las importaciones [Guillén, 2013: 43].


    El libre comercio no ha funcionado en parte porque no lo hemos intentado: los acuerdos comerciales del pasado no han sido ni libres ni justos. Han sido asimétricos, pues abrían los mercados de los países en vías de desarrollo a mercancías procedentes de los países industriales avanzados sin que se diera una plena reciprocidad. Se mantuvieron multitud de barreras comerciales sutiles, pero eficaces. Esta globalización asimétrica puso a los países en vías de desarrollo en una situación de desventaja. Los ha dejado en una situación peor que la que tendrían en el caso de que estuvieran en un régimen de verdadero comercio libre y justo [Stiglitz, 2006: 94].


    En pocas palabras, aunque la producción local mexicana se orientó a vender mucho más en el exterior, lo hizo dependiendo cada vez más del uso de insumos importados, lo que le impidió crear suficientes eslabonamientos hacia atrás y hacia delante, condición indispensable para insertar a la economía de nuestro país en un sendero de crecimiento a largo plazo. Estados Unidos compra 80% de las exportaciones mexicanas y 90% de nuestras exportaciones manufactureras. Los procesos de producción estadounidense y mexicano están fuertemente entrelazados debido a la relocalización de una parte de la producción de Estados Unidos en las maquiladoras mexicanas. La industria maquiladora no significa la exportación de productos mexicanos, sino la existencia de una fuerza de trabajo barata que se repercute en el costo de los productos terminados [Guillén, 2013: 43, 47].


    La política de privatización de la administración de Ernesto Zedillo, concluyó con 13 procesos de desincorporación de entidades paraestatales; siete mediante liquidación y seis por venta de la participación accionaria que poseía el gobierno federal o alguna entidad paraestatal. En este paquete de privatizaciones destacan las 57 entidades de las administraciones portuarias integrales, los servicios portuarios, aeroportuarios, satelitales y las instalaciones de almacenamiento agropecuario. Se liquidaron tres puertos (Cabo San Lucas, Dos Bocas y Frontera), el Fondo Ganadero y la empresa Tetraetilo de México. Al mismo tiempo se integraron 15 nuevas entidades como parte de la estrategia de venta para las empresas ferrocarrileras, petroquímicas, satélites, prensa (El Nacional, El Nacional de Guanajuato, etcétera) e instalaciones de almacenamiento agropecuario. De esta forma, el número de entidades en manos del Estado pasó de 239 en 1996 a 229 en 1997, de las cuales 185 eran vigentes y 44 estaban en proceso de desincorporación [Zedillo, 1999: 132-134].


    Se mantuvo la transferencia de poder a las grandes empresas trasnacionales, al reducirse sustancialmente el papel del Estado y reforzar a las corporaciones industriales y financieras beneficiadas y se les abrieron las puertas del poder político. No se atendió el problema principal que era el sobreendeudamiento público y privado que alcanzó altos niveles; además del crecimiento sin precedentes de la cartera vencida, que produjo en la práctica la paralización del crédito bancario y aunado al desplome de las utilidades de los intermediarios financieros, provocó que el financiamiento total de los sectores público y privado, se redujera 23.6% para mantener las finanzas públicas equilibradas [Salazar, 2004: 9,11].


    La mayoría de las empresas vendidas permanecieron como monopolios y oligopolios privados que destruyeron toda competitividad, aplastaron a los pequeños y medianos industriales y empresas de manufactureras generadoras de empleo, sobre todo en industrias como la textil y prendas de vestir, zapatera, eléctrica, metalurgia, electrónica, etcétera, por la inundación de productos extranjeros. La esperada eficiencia empresarial no tuvo los efectos deseados; al contrario, a pesar de que se asignaron elevados recursos públicos para sanear las empresas y venderlas, una vez en manos privadas, éstas se declararon insolventes para que el gobierno las rescatara con financiamiento público, de modo que los costos nuevamente fueron trasladados a los contribuyentes. Los sectores que constituyeron más de las dos terceras partes del intercambio comercial fueron: la rama automotriz terminal y de auto partes, la industria electrónica y el sector fabricante de maquinaria y equipo eléctrico [González, 1997: 29, 31].


    La deuda externa neta, se incrementó, con respecto al gobierno de Carlos Salinas, de 76 889 millones de dólares a 83 338 millones de dólares en diciembre de 1999. Esto es, el saldo de la deuda externa neta total aumentó en el sexenio zedillista en 6 509 millones de dólares, cifra que representó un incremento de 8.4% con relación del sexenio anterior [Gollás, 2003: 41]. En esta administración, el crecimiento económico promedio anual, de la economía mexicana, fue de 3.51%, similar al sexenio anterior [Terrones, 2011: 174].


    Al finalizar el siglo XX, México se convirtió en un país abierto al comercio, en donde la intervención directa del Estado en la economía se había minimizado; el mercado aparentemente sustituyó las regulaciones económicas. La función del Estado es darle las garantías a la propiedad privada sustituyendo al estado-propietario y la competencia internacional a la protección. Sin embargo, México continuó como un país de bajos niveles de ahorro e inversión; donde ni siquiera la inflación, mucho menos la economía, crecieron; donde el desempleo fue cada vez más pernicioso; el déficit comercial y la deuda externa crecieron; los salarios reales cada vez más bajos y, para colmo de colmos, la distribución de lo que se produce en el país fue cada vez más desigual. De hecho la distribución del ingreso en México es tan desigual, o más, que las más desiguales del mundo [Gollás, 2003: 101]. Estos aspectos se desarrollan en el capítulo 6, en donde se analiza la distribución funcional del ingreso entre los asalariados y los capitalistas.


    EL GOBIERNO DEL "CAMBIO" DE VICENTE FOX QUESADA Y EL REFORZAMIENTO DE LAS POLÍTICAS NEOLIBERALES


    La llegada a la presidencia de Vicente Fox Quesada13 (2000-2006), en el año 2000 con el Partido Acción Nacional (PAN) representó un hito en la historia política de México. El Partido Revolucionario Institucional (PRI) había gobernado durante 71 años y su derrota significó modificaciones importantes en el sistema político [González y Velázquez, 2013: 574]. Las características y la expectativa de que fuera Fox y no Cárdenas, el ariete para “sacar al PRI de los Pinos”, convenció a muchos, incluso a sectores de la izquierda nacional para votar por Vicente Fox el 6 de julio del 2000. Esto último se denominó, en el lenguaje político del momento, como la emisión del “voto útil”14 [Cue, 2004: 14].


    La campaña presidencial de Vicente Fox adoptó, en todo momento, una propuesta combativa y desafiante frente al sistema político del PRI. Formuló fuertes críticas al gobierno, relacionadas con los niveles de corrupción y la falta de acciones que impulsaran el desarrollo económico; además, prometió mantener y profundizar el control de las variables macroeconómicas como el abatimiento de la inflación. Por ejemplo, durante su campaña presidencial, el candidato del PRI, Francisco Labastida ofreció que, en caso de ganar, lograría que la economía mexicana creciera 5% al año. Al saberlo, Vicente Fox ofreció, con la intención de opacar a su rival, una tasa de crecimiento de 7% anual. Esto elevó las expectativas de cambio de muchos mexicanos: de acuerdo con sus promesas, bastaría con despojar al PRI del poder presidencial, para que el país resolviera exitosamente sus problemas e injusticias [Cue, 2004: 14].


    A diferencia de los cambios de gobiernos anteriores, el presidente para el sexenio 2000-2006 no recibió una economía en situación de crisis económica; por el contrario, en el 2000 la tasa de crecimiento del PIB había sido de 6.6%, la inflación se encontraba en niveles bajos (9% en 2000) y el déficit en cuenta corriente como porcentaje del PIB era bajo (3.1) y también era moderado el déficit fiscal como lo fue respecto de periodos anteriores. Sin embargo, al inicio del sexenio comenzaba a vislumbrarse un panorama de estancamiento [Villarreal, 2005: 706].


    El presidente electo llegó al poder con casi 16 millones de votos, lo que representó 42.52% de la votación. Su promesa del “cambio” político en México logró romper la hegemonía del PRI. El resultado generó una nueva situación para el sistema de partidos, pues significó un cambio en la correlación de fuerzas [Bolívar, 2008: 215]. Sin embargo, el presidente recibió maniatado el poder porque el sistema priista se mantuvo sustancialmente intacto [Pipitone, 2017: 97].


    Sin embargo, desde el principio su programa de gobierno siguió las mismas pautas del patrón de acumulación neoliberal aplicadas por el PRI. Sus objetivos principales fueron: combatir el rezago laboral y el subempleo; crear las condiciones para que la economía creciera a tasas de 7% anual; aumentar un millón 300 000 empleos al año; recuperar el poder adquisitivo de todos los mexicanos; democratizar la economía, distribuyendo las oportunidades para todos y en todas las regiones del país; y mantener tasas anuales de inflación de un dígito [Terrones, 2011: 175].


    El Plan Nacional de Desarrollo (PND) de Fox, difundido el primer año de su administración, planteaba grandes interrogantes entre las propuestas de campaña y el programa de gobierno. Dicho programa no mostraba ningún cambio para mejorar las condiciones de vida y trabajo de la población, sino que mantenía la importancia del fomento a la inversión privada, en particular la extranjera, además de anunciar acciones para fortalecer la productividad y la competitividad internacional mediante la propuesta de reforma a la Ley Federal del Trabajo, para flexibilizar las jornadas de trabajo, los salarios y las prestaciones [Salazar, 2004: 8]. Después de su victoria electoral y antes de tomar posesión del cargo propuso ampliar la liberalización comercial con el Plan Puebla Panamá, cuyo propósito era vincular el sur de México, un espacio tradicionalmente más atrasado y con mayor concentración de pobreza que el resto del país, con un área centroamericana con grandes márgenes de progreso potencial. Sin embargo, detrás de los anuncios no había más que una ocurrencia mediáticamente vendible [Pipitone, 2017: 112].


    Su propuesta de desarrollo estuvo plenamente encaminada en el apoyo al capital privado en desmedro del público, planteó una nueva racionalidad a la acción del Estado cuyas actividades, en todo caso, han de orientarse a favorecer la ganancia del capital elevando la competitividad y la productividad del conjunto de la economía mediante la construcción de las condiciones generales de la producción [Ornelas, 2007: 144-145]. El gobierno promovió las actividades de autoempleo de escasa calidad, poco eficiente y de muy baja productividad (los llamados changarros). A partir de este sexenio y hasta la fecha, se desarrolla el Programa de Desarrollo Humano Oportunidades como mecanismo de combate a la pobreza alimentaria [Terrones, 2011: 175].


    Su política se orientó a consolidar los objetivos macroeconómicos planteados en el documento de Criterios de Política Económica: crecimiento del PIB de 4.5% con una inflación de 10% anual, un déficit externo de 15 408 millones de dólares (3.1% del PIB) y un déficit fiscal de 1% del PIB [Villarreal, 2005: 683].


    Sin embargo, en el primer año de su administración su programa de gobierno se vio limitado por el estallido de una nueva crisis económica en Estados Unidos. La quiebra de la empresa Enron, especializada en fuentes de energía, que había declarado ventas anuales por 100 000 millones de dólares, que la había colocado entre las veinte o treinta corporaciones más grandes del mundo y cuyos directivos tejanos participaban en el círculo de amistades y relaciones de George W. Bush y que creció vertiginosamente durante los años noventa, se fueron a la quiebra. Enron era la mayor entidad en la historia de Estados Unidos en esta situación e hizo que los accionistas de la empresa perdieran miles de millones de dólares y que 20 000 empleados quedaran sin trabajo. Muchos de ellos también perdieron sus ahorros invertidos en acciones de la empresa [Tapia y Astarita, 2011: 94-95]. A la recesión económica de Estados Unidos, se dio el atentado calificado de terrorista porque murieron miles de personas, al estrellarse varios aviones contra dos edificios conocidos como Torres gemelas en la ciudad de Nueva York, donde se encontraba también el principal centro financiero internacional que cimbró la estabilidad monetaria y la economía mundial [Bolívar, 2008: 234].


    Se intentó lograr el reconocimiento legal de cerca de 5 millones de mexicanos en Estados Unidos. Inicialmente las cosas parecían bien encaminadas gracias a la empatía entre el presidente Fox y George W. Bush. Pero a partir del trauma del atentado a las Torres gemelas de Nueva York, en septiembre de 2001, las prioridades de Washington sobre la lucha al terrorismo y el giro conservador del Congreso de Estados Unidos bloquearon todo avance en este terreno [Pipitone, 2017: 105-106].


    Otro aspecto importante, al inicio de la administración de Vicente Fox fue el ingreso de China en la Organización Mundial de Comercio (OMC), evidenció la fragilidad de las exportaciones mexicanas, las cuales fueron desplazadas por ese país en el mercado estadounidense, debido a la pérdida de competitividad de la economía nacional que, a pesar de ofrecer condiciones más atractivas de rendimientos y salarios más bajos, no pudo competir con la nueva tecnología y el gran mercado interno que posee la economía china, por lo que la participación en las exportaciones totales se redujo, e incluso, se presentó una importante migración de maquiladoras de México a los países de Asia, en particular hacia ese país. Se registró una caída de 0.2% del PIB debido al fuerte estancamiento económico en el sector exportador, ya que el comercio con ese país representaba 89%, en lo referente a las exportaciones y 62% de las importaciones mexicanas provenían de Estados Unidos [Villarreal, 2005: 726].


    En 2002, se conformó una Mesa Central de Decisión, integrada por las principales organizaciones patronales y sindicales oficiales, incluyendo la Unión Nacional de Trabajadores (UNT) de reciente creación, para negociar los cambios que permitieran establecer la flexibilidad del trabajo y modificar las restricciones a la libertad de asociación, de contratación y de huelga, aspectos que se habían discutido desde la puesta en marcha del TLCAN [De la Garza, 2006: 205-206].


    En 2003, las exportaciones de la industria maquiladora fueron por 77.4 mmd, en tanto las importaciones fueron de 59 mmd, por lo que las exportaciones netas fueron de solo 18.7 mmd. Además, puesto que las exportaciones maquiladoras no pagan impuestos al valor agregado (IVA), no se generaron ingresos tributarios por esta dinámica de crecimiento económico. Como consecuencia de la reestructuración industrial internacional, se perdieron más de 570 empresas y 137 000 empleos durante los dos primeros años. Las que más sufrieron fueron las empresas textiles y de vestido, ensamblaje de productos eléctricos y electrónicos [Villarreal, 2005: 735, 738].


    Los raquíticos niveles de crecimiento fueron absolutamente insuficientes para crear el millón 300 000 puestos de trabajo para satisfacer la demanda de empleo de la población que se incorpora cada año en el mercado de trabajo. Esto se debe a la caída de la inversión pública, reducción que la inversión privada no pudo superar y determinó la disminución de la inversión total lo que impactó el crecimiento de la economía nacional [Ornelas, 2007: 147-150]. A pesar del equilibrio macroeconómico y de la sustancial estabilidad de precios, el empleo estuvo muy lejos de la promesa electoral de un millón de puestos de trabajo al año. Los trabajadores afiliados al IMSS pasaron de 12.5 a 14 millones entre 2000 y 2006 con un “hueco” de 4.5 millones entre promesas y realizaciones [Pipitone, 2017: 100].


    El desarrollo de la infraestructura del gobierno de Vicente Fox estuvo limitado a la falta de consenso y la inconformidad social. Este fue el caso de la construcción de un nuevo aeropuerto para la Ciudad de México en el municipio de Texcoco, en donde se generó un grave conflicto con los habitantes del poblado de San Salvador Atenco que no quiso o no pudo resolver por lo que se tuvo que cancelar [Bolívar, 2008: 227]. Después de la caída de 0.2% del PIB real de México en 2001, se registra una tendencia creciente de la producción nacional en el periodo 2002-2004. En 2005 el PIB creció 2.8%, mientras que fue de 4.8% en 2006. En este sexenio, el crecimiento económico promedio anual de la economía mexicana fue de 2.29%, inferior a los sexenios de Salinas y Zedillo y puso en evidencia las falsedades de la campaña presidencial del cambio [Terrones, 2011: 176].


    Entre 1994 y 2004, con el TLCAN en operación, México logró el segundo lugar entre los países que tuvieron un mayor incremento en el mercado mundial de exportaciones manufactureras, en esta clasificación, sólo superado por China. Como era de esperarse, el éxito para entrar en el mercado mundial se reflejó en la estructura de las exportaciones. Desde mediados de los años ochenta creció la participación de las manufacturas en las exportaciones mexicanas y alcanzó 80% en 2007 [Guillén, 2013: 41].


    El gobierno de Fox, mantuvo sumergida a la economía nacional en el estancamiento, aunque conservó el control de la inflación, no se fortaleció el mercado interno y las actividades productivas siguieron desarticuladas y con una mayor fragmentación; no se generaron los empleos productivos y bien remunerados que se prometieron, al contrario, creció la informalidad y la migración de la población, se profundizó la precarización del mercado de trabajo con una política liberal que profundizó la apertura de la economía a los flujos de capital y mercancías sin restricción alguna, así como elevar las exportaciones no petroleras, aunque dilapidó los recursos obtenidos vía la exportación petrolera y mostró un perfil pro empresarial mucho más abierto con respecto de las administraciones anteriores.


    EL GOBIERNO DE FELIPE CALDERÓN. EL PRESIDENTE DEL EMPLEO


    Felipe de Jesús Calderón Hinojosa (2006-2012), estuvo a la cabeza de la segunda administración del PAN, quien llegó a la presidencia con una legitimidad sumamente cuestionada por el estigma de un monumental fraude electoral. En efecto, el triunfo tan estrecho de Calderón en la elección presidencial (0.56% con respecto del candidato de izquierda, Andrés Manuel López Obrador), implicó una alta polarización política en el país, una falta de legitimidad democrática para el nuevo presidente. El enrarecido ambiente postelectoral, por las impugnaciones a los resultados de la elección presidencial por parte de la coalición de partidos de izquierda en favor de Andrés Manuel López Obrador. Todo esto afectó la legitimidad democrática del nuevo presidente y polarizó a la sociedad mexicana en particular por la recesión económica que ya perfilaba la crisis internacional severa, lo que complicó la economía nacional [González y Velázquez, 2013: 584-585].


    Al igual que su antecesor, el gobierno de Calderón prometió un mejoramiento en el nivel de vida de la población mediante la creación continua de al menos, 800 000 empleos formales al año. No se planteó cambio al patrón de acumulación neoliberal establecido en México desde el gobierno de Miguel de la Madrid. Sus promesas de campaña fueron similares a las de su predecesor en cuanto a reducir el desempleo, atender el problema de la inseguridad, el narcotráfico, la marginación, disminuir los altos índices de pobreza y, sobre todo, fortalecer el sistema institucional [Terrones, 2011: 175].


    Se retomó la discusión para reformar la Ley Federal del Trabajo que permitiera flexibilizar el uso de la fuerza de trabajo en función de los requerimientos de la empresa (trabajo por hora), fijación del salario en función de la productividad del trabajo, flexibilidad en materia de estabilidad con el fin de ampliar el abanico de oportunidades de empleo, escalafón por desempeño, revisión de la estructura de los tribunales del trabajo, su vinculación con el poder ejecutivo y su profesionalidad, el papel del Estado en las relaciones laborales, su función tutelar del trabajo y la seguridad social [De la Garza, 2006: 72].


    El 15 de enero de 2007, el Ejecutivo Federal15 anunció el Programa de Primer Empleo (PPE), el cual estableció el objetivo de la crear empleos permanentes y bien remunerados en la economía formal, junto con iniciativas como el apoyo a jóvenes emprendedores y el impulso a las pequeñas y medianas empresas. El PPE, contó con un presupuesto de 3 000 millones de pesos para generar entre 250 000 y 300 000 nuevos empleos formales para los jóvenes en el país. Se privilegia al empleo formal, digno, permanente y con la debida previsión y seguridad social por un plazo de 10 a 21 meses.16 Se garantizaba a los jóvenes que fueran contratados con los beneficios de la seguridad social: servicios de salud, maternidad, riesgos de trabajo, guarderías, derecho a una pensión, centros vacacionales y demás prestaciones contempladas en la ley del instituto pero que sólo se otorgarían a los trabajadores que reunieran los requisitos de cotización y antigüedad. Los empresarios que entraran en este programa recibirían un subsidio del Estado para cubrir las cuotas de la seguridad social de los patrones (es decir, las cuotas obrero patronal obligatorio que corresponden al Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS). Los resultados no fueron los esperados, ya que los empresarios consideraron que el mecanismo era demasiado burocrático y, por lo mismo, la demanda de apoyo fue sumamente baja. Se estima que en ese año solo se otorgaron apoyos equivalentes a 16% de los recursos presupuestales asignados, promoviendo la creación de 7 000 empleos [González, 2007: 2; 2010: 148].


    El programa funcionó hasta finales de 2008, cuando se publicó un decreto que ajustaba el esquema para incluir en el PPE a trabajadores que ya hubieran laborado y sido registrados en el IMSS, siempre y cuando su periodo de trabajo no fuera superior a nueve meses consecutivos con un mismo patrón [Ruiz, 2009: 40-41]. Cuando se presentaron los primeros síntomas de la Gran Depresión, el programa se desdibujó poco a poco, lo mismo que el eslogan de “presidente del empleo”, fue sustituido por otros programas como el apoyo a jóvenes emprendedores y el impulso a las pequeñas y medianas empresas, proveedoras de las grandes empresas.


    El otro instrumento para la generación de empleos y lograr el crecimiento económico, fue el Plan Nacional de Desarrollo (PND) que propuso el cambio de la cultura laboral hacia la flexibilidad, para ajustar el trabajo a la modernización tecnológica, para lo cual se hacía imprescindible concretar la Reforma Laboral que se discutía desde mediados de la década de los ochenta del siglo pasado [González, 2010: 148]. Esos cambios le permitiría al país competir en el mercado mundial, a partir de atraer la inversión extranjera, disminuir impuestos/aranceles y garantizar una fuerza de trabajo flexible, joven y barata para que las empresas trasnacionales pudieran consolidar sus mercados.


    Se impulsaron diversos programas federales que tenían como objetivo enfrentar la pérdida del poder adquisitivo de los trabajadores, la calificación laboral en la obtención de habilidades y destrezas para el trabajo. Se creó el Programa de Apoyo al Empleo (PAE), Programa de Apoyo a la Productividad (PAP), Programa de Atención a Situaciones de Contingencia Laboral (PASCL) y de Coordinación de Acciones de Vinculación entre los Factores de la Producción para Apoyar al Empleo [Coneval, 2012: 75]. Fueron programas de políticas activas de empleo, pues consisten en actividades de capacitación y entrenamiento, subsidios al empleo y acciones de “empate” entre empresas y trabajadores. Se invirtieron importantes recursos públicos para estos programas como el de Apoyo al Empleo que ejerció, en 2010, 1 408.6 millones de pesos. La población atendida ascendió a 439 842 personas, no obstante que de estas solo 261 119 lograron colocarse en un empleo (es decir, 60%) [Coneval, 2012: 74-75]. El problema real es que la población atendida se contrasta con el número de trabajadores desocupados (2.6 millones) y subocupados (3.9 millones) en dicho año, se identifica el tamaño del problema derivado de los raquíticos niveles de 2% de crecimiento económico promedio con la generación de no más de 300 000 empleos formales al año ante una demanda de empleo superior al millón en México.


    LA GRAN RECESIÓN ECONÓMICA NEOLIBERAL DE 2008-2009


    Esta es la crisis más profunda de inicios del siglo XXI, se anunció con la liberalización de las hipotecas en Estados Unidos que tuvieron problemas a finales del 2007, se profundizó cuando la caída de los precios en los mercados de valores (en particular los títulos inmobiliarios) puso en situación de insolvencia a docenas de entidades financieras, muchas de las cuales fueron rescatadas de la quiebra mediante intervenciones de los gobiernos [Tapia y Astarita, 2011: 132, 174]. Las viviendas pasan al poder de los bancos que otorgaron las hipotecas para comprarlas y la frecuencia con que sus “propietarios” enfrentaron el desahucio aumentó enormemente.


    La crisis fue tan profunda que para evitar las quiebras generalizadas de bancos y de compañías de seguros en gran parte del mundo, el Estado tuvo que intervenir y convertirse en propietario de grandes bancos. Los líderes políticos y el presidente del FMI solicitaron un paquete de estímulos coordinados mundialmente para evitar un deterioro adicional en la economía internacional y defender los puestos de trabajo, aunque sonaba a nacionalización y a comunismo e iba demasiado en contra de las ideas liberales defensoras de la soberanía del capital privado y del mercado, tuvieron que aceptar las transferencias masivas de dinero del erario público al sistema financiero privado. Irónicamente, el dinero iba a las mismas instituciones que habían logrado beneficios enormes en los años anteriores y que habían pagado sueldos astronómicos y primas obscenas a sus altos directivos [Tapia y Astarita, 2011: 94, 137].


    Entre marzo y julio de 2008 el precio de las acciones de Fannie (Federal National Mortgage Association: Fannie Mae) se redujo 74% y el de Freddie (Federal Home Loan Mortgage Corporation: Freddie Mac), 79%. El gobierno les inyectó hasta 100 000 millones de dólares en acciones de cada una. Merrill Lynch también se vino abajo y fue comprado a precio de ganga –y con garantía de la Reserva Federal– por Bank of America. Había 380 000 millones de dólares de hipotecas de mala calidad porque no podrían afrontar sus compromisos. El consumo estaba bajando, la construcción de viviendas se había paralizado y los precios de las viviendas estaban cayendo en picado. En mayo se calculó que en Estados Unidos había 1.1 millón de casas en venta por encima del promedio 1995-2005 y el número crecía debido a las ejecuciones hipotecarias en aumento. Aproximadamente 9 millones de propietarios de viviendas, que representaban 10% de todas las hipotecas, debían más de lo que valían sus casas [Tapia y Astarita, 2011: 131, 134].


    Comenzó el derrumbe abierto, con la caída de Bear Stearns, entonces quinto banco de inversiones en Estados Unidos, fue adquirido por otro banco: JPmorgan Chase. Mediante el salvamento de Citibank, Bank of America, AIG, Freddie Mac, Fannie Mae y otras empresas financieras importantes, así como de empresas industriales como General Motors y Chysler [Tapia y Astarita, 2011: 169]. La declaración de bancarrota de la GM Corp., en una corte de Manhattan, protagonizó la mayor quiebra industrial en la historia en Estados Unidos. Sin embargo, con el objeto de salir pronto del capítulo 11 de la Ley de Quiebras de la Unión Americana y de no perder participación de mercado frente a Ford y Toyota, en un plazo de 60 a 90 días se dividió en dos partes: la “nueva GM” que detentó los activos productivos de la compañía y la “vieja GM” en la cual se incluyeron los activos que serían liquidados [Gutiérrez, 2016: 165, 168].


    Sin embargo, lo más grave estaba por venir cuando Lehman Brothers, el cuarto banco de inversión con activos por 639 000 millones de dólares, quebró en septiembre de 2008. La mayor bancarrota corporativa de la historia de ese país, por lo que el 13 de octubre de 2008, Paulson y Bernanke, en nombre del gobierno estadounidense, proponen un plan para salvar al sector financiero mediante la nacionalización hipotecaria por 700 000 millones de dólares, el cual fue rechazado por la Cámara de Representantes. Convocó a los directivos de los nueve mayores bancos de Estados Unidos, entre los cuales varios estaban al borde de la insolvencia y los “forzó” a aceptar una infusión de capital para “ser salvados” por el gobierno. Inicialmente fueron 25 000 millones de dólares del erario público, incluyendo a Citigroup, el mayor grupo financiero del mundo que recibió a comienzos del 2009 de parte del gobierno estadounidense la cantidad de 20 000 millones más, después de la inyección inicial de 25 000 millones a mediados de octubre de 2008. El complejo plan de salvamento a Citigroup exigió del gobierno cerca de 306 000 millones en avales y garantías. El gobierno se convirtió así en accionista de todos ellos. Ese montón descomunal de dinero se lanzó al agujero insondable de las deudas de los bancos, las compañías de seguros y otras corporaciones financieras dirigidas por expertos que asignaron los fondos de sus instituciones “a las aplicaciones más eficientes para la sociedad” [Tapia y Astarita, 2011: 92, 96, 136].


    El grupo American International Group (AIG), la mayor aseguradora del mundo, fue rescatada por el gobierno ya que estaba al borde de la quiebra, una semana después, recibiendo una línea de crédito de emergencia de 85 000 millones de dólares del Tesoro, que no fueron suficientes y, a finales del año, se agregaron otros 38 000 millones de dólares y se calculaba un total de 150 000 millones al final del proceso. En los días que siguieron a la quiebra de Lehman se derrumbaron las acciones de otros bancos de inversión gigantes, Goldman Sachs y Morgan Stanley, entonces Merril Lynch fue adquirido por Bank of America [Tapia y Astarita, 2011: 90-92, 134-135].


    Se registraron fuertes repercusiones en el ámbito mundial, debido a la interdependencia de las economías, internacionalización e integración de los mercados los cuales registraron caídas en los precios de las materias primas, la producción y venta internacionales, al caer el precio del petróleo, disminuyó el ingreso del sector público, se incrementaron las tasas de interés, desempleo, endeudamiento creciente, etcétera [Gutiérrez, 2016: 157]. Los líderes de los países del G20 participaron en medidas de estímulo con valor de casi 2% del producto nacional bruto mundial y una mayor relajación de la política monetaria [Thorton, 2015: 123].


    En enero de 2009, Barack Obama tomó posesión de su cargo como presidente de Estados Unidos, en el momento álgido de la crisis financiera mundial, cuando los gobiernos de todo el mundo, los representantes parlamentarios y los analistas económicos coincidían en sus recomendaciones o en sus acciones en lo único que al parecer podía hacerse: inyectar cantidades masivas de fondos públicos en las entidades financieras que corrían riesgo de quiebra para evitar un colapso general. Obama declaró que con los bancos no se podía hacer otra cosa que salvarlos. Lo que su administración hizo fue continuar el salvamento iniciado durante la administración de George W. Bush. Se ha estimado que en el 2008 y el 2009 los gobiernos de Estados Unidos y Reino Unido inyectaron cerca de un billón de dólares en las grandes entidades del sistema financiero de ambos países (aunque el volumen de dinero comprometido en forma de garantías fue mucho mayor) [Tapia y Astarita, 2011: 139, 144].


    La crisis económica provocó el sufrimiento de los trabajadores a causa del desempleo generalizado, la pérdida de ahorros, el desperdicio de capacidad productiva, la destrucción de bienes de consumo y de medios de producción, así como deterioro genera del nivel de vida. La crisis mostró los niveles de sobreproducción existentes en el mundo, como consecuencia del incremento de la sobrecapacidad de producción derivada del cambio tecnológico y la demanda con una caída constante de los precios y de las utilidades [Gutiérrez, 2016: 324].


    La crisis de 2008 la transmitió Estados Unidos a nuestro país mediante varios canales: el comercio exterior, los precios de ciertos bienes, la volatilidad del tipo de cambio, la caída de las remesas, la inversión extranjera directa y una severa reducción de la disponibilidad de recursos financieros externos. La sólida integración de la economía mexicana a la estadounidense se confirma al observar la perfecta integración de la evolución del crecimiento de la producción industrial de Estados Unidos y del PIB mexicano. México tiene una de las más bajas cargas tributarias del mundo, con consecuencias negativas en la formación de capital [Guillén, 2013: 43]. Se anunciaron diversas medidas para atacar los problemas que estaba generando la recesión económica, entre ellas se encuentra el documento denominado “Diez acciones para promover la actividad económica, la inversión y el empleo” que sustituyó al Programa de Mi Primer Trabajo, anunciado en 2007 y cancelado en 2008 con el Programa para Impulsar el Crecimiento y el Empleo.


    La crisis evidenció la falta de instrumentos para proteger a la población que es más vulnerable frente a estos riesgos coyunturales. Con la excepción del Programa de Empleo Temporal, cuyos recursos han sido limitados hasta recientemente, los principales programas de transferencias (Oportunidades, Procampo) no estaban diseñados para apoyar a la población ante contingencias económicas coyunturales. […] el Programa de Apoyo al Empleo (el que tuvo mayor presupuesto y que apoyó a un mayor número de trabajadores entre 2006 y 2010) atendió a 340 702 personas en promedio anualmente, pero solo logró que 220 671 personas obtuvieran un empleo en dicho periodo; es decir, el número de beneficiarios no solo es pequeño en comparación con el número de desocupados (2.1 millones en promedio anual entre 2006 y 2011), sino que se identifican áreas de oportunidad en la obtención de un empleo [Coneval, 2012: 55-57].


    En enero de 2009 se reafirmó la política anticrisis con el “Acuerdo Nacional en Favor de la Economía Familiar y el Empleo para Vivir Mejor”. Todos estos programas tuvieron poco impacto y el desempleo abierto y los efectos de la crisis económica global, ocasionó una disminución del PIB real de 6.5% en 2009 y una tasa de desempleo de 5.44% en agosto de 2010 [Terrones, 2011: 16]. En términos absolutos significó que tres millones de trabajadores buscaban empleo de forma activa y no lo encontraron; prácticamente se triplicó el índice de desempleo abierto con respecto del registrado al inicio de los gobiernos panistas [Ruiz, 2009: 7].


    El domingo 11 de octubre de 2009 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto de Extinción de Luz y Fuerza del Centro. En este documento se menciona que, desde su creación, el organismo descentralizado no ha cesado de recibir transferencias presupuestarias cuantiosas, las cuales lejos de disminuir, se han visto incrementadas en los últimos años. El argumento era que se buscaba eliminar ineficiencias que dilapidan el erario; por lo que la CLyFC debía extinguirse; ello fundamentado en que su funcionamiento ya no resulta conveniente para la economía nacional y del interés público [Terrones, 2011: 183].


    Se aprovecha esta situación para privatizar el sector energético que todavía estaba en manos del Estado y el 28 de noviembre de 2008 se publicaron, en el Diario Oficial de la Federación, los siete decretos que integran la Reforma Energética. Esta reforma busca una transformación a fondo del sector energético del país con el fin de impulsar la productividad energética nacional (Poder Ejecutivo Federal, 2008). Destaca la participación del sector privado en la exploración, producción, transformación y distribución del petróleo [Terrones, 2011: 183].


    El crecimiento del PIB, pasó de 3.3% en 2007 a 1.8% en 2008 y, un descenso en la crisis de 6.5% en 2009. Esta situación se ve reflejada en el crecimiento del desempleo que pasó de 4 a 5.3%, lo que puso en evidencia la dependencia del crecimiento de México, inestabilidad en el tipo de cambio, disminución de los ingresos petroleros, y del salario real (aumento de precios de productos básicos). La disminución del apoyo al campo (financiamiento, organización de productores, asistencia técnica y apoyos a la comercialización de la producción); disminución del apoyo a las pequeña y mediana empresas (pymes); la diversificación y exportación de la producción, la implementación de fuentes alternativas de energía mediante biocombustibles, energía solar y eólica, entre otras [Terrones, 2011: 177].


    REFORMA LABORAL Y LA LEGITIMACIÓN DE LA FLEXIBILIZACIÓN DEL TRABAJO


    Los postulados neoclásicos proponen como una forma de incentivar la productividad y competitividad en el sector laboral, la eliminación de todo tipo de rigideces que interfieran con su correcto funcionamiento. El énfasis en la reforma laboral, en varios países, buscaba establecer condiciones más flexibles de contratación y despido de la fuerza de trabajo, para reducir los costos salariales de la mano de obra al individualizar la negociación laboral de la empresa con los trabajadores, eliminando la contratación colectiva y favoreciendo las condiciones de despido de los mismos, ante situaciones adversas en el mercado de bienes y servicios o del trabajo. Esto elimina las normas de seguridad laboral y social anteriormente establecidas por los sindicatos de las empresas [Wicab, 2011: 69].


    La insistencia en la necesidad de la Reforma laboral se intensificó con la crisis, en lo particular para tres puntos: a) hacer flexible la jornada laboral para adecuarla a las necesidades productivas de la empresa, b) agregar nuevas formas de contratación individual (a tiempo parcial para los contratos de capacitación inicial y, de prueba con tres a seis meses, sometidos a los requerimientos de la producción o para ejecutar trabajos a distancia) y c) un nuevo esquema de participación del Estado en la vida sindical. Estas propuestas las presentó, el 18 de marzo de 2010, el grupo parlamentario del PAN en ellas se busca facilitar el acceso en el mercado de trabajo y en la creación de empleos, mediante eliminar todo aquello que impida la contratación individual, los derechos laborales y las prestaciones sociales [Rodríguez y Gaona, 2011: 125, 139].


    Finalmente, el 30 de noviembre de 2012, el Congreso de la Unión aprobó el decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, publicadas en el Diario Oficial de la Federación. El Banco de México reconoció que la Reforma laboral era un paso importante en el proceso de reforma estructural en el país. En particular, se esperaba que incrementara la productividad, disminuyeran las barreras a la contratación y, en general, aumentara la flexibilidad del mercado laboral [Banco de México, 2012: 64-65]. De este modo, se anticipaba que este cambio estructural generaría un mayor crecimiento del PIB potencial y del empleo formal en el país con un crecimiento de 0.10% adicional en promedio durante los próximos cinco años.


    Se estima que la reforma laboral pudiera generar alrededor 370 mil empleos formales adicionales a los que se crearían en ausencia de dicha reforma en promedio en los siguientes cinco años. Dado que en los últimos años se han creado alrededor de 670 mil empleos formales al año, podría esperarse que con la reforma se impulse la creación de empleos formales de cerca de un millón de empleos al año [Banco de México, 2012: 65-66].


    Por su parte, la Secretaría del Trabajo y Previsión Social y la Secretaría de Economía, constituyeron un Comité Nacional de la Productividad, formado por la patronal, sindicatos e instituciones académicas con el fin de realizar un diagnóstico para elevar la competitividad y vincular el incremento de los salarios y, en general, el ingreso de los trabajadores con los beneficios de la productividad, además de asegurar que con la reforma crecería la economía y se generarían más de 300 000 empleos adicionales al año.


    La reforma daba mucha importancia a regularizar la subcontratación que prevalecía en la informalidad, lo que legitimaba las prácticas generalizadas en muchos sectores al establecer los mecanismos para incrementar la productividad e intensidad del trabajo, limitar los conflictos obrero patronal y controlar los sindicatos y la extensión de los contratos colectivos de protección. Se flexibilizó la forma de contratación al crearse nuevas modalidades como el periodo de prueba y el contrato de aprendizaje a la par que se redujo el costo del despido, al limitarse a un año como máximo el monto de salarios caídos entre la fecha del despido injustificado y el pago de la indemnización como resultado del juicio correspondiente [Bensusán, 2014: 9-10].


    Los artículos reformados, afectaron principios fundamentales de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de 1917, que establecía en el Artículo 123 y la Ley Federal del Trabajo (LFT) de 1931 que se debía tutelar:


    […] entre otros derechos y principios, los de duración máxima de la jornada laboral, el derecho del salario remunerador y dignificante para el trabajador, la equidad en el trabajo, la seguridad de la integridad personal en el trabajo, el derecho a la asociación sindical, el derecho a la estabilidad en el empleo, una concepción del trabajo distante a la idea de mercancía, una idea de equilibrio entre los factores de la producción [Román, 2013: 184].


    La reforma afectó muchos de estos principios constitucionales y de la LFT cuando se refieren a derechos humanos y sociales de los trabajadores, pues los restringe e incluso los anula, como ocurre con el derecho de los trabajadores a los salarios vencidos, el cual se redujo a garantizar desde el momento del despido y hasta el cumplimiento del laudo resolutorio a solo cubrir desde el despido y hasta por un término de doce meses. Se garantiza a los empresarios mayor fluidez en el despido de los trabajadores con la disminución de costos administrativos [Amparo indirecto, 2013: 2]. La nueva legislación permite los contratos a prueba hasta por 6 meses, la contratación temporal, los contratos de tiempo parcial o con jornadas extraordinarios sin pagar las horas extras, la desaparición de la antigüedad como forma de promoción, el incremento en la jornada de trabajo, la eliminación de los contratos colectivos y una disminución del salario social, con lo que se profundiza la precarización del trabajo y se reduce la fuerza del sindicalismo [Bueno, 2009: 17-20].


    Se facilita la aplicación de la flexibilidad laboral con nuevas formas de contratación, se legaliza el empleo informal y se profundiza la subcontratación con empleos temporales a tiempo parciales y con menores salarios. Se incluye la capacitación permanente, “multihabilidad”, es decir que los trabajadores realicen labores o tareas complementarias a su labor principal. Asimismo, se promueve la certificación de competencias laborales, la calidad en el trabajo y la sustentabilidad ambiental [Banco de México, 2012: 60-61].


    Al finalizar este gobierno, el país llevaba casi tres años con un crecimiento medio algo superior a 4%, lo que, sin embargo, no fue suficiente para compensar un sentido profundo de inseguridad. La tasa de homicidios se había triplicado, de 8 a 24 por 10 000 habitantes, entre 2007 y 2012. México se veía envuelto en la espeluznante crueldad de la pugna entre cárteles de la droga, mientras se extendían secuestros y extorsiones frente a episodios recurrentes de colusión entre fuerzas del orden y criminalidad organizada [Pipitone, 2017: 125].


    LA RECUPERACIÓN DEL PODER POLÍTICO CON ENRIQUE PEÑA NIETO. EL GOBIERNO DE LAS REFORMAS Y EL "GASOLINAZO"


    Con la llegada a la presidencia de Enrique Peña Nieto (2012-2018), el PRI recuperó el poder que había ejercido por dos sexenios el PAN y la administración del país regresó a quienes lo habían gobernado durante más de 70 años. El éxito de la campaña de Peña Nieto para llegar a la presidencia dependió de varios factores entre los que destaca la maleabilidad del candidato frente a los principales priistas del Estado de México, varios de los cuales habían ocupado importantes cargos federales en diferentes sexenios, así como su capacidad para encarnar la unidad del partido, al evitar cuidadosamente opiniones políticas categóricas que podrían haber ocasionado fricciones en el PRI. A pesar de la denuncia por la compra de votos el día de la elección, con tarjetas de débito a favor de las tiendas Soriana y la portentosa campaña de promoción personal por más de siete años, con un costo de, al menos, 10 millones de dólares anuales para promover la imagen del gobierno estatal con el programa de Comunicación Pública y Fortalecimiento Informativo, por la mayor cadena televisiva de México, circunstancialmente la principal red televisiva en lengua española del mundo. Todas estas denuncias no impidieron que lo declararan presidente electo [véase al respecto el excelente análisis de Pipitone, 2017: 121-126].


    La política económica delineada en el Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2013-2018 persigue cuatro objetivos fundamentales: 1) promover la generación de empleos de calidad y favorecer la empleabilidad, la protección social y la ocupación productiva; 2) apoyar la capacitación y el adiestramiento de los trabajadores para incrementar su productividad; 3) salvaguardar los derechos de los trabajadores, principalmente de aquéllos que se encuentran en situación de vulnerabilidad, vigilando el cumplimiento de la normatividad en la materia, y 4) conservar la paz laboral mediante el fortalecimiento de la conciliación, procuración e impartición de justicia laboral [Peña, 2014: 318].


    Se presentó un amplio paquete de reformas económicas, políticas y sociales para buscar el “bienestar de la población” con la estabilidad macroeconómica, la generación de empleos dignos y socialmente útiles para los mexicanos y garantizar la estabilidad en beneficie de los que menos tienen, así como coadyuvar a realizar los cambios estructurales [Conasami, 2013]. Desde la campaña presidencial de 2012, el candidato Peña Nieto se comprometió a disminuir los precios de los combustibles mediante la Reforma energética, para evitar los “gasolinazos” y distribuir la energía a menores precios [Paullier, 2017: 1].


    En 2013, el Congreso aprobó una nueva ley propuesta por Peña Nieto y abalada por el PRI y el PAN, para permitir el ingreso de inversionistas privados en la actividad petrolera por medio de contratos de producción compartida durante 25 años (prorrogables por 10 años más) y otras fórmulas contractuales (comparto de utilidades y licencias) [Pipitone, 2017: 134]. Con esta norma se abrió al libre mercado la explotación de hidrocarburos y electricidad, y generó la expectativa concreta de menores precios de los combustibles. A partir de este año podrían entrar gasolineras de otras compañías y en 2018 se liberaría la importación de combustibles [Paullier, 2017: 1-2].


    A un año de su puesta en marcha la Reforma laboral, la OIT y la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS) difundieron un primer balance sobre sus efectos sobre el mercado de trabajo: en lo que corresponde a la creación de empleos había sido mínima al quedar desempleadas 228 000 personas, además de que no se mejoraron los salarios, ni se hicieron efectivos los pagos de productividad, ni tampoco los juicios laborales fueron más ágiles. No se generó algún beneficio a la clase trabajadora del país y tampoco se crearon las condiciones para generar más de un millón de plazas nuevas y aumentó el desempleo, la informalidad y la migración, en tanto el crecimiento económico siguió siendo muy débil y la sociedad está inconforme. Se relajó la legislación de protección del empleo aplicable a los trabajadores como los contratos permanentes; la descentralización y la desregulación de los convenios colectivos (en particular, su prórroga) y en la modificación en el régimen de representación de las organizaciones de empleadores y de los sindicatos [OIT, 2013: IX].


    En 2014, junto con el Paquete Económico presentado a la Cámara de Diputados, se estableció una estrategia con el resto de los partidos políticos para materializar los objetivos del PND, en un marco del diálogo denominado Pacto por México y el “consenso” entre todas las fracciones parlamentarias, los sectores público, privado y social. Fue una operación dirigida por Luis Videgaray Caso, principal funcionario de esta administración, además de uno de los arquitectos de las reformas fiscal y energética de esta administración que profundizó el proceso de privatización del sector energético, en una primera fase por medio de la subcontratación de un número cada vez mayor de eslabones de las cadenas de valor, con los cambios constitucionales de fondo [Salas, 2014: 296].


    Con estas acciones culminaron el proceso de privatización de las empresas que todavía estaban en manos del Estado: Petróleos Mexicanos (Pemex) y Comisión Federal de Electricidad (CFE), ratificando el argumento de que ya no satisfacían el objeto para el que fueron creadas como empresas estratégicas y que estas actividades puedan ser atendidas de manera más eficiente por la iniciativa privada.17 Las reformas que se presentaron al Congreso de la Unión fueron: energética, de competencia económica, telecomunicaciones y radiodifusión, hacendaria, financiera, educativa, la nueva ley de amparo, el código nacional de procedimientos penales, electoral y de transparencia [Peña, 2014: 285].


    Simultáneamente a estas acciones gubernamentales, surgió un escándalo de corrupción relacionado con un equipo de periodistas que investigó la propiedad de una lujosa residencia de la esposa de Enrique Peña Nieto, valuada en siete millones de dólares, adquirida de un contratista que hizo su fortuna desde los tiempos de Peña como gobernador en el Estado de México, el presidente anuló el fallo de la licitación del tren rápido México-Querétaro que había beneficiado a un consorcio de la empresa donde figuraba el contratista en cuestión. El contratista era el mismo que, sin beneficios comerciales, había vendido otra casa, también inevitablemente lujosa, a Luis Videgaray, titular de la Secretaría de Hacienda. La licitación del tren rápido, por casi 4 000 millones de dólares, había sido asignada al único postor y fatal ganador. Pocas semanas después de la revelación de la llamada Casa Blanca, el equipo de periodistas que desveló el asunto fue despedido de la empresa de radiodifusión privada para la que trabajaban y que es dependiente, como todas, de los anuncios oficiales y otros beneficios del gobierno [Pipitone, 2017: 140].


    En 2014, también se difundió el acontecimiento más traumático del gobierno de Peña Nieto. Entre los días 26 y 27 de septiembre, en Iguala, Guerrero, docenas de sicarios de una banda criminal de narcotraficantes, contratados como agentes de la policía municipal,18 asesinan a algunos jóvenes y secuestran 43 muchachos de la escuela normal de Ayotzinapa que se había adueñado de varios autobuses para trasladarlos a la capital del país y participar en una manifestación conmemorativa de la matanza de estudiantes por el ejército el 2 de octubre de 1968. Los estudiantes son entregados por policías-delincuentes a una banda local de narcos. Desde entonces, los 43 jóvenes están desaparecidos [Pipitone, 2017: 142]. El gobierno federal trató de cerrar el caso lo más pronto posible, sin embargo, la resistencia de los padres de los desaparecidos y la solidaridad nacional e internacional lo impidieron y los niveles de popularidad cayeron estrepitosamente y, aunque disminuido, el movimiento de los padres que exige la presentación con vida de sus hijos se mantiene vigente.


    El 27 de diciembre de 2016, el gobierno de Peña Nieto anunció una nueva reforma en el mercado de la gasolina que suponía adelantar en un año el plan de liberalizar el mercado, hasta ahora en manos exclusivas de Pemex. Ahora habría hasta 90 tarifas distintas, según cada región. Los precios se mantendrían inalterables hasta mediados de febrero y, luego, se ajustarían diariamente atendiendo a tres criterios: a) el coste de mercado, b) el del transporte y almacenamiento y c) el impuesto a la gasolina. Se estableció un plan de cinco fases para aplicar este nuevo modelo durante 2017, cuando se haría en 2018 [Paullier, 2017: 2].


    El 1 de enero de 2017, sin más dilación, entró en vigor un aumento en los carburantes de entre 14.2 y 20.1%, según el tipo (magna, premium o diesel). Se trata del mayor incremento en el precio de este producto en casi 20 años. El “gasolinazo” asfixia a los ciudadanos de escasos recursos que, además, esperaban lo contrario, según las promesas del Poder Ejecutivo en la campaña electoral de Enrique Peña Nieto. En este gobierno, los precios de la gasolina ya habían subido 40% en los primeros cuatro años de la administración, lo que ya tenía más que indignado al pueblo mexicano [Paullier, 2017: 3].


    El aumento de precios provocó una ola de protestas ciudadanas, cortes de rutas, movilizaciones, toma de gasolineras y saqueos en tiendas, además de víctimas fatales: tres personas (entre ellos dos jóvenes en la localidad de Ixmiquilpan, en el centro del país) murieron en los enfrentamientos, al menos 1 500 personas fueron arrestadas en solo cinco días y, según datos oficiales, más de 250 comercios fueron afectados. El Grupo Gasolinero G500, que reúne 1 800 estaciones de servicio, anunció el cierre de 400 por actos de vandalismo o amenazas, Pemex solicitó ayuda para desbloquear los accesos a terminales de almacenamiento y distribución de combustible [Paullier, 2017: 3].


    Los ciudadanos registraron el aumento de los precios de productos básicos y servicios que necesitan de la gasolina para existir y que la inflación se difundió a todas las actividades. A pesar de que Peña Nieto y José Antonio Meade, titular de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), señalaron que “El ajuste en el precio de la gasolina no es resultado ni de la reforma energética, ni de la reforma hacendaria y que tampoco era por un incremento en los impuestos”, sino respondía a una medida responsable, difícil, que “nos hubiera gustado no tener que tomar”, se aseguró que se hizo para “cuidar las finanzas públicas” y buscar “la estabilidad” [Paulier, 2017: 3]. Sin embargo, los ciudadanos no podían explicarse entonces, por qué 36% del costo de un litro de combustible correspondía a impuestos que van al fisco, por lo cual era una fuente importante de ingresos para las arcas públicas.


    La realidad es que México es el cuarto mayor consumidor por persona de combustible en el mundo, con 190 millones de litros al día en una población de 120 millones y los precios se incrementaron 48% durante el actual gobierno, en tanto se mantienen los salarios más bajos del mundo [Paullier, 2017: 3]. El déficit por la importación de gasolinas se debe a la falta de atención de las refinerías en operaciones, en más de 30 años no se ha construido una sola, se tiene una dependencia preocupante de las importaciones estadounidenses, en particular ahora que Donald Trump es presidente de Estados Unidos, un individuo que va aplicar una política reaccionaria contraria a los intereses nacionales y de los derechos de los trabajadores, pero que tiene las riendas de su política por la dependencia de México.


    Las reformas, aprobadas por el Congreso, que capturaron un mayor interés fueron la educativa y la energética. La primera nacida de la necesidad de sustraer la educación básica al control de un sindicalismo tan radical como corrupto convertido hace tiempo en un fuerte freno a la calidad de la enseñanza. La segunda, con la apertura a la inversión privada (nacional y extranjera) en la exploración y explotación de hidrocarburos, orientada a contrarrestar una prolongada reducción de la producción de Pemex y la menor competitividad de la empresa estatal. El resultado fue una prolongada lucha de los maestros de la Coordinadora Nacional de Trabajadores de la Educación (CNTE) en defensa de la educación, en especial en los estados del centro-sur del país [Pipitone, 2017: 125, 132]. Asimismo, la formación de otros grupos en la búsqueda de alternativas para recuperar la riqueza petrolera nacional, entregada a las empresas trasnacionales, principalmente estadounidenses.


    
      
        1 Véase Movimiento obrero 1970-1980 (cronología), publicado por el Instituto de Investigaciones Económicas de la Universidad Nacional Autónoma de México. Escrito con un estilo de crónica y recuento, el estudio permite reconstruir las acciones colectivas y las posiciones de los dirigentes obreros, empresariales y estatales, elementos importantes para el análisis del movimiento sindical en ese periodo.

      


      
        2 La economía de mercado posee tres ingredientes esenciales: precios, propiedad privada y beneficios. Junto con la competencia, ellos aportan los incentivos, coordinan las decisiones económicas y logran que las empresas produzcan lo que los individuos desean, al menor costo posible [Stiglitz, 2002: 180].

      


      
        3 El Banco Mundial y otras organizaciones internacionales “sugieren” programas para ayudar a los países siempre y cuando pongan en práctica reformas en las funciones del Estado orientadas a reducir su papel en algunas áreas de la economía y a encauzar los recursos así liberados hacia actividades básicas [Banco Mundial, 1997: 180].

      


      
        4 La campaña electoral resulta opaca con el concurso desganado de las organiza-ciones corporativas y territoriales del Partido Revolucionario Institucional (PRI). Para complicar el escenario, dos personajes prominentes del partido –Cuauhtémoc Cárdenas (que concluido su periodo del gobernador del estado de Michoacán) y Porfirio Muñoz Ledo (removido como representante de México frente a la ONU)– muestran abiertamente su disidencia por medio de lo que se conocerá como “corriente democrática” [Pipitone, 2017: 63-64]. El sistema político vivió una de las peores crisis de legitimidad de los últimos tiempos derivada de las insatisfacciones sociales por los años del ajuste económico, las dudas en torno de los procesos electorales (incluido el que llevó a Salinas a la presidencia), la corrupción gubernamental y política el deterioro de las organizaciones corporativas como instancias de gestión y representación social [Ordóñez, 2002: 139, citado por Terrones, 2011: 171].

      


      
        5 En 1992 es aprobada la reforma del Artículo 130 constitucional sobre las relaciones Estado-Iglesia y se establecen relaciones diplomáticas con el Vaticano. El sucesivo se decreta la autonomía del Banco Central y se aprueba la constitución de una Asamblea Legislativa del Distrito Federal junto con la elección directa del jefe de gobierno de la Ciudad de México, que hasta entonces había sido un departamento bajo control directo de la presidencia [Pipitone, 2017: 72].

      


      
        6 Se trata de incorporar las economías nacionales y regionales al proceso de desarrollo mundial mediante la liberalización externa y eliminar (en el interior) tal exceso de estatización, poder corporativo y regulación de la economía, para que se manifieste libremente el poder del mercado [Zermeño, 2002: 22].

      


      
        7 Uno de los principales impulsores del liberalismo en México, Pedro Aspe, señalaba al respecto que los subsidios deberían desaparecer gradualmente con el fin de asegurar su compatibilidad con los objetivos de la lucha contra la inflación, pero el proceso tenía que ser ininterrumpido para evitar el sacrificio del equilibrio fiscal. Asimismo, decía que la competencia interna es un poderoso medio para mejorar el desempeño económico; por esto, la eliminación de regulaciones y restricciones excesivas tienen como objetivo mejorar la competitividad de la economía a fin de aprovechar más plenamente las ventajas de México en ese terreno [Aspe, 1993: 57].

      


      
        8 Se asegura que la mayoría de los países mejorarían si los gobiernos se concentraran más en proveer servicios públicos esenciales que en administrar empresas que funcionarían mejor en el sector privado y, por eso, la privatización a menudo es correcta [Stiglitz, 2002: 81].

      


      
        9 El Banco Mundial señala que los mercados no pueden alcanzar gran desarrollo sin unos derechos de propiedad eficaces que cumplan tres condiciones. La primera de ellas es la protección contra el robo, la violencia y otros actos predatorios; la segunda es la protección contra la arbitrariedad de las instancias gubernamentales y, la tercera, que el poder judicial sea razonablemente justo y previsible [Banco Mundial, 1997: 47].

      


      
        10 Este autor señala que con esa acción también se cerró la llamada Ronda de Uruguay de negociaciones comerciales internacionales, que crearon la Organización Mundial de Comercio (OMC) [Stiglitz, 2004: 55].


        La OMC nacida en el seno de la Ronda de Uruguay durante las negociaciones en los años 1986-1993, constituida por 153 miembros y 30 países como observadores. Es un organismo internacional gubernamental especializado de tipo económico con una estructura institucional, designando directores generales quienes se reúnen cada dos años en conferencias ministeriales para la toma de acuerdos. Sus funciones principales son: administrar los acuerdos comerciales firmados por sus miembros o Acuerdos Abarcados, fomentar foros de negociaciones comerciales multilaterales, equilibrar las políticas económicas y comerciales en el ámbito mundial, observar las decisiones del BM y FMI, y supervisar los aspectos de controversias en el rubro económico de los estados miembros [Hidalgo, 2011: 75].

      


      
        11 En julio de 1995 México ya había recibido 22 500 millones de dólares del extranjero mediante acuerdos distribuidos de la siguiente manera: 12 500 millones de dólares por parte del Tesoro y de la Reserva Federal de Estados Unidos, 300 millones del Banco de Canadá y el resto del FMI. Según lo acordado, las autoridades económicas mexicanas deberían emplear estos recursos con tres propósitos. 1) Redimir los Tesobonos (valores atados al dólar) vencidos; 2) refinanciar obligaciones en divisas de bancos comerciales y otros certificados de depósito denominados en moneda extranjera y; 3) emplearlos para fortalecer la reserva de divisas [Gollás, 2003: 37-38].

      


      
        12 Es importante señalar que el GATT fue sustituido, en 1995, por la Organización Mundial de Comercio [Cue, 2004: 4].

      


      
        13 Este personaje es un individuo curioso, un ranchero de Guanajuato, exfuncionario de Coca Cola y, después, fabricante de botas en su empresa familiar. Descendiente de católicos alemanes en Estados Unidos que en los inicios del siglo XX se transfieren a México, convirtiéndose en dueños de ranchos en Guanajuato, Fox entra a trabajar en Coca Cola a mediados de los sesenta donde llega a ser presidente de la compañía por México y América Central [Pipitone, 2017: 89].

      


      
        14 Se necesitaron tres generaciones para que fuera posible la derrota electoral de una poderosa maquinaria de control político y social. Cuando el partido oficial fue forzado, democráticamente, a salir de los palacios del poder, las nuevas fuerzas políticas fueron inhábiles para construir los consensos sociales y las reglas institucionales que pudieran inaugurar un nuevo rumbo para el país. De ahí que el inicio del nuevo siglo pueda considerarse en México como una ocasión pérdida [Pipitone, 2017: 110].

      


      
        15 Con el Presidente Felipe de Jesús Calderón Hinojosa, firmaron el acuerdo Agustín Guillermo Carstens, titular de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y Javier Lozano Alarcón, titular de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social [El Financiero, enero 2007, Decreto que establece las directrices generales para el cumplimiento al Programa Primer Empleo, IMSS].

      


      
        16 El decreto entró en vigor el 1 de marzo de 2007.

      


      
        17 Es importante recordar que Pemex es una empresa en crisis, con pérdidas de 40 000 millones de dólares en 2015, deudas por casi 100 000 millones de dólares y una serie de viejas refinerías que operan a 60% de su capacidad. En 2016 las importaciones de gasolina promediaron 2.14 millones, por lo que importa desde Estados Unidos poco más de la mitad de los barriles de gasolina que se consumen al día en México [Paullier, 2017: 4].

      


      
        18 Cursivas de autor.

      

    

  


  
    LA EVOLUCIÓN DEL MERCADO DE TRABAJO. SITUACIÓN ACTUAL Y PERSPECTIVAS


    LA ACUMULACIÓN DEL CAPITAL, LOS SALARIOS Y LAS GANANCIAS


    En los últimos 38 años de aplicación del patrón de acumulación neoliberal se han incrementado las utilidades empresariales y se amortiguó la caída de la tasa de ganancia, gracias a una política que impulsa la generación de plusvalía absoluta y relativa mediante una auténtica transformación de la organización del trabajo, la innovación tecnológica en la producción, distribución de bienes y servicios, y la ampliación del mercado mundial. En los capítulos precedentes se analizaron aspectos fundamentales de la organización del trabajo, para hacerlo más funcional a las necesidades de la acumulación capitalista con la precarización del mercado de trabajo en los países desarrollados y de peores condiciones para quienes habitan en países de ingresos medios y bajos. Como lo señalamos antes, el desempleo se ha incrementado, el empleo formal o decente se ha estancado, la informalidad crece y la migración se intensificó, lo que permite la disminución de costos laborales con la creciente flexibilidad del trabajo en el ámbito mundial.


    Se impulsó la modernización productiva, la multifuncionalidad e individualización de las condiciones de trabajo, la fragmentación de la mano de obra en el proceso productivo mundial y los cambios en la temporalidad laboral que, junto con la ampliación de los mercados permitió el reposicionamiento de los beneficios y la ampliación del capital mediante el abaratamiento de la fuerza de trabajo y el aumento de la productividad. Es decir, se busca por todos los medios la obtención de plusvalía absoluta y relativa con lo que se contrarresta la caída de los beneficios en el mercado mundial. El cambio del papel del Estado a su vez ejerció presión sobre los salarios, por la disminución de los gastos estatales, sobre todo en el ámbito social, la privatización y la desregulación, así como la prioridad del pago de la deuda externa para atraer inversiones.


    EL DESEMPLEO, LOS FLUJOS MIGRATORIOS, LAS REMESAS Y LA PRECARIEDAD LABORAL EN EL MUNDO


    Un aspecto clave del capitalismo del siglo XXI es el nivel al que ha llegado la globalización de la economía y la explotación mundial del trabajo. La relación capital trabajo es cada vez menos nacional y más internacional, o mundial. El desempleo y los flujos migratorios han creado una clase trabajadora que en muchos países integra minorías cada vez más importantes de residentes nacidos en otros países o continentes. En casi toda Europa, por ejemplo, los residentes de un país nacidos en otro país eran menos de 1% de la población hace tan sólo dos o tres décadas; hoy pasan de 10% o incluso de 15% en muchos de esos países [Tapia y Astarita, 2011: 260].


    La fragmentación mundial de capitales perfiló un mercado global de la fuerza de trabajo en donde el ejército de desempleados, cumple una función esencial para la acumulación capitalista al mantener disponible la fuerza de trabajo para su expansión, pero también para controlar y disminuir el costo laboral y establecer la flexibilidad de la fuerza de trabajo. La modernización tecnológica, arroja periódicamente al pauperismo y a la miseria a millones de personas [Tapia y Astarita, 2011: 255].


    El desempleo en el mundo


    El desempleo mundial se ha incrementado y las mayores tasas de desempleo las tienen las mujeres, tanto en la población nativa como en la migrante. El aumento del desempleo se debe a los bajos niveles de crecimiento económico mundial, la innovación, el desarrollo y la estrategia de expansión capitalista, por lo que se registra una explosión del número de trabajadores desocupados. Un tercio de la fuerza de trabajo mundial ejerce trabajos parciales, precarios, temporales o viven la angustia del desplazamiento con un creciente número de trabajadores migrantes. De esta forma el capital en su expansión no encontrará límites por parte de la oferta de fuerza de trabajo, ya que cuenta con mecanismos económicos propios para generar esa oferta independientemente del aumento de la población [Vence, 1995: 46].


    El desempleo en el mundo crece y con ello la precarización del mercado de trabajo porque la gran mayoría de las personas que se incorporaron al mercado laboral no pueden encontrarlo en la formalidad y, al no poder permanecer desempleada, se ocupa en actividades informales o tiene que migrar de sus lugares de origen. Las tasas de desempleo se han incrementado de manera acentuada, sobre todo a partir de la crisis; los jóvenes y las mujeres en particular se enfrentan a mayores obstáculos para obtener un empleo de calidad. El desempleo mundial pasó de 140.5 millones en 1993 a 185.9 millones en 1997.


    En 2001 había más de 210 millones de desempleados en el mundo, aunque posteriormente se registró una disminución importante cuando la economía mundial creció más de 5% anual, esto permitió una notable disminución del número de desempleados a partir de 2002 cuando se reportaron 185 millones de desempleados; aunque un año después repuntó, al registrarse 190 millones de desempleados [OIT, 2003]. La tendencia mundial se mantuvo en los siguientes años con respecto del inicio del milenio, en 2005 el desempleo se ubicó nuevamente en 180 millones de personas. Si lo comparamos con 2001 la disminución del desempleo fue de 30 millones de personas. El repunte de la economía mundial se prolongó hasta el 2007 y se alcanzó el nivel más bajo de desempleo en el nuevo siglo con 171 millones de personas desempleadas, aunque ya se presentaban los primeros signos de la crisis económica, aunque los jóvenes padecían tasas de desempleo desproporcionadamente altas en comparación con la población adulta [OIT, 2013: 59].


    De acuerdo con los datos del cuadro 1, durante 2007 y 2009 el número mundial de desempleados aumentó 27.1 millones, por lo que en 2009 ya había 198.1 millones de desocupados en los momentos más álgidos de la crisis. Los jóvenes desempleados pasaron de 70.5 millones en 2007 a 76.6 millones en 2009.


    La crisis que se inició en 2008, habría aumentado el número de personas en empleo precario, hasta 110 millones con lo que unos 1 500 millones de trabajadores, algo más de la mitad de la población activa mundial, estaría en empleo precario en el 2009. En Estados Unidos se registró 5% de desempleo en 2007 y, cuando se inició el rescate bancario, la tasa de desempleo estaba en 6.2% de la población activa, los meses siguientes aumentó rápidamente reflejando el deterioro de la economía real, hasta alcanzar un máximo de 10.1% en octubre de 2009 [Tapia y Astarita, 2011: 143, 255].


    En 2009 los desempleados jóvenes de entre 14 y 24 años, fueron los más afectados con 76.6 millones con una tasa de 12.9% cuando el promedio mundial fue de 6.2 (véase el cuadro 1). A nivel internacional la situación fue muy diversa ya que Alemania reportó una tasa de desempleo juvenil de 8.1%; en España 56.5% (ambas cifras de noviembre de 2012) y 57.6% en Grecia (septiembre de 2012); fuera de la Unión Europea (UE), 54.8% en la (antes) República Yugoslava de Macedonia. En el ámbito mundial fue un incremento de más de 4 millones desde 2007. Cuando la tasa de desocupación general era de 6%, la juvenil era de 12.7%, el doble de la tasa general de desempleo urbano (véase la gráfica 1) [ILO, 2012:9].


    [image: evolucioncuadro1]


    [image: evoluciongrafica1]


    Las opciones para estos millones de jóvenes eran: permanecer en el desempleo, ocuparse en la informalidad con trabajos intermitentes e inseguros por debajo de su calificación, a tiempo parcial, temporales, ocasionales, estacionales, improductivos, no remunerados, no protegidos por la ley y sin protección social adecuada o buscar opciones en otros lugares. Así lo señalaba también la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) en 2013, cuando documentó que la tasa de desempleo en promedio registrada en los países que integran este organismo permaneció en 7.9%. Este organismo concluyó que la crisis económica mundial tuvo importantes repercusiones en el bienestar de la población que se extendió más allá de la pérdida del empleo y de los ingresos, ya que afectaron la satisfacción de las personas en lo que respecta a su vida y a la confianza que tienen en sus gobiernos.


    En 2014, a siete años del estallido de la crisis, la tasa de desempleo mundial se ubicó en 5.9% que en términos absolutos era de 199.4 millones de personas en el mundo, de los cuales 73.3 millones eran jóvenes con una tasa de desempleo de 13%, el doble del reporte mundial que fue 6% (véase el cuadro 1).


    En 2015 la situación empeoró con un incremento mundial de 2.2 millones de trabajadores sin empleo, a pesar de que la tasa de desempleo registró una leve mejoría al ubicarse en 5.9%, similar al año anterior. El desempleo mundial entre los jóvenes aumentó a 73.4 millones con una tasa de 13.1%, con un deterioro mayor del mercado de trabajo (véase el cuadro 1).


    En 2016 y las proyecciones para 2017 dan una leve mejoría, en términos relativos, al ubicarse la tasa de desempleo en 5.7% durante el primer año y la proyección de 5.8 para 2017. En el primer año el desempleo disminuyó a 197.7 millones de personas un decremento de 3.2 millones de trabajadores desempleados en el ámbito mundial. Las proyecciones de 2017 calculan una tasa de desempleo de 5.8% lo que implica que en términos absolutos se incrementaría el desempleo mundial total a 201.1 millones de trabajadores, un incremento de 3.4 millones de desempleados, producto de las bajas expectativas de crecimiento económico. En términos generales el desempleo mundial entre los jóvenes permanecería constante con 71 millones de desempleados, con una tasa de desempleo de 13.1%, más del doble a la registrada a nivel mundial (5.8%) (véase el cuadro 1).


    Ante la precariedad del mercado de trabajo en el mundo, es comprensible que las condiciones de negociación de los asalariados frente al capital fueran muy complicadas. Esta situación facilitó la flexibilización del mercado de trabajo en todo el mundo, porque obligó a millones de trabajadores a aceptar empleos informales sin prestaciones de ley, con largas jornada, sin descanso, sin protección sindical, ni prestaciones laborales, empleos eventuales, poco calificados y al margen de las contrataciones colectivas [Román, 2013: 5].


    Al respecto, Stiglitz [2010: 233] señala que:


    La capacidad productiva mundial está infrautilizada, en un mundo en el cual existen muchas necesidades sin cubrir. La infrautilización más grave es la de recursos humanos: más allá del problema inmediato de más de 240 millones de desempleados en todo el mundo a causa de la recesión, hay miles de millones de personas que no tienen formación para poder utilizar plenamente su potencial humano, y muchas que están formadas no tienen un empleo acorde con sus capacidades. Un trabajo decente es un aspecto importante para la autoestima de los individuos, y la pérdida desde el punto de vista social es mayor que lo que deja de producirse.


    Como se analizó en el segundo capítulo la reestructuración económica se orientó al establecimiento de una política comercial abierta hacia el mercado mundial, en favor de los intereses de los países desarrollados en general y de las empresas trasnacionales en particular. El Estado les otorgó condiciones favorables para atraer a la inversión externa y así obtener una serie de ventajas adicionales. En el plano del comercio internacional, las nuevas estrategias productivas de las empresas trasnacionales, se tradujeron en un incremento de las contradicciones entre los países desarrollados y subdesarrollados [Perales, 2011: 20]. Se dieron movimientos regionales o locales de capital y trabajo por lo que hay flujos en todo el mundo con la conformación de redes de producción y transferencia de valor.


    La migración mundial


    Este es uno de los grandes retos para la política neoliberal, en medida que la apertura de los mercados de bienes y servicios no tuvo correspondencia con la libertad de circulación de la fuerza de trabajo, lo que convierte la idea del libre mercado y la regulación del tránsito de la fuerza de trabajo en un mito del neoliberalismo. La mayoría de las personas que migran lo hacen por necesidad de empleo o mejores salarios. Buscan cubrir sus necesidades de supervivencia básicas como es agua, alimentos y abrigo, seguidas de la seguridad, además de las necesidades sociales como educación, salud, recreación o desarrollo cultural.


    Muchos migrantes del campo abandonan sus lugares de origen debido al agotamiento o fragmentación de sus tierras o a la falta de apoyo gubernamental, cuando cambió la política de subsidio social hacia el fomento industrial o comercial en su afán por ser más competitivos en el mercado internacional.


    La demanda y la oferta de mano de obra están adquiriendo cada vez más características internacionales a medida que los empleadores salen de sus fronteras para buscar trabajadores, y los trabajadores ya no dependen exclusivamente del mercado de trabajo nacional para buscar empleo. Las instituciones del mercado de trabajo –que incluyen la libertad sindical y la negociación colectiva, la seguridad social, la legislación de protección del empleo y los salarios mínimos– suelen reflejar las preocupaciones nacionales [Conasami, 2013: 1324].


    La migración va adquiriendo mayor relevancia con la reestructuración mundial del capital y los países se ven cada vez más afectados por ella, sea como sociedades receptoras, países de origen o ambos. Afecta la economía mundial tanto del lado de la demanda como el de la oferta porque los trabajadores se convierten en consumidores en los mercados en donde venden su fuerza de trabajo; así, de manera escalonada, generan empleos para esos mercados y pagan impuestos. Además, traen consigo fondos del extranjero y contribuyen a mayores exportaciones e importaciones; los patrones se benefician pues pagan sueldos menores y los trabajadores carecen de derechos. Además, la emigración funciona como válvula de escape laboral para el desempleo. Actualmente, hay pocas personas en los países industriales o en los menos desarrollados que no tengan una experiencia personal de la migración y sus efectos, algunos gobiernos incluso permiten tácitamente tales movimientos migratorios [Castles, 2004: 14-16, 240, 343].


    Un informe de la Organización Internacional para la Migración (OIM) señala que la población migrante en la década de los sesenta era de 77.1 millones de personas lo que representaba 2.6% de la población mundial; en 1990 se estimaba que 153 millones de personas vivían en un país diferente al de su nacimiento [Conapo, BBVA Bancomer, 2016: 16]. La tasa de migración pasó de 2.3% en 1960 a 3.0% en la primera década del siglo XXI [OIT, 2014a: 18]. La edad promedio de los migrantes internacionales era de entre 20 y 49 años de edad, con una proporción de 52% hombres y 48% mujeres, en los últimos años [OIT, 2014a: 22].


    Otros datos indican que en el 2000, 175 millones de personas que vivían en un país diferente al de nacimiento se ubicaban en diversas naciones aunque los principales receptores fueron Estados Unidos (35 millones), Rusia (9 millones), Alemania y Ucrania (con más de 4 millones respectivamente).1 La dinámica de crecimiento de los migrantes en el mundo ascendió a 2.9% al finalizar el siglo XX, una de cada 35 personas fue migrante motivada, en gran parte, por el deseo de mejorar sus niveles de vida o encontrar un empleo [Conapo, 2004:12-13].


    En 2010, después de la crisis, la División de Población de la Organización de las Naciones Unidas estimaba 214 millones de migrantes internacionales, 3.1% de la población mundial, 60% de los cuales se ubican en países desarrollados. Aunque la crisis económica mundial redujo los flujos de manera importante, la inmigración de Estados Unidos pasó de 1 130 818 en 2009 a 1 042 625 en 2010 y en Nueva Zelanda de 63 910 a 57 618; en Reino Unido la caída fue de 505 000 en 2008 a 470 000 en 2009, mientras que en España fue de 692 228 a 469 342 [OIT, 2014a: 28]. Es importante señalar que la migración regional es muy importante ya que representa 740 millones de migrantes internos o regionales; de tal manera que la suma de ambas situaciones elevan a cerca de mil millones el total de personas migrantes en el mundo, lo que equivale a uno de cada siete habitantes de la población mundial en ese año. De la población migrante, 81% proviene de países en vía de desarrollo; destacan Europa y Asia Central, el Sur de Asia, América Latina y el Caribe [OIT, 2014a: 20, 22].


    En 2013, los datos de las Naciones Unidas indican que el país con más inmigrantes en el mundo fue Estados Unidos y, junto con Canadá, concentraron casi la cuarta parte de los migrantes en el mundo. En segundo lugar, se encuentra Rusia con 11 millones de inmigrantes, de los cuales la mayoría provienen de los países de la anterior Unión Soviética. Le siguen en importancia Alemania y Arabia Saudita con 9.8 y 9.1 millones de inmigrantes, respectivamente [OIT, 2014a: 28]. Es decir, 3% de los habitantes del mundo residían fuera del país donde nacieron, cifra correspondiente a 231.5 millones de migrantes. El país con más emigrantes en el mundo fue India con 14.2 millones, superando con 11.8 a México. En tercer lugar, se encontró Rusia y, en cuarto, China con 10.8 y 9.3 millones de emigrantes internacionales, respectivamente [OIT, 2014a:18].


    En 2014, Europa fue el continente que concentraba el mayor número de inmigrantes (70 millones), seguido de Asia (61 millones) y América del Norte (50 millones) [OIT, 2014a: 28].


    En 2015 la población mundial alcanzó 7 349 millones de personas, más del doble que en 1960. La población migrante internacional en 2015 se incrementó a 243.7 millones, lo que representaba 3.3% de la población total mundial. La distribución de los migrantes internacionales por grupo de edad ha cambiado relativamente poco entre 1960 y 2015. La mayoría de los migrantes se encuentran en un rango de edad entre 20 y 49 años, siendo similares las proporciones entre hombres y mujeres [Conapo, BBVA Bancomer, 2016: 22-23].


    Flujo mundial de remesas


    El flujo internacional remesas va de la mano con el incremento de la migración. En los últimos veinte años aumentó de manera constante y, entre los años 2002 y 2008, el flujo de remesas experimentó sus mayores incrementos. Sin embargo, desde 2009 se observa una desaceleración de este flujo [Conapo, BBVA Bancomer, 2016: 123-125]. En 2013, los países exportadores de fuerza de trabajo recibieron 420.5 mil millones de dólares, quintuplicando así los flujos de remesas respecto del 2000. De esos países, Asia Oriental y el Pacífico fueron las regiones con más ingresos por remesas en ese año, cantidad correspondiente a 27.4% del total de remesas a los países en vías de desarrollo [OIT, 2014a:123].


    El Banco Mundial documenta que cerca de 78.6% de las remesas mundiales se enviaron desde países desarrollados y el resto de los recursos provenientes desde las regiones en vías de desarrollo. El principal país de origen de estos envíos fue Estados Unidos, con cifras de alrededor de 128 000 millones de dólares, representando 23.3% del total mundial, seguido por Arabia Saudita y Canadá [OIT, 2014a: 125].


    En 2014, los países en desarrollo se mantuvieron como los mayores receptores de remesas mundiales con 426 000 millones de dólares (73.4%). Los países desarrollados son el origen de 497 000 millones de dólares, 85.7%. México se ubica como el cuarto país en recepción mundial de remesas, superado por India, China y Filipinas. De las remesas hacia México, 95.6% provienen de Estados Unidos, 97.5% se envían por transferencia electrónica y 36.3% se pagan por medio de bancos [Conapo, BBVA Bancomer, 2016: 37, 118].


    En 2015, Estados Unidos (22.4%), Arabia Saudita (7.5%) y Emiratos Árabes Unidos (5.1%) se posicionan como los principales países emisores de remesas en el mundo. Reino Unido (4.3%) y Alemania (4.0%) se mantienen como los principales países europeos, mientras que Hong Kong (2.9%) se posiciona como la principal región asiática de origen de las remesas [Conapo, BBVA Bancomer, 2016: 123-125]. El promedio de remesas enviadas en este año fue de 200 dólares y el costo se ubicó en 7.5% del monto enviado, se posiciona 0.4 puntos porcentuales por debajo del costo en 2014. La región más costosa para el envío de remesas es África Subsahariana con 9.8% del monto enviado, mientras la más asequible es Asia del Sur [Conapo, BBVA Bancomer, 2016: 118, 120, 122, 128].


    Los principales países receptores de remesas son India (12.3%), China (10.9%) y Filipinas (5.0%), se posicionan como los principales países receptores de remesas en 2015, con un ingreso entre los tres, de 165.8 mil millones de dólares. México se ubica en el cuarto lugar con un ingreso cercano a 25 000 millones de dólares, lo que representa 4.4% del total mundial en 2015. La mayoría de los principales países receptores de remesas se encuentran en Asia y Europa. México es el principal país receptor de remesas de América y, junto con Estados Unidos, son los únicos países americanos que se ubican entre los 20 principales países receptores [Conapo, BBVA Bancomer, 2016: 123-125, 129].


    El Banco Mundial pronosticó unas tasas de crecimiento de las remesas mundiales de entre 1.3 y 4.7% para el periodo 2015-2018. En 2016, las remesas mundiales podrían alcanzar 610 000 millones de dólares, con un crecimiento de 3.7% con respecto de 2015. Se calcula que en 2018, los países en desarrollo recibirán 74.2% del total de las remesas mundiales [Conapo, BBVA Bancomer, 2016: 37-40].


    La migración y las remesas tienen repercusiones demográficas, económicas, políticas y sociales en los países de origen, tránsito, destino y, recientemente, de retorno de migrantes [OIT, 2014:14].


    La migración puede dar lugar a una cadena de desarrollo –que empieza por las personas, pasa por las familias y las comunidades– y, ulteriormente llega a los países. La globalización se ha traducido en un considerable aumento de la movilidad humana, con repercusiones de carácter social, económico y ambiental en todos los interesados [OIM, 2013: 31].


    La mayoría de los trabajadores migrantes carecen de protección legal y se les niega la protección social, unido a la posibilidad de ser deportado, esto aumenta el riesgo de que caigan en la pobreza al regresar a sus países, sobre todo si sufren de lesiones relacionadas con el empleo.


    EVOLUCIÓN Y CARACTERÍSTICAS DEL DESEMPLEO, LA MIGRACIÓN, LAS REMESAS Y LA PRECARIEDAD LABORAL EN AMÉRICA LATINA


    El desempleo en América Latina


    Responde a los factores descritos en el apartado anterior, aunque con sus particularidades. Desde 1991, la región reporta una tasa de desempleo de 5.7%, la cual fue ascendiendo en forma casi continua para ubicarse en más de 10% a finales del siglo XX. En 2002 alcanzó 10.8%, el nivel más elevado de la primera mitad de la década [Fujii y Ruesga, 2006: 30].


    A partir de 2003 se dio un periodo de crecimiento económico relativamente elevado y una rápida recuperación del efecto de la crisis económica y financiera global. El crecimiento económico registrado entre 2003 y 2007 redujo el nivel de desempleo por debajo de 5%. En 2008 se alcanzó la tasa más baja con 4.2%, sin embargo, después de estallar la crisis a finales de 2008, hizo caer 1.8% el producto interno bruto y el desempleo se disparó a 8.1%. Los que se vieron más afectados, de acuerdo con datos de la OIT, en América Latina y el Caribe, fueron los jóvenes de entre 15 y 29 años, con 21.7 millones de desempleados, además se amplió el margen de los jóvenes que no estudiaban ni trabajaban [OIT, 2011: 25].


    En 2010 América Latina creció 5.9%, lo cual permitió la recuperación en 4.7% del producto interno bruto (PIB) per cápita. Desde 2011 el crecimiento económico regional ha ido desacelerándose en medida que la economía internacional perdió dinamismo por la crisis de deuda en Europa y la desaceleración de la economía de Estados Unidos [OIT, 2011: 25].


    En 2014 hubo una leve recuperación del crecimiento económico por lo que la tasa de desempleo urbano pasó de 6 a 6.5% en 2015. Este incremento es resultado de la escasa generación de empleo asalariado, reflejo a su vez del reducido dinamismo de la actividad económica y de una mayor entrada en el mercado de trabajo de personas en búsqueda de empleo en comparación con los años anteriores. Se preveía que en 2016 se produjera otra contracción del producto regional, en este caso de 0.6%. El debilitamiento correspondiente de la generación de empleo y la eventual cuarta caída consecutiva de la tasa de ocupación afectarían de nuevo la tasa de desempleo, que podría incrementarse más de medio punto porcentual en 2016 [CEPAL/OIT, 2016: 5].


    La migración en América Latina y el Caribe


    América Latina y el Caribe, dentro del patrón de acumulación neoliberal, produce un número significativo de migrantes hacía Estados Unidos y otros países. Ese proceso se ha desarrollado en medio de constantes revisiones y enmiendas de las leyes y políticas migratorias estadounidenses, como un fenómeno que ocupa un lugar destacado en sus relaciones con los países de la región [García Zamora, 2004: 177].


    Se estima que, hasta principios del siglo XXI, cerca de 40 millones de personas nacidas en la región residen en un país diferente al de su nacimiento [González, 2007b: 5]. La mayoría de los migrantes latinos y caribeños (tres de cada cuatro) vive en Estados Unidos. Es decir, en tres décadas, prácticamente la mitad de los extranjeros (49.7%) que reside en Estados Unidos son de origen latino y del Caribe.2 Algunos datos indican que la comunidad latina conforma la minoría más importante en ciertos estados de California3 y Texas, lo que constituye una tendencia creciente hacia la latinización de Estados Unidos [Verea, 2003: 158].


    La población de América Latina y el Caribe que emigra hacia Estados Unidos son en su mayoría hombres de entre 15 y 44 años (en su etapa más productiva), con una escolaridad cada vez superior a los 10 grados (34.7%). La población de 15 años y más de la región, mantiene una elevada participación económica (67.9%) que se ubica en el sector terciario, le sigue el secundario con 29.6% y, con una escasa participación, el primario (2.6%). Dos terceras partes de la población ocupada de los migrantes latinoamericanos se desempeña en actividades terciarias, en trabajos de bajos ingresos, además de que son más vulnerables al desempleo y la pobreza en los países anfitriones [Conapo, 2004: 29].


    La mayoría de los migrantes latinoamericanos y caribeños se van a Estados Unidos y más de 62% residen en solo seis estados: California, Texas, Nueva York, Florida, Nueva Jersey e Illinois. Casi tres cuartas partes de ellos tienen entre 20 y 49 años, que corresponden a las edades laborales más productivas. Además de los mexicanos, otros grupos numerosos de migrantes no documentados son los nacidos en India, El Salvador, China, Filipinas, Guatemala, República Dominicana, Corea del Sur, Honduras, Colombia, Vietnam, entre otros [BBVA Bancomer, 2013: 3].


    Las remesas en América Latina y el Caribe


    La importancia de la migración en América Latina y el Caribe también se puede medir por las remesas recibidas en la región, las cuales alcanzaron su máximo nivel en 2008 cuando sumaron 64.9 miles de millones de dólares, aunque los efectos de la crisis económica en 2009 propiciaron una disminución a 56.4 miles de millones de dólares, para repuntar en 2010 con 57.9 y 61.2 miles de millones de dólares entre 2010 y 2011. En 2012, hubo una nueva caída que se situó en 60.9 miles de millones de dólares. Asimismo, el comportamiento de México y Centroamérica muestra que México es el país de América Latina y el Caribe que recibe más remesas, aunque también mostró una tendencia a la baja, con lo que su participación relativa en estos ingresos recibidos en la región ha tendido a reducirse. México dejó de ser el tercer receptor de remesas en el mundo en 2012 al pasar a la cuarta posición, cuando fue superado por Filipinas ubicado debajo de China e India. Mientras que Centroamérica es en donde más rápido se inició la recuperación y la única región de América Latina y el Caribe (ALyC) que entre 2010 y 2012 mostró crecimiento en los ingresos por remesas [BBVA Bancomer, 2013: 4]. Se debe considerar que hay más de 8 millones de latinoamericanos que reside y trabajan dentro de la región misma en países como Costa Rica o Brasil, sociedades con asimetrías económicas con sus países vecinos [Sistema Económico Latinoamericano y del Caribe, 2014: 6].


    En 2013, México recibió remesas por un total de 22 000 millones de dólares; seguido de Guatemala y Colombia con 5 400 y 4 600 millones de dólares, respectivamente [OIT, 2014a: 129]. El flujo de remesas que captó América Latina alcanzó un máximo histórico en 2014 al acumular 65 382 millones de dólares, cifra por encima del máximo registrado en 2008 cuando la recepción de remesas sumo 64 900 millones de dólares [BBVA Bancomer, 2013: 11].


    En 2015, México se mantuvo como el principal receptor de remesas en América Latina y el Caribe con 37.6% del total. Guatemala (9.4%) y República Dominicana (7.3%) ocupan el segundo y tercer lugar, respectivamente. Cabe mencionar que el monto de remesas recibido por estos dos países (11 394 millones de dólares) es menor que la mitad de lo recibido por México [Conapo, BBVA Bancomer, 2016: 127].


    En promedio, el costo de enviar 200 dólares de remesas a América Latina y el Caribe es de 6.0% del monto enviado en 2015. Guyana es el país con mayores costos de envío con 8.9%, mientras que el menos costoso es Nicaragua con 4.1%. México tiene costos por debajo de la media de la región, con 4.8 por ciento.


    Efectos de la migración


    La caída de la tasa de ocupación provocó un alza del desempleo abierto urbano y se incrementaron los niveles de pobreza que se redujeron desde 2003 a 2013 (73 millones de personas salieron de situación de pobreza) y una expansión de las clases medias [González y Velázquez, 2013: 612]. Se estima que el número de personas en situación de pobreza ha aumentado siete millones en 2015, lo que representa un incremento de la incidencia de la pobreza de 28.2 a 29.2% de las personas de la región. Sin embargo, también se registró un aumento de la tasa de participación de las mujeres con salarios precarios y las mayores tasas de desempleo tanto en las zonas urbanas como las rurales. En consecuencia, muchas de las mujeres rurales que trabajan solo consiguen empleos precarios y mal remunerados, por lo que pasan a formar parte del contingente de “pobres que trabajan”, es decir, trabajadoras cuyos salarios no les permiten satisfacer sus necesidades mínimas, a pesar de las extensas jornadas de trabajo. Esta situación no solo exacerba la precariedad de las condiciones laborales actuales de esas mujeres sino que dificulta su acceso futuro a la seguridad social [CEPAL/OIT, 2016: 18-19].


    En efecto, como reflejo de las tasas decrecientes de expansión del PIB regional y de su efecto en la demanda laboral, la creación de empleo asalariado se desaceleró de 3.1% en 2012 a 1.6 en 2013 y 0.8% en 2014 y, para la región en su conjunto, se estima que en 2015 se produjo un incremento del empleo asalariado de solo 0.6% [CEPAL/OIT, 2016: 8, 10-11].


    En 2005, el porcentaje del empleo terciario en las áreas urbanas superaba 60 en todos los países con información disponible y aumentó aún más en la gran mayoría de los países entre 2005 y 2014. De los empleos que se generaron hasta antes de la crisis 60% fueron en la informalidad y, principalmente, para los jóvenes; por lo que enfrentan malas condiciones laborales, caracterizadas por salarios bajos, poca seguridad en el empleo y la falta total de representación. Hay una tendencia a reemplazar trabajadores permanentes por trabajadores temporales, lo que dificulta la organización sindical. También influyen los distintos modos de contratación de trabajadores urbanos y agrícolas mediante contratistas, donde a menudo la definición de las figuras de empleador y de asalariado (por ley o en la práctica) carece de claridad [CEPAL/OIT, 2016: 22, 26].


    Las tasas de desocupación registradas entre las personas jóvenes suelen ser dos o tres veces superiores a las que se observan entre los adultos y, entre las personas jóvenes la desocupación afecta más a las mujeres. Las mujeres jóvenes tienen tasas de desocupación mayores que las de los hombres jóvenes en todos los países, tanto en las áreas rurales como en las urbanas [CEPAL/OIT, 2016: 20]. Esta situación abarca también el empleo formal ya que 37% de esos trabajadores no están protegidos por la seguridad social, es decir, en la práctica obtienen empleos precarios y son más vulnerables a los ciclos económicos. Se ocupan principalmente en el sector terciario de la economía, en particular, en el comercio y los servicios [OIT, 2011: 15, 50]. La tasa de desempleo urbano en los países de América Latina es superior a 6% y del doble para los jóvenes.


    En resumen, durante 2015 la generación de empleo se deterioró en el ámbito regional, en el contexto de una contracción de la economía regional y la correspondiente debilidad de la demanda laboral. En consecuencia, se desaceleró la generación de empleo asalariado y la tasa de ocupación urbana volvió a reducirse. Este aumento dio lugar tanto a una expansión de las actividades de menor calidad de empleo (sobre todo el trabajo por cuenta propia), como a un incremento de la tasa de desempleo. Se espera que en 2016 tenga lugar una nueva contracción del producto regional. Esto implica que se mantendría la debilidad de la generación de empleo, con una nueva caída de la tasa de ocupación y un empeoramiento de la calidad del empleo, al centrarse la generación de nuevos puestos de trabajo en sectores de baja productividad. También es previsible un nuevo aumento de la tasa de desempleo, probablemente de más de medio punto porcentual [CEPAL/OIT, 2016: 13].


    
      
        1 De Estados Unidos se ha podido decir que, por primera vez en la historia, un país tiene una población compuesta por todas las razas del mundo, todas las religiones y todas las lenguas. Trágico reflejo de ello es el hecho de que en los atentados del 11 de septiembre de 2001 contra el World Trade Center perdieron la vida ciudadanos de 78 países [Arango, 2003: 13].

      


      
        2 En el censo de población de 1990, del total de 248.7 millones de habitantes en Estados Unidos, 9% eran de origen hispano, con 5.4% de origen mexicano y 4.3 millones (1.7%) nacidos en México [Verduzco, 2000: 13].

      


      
        3 En Estados Unidos, California es el estado con mayores ganancias por sus actividades agrícolas y los cultivos de frutas, verduras y hortalizas que generan mayores ingresos. En otras palabras, los agricultores de California alcanzan mayores ganancias por acre que las que obtienen los demás agricultores estadounidenses [Sánchez, 2004:127].

      

    

  


  
    EL MERCADO DE TRABAJO EN MÉXICO


    EVOLUCIÓN DE LA POBLACIÓN TOTAL DEL SIGLO XX HASTA PRINCIPIOS DEL SIGLO XXI


    El comportamiento del mercado de trabajo en México está vinculado con el proceso mundial de apertura económica, por lo que el comportamiento se relaciona con las tendencias del crecimiento poblacional, el aumento de la participación de las mujeres en el mercado laboral, los cambios estructurales por la innovación tecnológica y el crecimiento económico que le dan cierta orientación a los problemas del empleo-desempleo, las dificultades para encontrar un empleo y obliga al conjunto de los trabajadores a realizar actividades con características de precariedad creciente descritas en los capítulos anteriores. Este balance debe tener presente cuatro variables fundamentales: las tendencias del desempleo, la evolución del empleo formal, el empleo informal o precario y la migración de la fuerza de trabajo (en particular hacia Estados Unidos).


    La crisis económica tuvo efectos sobre los salarios con la política de flexibilidad laboral, las prestaciones sociales referidas a los servicios de salud, maternidad, riesgos de trabajo, guarderías, derecho a una pensión, centros vacacionales y demás prestaciones contempladas en la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. Asimismo, el ritmo de expansión demográfica que provocó desequilibrios en los mercados de trabajo y creó presiones adicionales sobre los recursos de capital y naturales del país. Para satisfacer la demanda de servicios médicos, educativos y habitacionales también se requiere canalizar las políticas de asignación de recursos y de tecnología [Gollás, 2003: 11].


    En el primer censo oficial de población de México, que se llevó a cabo en 1896, registró una población total de 12.6 millones de habitantes. En 1910, en plena Revolución mexicana, con una tasa anual de crecimiento demográfico de sólo 1.1%, elevó la población a 13.6 millones de habitantes en todo el país, entre otras razones porque durante esos años muchos murieron. En 1920 la población se incrementó a 15.1 millones de personas [Gollás, 2003: 10].


    La relativa estabilidad social posterior a ese movimiento, permitió incrementar la población nacional a 16.5 millones para finales de la década de los treinta. Entre 1940 y 1950, la población urbana pasa de 35 a 43% de la población nacional y desde 1960 fue superior a la rural [Pipitone, 2017: 40]. Durante el cardenismo y el desarrollo estabilizador la población aumentó a 40 millones, según el Censo de Población de 1970 [González, 2010: 154]. En la década de los ochenta, el crecimiento poblacional redujo su ritmo a menos de la mitad, como resultado de políticas demográficas que permitió disminuir la tasa de fecundidad de 6.8 en 1970 a 3.4 en 1990 [Villarreal, 2005: 384-385]. La importancia de la participación del Estado en la extensión de seguridad social, permitió un gradual descenso de la mortalidad y mejorar los hábitos de alimentación e higiene lo que permitió aumentar la esperanza de vida y fue un gran incentivo para aumentar el ejército industrial de reserva. México, según el Censo de Población de 1980 reportó 66.8 millones de habitantes. En 1990, la población aumentó aproximadamente a 81.5 millones de personas de las que poco más de 24 constituían la población económicamente activa (PEA). De esta PEA, solamente 6 millones (25%) tenía empleo permanente y remunerado, trabajaba jornadas laborales de más de 48 horas semanales. Asimismo, solamente 648 000 (2.7%) de ellos se encontraban en una situación de desempleo abierto [Gollás, 2003: 42]. En el 2000 la población total ascendía, de acuerdo con el Censo de Población, a 97.4 millones de personas y con el de 2010 a 112.4 millones de habitantes con una tasa de natalidad promedio de 1.9 por ciento.


    En el Censo de Población y Vivienda del 2010, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) encontró graves inconsistencias en la información de tal manera que se tuvieron que ajustar los datos a partir del 2005 y, de las proyecciones, tomamos la del 2016. La Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE) reportó en 2005 una población total de 107.6 millones de habitantes en todo el país, con el ajuste del Censo de Población de 2010 la población total quedó en 114.8 millones de personas (más de 2.4 millones con respecto al Censo). La población total para 2016 fue de 122.7 millones de habitantes en todo el país (véase el cuadro 1).


    [image: mercadocuadro1]


    En el siglo XX, la esperanza de vida evolucionó rápidamente ya que, de un promedio de 33.9 años registrada en 1930 (34.7 para las mujeres y para los hombres 33 años), en 1940 se elevó la esperanza de vida de la población en un promedio nacional de 41.4 años (40.4 hombres y 42.5 mujeres). Esta tendencia se ha mantenido y en el año 2000 se calculaba que la esperanza de vida de la población era de 73.2 años promedio (las mujeres vivían 70 años y los hombres 63.3) (véase el cuadro 2).


    [image: mercadocuadro2]


    En el 2010 esta situación varió poco pero de manera positiva, el promedio general fue de 73.2 años (76.1 años las mujeres y 71.1 años). El desglose del periodo se encuentra en el cuadro 2. El último dato que comentamos es el de 2016 con un promedio de vida de 75.1 años, en tanto las mujeres tienen un promedio de vida mayor al del hombre con 77.8 años y los hombres sólo 72.6 (véase el cuadro 2).


    Una conclusión es que, al incrementar la esperanza de vida y reducir las tasas de natalidad, es natural que la pirámide poblacional cambie y sean necesarios mayores recursos para proporcionar los servicios y las prestaciones a la población vieja por un lapso mayor [García et al., 2006: 136-137].


    A principios del siglo XXI se calculaba que el país debía generar 1 100 000 plazas nuevas anualmente:1 debido al lento crecimiento de la economía, la creación de empleos era uno de los problemas más graves. Los individuos que se incorporan en el mercado de trabajo debían realizar alguna actividad para obtener un ingreso, no importa que fueran trabajos precarios,2 en la industria maquiladora de exportación (receptora importante de trabajadores en un periodo muy largo),3 informales,4 o bien, los que tenían que emigrar en la búsqueda de un empleo o incorporarse en las filas del desempleo.5


    EVOLUCIÓN DE LA POBLACIÓN ECONÓMICAMENTE ACTIVA (PEA) EN EL SIGLO XX-XXI


    La dinámica del crecimiento de la PEA6 ha sido muy superior a las necesidades del mercado de trabajo, aunque la sobrepoblación relativa es un elemento fundamental para garantizar el proceso de expansión capitalista, con una fuerza de trabajo disponible para cubrir la demanda y mantener un amplio ejército de trabajadores de reserva. La PEA es la disponibilidad de fuerza de trabajo y depende de la dinámica poblacional. Se puede dividir, desde mi perspectiva, en cuatro variables fundamentales: a) el ejército de desempleados, b) el empleo formal, c) el empleo informal y d) los que tienen que migrar para encontrar una ocupación. El mercado de trabajo crece con 1.2 millones de personas al año, debido fundamentalmente a la dinámica demográfica de México, por las altas tasas de natalidad, una mortalidad decreciente y el aumento de la participación femenina en la PEA [Dussel, 1995: 144].


    En 1990, de acuerdo con la Encuesta Nacional de Empleo, elaborada por el INEGI, señala que la PEA era de 32.8 millones de trabajadores y aumentaron a 39.7 millones en el 2000. En 2005 la PEA era de 44.2 millones de trabajadores, en 2007, un año antes de la crisis económica la PEA aumentó a 46.8 millones de personas, aunque en 2008, al inicio de la crisis económica, el número de asalariados disminuyó a 46.7 y se incorporaron más de un millón de jóvenes en el mercado de trabajo. En 2009, junto con la recuperación del crecimiento económico, aumentó a 48.9 millones la población económicamente activa (véase el cuadro 1).


    En 2010 la PEA disminuyó a 48.4 millones de trabajadores con una tasa de desempleo superior a 5% lo que significó que 2.6 millones de asalariados que buscaban empleo no lo obtuvieron. En 2011 la PEA alcanzó más de 50.7 millones de asalariados, 52.3 millones en 2012 y 53.3 en 2013. En 2014 se registró una nueva caída al ubicarse en 52.1 millones de trabajadores, aunque un año después la PEA que registra la ENOE reporta un crecimiento de 53.8 millones de trabajadores en 2015. Finalmente en 2016 la PEA registró 54 millones de trabajadores. El crecimiento de la masa laboral aumentó 9 789 281 trabajadores (véase el cuadro 1).


    Los datos del INEGI señalan que del total de la población en edad de trabajar, la tasa de participación en 2005 fue de 59.7%, con una tasa de desocupación de 3.1%. Diez años después, la tasa de participación se elevó a 59% y la tasa de desocupación a 5.3% lo que indica que los trabajadores subordinados y remunerados ocupando una plaza o puesto de trabajo se incrementaron, pero no al mismo ritmo que la oferta de trabajo, esto propicia un aumentó el desempleo, la tasa de ocupación parcial y la tasa de presión general por un empleo (véase el cuadro 3).
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    El mercado de trabajo centrado en la PEA ocupada y desocupada está integrado por cuatro variables fundamentales: subordinados y remunerados, empleadores, trabajadores por cuenta propia y trabajadores sin pago. El análisis está concentrado en los trabajadores asalariados y remunerados, y los que tienen percepciones no salariales: una parte se queda en el desempleo, otra se va al empleo formal, una parte creciente se encuentra como trabajo a destajo, comisiones, propinas, honorarios u obra como trabajo informal y los que tienen que migrar como única alternativa de empleo o mejoramiento salarial.


    Otro aspecto importante en la transformación del mercado de trabajo es la ampliación en la PEA femenina en condiciones precarias. Esta situación intensifica la competencia de la fuerza de trabajo en favor del capital, sobre todo porque las mujeres que realizan actividades similares a las de los hombres, tienen menores percepciones, por lo que son más pobres; el rezago ha crecido en las últimas décadas: en 2008 la participación laboral de las mujeres era de 57% en el quintil más pobre, pero apenas 30% en el más rico [Coneval, 2012: 77]. Un porcentaje elevado se ubica en la informalidad con un promedio histórico de 28%. La mayor parte del trabajo de las mujeres se ubica en la informalidad, como lo veremos más adelante (véase el cuadro 4).
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    CRECIMIENTO ACELERADO DE LA POBLACIÓN NO ECONÓMICAMENTE ACTIVA (PNEA) EN EL SIGLO XXI


    Esta agrupa a las personas que no tienen participación en la actividad económica como ocupados o desocupados. Se ubican dos grupos de población: disponible y no disponible para trabajar. En la población disponible para trabajar se considera a las personas que en la semana de referencia no trabajaron, no tenían trabajo, no buscaron activamente uno, pero tienen interés en trabajar, mientras que la población no disponible para trabajar son aquellas personas que en la semana de referencia no trabajaron, no tenían trabajo, no buscaban activamente uno y tampoco tienen necesidad o interés en trabajar [INEGI, 2014: 5].


    En 2005 la población de 15 años o más que se encontraba en estas condiciones eran 29.8 millones de personas que por diversos motivos se han ido incrementando para representar 33.7 millones en 2010. En 2015, la PNEA se elevó a 42% del total de la población de 15 años o más se dedica al hogar, estudia, está jubilado o pensionado, tiene impedimentos personales o lleva a cabo otras actividades. En estas condiciones la proporción de la población productiva y que genera valor va disminuyendo, en tanto las actividades improductivas y la población que vive a expensas de la productiva incrementan aceleradamente.


    Un aspecto que debe analizarse de la PNEA es el que se refiere a la población disponible para trabajar que ha desistido de buscar empleo, la cual de 105 050 en 2005 pasó a 138 856 en 2015. En tanto, los disponibles para trabajar que no buscan empleo por considerar que no tienen posibilidades de encontrarlo, aumentaron de 4.3 millones en 2005 a 5.9 millones en 2015 (véase cuadro 4). Es decir, 18% de los jóvenes se declararon disponibles para trabajar, pero no llevaron a cabo acciones al respecto, por lo que se constituyen en el sector que eventualmente puede participar en el mercado como desocupado u ocupado [INEGI, 2014: 4-5]. Es importante señalar que los jóvenes de entre 15 a 24 años representan más de 21 millones; son una fuerza de trabajo mejor calificada que no logra encontrar trabajo y quienes lo obtienen lo hacen en condiciones precarias (71.8% no tuvo contrato en su primer empleo). Es la población excedente de jóvenes que se les denomina ninis porque no estudian ni trabajan, pero representan un mercado de trabajo disponible para otras actividades, incluyendo las delictivas.


    Es un problema de amplias repercusiones en el ámbito individual y del sistema en su conjunto ya que se desperdicia el “bono poblacional” al no aprovechar esta ventaja competitiva. Es un grupo vulnerable, propenso a caer en situaciones de frustración y depresión, adicciones o en actividades nocivas para la sociedad [Samaniego, 2014: 69].


    EL CRECIMIENTO DE LA ECONOMÍA MEXICANA EN EL PATRÓN DE ACUMULACIÓN NEOLIBERAL


    El crecimiento de la economía ha sido un factor esencial para explicar la incorporación de fuerza de trabajo en la actividad económica, cada punto de crecimiento del PIB significa una demanda adicional de trabajadores en la economía. El crecimiento económico en el neoliberalismo, ha sido incipiente, lo que impide la generación de empleos y la incorporación de la fuerza de trabajo a la actividad económica y el aumento del desempleo. Las crisis de 1982, 1986, 1995, 2003 y 2008 volvieron recurrente este problema. Se establece como prioridad la búsqueda de mayores exportaciones para poder realizar el proceso de acumulación.


    En el capítulo tercero se analizó el desempeño económico neoliberal a partir del gobierno de Miguel de la Madrid. Se explicó que la causa del incremento permanente del desempleo fue la crisis económica, el alejamiento del Estado como principal promotor del empleo y el traslado de las políticas públicas al desarrollo del modelo exportador que se impuso con las políticas de corte neoliberal. El crecimiento de la economía fue lento, con un promedio de 2% anual por lo que el nivel de creación de empleos en el periodo fue muy bajo, además de persistir la tendencia de la caída del salario real con el consecuente deterioro del mercado de trabajo, lo que afectó las condiciones de vida de los trabajadores y sus familias.


    La crisis más profunda del neoliberalismo ha sido la del 2008-2009, esta crisis mostró que la falta de crecimiento económico no es asunto del pasa­do, ya que la recuperación de la última crisis, provocada en el sector financiero e hipotecario de Estados Unidos, pero sentida con mucha profundidad por la economía mexicana, ha sido lenta, pues lle­vó casi dos años recuperar el nivel de actividad anterior a la crisis y, en los últimos tres años, se acumuló un crecimiento de solo 7.6%, es decir, un promedio de 2.5% anual [Mancera, 2014: 7]. En estas condiciones la recuperación de la crisis no ha llegado a los salarios, que se mantienen a la baja y tampoco ha crecido el nivel de empleo para absorber la demanda de los jóvenes que se incorporan a la actividad económica, mientras que los empleos que se han generado en los últimos 25 años han sido precarios por ubicarse en la informalidad, como se verá más adelante.


    Como puede observarse en el cuadro 5 y la gráfica 1, el crecimiento de la economía registró porcentajes superiores a 5 hasta principios de los ochenta, cuando se profundizó el modelo de acumulación neoliberal con niveles de crecimiento tan bajos que en promedio no son superiores a 2%, pues si se comparan con el crecimiento poblacional esta situación se nulifica. El punto clave en la caída del PIB fue la crisis económica de 1995 con 5.8%, luego se registra una nueva crisis en el 2001 con un retroceso de 0.6% (véase el cuadro 5).
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    Las variaciones registradas en el sexenio de Vicente Fox son evidentes. Van de 0.1% en el 2002 a 3.0% en el 2005, aunque el promedio del sexenio se encuentra por debajo de 2%. El sexenio de Calderón presenta los mismos problemas en el raquítico crecimiento económico, con caídas en 2008 y 2009 y una leve mejoría al final de la administración. En 2013, la administración de Peña Nieto registró un crecimiento del PIB de sólo 1.4% y se incrementó 2.2% en 2014, para 2015 y 2016 se registró 2.5% respectivamente (véase la gráfica 1).
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    REESTRUCTURACIÓN DE LA OCUPACIÓN POR SECTOR DE ACTIVIDAD EN LOS SIGLOS XX Y XXI


    Durante el periodo neoliberal, establecido a mediados de los ochenta del siglo XX y hasta el tercer quinquenio del siglo XXI, se observa un cambio en la estructura de la producción y circulación de mercancías, pues los servicios y el comercio se han colocado como los sectores que más han crecido, en tanto ha disminuido la importancia en el PIB de la industria manufacturera, las actividades agropecuarias, la construcción y otras actividades.


    En particular el sector industrial, que había sido el motor del crecimiento económico durante el modelo de industrialización sustitutiva de importaciones, se estancó y, junto con la agricultura, sufrió un proceso continuo de desplazamiento tanto en la producción como en la absorción de fuerza de trabajo. México se ha integrado en la economía internacional como exportador no sólo de petróleo, sino también de manufacturas, tanto intensivas en trabajo (confección y ensamble de productos electrónicos), como de intensidad tecnológica media y alta (automóviles e industrias metalmecánicas). México y la cuenca del Caribe se especializaron en manufacturas no basadas en recursos naturales y con un desempeño muy dinámico en el comercio mundial, como es el caso de la industria automotriz, la electrónica y la de confección de prendas de vestir. Se trata, sobre todo, de exportaciones manufactureras ensambladas fundamentalmente por filiales de empresas multinacionales para el mercado estadounidense, en el cuadro de los sistemas internacionales de producción integrada. En estas condiciones, México y la cuenca del Caribe hacen depender su crecimiento cada vez más de la integración en las cadenas productivas globalizadas [Guillén, 2013: 42].


    Se ha gestado una reestructuración de la base económica hacia actividades terciarias, que aumenta debido a la caída del empleo en el sector primario7 y la relativa estabilidad del sector industrial. De esta manera, el sector servicios tiene una responsabilidad mucho mayor que los otros sectores en su evolución histórica en cuanto al empleo.


    Una característica importante del crecimiento durante el periodo de 1950 a 1970 fue que se centró en la industria. En 1950 esta actividad representaba 21% de la producción total del país, 24% para 1960 y en 1970 casi 30%. La participación de la agricultura en el producto total disminuyó en el mismo periodo en 9% al pasar de 20 a 11% en 1970. Al crecimiento de la economía mexicana (tal como lo predecían las teorías del desarrollo económico de entonces y lo verificaba la experiencia de numerosos países), lo acompañó un espectacular desarrollo urbano, una disminución del empleo y de la producción agrícola en relación con la industria y con los servicios. En 1950 de la población económicamente activa 58% se localizaba en actividades agrícolas, pero para 1970 ya había disminuido a 39%. Por otra parte, la población económicamente activa en la industria había aumentado de 16 a 23 % en el mismo periodo [Gollás, 2003: 20].


    También la composición de la PEA ha cambiado debido, fundamentalmente, a las altas tasas de natalidad, una mortalidad decreciente y el aumento de la participación femenina en la actividad económica. La composición del empleo también presenta cambios estructurales significativos a nivel de grandes divisiones. Se presenta una creciente y continua tercerización de la economía mexicana desde 1970, en particular desde 1982. De tal manera, la participación porcentual de la agricultura, minería y manufactura disminuye de manera significativa, mientras que aumenta para el sector servicios de 50.66 en 1970, 61 en 1982 y 63.04% en 1992 [Dussel, 1995: 143, 145].


    Al iniciarse el siglo XXI, la evolución del mercado de trabajo muestra la incorporación en actividades informales, en particular en el comercio, restaurantes y hoteles, 38%; manufactura, 23%; servicios comunales, sociales y personales, 17%; y la construcción, 16.8 %, de tal manera que en el 2004 habían 16 395 838 personas con empleo informal y 22 210 562 personas calificadas como formales [INEGI, 2004].


    La fuerte caída de la industria alcanzó su límite a inicios de la década de los ochenta, en el caso de la estructura productiva, el sector manufacturero de México ha ganado en importancia, aunque fuera mínimo el avance, pues pasó de representar 18.9% del PIB en 1981 a 19.1% en 2007. De haber sido una economía centrada en la exportación de productos petroleros, la economía mexicana pasó a desempeñar un papel importante en el mercado mundial de manufacturas, transformando radicalmente la gama de sus exportaciones. Las exportaciones petroleras, que representaban 70% del total de las exportaciones en 1985, cayeron a 9% en 2002. Tanto la liberalización comercial unilateral iniciada en 1985 como la entrada en vigor del TLCAN en 1994 contribuyeron de forma notable a un cambio en la estructura de las exportaciones mexicanas. México se convirtió en uno de los líderes exportadores del mundo y el líder del rubro en América Latina. El éxito exportador mexicano lo confirman los datos de la primera década de 2000. En efecto, el crecimiento de las exportaciones desde inicios de los años ochenta ha sido muy rápido (superior a 8% anual) y se ha acelerado tras la entrada en vigor del TLCAN, pues pasó de una tasa de 5.8% anual en el periodo 1982-1993 a 11.1% en el periodo 1993-2004 [Guillén, 2013: 40-41].


    En la crisis del 2009, el INEGI, señala que los servicios concentraron 41.8% del total; el comercio, 19.5%; la industria manufacturera, 15%; las actividades agropecuarias, 14%; la construcción, 8%; “otras actividades económicas” (que incluyen minería, electricidad, agua y suministro de gas) 1% y 0.7% no especificó su actividad.8 En cuanto a su posición en la ocupación, 64.7% de los ocupados se identificó como trabajador subordinado y remunerado; 23.5% como trabajador por cuenta propia; 7.4% sin pago y 4.4% agrupó a los empleadores. En 2014, la composición por sector es la siguiente: en los servicios se concentró 42.5% del total; en el comercio, 18.9%; en la industria manufacturera, 16.2%; en las actividades agropecuarias, 13.5%; en la construcción, 7.5%; en “otras actividades económicas” (que incluyen la minería, electricidad, agua y suministro de gas), 0.9%, y el restante 0.5% no especificó su actividad [INEGI, 2014: 4-5].


    El mercado de trabajo ha crecido a tasas elevadas y se conforma en la precariedad; prevalecen los salarios más bajos producto de la ampliación del ejército de desempleados, el estancamiento en la generación de empleos formales, la expansión significativa del empleo informal, que hoy constituye la principal forma de ocupación en el país y la creciente presión hacia la emigración de trabajadores, ya no solo de los trabajadores no calificados del campo, sino de trabajadores altamente calificados ante el considerable diferencial de ingresos y la insuficiencia de buenos empleos. Cabe recordar la pérdida del bono poblacional con el incremento importante del número de jóvenes en edad productiva que no estudian ni trabajan, pero que se encuentran disponibles como una fuerza de trabajo de reserva que el capital desperdicia.


    IMPORTANCIA DEL DESEMPLEO PARA LA ACUMULACIÓN CAPITALISTA EN MÉXICO


    El sistema capitalista requiere para su expansión de un ejército de desempleados, también denominado sobrepoblación relativa, en cierto momento excesivo para las necesidades de rentabilidad (valorización) del capital, se requiere cuando se presentan las condiciones de la expansión capitalista, tanto para los sectores existentes como en la creación de nuevas actividades. Es una fuerza de trabajo que no se encuentra directamente utilizada desde el punto de vista del capital, si bien cumple funciones esenciales en la reproducción de la fuerza de trabajo en su conjunto. En este sentido es de fundamental importancia la incorporación de los jóvenes, las mujeres e incluso los niños, en la actividad económica.


    Los periodos de crisis económicas son de baja rentabilidad del capital, en los cuales muchas empresas tienen pérdidas y quiebran, mientras otras tratan de sobrevivir recortando gastos, para lo cual los despidos son a menudo el mecanismo fundamental. Ambas cosas aumentan el desempleo y esto, a su vez, pone presión a la baja sobre los salarios. Las quiebras de empresas y la baja de los salarios hacen que, poco a poco, las empresas restantes mejoren las perspectivas de negocio por disminución de la competencia, aumento de la cuota de mercado y reducción de los costos, tanto salariales como no salariales, ya que los insumos de las empresas tienden a abaratarse en las crisis, en las que en general caen todos los precios [Tapia y Astarita, 2011: 82-83].


    El planteamiento de la imposición de la flexibilidad laboral asociada con el problema del desempleo y a las políticas estatales para combatirlo, indican que entre más grande el ejército de desempleados es más fácil imponer tales formas de organización del trabajo. Con este mecanismo se rompe lo que los empresarios consideran como excesiva rigidez del mercado de trabajo, como la tendencia al alza de los salarios y los altos costos del despido que la legislación protegía.


    La sobrepoblación relativa se presenta en tres formas diferentes: fluctuante, latente y estancada. La población fluctuante son los trabajadores desplazados continuamente por la incorporación de innovaciones tecnológicas, situaciones coyunturales o crisis económica. La población latente es un constante flujo de población que proviene del campo, de las esferas no capitalistas de la producción en el sector agrícola tradicional del cual, a partir de la introducción de las formas de producción capitalista, es expulsada hacia las ciudades y las manufacturas. Es una sobrepoblación relativa disponible latente en el campo, la cual “también podría incluir a la fuerza de trabajo disponible en el interior de los hogares en las ciudades, en particular las mujeres y los niños” [Neffa, 2006: 58, 67]. La población intermitente o estancada es la población ocupada, empleada de manera irregular; las condiciones de vida de estos trabajadores tienden a encontrarse por debajo del nivel promedio para la clase obrera, por lo que el capital halla aquí una fuente importante de fuerza de trabajo disponible para ciertas ramas de explotación del capital. Los trabajadores informales carecen de acceso a los medios de producción, pero también a los medios de consumo, buscan con afán que el capitalista los contrate, sin embargo, permanecen desempleados involuntariamente.


    Esta categoría se asocia a la definición contemporánea de trabajadores subocupados y/o ocupados como cuentapropistas o en la informalidad. Esta porción de la clase obrera se nutre permanentemente de los trabajadores desplazados de las otras esferas dominadas por el capital. En particular, estos trabajadores provienen de aquellos espacios de producción artesanal invadidos por el capital [Neffa, 2006: 59].


    El ejército de desocupados cumple dos funciones fundamentales, la primera es ejercer una constante presión a la baja sobre los salarios de los que tienen empleo y, la segunda, fungir como almacén humano ante los vaivenes coyunturales en la demanda de la mano de obra, la cual está determinada por las oscilaciones de diferentes variables, entre ellas: las tasas demográficas, las migraciones laborales, la expulsión de trabajadores del sector primario, la sustitución de mano de obra por tecnología y las coyunturas económicas, entre otras [Chomsky y Dieterich, 1999: 99-100].


    Los desempleados son una masa de asalariados dispuestos a aceptar condiciones de trabajo y niveles de remuneración precarios, en particular, durante los periodos de estancamiento y de prosperidad media. Aun en los periodos de rápido crecimiento económico y elevada demanda de fuerza de trabajo, es necesaria una masa de trabajadores dispuesta a incorporarse en la actividad económica o sustituir a los trabajadores que, por alguna razón, salen del proceso.


    El ejército industrial de reserva o la sobrepoblación relativa se utiliza para abaratar costos laborales y ejercer presión sobre el ejército obrero activo, limita sus exigencias durante los periodos de sobreproducción y es el trasfondo en el que se mueve la ley de la oferta y la demanda de trabajo, de manera absolutamente conveniente para el ansia de explotación del capital [Vence, 1995: 48-49]. El desempleo contribuye a aumentar el tamaño del mercado de trabajo y debilita las demandas de mejoramiento de los trabajadores en activo.


    En México, como en otros países en desarrollo, el problema del desempleo tiene menos que ver con la total desocupación de una parte de la población, que con la baja productividad del trabajo que desempeña, así como la baja remuneración, el difícil ingreso y la corta duración. Dicho de otra manera, el rasgo central de la subutilización de la mano de obra en México no es, ni ha sido, el desempleo abierto (personas que no tienen trabajo), sino que la actividad realizada es de baja productividad e ingreso [Gollás, 2003: 43]. El cambio del patrón de acumulación intervencionista por el neoliberal implicó el alejamiento del Estado como principal empleador y generador de empleos.


    En 1983 se registraron bajos niveles de crecimiento económico y un aumento de la tasa de desempleo abierto (TDA), de acuerdo con el INEGI llegó a 6.8% en 1983. Antes de la crisis de la deuda, la tasa de desempleo en este periodo se movió entre algo más de 2% y menos de 4% de la PEA. Esto, que en otro país significa una situación de pleno empleo y de preocupación en las autoridades económicas por las presiones inflacionarias derivadas de la escasez de fuerza de trabajo, de ninguna manera significa que este país no enfrentaba problemas extremadamente serios en materia de empleo [Fujii y Ruesga, 2006: 31].


    En 1999 se crearon apenas 340 000 nuevos empleos, en contraste con el aumento de más de un millón de plazas al año. En este año, 14 millones de trabajadores contaban con un empleo formal, mientras que 25 millones subsistían gracias a una actividad informal, al margen de un ingreso fijo y sin prestaciones sociales. Más de 43% de la PEA, equivalente a más de 17 millones de personas, no tenía la secundaria terminada y, de ellos, casi 11 millones alcanzaban apenas el tercer grado de primaria [Gollás, 2003: 43-44].


    En México, en el 2000, la población en edad de trabajar era de 45 millones de personas con un crecimiento promedio anual de 3.6%. Este año electoral el crecimiento económico alcanzó 7%, aunque había más de 7 millones de mexicanos ocupados en el sector informal y más de 4 millones en desempleo abierto. En la administración de Zedillo el déficit ocupacional en el país aumentó en 3.4 millones, cifra equivalente a 35% de la PEA que en el 2000 era aproximadamente 39.7 millones de personas. Desde otra perspectiva, se ha calculado que, cuando menos 14 de los 38 millones de mexicanos en edad de trabajar no tenían entonces un empleo formal y recibían ingresos eventuales de alguna actividad informal al margen de prestaciones sociales, ciertamente también excluidos de cualquier tipo de régimen fiscal. Por otra parte, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) señaló que en México un crecimiento promedio de 3.9% de la población económicamente activa demandaba la creación anual de, cuando menos, 1.3 millones de nuevas plazas [Gollás, 2003: 43, 99].


    En 2001, primer año de la administración de Vicente Fox, la tendencia al alza del desempleo continuó y el número de desempleados se incrementó a 2.4%, con lo que se generó una pérdida de 250 000 empleos formales. En 2002 se incrementó levemente la tasa de desempleo abierto a 2.7%, en 2003 alcanzó 3.3%. En 2004 el desempleo abierto, prácticamente se duplicó con respecto del primer año del siglo XXI con 3.8%. Los trabajadores con seguridad social disminuyeron de 14 910 000 personas en 2001 a 14 741 000 en 2003 y cada año se incorporaron en la clase laboral alrededor de 700 000 personas en edad de trabajar y 600 000 no encontraron un trabajo [Villarreal, 2005: 711, 748].


    En 2005, el INEGI publicó la nueva Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo, con la que se ajustó la Encuesta Nacional de Empleo. Se modificó la edad de los integrantes de la PEA de 12 a 14 años. Se reportó una PEA total de 44.2 millones de trabajadores, de los cuales 1.3 millones se encontraban desempleados. De acuerdo con el cuadro 6 la tasa de desempleo que reporta el INEGI de 3.1%, difiere de la entregada a la CEPAL/OIT que es 4.7%, lo que implicaría más de 2 millones de desempleados, es decir, 700 000 trabajadores adicionales en el desempleo, aunque el dato se podría deber a la nueva metodología utilizada en el levantamiento de la encuesta.


    En 2006 la tasa de desocupación abierta considerada por el INEGI se incrementó a 3.6% (CEPAL/OIT reportaron 4.6%) lo que significó que 1 638 387 trabajadores no encontraran empleo, 256 571 trabajadores adicionales se incorporaron en el desempleo (véase el cuadro 6).
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    No es extraño que el gobierno de Calderón buscara impulsar la generación de puestos de trabajo, autodenominarse “presidente del empleo” y que iniciara su mandato con el Programa de Primer Empleo para los Jóvenes. Aunque no tuvo buenos resultados, fue una de las primeras acciones para generar empleo decente. Continuaría con el Programa de Apoyo a Jóvenes Emprendedores, para dar impulso a las pequeña y mediana empresas, etcétera. Los objetivos en todos los programas eran generar empleos que la economía no había creado por sí misma como lo prometían los defensores del neoliberalismo. Esta política estaba encaminada a dar ocupación a una masa crítica de jóvenes que, aunque contaban con un título universitario, no buscaban empleo, no estudiaban o se encontraban desempleados.


    La crisis que se inició en 2007 profundizó la tasa de desempleo abierto reportada por el INEGI, disminuyó levemente con respecto del año anterior a 3.5% (aunque el dato de CEPAL/OIT indica un leve incremento a 4.8%), en términos absolutos significaba que 1 622 872 de trabajadores buscaron trabajo sin resultado positivo (véase el cuadro 6 y la gráfica 2).


    La CEPAL señala que la economía mexicana tuvo el peor desempeño de los países de América Latina en 2009, con una caída del PIB de 6.5%, en tanto el promedio mundial fue de 2.1%. Esto propició que, en octubre de 2009, la tasa de desocupación nacional se ubicara en su nivel más alto de las últimas décadas con 6.28% de desempleo abierto. En términos absolutos, pasó de un millón de desempleados en el 2000 a 3 millones de personas sin trabajo y en proceso de encontrarlo cuando la crisis alcanzó su máximo nivel. Al final del año la tasa de desocupación fue de 5.2%, lo que significó que 2 560 088 trabajadores se encontraban desempleados, un aumento de 605 117 trabajadores con respecto de la cantidad registrada en 2008, cuando se situó en 4.2%. Este nivel de desocupación es el más elevado desde que se tienen registros del mercado laboral y muestra un comportamiento paralelo al del empleo informal [INEGI, 2014] (véase el cuadro 6 y la gráfica 2).


    En 2010, la PEA era de 48 478 718 y el desempleo total de 2 566 784, con lo que se registró un pequeño repunte en la tasa de desempleo abierto al ubicarse en 5.3% de la PEA (aunque el dato de CEPAL/OIT indica una leve disminución a 6.4%) [véase el cuadro 6 y la gráfica 2].


    Es importante señalar que el aumento del desempleo también fue propiciado por las políticas públicas relacionadas con los programas de saneamiento de las empresas que buscan ajustar la producción a la demanda, reconvertir o modernizar sus equipos, fortalecer las exportaciones y deshacerse de aquello que resulte ser una carga para la empresa. El caso del despido de 44 572 trabajadores, con el decreto que emitió Felipe Calderón para aplicar la extinción de Luz y Fuerza del Centro (LyFC), en una empresa que todavía era del Estado, el 11 de octubre de 2009, bajo los argumentos de la ineficiencia y las enormes pérdidas registradas por la empresa. El suministro de energía fue delegado a la Comisión Federal de Electricidad (CFE) que no contaba con el personal suficiente y capacitado para el servicio, por lo que se valió de pequeñas empresas subcontratistas para cubrir su necesidad de personal. Muchas de estas empresas contrataban a trabajadores liquidados de la CLyFC, quienes debían aceptar sueldos más bajos y sin prestaciones sociales [Said, 2013: 81]. Los trabajadores del Sindicato Mexicano de Electricistas iniciaron una lucha que hasta la fecha no tiene visos de solución favorable a los trabajadores.


    El desempleo es por tanto una de los problemas más acuciantes de la población, ya que depende de este la reproducción de la familia en un mundo que solo permite dos alternativas: a) ser propietario de los medios de producción y capitalizar o b) ser dueño de la fuerza de trabajo y ofrecerla por un salario; si no se puede realizar esta mercancía, no se adquieren los valores de uso que el mercado capitalista ofrece y, por tanto, se profundizará la crisis de sobreproducción y las dificultades de la reproducción social.


    LA ESCASA GENERACIÓN DE EMPLEO FORMAL EN MÉXICO


    La Organización Internacional del Trabajo (OIT) denomina trabajo decente a las actividades productivas que se realizan en condiciones de libertad, equidad, seguridad y dignidad, con una remuneración adecuada y protección social, en el cual los derechos del trabajador están protegidos.9 Cuando se analiza el comportamiento de esta variable, vemos que el mercado de trabajo formal está relacionado de manera estrecha con los niveles de crecimiento económico los cuales, como lo analizamos en capítulos previos, han sido exiguos y volátiles en el modelo neoliberal por lo que la generación de empleo formales con las características definidas por la OIT fueron muy limitadas.


    El empleo formal ha sido poco dinámico, ha estado muy por debajo de las necesidades del mercado de trabajo y cabe señalar que de las escasas plazas formales creadas en los últimos años, hasta 14% tiene un carácter temporal y por lo tanto son empleos informales. Sin embargo, estos empleos están sujetos a la legislación laboral con prestaciones sociales como: jornadas de trabajo reguladas, vacaciones, indemnizaciones, enfermedad, salario remunerativo, contratación colectiva o afiliación sindical. Sin embargo, el débil crecimiento económico extendido por más de tres décadas, ha impedido la generación de empleo formal y los nuevos empleos han resultado insuficientes para absorber la demanda de mano de obra que anualmente se suma al mercado de trabajo como población fluctuante que ya no encuentra ocupación en el campo [Samaniego, 2014: 58].


    El INEGI define como trabajadores formales a los que a) trabajan en el gobierno o en cadenas industriales, comerciales, cooperativas y sindicatos o en empresas con más de 15 personas, b) trabajan en empresas, como el sistema de transporte colectivo “metro”, los ferrocarriles, la educación pública, etcétera, c) tienen prestaciones por parte del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) o del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) y Petróleos Mexicanos (Pemex). Se tiene un dato confiable pero todavía quedan fuera de las estadísticas más de un tercio del total de asalariados [Flores y Valero, 2003: 44].


    Una de las fuentes más confiables para ubicar la fuerza de trabajo formal proviene de los trabajadores afiliados al IMSS en donde se registran las altas y bajas que realizan las empresas en un plazo no mayor de cinco días. Ello hace posible contar con un indicador oportuno sobre el número de trabajadores registrados en este organismo al último día de cada mes. La limitante es que el IMSS solo representa alrededor de 38% de los trabajadores con seguridad social. Sin embargo, los asegurados al IMSS representan alrededor de 80% de los trabajadores con seguridad social,10 la mitad de los asalariados y un tercio de los ocupados totales. La información se debe entender como un indicador que muestra el número de trabajadores que cuentan con algún grado de prestaciones sin que se concluya que son datos incuestionables del empleo formal.


    De acuerdo con los datos proporcionados por la OIT, durante el sexenio 1983-1988, en el conjunto de la economía mexicana sólo se generaron 509 000 empleos remunerados (a causa, obviamente, del casi nulo crecimiento económico: el PIB sólo creció 0.2% anual). Durante ese tiempo cada año tocaron las puertas del mercado laboral, poco menos de un millón de jóvenes demandantes de empleo, de manera que 5.3 millones de mexicanos disponibles no encontraron puestos de trabajo remunerados. Extendiendo el periodo de 1989-2003, solo se generaron 7.6 millones de empleos remunerados, o sea, 507 000 empleos anuales, pero cada año arribaron a la edad de trabajar poco más de 1.1 millones de jóvenes, de manera que durante ese periodo otros 9.1 millones de trabajadores no encontraron una ocupación remunerada en nuestro país [OIT, 2003: 1]. La industria de mayor dinamismo en la creación de empleos en México fueron las maquiladoras. En ese sector se crearon, en 1998, más de 100 000 nuevos empleos equivalentes a un crecimiento de 10.7% en el empleo. Entre 1994 y 1998 el empleo en las maquiladoras creció en su conjunto a una tasa anual de casi 15%. Esto significó más de medio millón de nuevas plazas [Gollás, 2003: 75].


    Los datos de trabajadores afiliados en el IMSS señalan que, en el 2000 había un total de 12 420 898 personas de las cuales 1 306 155 trabajadores asegurados eran eventuales.11 Al finalizar el gobierno de Vicente Fox en 2006, había 13 573 677 trabajadores asegurados, lo que implicaba un ascenso de 1 152 778 personas empleadas en la economía formal. De estas, solo 1 536 235 trabajadores eran eventuales. En el gobierno de Fox se creó un promedio anual de 192 129 empleos formales, la demanda anual era superior al millón de trabajadores (véase el cuadro 7 y la gráfica 3).
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    Debido a la estrecha relación con la economía de Estados Unidos, la industria maquiladora por su capacidad de generar empleos y obtener divisas, se convirtió en un elemento de gran importancia en las políticas de estabilización de la economía, en el año 2000: 1) Formaban parte de ella aproximadamente 3 600 plantas distribuidas a lo largo de todo el país, aunque concentradas sobre todo en la frontera norte (70%); 2) Daba empleo a más de un 1 300 000 trabajadores; 3) Generaba más de 46% de las exportaciones totales mexicanas; 4) Empleaba 83% de insumos importados en la elaboración de su producción; 5) No pagaba impuestos sobre las importaciones de los insumos que empleaba en la fabricación de los productos que exportaba; 6) A partir del primero de enero del 2001 la industria maquiladora pagaría impuestos (entre 0 y 30%) por los insumos y maquinaria que importara. A cambio de esto podría vender en el país su producción. Desafortunadamente todo lo bueno y todo lo malo que le pasa a la economía de Estados Unidos tarde que temprano se refleja, primero en las maquiladoras y, después, en el resto del país [Gollás, 2003: 73-74].


    En el primer año de administración de Felipe Calderón se registraron 14 144 576 trabajadores asegurados en el IMSS de los cuales 1 634 050 eran trabajadores eventuales. La industria de la transformación resintió una fuerte caída en el empleo durante el periodo de la crisis, como lo muestran los registros administrativos sobre asalariados cotizantes permanentes IMSS [Conasami, 2013: 1855-1856].


    En 2012 el número de trabajadores asegurados fue de 15 856 137 trabajadores formales de los cuales 2 218 200 eran eventuales. En términos absolutos los nuevos empleos formales fueron de 2 282 460 (muy parecido a los eventuales) lo que significó un aumento anual de 380 410 con un déficit superior a los 4 millones de empleos (véase el cuadro 7 y la gráfica 3). Después de un quinquenio de crecimiento elevado, impulsado principalmente por el sector maquilador, la creación de empleo formal se detuvo y se estancó en los primeros diez años del siglo XXI cuando el sector manufacturero pasó a ser un expulsor neto de mano de obra [Samaniego, 2014: 14, 63].


    El gobierno de Peña Nieto reporta datos de generación de empleos formales muy superiores a las administraciones anteriores. En el primer año de su administración el total de trabajadores asegurados en el IMSS fue de 16 409 302 empleados formales de los cuales 2 286 225 eran eventuales. El dato del 2016 indica que aumentó el número total de trabajadores formales a 18 401 344 de los cuales 2 615 560 eran eventuales. En términos absolutos en los primeros 4 años de esta administración se crearon 2 545 207 (muy parecido a los eventuales) lo que significó un aumento anual de 636 301 con un déficit de 1 454 793 empleos. Es importante recordar que muchos de estos empleos eran informales y que con la reforma laboral de 2012, quedaron como empleos formales (véase el cuadro 7 y la gráfica 3).


    La creación de empleos formales del sector manufacturero, son escasos, por ejemplo, aunque se han anunciado enormes inversiones en la industria automotriz estas actividades son muy especializadas y automatizadas con una alta composición orgánica de capital, por lo que la generación de un empleo formal puede rebasar el millón de dólares; esto indica cómo un capital que invierte en alta tecnología crea pocos empleos altamente calificados y se restringe el mercado interno provocando crisis de sobreproducción.


    EL EMPLEO INFORMAL EN MÉXICO Y LOS ENCADENAMIENTOS CON LAS MICRO, PEQUEÑAS Y MEDIANAS EMPRESAS


    La economía informal es muy importante como válvula de escape del mercado de trabajo y tuvo un crecimiento rápido en casi todo el mundo, tanto en los países subdesarrollados como en los industrializados a consecuencia de la globalización económica y los procesos de flexibilidad laboral en la cadena de producción y distribución. Los empresarios reducen sus costos laborales al contratar a los trabajadores en la informalidad, con el consecuente proceso de precarización y deterioro del mercado laboral en su conjunto [Samaniego, 1998: 30-31].


    La OIT señala que en los últimos años, más de 60% del empleo urbano ocupado se ha establecido en la informalidad, en la que predominan más mujeres que hombres; principalmente en los servicios, con más de 44%, y después por el comercio, 25.6% [OIT, 2003: 1]. Es una parte del mercado de trabajo precario, sin embargo, es el que más ha crecido en las últimas décadas, pues el volumen de la oferta laboral es inevitablemente creciente, debido al efecto del aumento poblacional y al desplazamiento ocasionado por el cambio tecnológico, en tanto no hay un real seguro de desempleo para cuando el empleo se pierde [Garavito, 2016: 308].


    El término de empleo informal está vinculado con la clasificación del sector secundario –o industrial– el cual no es capaz de integrarse en las relaciones de empleo estables, a la gran masa de mano de obra que busca trabajo y de la cual, una gran parte se queda al margen de la economía formal, en el llamado sector informal (urbano)12 [Pries, 2000: 525]. Hay distintas formas de clasificar este tipo de empleo, por ejemplo, quienes consideran que son empleos informales todos aquellos que no cuentan con la seguridad social; otra posición asegura que son todos los que no laboran en un establecimiento registrado (ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público); una tercera concepción asegura que los empleos informales son todos aquellos que no cumplen con la legislación, la Ley Federal del Trabajo o las características mínimas definidas por la OIT para caracterizar el empleo decente.


    La informalidad crece sin interrupción y muchos empleos formales transitan a la informalidad por motivos de costos y competencia en el mercado mundial. La OIT considera que el trabajo informal es una relación laboral que, de derecho o de hecho, no está sujeta a la legislación laboral nacional, el impuesto sobre la renta, la protección social o determinadas prestaciones relacionadas con el empleo (preaviso al despido, indemnización por despido, vacaciones anuales pagadas o licencia pagada por enfermedad, etcétera), o también la percepción de bajos ingresos, la ausencia de contratos laborales, la falta de prestaciones sociales, la no-afiliación a organizaciones laborales, uso de tecnología atrasada y empresas muy pequeñas. Son factores que definen el empleo informal [OIT, 2002: 3, 16, 38].


    Su acceso a infraestructura y a subvenciones públicas es limitado o inexistente; pues depende en gran medida de las actitudes de las autoridades públicas, así como de estrategias de las grandes empresas formales. Su empleo es, por lo general, inestable y sus ingresos son bastante bajos e irregulares, sin una relación laboral sujeta a la legislación habitual y al pago de impuestos, carecen de protección social o del derecho a ciertas prestaciones (por ejemplo, preaviso de despido, compensación por este, vacaciones anuales o licencia pagada por enfermedad, etcétera) [OIT, 2002: 3, 16].


    El trabajo informal abarca una gran variedad de sectores: industria manufacturera, construcción, comercio y restaurantes, transporte y servicios personales que van del pequeño comercio callejero para la venta de mercancías y alimentos, artesanos, transportistas, hasta prestadores de servicio doméstico de todo tipo –incluyendo a quienes realizan reparaciones diversas– (INEGI).13 Pero también podemos identificar a las pequeñas unidades de producción que agrupan a trabajadores por cuenta propia, de autoempleo, aunque muchos de ellos no trabajan solos al recibir ayuda de los familiares, pero también microempresas con trabajadores contratados, en particular, el trabajo femenino domiciliario.


    La economía informal se concentra en ciertas áreas de actividad: el comercio al por menor, los talleres de reparación, la construcción, los restaurantes, los taxis, los alimentos en la vía pública y los servicios profesionales. Aunque en promedio ganan más los trabajadores formales que los informales, cuando se hace la comparación en las actividades citadas, donde se explicó que predominan los informales, se encuentra que tales diferenciales salariales prácticamente no existen en el comercio, en los servicios de reparación y en los restaurantes. En cambio en las áreas de actividad como la construcción, taxis y aquellas en donde predomina la formalidad, los salarios de los trabajadores informales son relativamente bajos, es de esperarse que la informalidad disminuya cuando crezca la economía [Flores y Valero, 2003: 76-77].


    Muchas de las actividades realizadas en la informalidad son de subsistencia por cuenta propia, como los vendedores callejeros, los limpiabotas, los recogedores de basura, los chatarreros y traperos, los trabajadores domésticos remunerados, los trabajadores a domicilio, los trabajadores de fábricas explotadoras a los que “se hace pasar por trabajadores asalariados” en cadenas de producción y los trabajadores independientes de microempresas que funcionan en solitario, con trabajadores familiares o, algunas veces, con aprendices o trabajadores asalariados [OIT, 2002: 3].


    La Comisión Nacional de los Salarios Mínimos (Conasami) incluye en el sector informal a los trabajadores por cuenta propia que ocasionalmente emplean asalariados a quienes por lo general no inscriben en registros oficiales, fiscales o de seguridad social; algunos dueños de negocios informales ocupan uno o más asalariados de manera continua, cumpliendo parcialmente con las reglamentaciones o requisitos gubernamentales. Así, dentro de la economía informal quedan incorporados los vendedores ambulantes de mercancías y de alimentos, artesanos, transportistas, prestadores de servicios domésticos de todo tipo y de reparaciones diversas, así como sexoservidoras, entre otros [Conasami, 2013: 92].


    El abanico del empleo informal se ha extendido tanto hacia el trabajo a domicilio, familiar, por cuenta propia, subcontratado, informal, en casa o las nuevas formas que se dan por medio de red informática, en los call centers,14 por horas, a tiempo parcial, o el trabajo extrafronteras con los trabajadores temporales, los de las microunidades, principalmente en los servicios y la extensión de formas de trabajo aparentemente ajenas al derecho laboral por medio de su enmascaramiento como contratos de servicios profesionales, comisiones o mercantiles15 [De la Garza, 2006: 523]. Otras opiniones señalan que la economía informal se concentra en ciertas actividades económicas: el comercio al por menor, los talleres de reparación, la construcción, los restaurantes, los taxis, los alimentos en la vía pública y los servicios profesionales [Flores y Valero, 2003: XII].


    Las condiciones de vida de los trabajadores informales se encuentran por debajo del nivel medio de reproducción y es precisamente eso lo que le imprime a dicha categoría una base amplia para ciertas actividades del capital:


    […] es el sedimento más bajo de la sobrepoblación relativa y se aloja, finalmente, en la esfera del pauperismo: personas aptas para el trabajo, huérfanos e hijos de indigentes, personas degradadas, encanallecidas, incapacitadas de trabajar, personas mayores, víctimas de la industria o de cualquier otra actividad [Marx, 1999: t. I, vol. 3: 759-808].


    La mayoría de los contratados en la informalidad son jóvenes, mujeres y migrantes, quienes son una fuerza de trabajo barata, de reciente ingreso en el mercado laboral y muy flexible por lo que las empresas sustituyen fuerza de trabajo vieja por trabajadores jóvenes, más calificados y más fácilmente explotables con lo que reducen costos para ampliar las utilidades. En consecuencia, hay una mayor demanda de trabajo en este sector, pero también peores condiciones laborales, desempleo y subempleo juvenil, con la subcontratación y la mayor precariedad laboral y el incremento de los niveles de pobreza.


    La ocupación en la informalidad ha sido muy importante sobre todo en el sector manufacturero; con lo que se pudo establecer la flexibilidad laboral, al existir un enorme ejército de reserva y hacer un uso intensivo de la fuerza de trabajo, en particular las mipymes que, por su configuración, cuentan con un limitado o nulo acceso a infraestructura y a subvenciones públicas. La OIT señala que dependen en gran medida de las actitudes de las autoridades, así como de las estrategias de las grandes empresas formales [OIT, 2002: 3, 16]. Las empresas trasnacionales aprovechan este trabajo flexible, desprotegido e inseguro para disminuir los salarios y establecer un control más estricto de la fuerza de trabajo para aumentar la productividad y competitividad internacional.


    El deterioro del mercado de trabajo, se manifiesta desde muy diversos ángulos en los empleos de nueva creación o en los que han podido sobrevivir a la crisis. La mayoría de los nuevos puestos no tienen acceso a servicios de salud y seguridad social, perciben salarios inferiores en promedio a los empleos perdidos, provienen de empresas más pequeñas o abiertamente informales y están sujetos a una jornada de trabajo incompleta o de empleo parcial [Samaniego, 2014: 18].


    En el 2000, el número de personas con empleos “irregulares” y flexibles era de 34% en Argentina; 30% en Bolivia; 20% en Colombia y México, y de más de 50% en Perú [Beck, 2000: 108-109]. Por las condiciones competitivas y de empleo, el crecimiento del sector informal se fortaleció, porque una gran cantidad de la población se cambió del sector formal al informal y viceversa. Si bien la proporción de trabajadores informales crece, sus ingresos han estado decreciendo en relación con los ingresos totales [Flores y Valero, 2003: 76].


    El punto de partida para estimar el tamaño del sector informal con potencial recaudatorio son los 71 millones de personas mayores de 12 años que existen en México, de acuerdo con la ENE 2000. De este grupo de personas se restan los que no trabajan, los mayores de 80 años, los que trabajan en el sector agropecuario y el personal de servicio doméstico. Una vez excluidos estos grupos, quedan 29 millones de personas. Se decidió excluir al sector agropecuario porque es precisamente el origen de la migración a las ciudades y de la informalidad. Su modo de operación es completamente distinto, con un alto grado de autoconsumo y posibilidades de recaudación muy bajas. Basta con mencionar que se trata de un sector que recibe constantemente apoyos y subsidios por parte del gobierno. De los 29 millones de personas ocupadas bajo estudio, se resta entonces a los que por sus características se consideraron parte del sector formal como se explicó anteriormente. Como resultado se obtuvo una cifra cercana a los 15 millones de personas en el sector formal y 14 022 885 en el sector informal. En términos de la población ocupada, el sector clasificado como informal representaría entonces un 48.3% del total [Flores y Valero, 2003: IV].


    Los datos de la ENOE para 2005 indican una tasa de ocupación en el sector informal de 28.3% de la PEA. El aumento del empleo formal ante el crecimiento positivo de la economía permitió en 2006 disminuir la informalidad a 26.8%; sin embargo, a partir de 2007 retomó su tendencia ascendente con un porcentaje de 27.4 aunque ante la crisis de 2008 se mantuvo la precarización de los puestos de trabajo formales la informalidad registró un 27%. En 2009, llegó a 28.4% lo que en términos absolutos significó que 12 189 449 mexicanos se ubicaran en el sector informal (véase el cuadro 3) [INEGI, 2014].


    En el 2010 el empleo informal representó 26.9% de la ocupación nacional, por lo que en términos absolutos 12.5 millones de mexicanos se encontraban laborando en la informalidad [INEGI, 2010: 1-5]. La precariedad del mercado laboral se incrementa y la tasa de ocupación en el sector informal en 2011, se elevó a 28.9% de la PEA nacional. En 2012 disminuye a 27.8%, producto de la aprobación de la reforma laboral que formaliza muchas de las actividades económicas que eran ilegales. Este porcentaje se mantiene estable en 2013 con 27.9 de empleo informal en el país (véase el cuadro 3).


    De acuerdo con el INEGI, la tasa de informalidad laboral, que representa la medición más amplia de ese fenómeno, fue de 54.2% de población ocupada al cierre del segundo trimestre de este año, igual a 26 millones 855 737.4 personas [Conasami, 2013: 473].


    En 2014 el INEGI calculaba que 27.5% de la población ocupada se ubicaba en el sector informal por características de contratación. Cuando se agrega la variable si los trabajadores cuentan con seguridad social, resulta que sólo 40% de los trabajadores cubren el requisito de estar afiliados en el seguro social. La mayor parte de los empleos generados eran informales: temporales o sin prestaciones, por ejemplo, los promotores, supervisores, vendedores, entre otros; aunque muchas veces sus actividades las realizan dentro de las propias empresas formales; por ejemplo, en un reportaje una trabajadora define así su situación:


    Cuando la contratan le pagan alrededor de 130 pesos diarios menos impuestos. Con esa paga, tiene que visitar al menos cinco tiendas diarias, pagar sus pasajes y su comida. Tiene hora de entrada, pero no de salida. Este sistema de pago por hora es muy utilizado por grandes empresas como Wal-mart, Vip's, Elektra, McDonald’s, 0xxo, KFC y El Globo, para plazas de cajeros, vendedores y ayudantes generales. Frecuentemente se pagan salarios mínimos, jornadas de trabajo de más de diez horas, periodos de prueba de varios meses sin pago del seguro social y pagos por hora menores a 20 pesos. Para un ayudante general de McDonald’s –que puede desempeñar funciones de cajero, limpieza o en la cocina–, las jornadas son de 10 horas con media hora de comida, con un día de descanso que se puede negociar con el gerente. El empleo incluye desde atender los pedidos de los clientes, realizar labores de limpieza y otras actividades con un pago que ronda los tres mil pesos al mes. Un ayudante general en KFC que también funge como cajero, personal de aseo y atención a clientes, recibe dos mil pesos mensuales o el equivalente a un pago por hora de diez pesos. Se trabajan ocho horas con media hora de comida. En el caso de El Globo, Oxxo, Vip's y Burger King, los salarios rondan entre dos mil y tres mil pesos con las prestaciones de ley. Esta situación nos muestra la degradación del mercado de trabajo ya que estos salarios no cubren las necesidades mínimas del trabajador y su familia y son claramente empleos informales [Pallares, 2014: 6].


    La cadena de supermercados Walmart, por número de empleados era la mayor empresa de Estados Unidos (3.9 millones de personas trabajaban para ella entre 1996 y 2002), fue muchas veces acusada de pagar los peores salarios del país, discriminar sistemáticamente a las mujeres –que ocupan los peores puestos y a igualdad de puestos de trabajo, reciben por remuneración– y por violar repetidamente los reglamentos laborales en contra de los empleados, negándoles el descanso reglamentario para comer, forzándolos a hacer horas extraordinarias sin cobrarlas o exigiendo estar disponibles para trabajar en cualquier turno [Tapia y Astarita, 2011: 262].


    Se pueden encontrar otros muchos ejemplos de empleo informal presentes antes y después de la reforma laboral: es el caso de la minería en pleno siglo XXI; el carbón utilizado para la generación de electricidad (en Coahuila, México), se produce con procesos muy atrasados y de muy baja calidad en mipymes con baja producción y condiciones precarias de trabajo. Esta forma de organización del trabajo ha provocado múltiples accidentes mortales debido a la ausencia de condiciones mínimas de seguridad e higiene, tampoco cuentan con seguridad social, tal fue el caso de 150 mineros que, entre 2006 y 2012 en Múzquiz, Coahuila, murieron en accidentes debidos a la negligencia de los empresarios en cuanto a seguridad.16


    En la Ciudad de México se ha tratado de enfrentar la informalidad con diversas propuestas; la más importante para regular el comercio fue el programa para la integración a la economía formal de los comerciantes del Sistema de Transporte Colectivo (Metro). Este programa pretendía erradicar la venta ambulante en dichas instalaciones mediante la entrega de una prestación equivalente a un salario mínimo correspondiente al todavía Distrito Federal, durante seis meses, mientras recibían cursos de capacitación para favorecer su inserción futura en el comercio formal. El programa fue un fracaso y se tuvo que abandonar, sin embargo, es un ejemplo que muestra el fondo del problema ya que después de varios meses de negociaciones por parte de la Secretaría de Gobierno del Distrito Federal, con alrededor de 20 organizaciones que representaban a 3 000 comerciantes informales llegaron a algunos acuerdos para retirarlos de la actividad mediante un pago que es insuficiente en relación con lo percibido por la venta de productos legales e ilegales en el sistema; por supuesto que la informalidad se mantuvo, e incluso, se intensificó [Bensusán, 2014: 15-16].


    Uno de los mecanismos que más se ha utilizado para agilizar la flexibilidad laboral ha sido la subcontratación, el empleo a tiempo parcial y la contratación eventual, para facilitar la incorporación del desarrollo tecnológico y el uso de las nuevas tecnologías, en particular las telecomunicaciones y el transporte. Así, las empresas pueden trasladar la producción a cualquier lugar del mundo y aprovechar la mano de obra mucho más calificada, abundante y barata. Un ejemplo muy claro de la descentralización de la producción son las diversas actividades realizadas en la cadena de producción para la industria automotriz, tienen procesos que permite encubrir los trabajos informales con las actividades que realizan los grandes conglomerados:


    Se trata de plantas ensambladoras que llegan a la región acompañadas por más de 600 proveedoras de primer y segundo nivel a los estados de Aguascalientes, Guanajuato, San Luis Potosí, Zacatecas y Querétaro, zonas que ofrecen una fuerza de trabajo compuesta principalmente por profesionistas jóvenes lo suficientemente calificados para responder a la línea de ensamble, con eficiencia, calidad y el tiempo que marca la empresa [Gutiérrez, 2016: 262].


    Los datos más recientes del comportamiento del mercado de trabajo informal nos indican en 2015, un pequeño repunte de la tasa de ocupación en el sector informal al aumentar a 27.8% de la PEA total, aunque los datos de 2016 muestran una nueva disminución con un registro de 27.2% (véase el cuadro 3).


    El escaso crecimiento económico, la baja generación de empleos formales que incrementaron las tasas de desempleo, explican el deterioro del mercado de trabajo en el aspecto salarial, las jornadas de trabajo y la carencia de prestaciones sociales. Los nuevos trabajadores se ven obligados de manera creciente hacia la informalidad y los mercados externos, en particular para los jóvenes. La utilización de mecanismos como la subcontratación de pequeños talleres y de trabajo a domicilio por parte de las grandes empresas, la permanencia del pequeño comercio tradicional y la proliferación de pequeños establecimientos dedicados a la preparación de alimentos, fueron posibles por la existencia de estas condiciones [Chavarín, 1999: 42].


    En términos generales el crecimiento del empleo informal se vincula con la precariedad del mercado de trabajo pues la existencia de la subcontratación y el papel de proveedor de las micro, pequeña y mediana empresas responde a las propuestas del modelo neoliberal.


    LA IMPORTANCIA DE MÉXICO EN LA MIGRACIÓN INTERNACIONAL


    La migración mexicana hacia Estados Unidos es parte de la historia de la conformación del mercado laboral, en donde la movilidad poblacional responde a distintas causas, aunque la más importante es la búsqueda de mejores condiciones materiales de vida, por lo que para muchos es un fenómeno que se deriva de la falta de oportunidades de empleo en los mercados nacionales; también influyen otros elementos, como las diferencias salariales entre una economía subdesarrollada y la de los países industrializados y las expectativas individuales, creadas a partir de la difusión de los supuestos beneficios de la apertura económica y la libertad de los mercados.


    La migración es una variable muy importante para entender la situación del mercado de trabajo frente a la caída salarial que implica una pérdida de niveles de vida y de esperanza de mejorar, en donde la creciente migración hacia Estados Unidos es una válvula de escape importantísima para el mercado de trabajo [Garavito, 2016: 307]. También se convirtió en uno de los grandes retos para la política neoliberal, en la medida en que no hay correspondencia entre la apertura económica para la circulación de las mercancías y la libertad de desplazamiento de la fuerza de trabajo. El equilibrio entre la idea del libre mercado y la regulación del tránsito de la fuerza de trabajo aparece más como un mito del neoliberalismo que una solución real.


    La migración es una ley de la acumulación capitalista, es una sobrepoblación relativa que se desplaza a los lugares en donde hay demanda de fuerza de trabajo, como resultado de:


    […] La constante “eliminación” de obreros en los países de gran industria, fomenta como planta de estufa la migración y la colonización de países extranjeros, convirtiéndolos en viveros de materias primas para la metrópoli, como se convirtió, por ejemplo, Australia en un vivero de lana para Inglaterra [Marx, 1867: t. I, vol. 2: 550-551].


    El proceso de acumulación en Estados Unidos que se encumbró como gran potencia mundial, ha requerido de manera permanente un ejército industrial de reserva que le proporcione la fuerza de trabajo que requiere para su expansión. La solución ha sido la inmigración de grandes contingentes de trabajadores documentados e indocumentados. De acuerdo con datos del Banco Mundial, basados principalmente en los censos de los países, la población migrante de mexicanos en el extranjero ha crecido con el paso de las décadas desde al menos 1960 [OIT, 2014a: 34].


    Los migrantes mexicanos en Estados Unidos además de necesarios, son estratégicos para el desarrollo y la competitividad mundial de los empresarios estadounidenses, en particular, de algunos sectores de su economía, como la agricultura de perecederos en la cual fueron líderes mundiales por sus volúmenes de producción y sus altos niveles de productividad. Sin embargo, no se acepta como una relación binacional, en la que se reconozca el valor de la población migrante para el fortalecimiento de su economía y no sólo como un problema de control de los flujos migratorios o la adecuación constante de las leyes, restricciones sistemáticas a la entrada y la permanencia, pero sin destacar el problema de la demanda y la explotación de la fuerza de trabajo.


    Por esta razón, es necesario destacar que la llegada y permanencia de los migrantes ha significado importantes beneficios para los inversionistas locales ya que sus empresas demandan fuerza de trabajo y pagan un salario el cual se gasta en bienes y servicios de su mercado interno, se estimula la producción y el crecimiento del comercio interno; pagan impuestos y generan bienestar social, de este modo, los trabajadores migrantes son un factor esencial en la conversión regional y en la competencia mundial.


    La migración mexicana hacia Estados Unidos, es la más importante y comienza desde el momento en que México pierde más de la mitad de su territorio en la guerra de 1848 y porque Estados Unidos requiere de trabajadores para explotarlos en los nuevos territorios [Verea, 2003: 235-237]. El fenómeno migratorio ha pasado por distintas etapas con múltiples intentos para controlar o moderar su ingreso en Estados Unidos, aunque nunca se ha pensado en la cancelación definitiva, como comprobamos con las distintas disposiciones establecidas a lo largo del siglo XX: en 1942 se firmó el Programa Bracero que permitía a los migrantes mexicanos trabajar de manera temporal en Estados Unidos, principalmente en las actividades agrícolas, tuvo una duración de 20 años con alrededor de 4.6 millones de mexicanos admitidos y contratados en forma temporal para trabajar en el sector agrícola [Verduzco, 2000:16-17; Tuirán, 2000a: 19].


    Con la terminación del Programa Bracero en 1964, aumentó el flujo de inmigrantes no documentados, siguiendo el patrón de demanda de empleadores de mano de obra barata para desempeñar trabajos de baja capacitación o low skilled, principalmente en el sector agrícola, aunque también pasaron a otros sectores. En 1965, en Estados Unidos se promulgó la Ley de Reforma y Control de la Inmigración (Immigration Reform and Control Act, IRCA) que intentaba retirar el sistema de cuotas según origen nacional. El criterio más importante para la admisión era el parentesco con ciudadanos o residentes de Estados Unidos [Ávila et al., 2000: 152; Castles, 2004: 97].


    A partir de 1968, la migración mexicana tuvo que ajustarse a las nuevas reglas del juego restriccionista, pues quedó sujeta al límite establecido para el hemisferio occidental de 20 000 visas por país. Por primera vez los mexicanos se vieron forzados a competir con los demás países de América Latina por participar en una cuota fija. Con estas medidas la migración de mexicanos hacia Estados Unidos se modificó en magnitud, modalidades y características [Verea, 2003: 154; Castles, 2004: 121]. El incremento de la migración permitió la consolidación de las redes sociales, con una creciente emigración femenina; los migrantes se han esparcido por Estados Unidos, se han desplazado en forma generalizada hacia otros sectores productivos distintos a los tradicionales, aparecen en la construcción, en las manufacturas y en los servicios; una alta proporción de migrantes ha prologando su estadía en aquel país y ha dejado de considerar su potencial retorno, integrándose en la sociedad estadounidense [Valle, 2014: 124].


    En 1970 se tenían registrados 7 597 511 mexicanos en Estados Unidos por lo que las personas en edad productiva que emigran hacia Estados Unidos pasó de 28 000 al año en la década de los sesenta, a 138 000 en los setenta y un promedio de 235 000 durante los ochenta y más de 300 000 personas en los noventa [Conapo, 1997].


    En 1986, se puso en marcha el Acuerdo General Sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (General Agreement on Tariffs and Trade, GATT), aunque este acuerdo de liberalización comercial y cancelación de cuotas arancelarias, “coincidió” con la decisión del Congreso de Estados Unidos de aprobar la Ley de Control y Reforma de la Inmigración, mejor conocida como Ley Simpson-Rodino. Esa ley proponía sancionar a los patrones que contrataran a trabajadores indocumentados y disuadir a los posibles migrantes indocumentados en sus intentos de entrar al país; con este fin se reforzó la patrulla fronteriza para limitar la inmigración e incrementar la vigilancia de la frontera [Tuirán, 2000: 234].


    En 1990, se aprobó la Ley de Inmigración (Immigration Act), para propiciar una inmigración regulada de fuerza de trabajo más calificada y con mejores habilidades [Massey, 2003: 16-17; Verea, 2003: 91]. El gobierno republicano de George Bush, se inclinó por dar empleo a los inmigrantes por un periodo máximo de tres años renovable pero finito y regresarían a su país. Además, los empresarios no deberían contratar extranjeros indocumentados ni trabajadores temporales cuya situación jurídica haya caducado y tendrían que informar al gobierno sobre los trabajadores temporales que contrataran y dejaran de trabajar para ellos, con el fin de aplicar la “fuerza de la ley” en los centros de trabajo, con penas estrictas para cualquiera que las viole [Bush, 2004: 2-3].


    Los migrantes no son sólo los que no tienen empleo o pierden su trabajo, sino más bien quienes disponen de recursos para hacerlo, esa es una de las tesis de los especialistas en migración: hay que tener empleo para emigrar porque es muy caro, o una muy buena red social y familiar que apoye al trabajador, es decir, no son los más pobres los que emigran por lo menos no a partir de los noventa [Garavito, 2016: 307]. La migración en este año se calculaba en 5 millones (6% de la población), de los cuales alrededor de 3.5 millones eran documentados y cerca de 1.5 millones eran indocumentados [Conapo, 2004: 32].


    Se incrementó de manera paulatina el número de agentes de la Patrulla Fronteriza con más de 1 000 elementos nuevos por año, por lo que pasó de 4 036 en 1993 a 10 497 en 2003 y cerca de 16 000 elementos para el 2006, sin incluir a los recién anunciados 6 000 miembros de la Guardia Nacional. Asimismo sus fondos aumentaron en más de 40% durante los últimos años17 y se pidió la colaboración de los gobiernos canadiense y mexicano para elevar la seguridad fronteriza [Bush, 2004: 2-3]. Es una ampliación del programa que ya incluía la utilización de un sistema computarizado de escáner biométrico llamado IDENT, con el cual se registra a cada inmigrante ilegal que es aprehendido, así su foto, huellas digitales y otros datos personales son incorporados en una base de datos [Cornelius, 2001:2].18


    En 1994, en tanto se eliminaron las barreras arancelarias para facilitar la libre circulación de capital, bienes y servicios entre México, Estados Unidos y Canadá con la puesta en marcha del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN). También se dio la consolidación de un mercado laboral integrado, pero en condiciones muy desventajosas para los trabajadores porque se incrementó la migración legal e ilegal de mexicanos hacia Estados Unidos y golpeó muy fuerte a las clases pobre y media en México [Levine, 2004: 87; Castles, 2004: 143].


    Cuando la oposición política de México planteó la necesidad de abrir las puertas no sólo a las mercancías y al capital, sino también a la fuerza de trabajo, la respuesta de los inversionistas de Estados Unidos y Canadá fue “no queremos la mano de obra barata en sus países de origen” [Garavito, 2016: 307-308]. Al contrario, al entrar en vigor el tratado de libre comercio crecieron las bardas y los muertos; el Servicio de Inmigración y Naturalización de Estados Unidos, estableció dobles cercas de acero de 2.5 metros de alto a lo largo de los 22.5 kilómetros de frontera desde el Océano Pacífico hasta las montañas costeras, helicópteros, luces de gran intensidad y equipo de alta tecnología. Se reforzó la Patrulla Fronteriza, cada cierta distancia detrás de la enorme cerca y se desplegó un moderno equipo tecnológico en esa tierra de nadie [Massey, 2003: 17]. En el interior, Estados Unidos impidió a los inmigrantes indocumentados el acceso a la educación pública y a los servicios médicos gratuitos, excepto en casos de emergencia [Verea, 2003: 93].


    En 1996, durante el gobierno del presidente Clinton, el Congreso de Estados Unidos aprobó una nueva legislación denominada Ley de Reforma de la Inmigración Ilegal y de Responsabilidad del Inmigrante (Illegal Immigration Reform and Immigrant Responsibility Act, IIRIRA), con el objetivo principal de controlar la inmigración indocumentada y reducir la inclusión de los inmigrantes legales en los programas de bienestar social. Esta ley cambió drásticamente los aspectos legales y prácticos del control migratorio, sobre todo en términos de la inadmisibilidad, para las personas que se encuentran sin documentos en Estados Unidos. Con este fin se autorizaron recursos para aumentar el número de elementos de la Patrulla Fronteriza, principalmente en su frontera sur para la contratación de miles de agentes oficiales y ejecutivos como personal de apoyo del Servicio de Inmigración y Naturalización (SIN), además de la compra de nueva tecnología militar, la construcción de otras líneas de rejas en San Diego, así como sanciones más duras contra los contrabandistas, los inmigrantes indocumentados y las personas que permanecieran en el país después de que vencieran sus visas [Verea, 2003: 73, 186]. La población total de mexicanos en Estados Unidos en 1996 era de 18.8 millones de personas, en cuanto a las segunda y tercera generación de mexicanos en ese país, ascendió a 11.9 millones de personas.


    El 15 de diciembre de 2000, el Congreso de Estados Unidos aprobó la Ley de Inmigración Legal y de Equidad Familiar (Legal Immigration and Family Act, LIFE Act) con el propósito de regularizar a 400 extranjeros que solicitaron una “amnistía tardía” relacionada con la Ley IRCA [Verea, 2003: 185]. En este año, el total de mexicanos en Estados Unidos aumentó a 22.5 millones, de estos 14.4 correspondían a las segunda y tercera generación de mexicanos (véase el cuadro 8).


    Desde los atentados del 11 de septiembre de 2001, ocurridos en Nueva York y Washington, el gobierno del presidente Bush desplegó una serie de acciones que ocasionaron una reacción xenofóbica y nativista, principalmente en contra de los extranjeros con apariencia árabe. Desde entonces, el debate interno sobre inmigración ha cambiado radicalmente y han surgido propuestas importantes con el fin de modificar algunos aspectos de la política y legislación migratorias [Verea, 2003: 186]. En este año eran 23.3 millones de mexicanos viviendo en Estados Unidos y los mexicanos de segunda y tercera generación aumentaron a 14.9 millones (véase el cuadro 8). Sin embargo, la migración se vio notoriamente frenada a raíz, tanto de las recesiones en Estados Unidos, como de las nuevas políticas de ese país en torno de los migrantes [Samaniego, 2014: 17-18].


    Después del martes negro, el debate se dirigió hacia la necesidad de controlar aún más las fronteras como una medida de seguridad nacional y el ingreso de menos inmigrantes. De inmediato se intensificó la militarización de las fronteras con el fin de salvaguardar su ahora frágil seguridad nacional. Además, se puso en marcha un programa para compartir información entre las agencias de inteligencia y servicio secreto como la Agencia Central de Inteligencia (CIA), la Oficina Federal de Investigaciones (FBI), el Departamento de Estado y el SIN. Es decir, se buscaba consolidar a todas las agencias fronterizas bajo un solo mando para concentrar toda la información y el trabajo fuera más eficaz en la identificación de “terroristas y criminales” [Castles, 2004: 21].


    El 16 de diciembre de 2005, la Cámara de Representantes de Estados Unidos aprobó la Ley de Protección Fronteriza, Antiterrorismo y Control de Inmigración Ilegal (Border Protection, Anti-Terrorism and Illegal Immigration Control Act, HR4437), presentada por el republicano F. James Sensenbrenner Jr. (Wisconsin), con una votación de 239 a favor y 182 en contra [El Financiero, 8 de mayo de 2005: 5]. La propuesta fue aprobada por el Senado de Estados Unidos en un contexto de grandes movilizaciones de los inmigrantes en ese país, para exigir el reconocimiento de sus derechos, porque se buscaba reforzar el control de la inmigración y obtener amplios beneficios impositivos con su regularización. Este año, el total de mexicanos en Estados Unidos fue de 28.5 millones de los cuales 17.4 millones correspondía a la población de mexicanos de las segunda y tercera generación (véase el cuadro 8).


    En 2007 la migración mexicana alcanzó su máximo nivel, previo a la crisis económica, el número de personas de origen mexicano que residía en Estados Unidos sumaron un total de 30.3 millones, de los cuales 11.8 eran nacidos en México y el resto en aquel país y segunda y tercera generación (véase el cuadro 8). Sin embargo, tras la crisis económica mundial, la migración mexicana se detuvo y, después de cuatro años, aún no lograba recuperarse [BBVA Bancomer, 2013: 22]. En 2008, producto de la crisis económica y del reforzamiento de las medidas de contención aplicadas por Estados Unidos se registró una disminución en los flujos migratorios laborales entre México y Estados Unidos.


    En 2009 se profundizó la crisis económica, aunque el total de mexicanos en Estados Unidos aumentó a 32.7 millones de personas, en tanto los mexicanos de las segunda y tercera generación ya eran 20.8 millones (véase el cuadro 8).


    En 2010, se calculaba que había 33.4 millones de migrantes mexicanos en Estados Unidos de los cuales 21.5 millones eran migrantes de segunda y tercera generación (véase el cuadro 8). En términos relativos esto representa 3.6% de la población total de ese país y más de 10% de la población mexicana. Significa una pérdida muy grande de fuerza de trabajo mexicana joven de 15 y 24 años de edad, con alta calificación y barata [OIT, 2014a:34].


    En 2011, aumentó la población total de migrantes mexicanos en Estados Unidos con 33.9 millones de los cuales 22.2 millones eran migrantes de las segunda y tercera generación (véase el cuadro 8).


    En 2012 se presentó una nueva fase de la migración mexicana hacia Estados Unidos en donde hay menores flujos migratorios, una menor entrada de migrantes indocumentados a ese país y un aumento en la proporción de nuevos migrantes mexicanos documentados y con mayor calificación laboral. La población total de migrantes mexicanos en Estados Unidos fue de 34.9 millones de los cuales 23 millones eran migrantes de las segunda y tercera generación (véase el cuadro 8). La OIT reporta un flujo total de 276 000 eventos de migrantes mexicanos con destino hacia Estados Unidos; y un flujo total de 165 000 eventos de mexicanos desde ese país. Ambas cifras son, por mucho, menores a las registradas en años anteriores. El flujo de migrantes mexicanos no documentados que se dirigía hacia Estados Unidos se incrementó de 166 000 en 2011 a 182 000 eventos en 2012. En cambio, el flujo de mexicanos documentados presentó una disminución al pasar de 151 000 a 94 000 eventos [OIT, 2014a: 52-53].


    En 2013, los datos de la Conapo/Bancomer indican que en Estados Unidos vivían 35.4 millones de mexicanos de primera y segunda generación; de ellos, 11.8 millones eran migrantes de los últimos 15 años, 7.7 millones formaron parte de la PEA, de los cuales 91% (7.0 millones) estaban empleados (población ocupada) y 9% buscaba empleo (desempleados) (véase cuadro 8 y gráfica 4). De 1995 a 2013, la PEA mexicana aumentó en 83%. Entre otros países de destino para la emigración mexicana destacan España y Canadá [OIT, 2014: 46].
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    La actividad económica de los trabajadores migrantes mexicanos ocupados son la hostelería y esparcimiento (17.6%), seguida por la construcción (17.0%), los servicios profesionales y administrativos (13.4%) y las manufacturas (12.9%). De esas cuatro actividades, el empleo en la construcción y las manufacturas se vio afectado por la crisis económica de 2008, ya que mostró una disminución de la población ocupada en estas industrias. En relación con los ingresos, 40% de los migrantes mexicanos empleados en Estados Unidos se encontraba ganando en promedio menos de 20 000 dólares anuales, en tanto que 17.3% ganaban más de 40 000 dólares anuales. De los migrantes mexicanos en Estados Unidos, 67.6% trabajan de 35 a 44 horas a la semana. Su importancia pasó de 51.2 a 64.6%, mientras que su participación en los sectores secundario y primario ha disminuido, pasando de 36.6 a 30.6% y de 12.1 a 4.8%, respectivamente [OIT, 2014a: 48, 50-51].


    En 2014, aumentó la población total de migrantes mexicanos en Estados Unidos con 35.8 millones de personas de las cuales 24.3 millones eran migrantes de segunda y tercera generación (véase el cuadro 8). Alrededor de 80% de los migrantes tenía o contaba con experiencia migratoria y poco más de seis de cada 10 no tenía documentos migratorios para entrar, residir o trabajar en ese país [OIT, 2014a: 55-56].


    Carecer de documentos que legalicen su estancia en los lugares a donde emigran, los vuelve un grupo muy vulnerable y desprotegido que se emplea principalmente en trabajos precarios, por lo que no tienen derechos políticos, económicos ni sociales y, por lo general, ocupan puestos poco calificados y de baja remuneración. Se agrupan en barrios deteriorados donde sus hijos asisten a escuelas en las que predominan otros niños como ellos, que pertenecen a las llamadas minorías étnicas o raciales. Dado el bajo nivel de escolaridad con que llegan y su falta de conocimiento del idioma inglés no se puede esperar más que un mercado laboral tan segmentado y estratificado como el estadounidense [Levine, 2004: 87]. Entre 2009-2014, la edad promedio de los mexicanos hombres que emigraron hacia Estados Unidos fue de 32.6 años, mientras que para las mujeres fue de 30.8 años. Las actividades de las mujeres se concentran principalmente en el sector de hostelería y esparcimiento, mientras que los hombres en la construcción [Conapo et al., 2016: 36].


    La larga tradición migratoria entre México y Estados Unidos se ve reflejada en un importante volumen de población de origen mexicano en aquel país de 36.9 millones de personas, de los cuales 12.2 millones eran migrantes en 2015 y 24.7 millones son migrantes residentes de segunda y tercera generación (véase el cuadro 8). La dinámica migratoria ha cambiado significativamente en el tiempo y con ello el perfil sociodemográfico de los migrantes mexicanos en aquel país [Conapo et al., 2016: 32].


    México se encuentra entre los países con el mayor número de emigrantes, ocupando el segundo lugar mundial con 12.2 millones en 2015, superado únicamente por India cuya cifra es de 15.6 millones. La migración mexicana se ha concentrado en Estados Unidos, sin embargo, recientemente han surgido dudas con respecto de la dinámica futura de este corredor migratorio, debido, en parte, a las políticas migratorias, a la estructura poblacional de nuestro país, así como a los mayores costos para internarse a la Unión Americana [Conapo et al., 2016: 16].


    Estados Unidos es el principal destino de los emigrantes mexicanos, 98% de la migración de connacionales se dirige a ese país, representando más de 12 millones de personas en 2015. Canadá y España completan la lista de los tres principales destinos de la migración mexicana con 1% del total. Los hombres predominan en la población de emigrantes mexicanos internacionales, mientras que una cuarta parte son mujeres. En cuanto a la edad, 44.2% de los emigrantes mexicanos tienen de 18 a 29 años. Entre 2009 y 2014, las personas que emigraron internacionalmente nacieron en la Ciudad de México (10.5%) seguido de Michoacán (9.7%) y Guanajuato (9.5%). En contraste, solo 3.3% de los emigrantes son originarios de Morelos, Tlaxcala, Yucatán, Tabasco, Quintana Roo, Colima, Campeche y Baja California Sur [Conapo et al., 2016: 37-40].


    Los empresarios contratan esta fuerza de trabajo con pleno conocimiento de la situación irregular y la desprotección en que están; saben que obtendrán grandes beneficios en el ahorro de los costos laborales de esta fuerza de trabajo desprotegida, con jornadas de trabajo extraordinarias y bajos salarios. Por esta razón, las contrataciones se incrementan constantemente ya que los trabajadores migrantes son una fuerza de trabajo abundante, barata y joven. Los principales destinos para los mexicanos que emigran hacia Estados Unidos son cuatro estados que concentran casi 70% de los trabajadores: California, Texas, Illinois y Arizona. La proporción entre hombres y mujeres radicando en Estados Unidos se ha mantenido relativamente constante, durante este periodo los hombres representaron en promedio 54.7% y las mujeres 45.3% [OIT, 2014a: 36-38, 44].


    LA IMPORTANCIA DE LAS REMESAS PARA LA ECONOMÍA NACIONAL Y EL CONSUMO FAMILIAR


    La exportación de la mercancía fuerza de trabajo, trae como consecuencia la importación de remesas que envían los migrantes a sus familias, es decir, las transferencias de ingreso –monetario y no monetario– que los migrantes internacionales realizan desde los países de destino a los de origen [Verduzco, 2000: 29]. Como se vio en el apartado anterior, la emigración ha crecido de forma espectacular junto con la entrada de remesas que se han convertido en una fuente muy importante de divisas para la economía mexicana y son un sostén esencial para millones de hogares de los familiares radicados en México que dedican más de 80% al consumo de alimentos, la compra de algunos bienes duraderos y mejoras en la vivienda, aunque hay una pequeña cantidad que se destina a inversión productiva [Conapo, 1999: 161, 174, 182; Tuirán, 2000: 155,169].


    En 1990, de acuerdo con datos del Banco de México, las remesas ascendían a 2 494 millones de dólares, en 1992 se incrementaron a 3 070 millones de dólares cuando se inicia la negociación del TLCAN (se calculaban 5.2 millones de migrantes). En 1993, las remesas aumentaron a 3 333 millones de dólares con una migración de 6 millones de trabajadores. En 1994 se puso en marcha el TLCAN y las remesas familiares aumentaron a 3 475 millones de dólares y el número de migrantes fue de 7 millones de trabajadores. En 1995 estalló una profunda crisis económica (analizada en el capítulo 3) y a pesar de ello las remesas a las familias mexicanas se incrementaron a 3 673 millones de dólares y el flujo de migrantes aumentó a 7 millones de compatriotas (véase el cuadro 9). En 1996, se alcanzaron los 4 224 millones de dólares, un repunte que significó 40% del déficit en cuenta corriente, aunque hubo una disminución del número de migrantes a 6.9 millones, resultado de una mayor vigilancia. En 1997 se registró un importante crecimiento en la economía mundial lo que incentivó la migración hacia Estados Unidos, la cual llegó a un promedio de 400 000 migrantes anuales y permitió que las remesas subieran a 4 865 millones de dólares, prácticamente el doble con respecto de la firma del TLCAN y también se incrementó el número de migrantes a 7.3 millones de personas [véase el cuadro 9 y Conapo, 2004: 50-54].


    En 1998 se reflejaron los efectos de la crisis económica mundial y el desempleo en Estados Unidos que se duplicó, por lo que se establecieron nuevas barreras de control de la migración, las cuales paralizaron el flujo de migrantes en 7.4 millones de personas, por lo que las remesas se estancaron en 5 627 millones de dólares. En 1999, se registró el mismo flujo migratorio que el año anterior con 7.4 millones de migrantes a Estados Unidos, aunque con un aumento significativo de las remesas enviadas a las familias mexicanas con 5 910 millones de dólares. En 2000, se conjugaron varios elementos, uno de ellos fue el proceso electoral en puerta y el crecimiento económico significativo de fin de siglo, aunque las remesas aumentaron a 6 573 millones de dólares lo mismo que los flujos migratorios a 8.1 millones de trabajadores (véase el cuadro 9 y la gráfica 5).


    En 2001, la “administración del cambio” con todo y crisis internacional, aumentaron el monto de divisas por remesas a 8 895 millones de dólares y una migración de 8.5 millones de mexicanos hacia Estados Unidos. Esta situación se va a deteriorar por los atentados ocurridos en las Torres Gemelas (aspectos analizados en el capítulo 3), los cuales motivaron el endurecimiento del flujo migratorio. En 2002, las remesas aumentaron a 9 814 millones de dólares y la migración alcanzó 9.9 millones de trabajadores. En 2003 hubo una fuerte demanda de trabajadores para realizar actividades diversas en las que prevalece la subcontratación. Las remesas llegaron a 15 139 millones de dólares, lo que representaba más de 100% del saldo deficitario de la balanza de cuenta corriente [Villarreal, 2005: 760]. En 2004, se endurecieron las medidas de control para la migración laboral; sin embargo, las remesas se incrementaron a 18 332 millones de dólares y el flujo de migrantes aumentó a 10.7 millones de trabajadores, la cifra más alta en la historia de la migración de las últimas décadas como respuesta a la demanda de trabajo requerida para la expansión de la economía mundial, particularmente en la construcción (véase el cuadro 9).


    En 2005 se fortaleció el cierre de las vías para la emigración laboral lo que incentivó la migración indocumentada y el crecimiento de la informalidad; no obstante, las remesas aumentaron a 21 688 millones de dólares y el flujo de migrantes se estacionó en 11.1 millones de migrantes. En 2006, el último año de la administración de Fox, las remesas se incrementaron significativamente al pasar a 25 567 millones de dólares, aunque no se registró movimiento en el flujo de migrantes a pesar de que se calcularon 390 000 migrantes para este año el total se mantuvo en 11.1 millones de personas (véase el cuadro 9).


    En 2007, todavía se registró un ligero incremento en las remesas por 26 059 millones de dólares y aunque hubo una caída fuerte del número de migrantes con solo 280 000 (100 000 migrantes menos con respecto al año anterior), por lo que el flujo de migrantes se estableció en 11.8 millones, 700 000 más que el año anterior (véase el cuadro 9).


    Fue en 2008 cuando, a consecuencia de la crisis económica y el reforzamiento de las medidas de contención aplicadas por Estados Unidos, se registró una disminución importante de los flujos migratorios laborales entre México y Estados Unidos, a pesar de que ese año todavía se registraron 250 000 trabajadores migrantes, esto significó unas 30 000 plazas menos y, por lo tanto, una disminución de las remesas a 25 145 millones de dólares cuando se profundiza la crisis y el flujo migratorio fue el mismo con 11.8 millones de migrantes documentados e indocumentados. Los empleos perdidos en Estados Unidos fueron en la construcción, las manufacturas y el comercio, en tanto que sectores como la minería y los hidrocarburos, los servicios profesionales y administrativos, los de educación, salud y asistencia social se promovieron debido a la demanda, de acuerdo con los datos de la Conapo (véase el cuadro 9 y la gráfica 5).
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    En 2009 se registró el peor momento de la crisis con solo 150 000 migrantes registrados y una caída de los ingresos por remesas a 21 306 millones de dólares con 11.9 millones adicionales, es decir, a pesar del incremento de 100 000 migrantes hubo una caída de 4 000 millones de dólares. A pesar de todo, las remesas sirvieron para amortiguar la crisis financiera que se estaba viviendo (véase el cuadro 9). En efecto, las remesas de los migrantes, que rebasó la cifra de 21 000 millones de dólares anuales (sólo superada por India), representó en este año de la Gran recesión un monto equivalente a 90% de los ingresos petroleros, 145% de los ingresos por turismo y 72% del flujo neto de IED [Guillén, 2013: 47]. Es importante señalar que a pesar de la crisis y el desempleo en Estados Unidos se mantuvieron programas de inmigración legal de fuerza de trabajo especializada, por lo que la migración documentada aumentó.


    En 2010 se registró el mismo monto de remesas que el año de la crisis con 21 304 millones de dólares y una disminución de la migración a 140 000 personas (10 000 menos que el año anterior). El flujo de migrantes se mantuvo al mismo nivel del año anterior con 11.9 millones de trabajadores que empezaron a encontrar empleos debido a una leve recuperación del empleo en Estados Unidos (véase el cuadro 9).


    En 2011 las remesas de los mexicanos radicados en Estados Unidos fueron de 22 803 millones de dólares, una recuperación extraña porque fue menor el flujo de migrantes al reportar 11.6 millones de trabajadores. En 2012 nuevamente disminuyeron las remesas a 22 438 millones de dólares aunque aumentó el flujo de migrantes a 11.9 millones de personas, con un nuevo flujo migratorio de 276 000 trabajadores al año (véase cuadro 9), esto es, “en términos de dólares las remesas se habían recuperado en poco menos de 4% desde su punto máximo, pero estaban todavía 18% por debajo de su mayor nivel en diciembre de 2007” [BBVA Bancomer, 2013: 4].


    En 2013, las estimaciones del Banco Mundial sobre la captación de remesas personales, mostraron un cambio al ubicar a México en el sitio número cuatro entre los principales países receptores de remesas en el mundo, con un total de 22 303 millones de dólares por concepto de remesas, cifra correspondiente a 4.0% del total mundial. El primer lugar está India con 12.9%, en el segundo lugar se colocó China con 11.9% y el tercer lugar fue ocupado por Filipinas con 4.7% de las remesas mundiales. México fue el segundo país con más migrantes en el mundo (11.8 millones, de acuerdo con el cuadro 9) y ocupó el cuarto lugar en recepción de remesas. El promedio de dinero que envían los migrantes mexicanos a sus familias fue de 292 dólares en 2013 por medio de transferencia electrónica, lo que representó 97.5% del total de los envíos de remesas [OIT, 2014a: 126-127; 132-133].


    En 2014, de los 384 000 micronegocios de hogares receptores de remesas, 41.7% se concentra en el sector servicios. Asimismo, 216 000 son dirigidos por hogares con jefatura femenina, concentrándose principalmente en el comercio de abarrotes y alimentos, así como la industria alimentaria [Conapo et al., 2016: 138].


    En 2015 México tiene alrededor de 37 millones de residentes en Estados Unidos, casi una tercera parte son inmigrantes nacidos en México, otro tercio son mexicanos de la segunda generación (con padre y/o madre mexicana) y el último tercio son descendientes de mexicanos [Conapo et al., 2016: 42]. Este año recibió el cuarto mayor registro de remesas familiares en su historia con 24 785 millones de dólares, con un crecimiento a una tasa anual de 4.8% y un flujo de migrantes total de 12.2 millones de mexicanos (véase el cuadro 9). Sin embargo, la remesa promedio registró uno de los niveles más bajos con 292.4 dólares por migrante, comparable con el registro de 2013, cuando alcanzó 22 303 millones de dólares. El principal país de origen de remesas hacia México fue Estados Unidos con más de 95% del monto total. Canadá ocupa la segunda posición con 254.4 millones de dólares. Cerca de 97.5% de las remesas que se envían a México se hace por transferencia electrónica y 36.3% se paga mediante una institución bancaria. Los principales estados de origen del flujo monetario fueron California, Texas e Illinois, los principales estados beneficiados en México con las remesas fueron Michoacán (10.1%), Guanajuato (9.1%) y Jalisco (8.9%). Aunque también están Quintana Roo, Campeche y Baja California Sur, que son los estados con menores montos recibidos, participando en conjunto con menos de 1% del total [Conapo et al., 2016: 130-135].


    Las principales entidades expulsoras de migrantes hacia Estados Unidos desde una perspectiva histórica han sido Zacatecas, Michoacán, Guanajuato, Jalisco, Estado de México, Puebla y Oaxaca. En los últimos años se han incorporado Guerrero, Veracruz, Ciudad de México y San Luis Potosí. Por lógica estos estados han sido las principales entidades receptoras de remesas. Cabe puntualizar que 10 entidades federativas concentraron 64.3% de las remesas totales y les representa entre 6 y 7% del valor del PIB estatal [Conasami, 2013: 1277, 1281; OIT, 2014a: 138].


    En 2015 las remesas que ingresaron a México son equivalentes a 2.3% del PIB, mostrando una dependencia no observada desde 2008. Asimismo, Michoacán (9.9%), Guerrero (7.8%) y Oaxaca (7.4%) son las entidades con mayor dependencia de las remesas al mostrar los mayores porcentajes con respecto del PIB estatal. Tijuana (387.4 millones de dólares), Puebla (340.7), Guadalajara (325.1), Morelia (295.1) y Oaxaca (275.5) son los principales receptores de remesas en 2015 a nivel municipal [Conapo et al., 2016: 140].


    En estas condiciones, los recursos por remesas representan una importante proporción del PIB nacional y, en términos comparativos, amplias ventajas sobre las principales actividades económicas generadoras de divisas ya que estos envíos representaron alrededor de 80% de las exportaciones petroleras y más de 70% del superávit de la balanza comercial de maquiladoras, al tiempo que superaron en más de 40% los ingresos por turismo. Son más del doble de las exportaciones agrícolas, superiores al ingreso por inversión extranjera directa (IED) y representa 2.5% del producto interno bruto.19


    EFECTOS SOCIALES DE LA MIGRACIÓN PARA LOS PAÍSES EMISORES Y RECEPTORES


    La migración desempeña un papel fundamental en varios aspectos. Con respecto del desempleo, esta opción tiene un efecto amortiguador en los países emisores. En cuanto al ingreso, significa un mejoramiento en la precariedad del mercado de trabajo, al mismo tiempo reduce los niveles de pobreza y relaja la tensión social. Para los países receptores es un factor esencial para su proceso productivo y distributivo como fuerza de trabajo disponible para la acumulación capitalista. En realidad, la exportación de esta fuerza de trabajo calificada, es un subsidio a la principal potencia del mundo, contribuyendo con sus recursos a una posible atenuación de los efectos adversos de la reciente crisis global en el marco del nuevo patrón de acumulación. En este sentido, México incrementará el envío de trabajadores muy calificados, lo que profundiza la subordinación y el subdesarrollo [Aragonés y Salgado, 2014: 266].


    A largo plazo esta situación tiene costos sociales importantes: la salida de la fuerza de trabajo joven y con mayores niveles de educación representa una pérdida de población productiva para el país emisor (bono poblacional). Es una fuerza de trabajo necesaria para los países desarrollados por lo que están aplicando programas de migración selectiva de fuerza de trabajo con alta calificación en actividades punta del desarrollo tecnológico, en las que hay una demanda creciente que de manera natural no puede cubrir por el envejecimiento de su población.


    El mercado de trabajo en Estados Unidos se ha ido precarizando, por lo que la proporción de migrantes mexicanos en condición de pobreza alcanzó un máximo de 28.8% en el periodo 2010-2012. La condición de pobreza es más aguda entre las mujeres. En el periodo 2013-2015, poco más de 30% de las mujeres migrantes mexicanas se encuentran en condición de pobreza, mientras que en el caso de los hombres oscila alrededor de 22%. En la distribución por nivel de escolaridad según sexo, se observa un aumento del nivel educativo promedio tanto en hombres como en mujeres. En el caso de los migrantes mexicanos con nivel profesional y posgrado se observa un mayor aumento en el caso de las mujeres, hasta 7.4% en el periodo 2013-2015. La tasa de participación laboral de los migrantes mexicanos en Estados Unidos, se ha mantenido relativamente estable alrededor de 68% desde 2006, con 8 millones de personas en la PEA en 2015. En el periodo 2013-2015, cerca de 93% de la PEA estaban empleados, alcanzando para 2015 la menor tasa de desempleo después de la crisis de 2008 con 5.7%. De acuerdo con el género se observa una diferencia importante en la concentración de los sectores en los que laboran los migrantes mexicanos en Estados Unidos. Alrededor de 80% de las mujeres trabajan en el sector terciario y aproximadamente 15% en el sector secundario. En contraste, los hombres trabajan en proporciones similares en ambos sectores. Existe una diferencia importante en la distribución de los trabajadores por actividad, según sexo. Las dos principales actividades económicas que concentran a las migrantes mexicanas que trabajan en Estados Unidos son: hostelería y esparcimiento (19.8%) y salud y educación (18.9%); mientras que en el caso de los varones son: construcción (25.7%) y manufacturas (13.7%). Entre 2013-2015, la mayoría de los migrantes mexicanos, tanto hombres como mujeres, trabajan entre 35 y 44 horas por semana. Entre las mujeres, 29.7% trabaja menos de 35 horas mientras que en el caso de los varones es cerca de 10.0% de su población [Conapo et al., 2016: 47-48, 50, 52-53, 55].


    La migración internacional es un fenómeno con fuertes efectos en la vida de los migrantes, en el ámbito familiar se ha documentado que la migración no solo trastoca la estructura y composición de los hogares de los migrantes, sino que también modifica la vida cotidiana de los que se quedan en los países de origen, ya sea por propiciar una redefinición de papeles o al introducir cambios en las actividades que realizan. Las viviendas que cuentan con algún familiar emigrante del quinquenio anterior tienen mayor tenencia de teléfono fijo, refrigerador, televisión, automóvil, radio y lavadora que aquellos que no cuentan con emigrantes internacionales [OIT, 2014a: 91, 94, 97].


    Se han impulsado programas de desarrollo importantes como el que se estableció en 1992 en Zacatecas, con el objetivo de apoyar a clubes de migrantes zacatecanos en Estados Unidos, para desarrollar proyectos de inversión, estableciendo que por cada dólar que aportaran los migrantes, el gobierno del estado y el federal contribuirían en conjunto con dos más. La prioridad en el destino de las inversiones fue el desarrollo de infraestructura básica, como suministro de agua potable y alcantarillado, escuelas, deportivos, caminos, pavimentación, iglesias, parques y plazas [Conapo, 1999:184]. Uno de los temas con respecto del programa fue saber a quién beneficiaría estas obras si la mayor parte de la población activa ya había emigrado y difícilmente regresaría a su lugar de origen.


    Es importante señalar que las remesas que se reciben por parte de los familiares de los migrantes se destinan a gastos en comida y vestido, pago de deudas, así como mejoras en la vivienda, son los principales usos de las remesas enviadas tanto por mujeres como por hombres. Entre hombres, 75.1% especificaron que una de las finalidades de las remesas que enviaban era para comida y vestido, mientras que entre las mujeres este porcentaje es de 59.2. California y Texas son los principales lugares de destino de la mayoría de los migrantes mexicanos en Estados Unidos. En la región sudeste de aquel país existe una mayor población con matrícula consular originaria de los estados de la frontera norte: Baja California, Sonora, Chihuahua, Coahuila, Nuevo León y Tamaulipas [Conapo et al., 2016: 56, 139].


    En los últimos cinco años (2010-2015) se estima que las autoridades migratorias estadounidenses registraron más de tres millones de eventos de repatriación de personas a sus países de origen, lo que equivaldría al total de la población de Uruguay. De este total, los mexicanos representarán casi dos millones de repatriados, lo que es equivalente al total de la población de Eslovenia. En 2014, dos de cada diez migrantes repatriados eran originarios de los estados de Michoacán y Oaxaca. Los estados con menor número de repatriados fueron Baja California Sur y Quintana Roo. Los migrantes repatriados se caracterizan por ser un flujo predominantemente masculino, ya que nueve de cada diez migrantes eran hombres. La mayoría de los migrantes mexicanos repatriados, tanto hombres como mujeres, tienen entre 25 y 29 años. En promedio, las mujeres repatriadas son más jóvenes que los varones por dos años. La mayoría de detenciones de migrantes mexicanos fueron en Texas, Arizona y California, en ese orden. En 2014 se realizaron 86% del total de las detenciones en esos tres estados [Conapo et al., 2016: 71, 73, 75, 79].


    Por último, es importante señalar que en las últimas dos décadas, y de forma más acentuada desde 2007, se ha dado una tendencia de mayor demanda de empleo en Estados Unidos de trabajadores con mayor calificación laboral. El porcentaje de empleados con nivel profesional y posgrado pasó de 26 en 1995 a 30 en 2006 y 34 en 2012, de tal forma que 63% de los empleados en Estados Unidos, en 2012, tienen más de 12 años de escolaridad. No obstante, la oferta de mano de obra de migrantes mexicanos no ha podido adaptarse a la velocidad en que han ocurrido estos cambios en la demanda. En 1995, 84% de los migrantes mexicanos empleados tenía a lo más 12 años de escolaridad, en 2012 la proporción en ese grupo se redujo a 82%. Este porcentaje creció entre 1995 y 2012 en el nivel de profesional o posgrado, aunque estuvo por debajo del crecimiento nacional (6 puntos porcentuales menos) [BBVA Bancomer, 2013: 32].


    CUMPLIMIENTO DEL CICLO LABORAL Y LA SITUACIÓN DE LOS PENSIONADOS Y JUBILADOS


    Un análisis del mercado de trabajo no puede dejar fuera a la fuerza de trabajo que cumplió su ciclo vital y que es necesario remplazar en la actividad económica. En el patrón de acumulación intervencionista, los trabajadores de forma directa o indirecta cargaron con una parte importante de esos costos a partir de un fondo común solidario por medio del cual los trabajadores activos financian a los que se jubilaban. El Estado era el principal generador de empleos y creó una estructura de protección para abaratar costos laborales con políticas que fortalecieron la seguridad social para el mejoramiento y ampliación de los beneficios sociales. Se trataba de un sistema de seguros de previsión que protegía a la población contra lo que se ha llamado riesgos sociales, como la enfermedad, la invalidez, la vejez, los riesgos de trabajo, la cesantía y la muerte; además, extiende su actividad a labores de promoción de la salud, apoyo a la mujer trabajadora con el cuidado y desarrollo de los hijos, recreación y el deporte. Este sistema de seguros estaba administrado por el IMSS, el cual desde principios del siglo XXI se encontraba en una profunda crisis financiera. Se incrementan los gastos en salud, así como los costos de atender a los jubilados y pensionados que cada vez será más caro, además de aumentar las enfermedades crónicas que requieren de una atención permanente, en suma, se necesita más dinero para poder atenderlos [García y Pacheco, 2004: 11-12, 59].


    En el patrón de acumulación neoliberal es necesario distinguir ente los asalariados que tienen derecho a jubilación y los que no, porque en su vida laboral contaron con un trabajo formal y contratación colectiva o su adhesión a la seguridad social con derecho a servicios de salud, respeto a la jornada legal de trabajo y prestaciones sociales. Los trabajadores formales tendrán un nivel de vida distinto a los que se mantuvieron en la informalidad sin prestaciones sociales.


    Los problemas de salud, que a menudo se deben a condiciones de trabajo inapropiadas también pueden ser causa de que se busque el retiro antes de tiempo, son problemas que la fuerza de trabajo tendrá que enfrentar en algún momento para lo cual se debe establecer una estrategia integral de envejecimiento activo que deberá incluir: programas de formación y desarrollo de competencias profesionales para mantener la empleabilidad, medidas para garantizar unas condiciones de trabajo seguras y saludables, adaptación de las condiciones de trabajo a las necesidades de los trabajadores de edad (según sea necesario), acceso a servicios de empleo e incentivos a la contratación [OIT, 2013: XI-XII].


    La seguridad social se ha modificado con las políticas neoliberales que todo lo privatizan e introducen la perspectiva del interés y la elección individual mientras se deja de lado la obligación estatal de garantizar el fortalecimiento de la seguridad social, se le sustituye principalmente por políticas asistencialistas para los más desfavorecidos. Existen dos tipos de pensiones de vejez en México: las contributivas y las no contributivas. Las pensiones de vejez contributivas son las del IMSS, ISSSTE, Pemex, Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas y los programas de seguridad social estatales, mientras que las no contributivas fueron las impulsadas por el modelo neoliberal [García y Pacheco, 2004: 59].


    El Artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), establece el derecho al trabajo, además de fijar las bases mínimas sobre las que se organiza la seguridad social y con las cuales se cubrirán los accidentes y enfermedades profesionales, las enfermedades no profesionales, maternidad, jubilación, invalidez, vejez y muerte. La CPEUM define como salario mínimo en 2016, después de las múltiples reformas, en el Art. 123 Título Sexto del Trabajo y de la Previsión Social, inciso XXIX: “que es de utilidad pública la Ley del Seguro Social, y ella comprenderá seguros de invalidez, de vejez, de vida, de cesación involuntaria del trabajo, de enfermedades y accidentes, de servicios de guardería y cualquier otro encaminado a la protección y bienestar de los trabajadores, campesinos, no asalariados y otros sectores sociales y sus familiares” [CPEUM, 2016: 132]. Sin embargo la Comisión Nacional de Evaluación (Coneval), señala que la seguridad social es uno de los derechos sociales que no ejerce un número considerable de personas debido a que guarda íntima relación con las prestaciones laborales en los empleos formales:


    La población que careció de esta prestación vio afectada su situación económica en caso de presentarse una situación imprevista, caso que se agravó para la población de 65 años o más que carecía de una pensión que le permitiera vivir sin depender económicamente de algún familiar. Desde la primera medición de pobreza en 2008, el acceso a la seguridad social ha sido la carencia que ha registrado el mayor porcentaje de población. En 2014 más de la mitad de la población no contaba con seguridad social. La disminución entre 2012 y 2014 fue estadísticamente significativa, ya que pasó de 61.2 a 58.5 por ciento, por lo que alrededor de 1.7 millones de personas superaron esta carencia. Esto reflejó tanto un incremento de la población de trabajadores asegurados como una ampliación de la cobertura del programa 65 y más [Coneval, 2016: 88].


    En 1992 el gobierno federal mexicano modificó la Ley del IMSS para privatizar el sistema de pensiones (con la creación de las Administradoras de Fondos de Retiros, Afores) [Salazar, 2004: 11]. También, se creó el Sistema de Ahorro para el Retiro (SAR), el cual sería complementario a las pensiones de los trabajadores. Se privatizó el fondo de pensiones que es un espacio muy amplio para la acumulación privada, lo que determinó futuras pensiones de miseria para los trabajadores, incluso la amenaza de descapitalización de los mismos [Garavito, 2016: 305]. Por primera vez, los recursos económicos serían manejados por una institución bancaria de manera individual y no colectiva por el IMSS; para su financiamiento, el patrón exclusivamente aportaría 2% [García y Pacheco: 2004: 141]. El Estado absorbió parte de las cotizaciones a la seguridad social que corresponderían a los patrones y trasladó los recursos financieros a un sistema privado del IMSS y del sistema financiero. Por lo que los trabajadores serían quienes pagarían esos costos en la forma de salarios más bajos.


    En 2001 se reformó nuevamente la Ley del Seguro Social (LSS) con el argumento, entre otros, de fortalecer las finanzas institucionales del IMSS con 12% de recursos de la nómina que se obtendrían de la siguiente manera: 6% sería aportado por los patrones; 3%, por los trabajadores y el restante 3%, por el Estado; con estos recursos se podrían otorgar los seguros de enfermedad y maternidad, de invalidez, vejez y muerte. Asimismo, se modificó la pensión otorgada al derechohabiente cuando cumpla 65 años de edad o, en el caso de cesantía, a los 60 años, siempre y cuando se hubieran cotizado 1 250 semanas y no las 500 que marcaba la Ley de 1973 [García y Pacheco, 2004: 7, 33, 35]. Los ingresos para que el IMSS cumpla con sus objetivos provienen principalmente de la generación del empleo formal y del nivel salarial de los trabajadores. Como ha quedado en evidencia, el primero se ha estancado y ha disminuido frente al empleo informal, mientras que el segundo se ha deteriorado en términos reales.


    El número de trabajadores con prestaciones ha disminuido por lo que la proporción de trabajadores que aporta para cubrir esta prestación ha ido a la baja ya que antes existían, en promedio, 11 trabajadores activos por cada pensionado (en casos particulares, la relación es menor), en pocos años habrá cinco trabajadores activos por cada pensionado y, en algunos casos, un trabajador por cada pensionado. Las plantillas de personal tienden a reducir su crecimiento, por lo que las pensiones tendrán mayor importancia relativa [García y Pacheco, 2004: 218-219].


    El Estado buscó mitigar el problema con medidas como retrasar los retiros, promover la participación de la mujer en la fuerza laboral e incluir a los trabajadores inmigrantes. En 2007 se puso en marcha un programa para que los mexicanos de 70 años y que no tuvieran un sistema de ahorro para el retiro o pensión del IMSS o ISSSTE pudieran contar con una pensión, sin embargo, no se estableció como una prestación social sino como un apoyo asistencial a esta población desamparada [Manpower, 2006: 5].


    En 2009, como consecuencia de la crisis económica, la pérdida de empleos formales, el aumento del desempleo y la migración obligaron a los gobiernos a desarrollar programas asistenciales que atendieran a la población residente que hubiera perdido el empleo. El gobierno de la Ciudad de México, impulsó un programa de seguro de desempleo para sus habitantes que hubieran perdido su empleo por causas ajenas a su voluntad, con al menos seis meses continuos de antigüedad en alguno de los dos últimos empleos, sin ingresos económicos por concepto de jubilación, subsidio o relación laboral diversas y fueran demandantes activos de empleo. Para acreditar la condición de desempleado, además de la documentación relativa a la identidad del trabajador y a su residencia en el todavía Distrito Federal, se debía acreditar fehacientemente la pérdida del empleo con el documento de baja de una institución de seguridad social o por cualquier otro medio [Coneval, 2012: 80].


    En 2011 se impulsó el Programa de Pensión para Adultos Mayores, denominado 70 y Más, con el que el gobierno asegura un ingreso mínimo para las personas adultas mayores que no reciben una pensión o jubilación con un monto de 1 092 pesos [Coneval, 2012: 80].


    A partir de la aprobación de la reforma laboral en 2012, para adecuar las condiciones laborales a las demandas empresariales, se afectaron tanto a los trabajadores formales asalariados en general (apartado A del Art. 123 constitucional) como a los trabajadores al servicio de los poderes de la Unión (apartado B del Art. 123 constitucional). Los diversos programas de seguro de desempleo estaban orientados a los trabajadores con un empleo formal, es decir, quienes cotizaron en la seguridad social previo a la pérdida del empleo, podrían acceder a este beneficio que, entre otros propósitos, debería actuar como un incentivo para la reducción de la informalidad en el país. Al dejar fuera a los trabajadores informales y sin tomar en cuenta las restricciones que se derivan de los rígidos requisitos, el seguro de desempleo solo cubriría a un universo potencial de menos de 40% de la PEA, quienes ocupan un empleo formal, entendido como aquel que cotiza en IMSS mientras se deja fuera 60% de la PEA [Bensusán, 2014: 21, 23].


    El mismo año de la reforma, se decretó una ampliación del seguro de desempleo, a todas las localidades del país, por lo que se convirtió en una pensión universal, sin embargo, el apoyo monetario disminuyó a 500 pesos mensuales (con los mismos recursos se duplicaron los beneficiarios), en entregas bimestrales y un pago de marcha de 1 000 pesos entregado por única vez a la persona nombrada como representante por el beneficiario para utilizarse cuando éste fallece. El IMSS cubre aproximadamente 76% de la población asegurada, el ISSSTE nacional o estatal 18%, mientras Pemex —que por una disposición transitoria de la Ley del Seguro Social puede mantener su propio plan— y las fuerzas armadas atienden 5%. Se calculaban en ese momento 4 346 973 pensionados (retiro, vejez o cesantía en edad avanzada) o jubilados por el IMSS, ISSFAM,20 ISSSTE, Pemex, Defensa o Marina, entre otros [Coneval, 2012: 81].


    En su campaña presidencial Enrique Peña prometió aplicar un programa de seguro de desempleo nacional con el Programa de Pensión para Adultos Mayores y la Ley de Pensión Universal. El fin era reducir las barreras para tener derecho a la seguridad social, por medio de la recomposición de las cuotas al seguro social de los trabajadores con menores ingresos. Se incrementó el número de beneficiarios del programa de Pensión para Adultos Mayores de 65 años, de 4.4 a 5.7 millones; se creó el Seguro de Desempleo y el Régimen de Incorporación a la Seguridad Social; además de ampliar los servicios de salud que ofrece el Seguro Popular, así como de los recursos para equipamiento de hospitales, mantenimiento y construcción de nuevas unidades, y continuar el programa de Seguro de Vida para Jefas de Familia [Peña, 2014: 10, 148].


    Se aseguraba que la generación de empleos formales con sus prestaciones podría ser vista como un primer paso hacia la transformación gradual del régimen constitucional de protección al empleo, basado en la estabilidad laboral y en garantías que buscaban disuadir al empleador de efectuar despidos arbitrarios (derecho a la reinstalación o a la indemnización, de acuerdo con la elección del trabajador; salvo en ciertos casos en los que no procede la reinstalación pero se ofrece una compensación mayor), por otro basado, principalmente, en compensar al trabajador que pierde el empleo (con el seguro de desempleo y sin eliminar las indemnizaciones, aunque reduciendo su costo) y facilitar su reinserción laboral [Bensusán, 2014: 20].


    En 2013, la Conasami aseguró que México es uno de los países en donde más adultos mayores trabajan para subsistir ya que no reciben una pensión digna. La falta de planes especializados de retiro ha ocasionado que tan solo 7% de los adultos mayores en México reciba una pensión digna, mientras que 25% de los 7 millones de personas mayores de 60 años recibe una pensión [Conasami, 2013: 1020].


    El gobierno federal impulsó un nuevo programa de reforma hacendaria y de seguridad social que dio cuenta del contexto donde se inscribe la intención de adoptar un seguro de desempleo y una pensión universal para adultos mayores. Se aseguró que el bajo crecimiento del PIB y el supuesto nulo crecimiento de la productividad en los últimos 30 años; era un factor de la persistencia de la pobreza en ese mismo periodo (sobrepasando a 45% de la población); la insuficiencia de las políticas asistencialistas; la exclusión de la seguridad social de 61.2% de los mexicanos (equivalente a 72 millones) [Bensusán, 2014: 18, 49]. La población de 60 años y más era de 12 860 856 personas (5 887 753 hombres y 6 973 103 mujeres). En tanto, la población mexicana que carecía de alguna afiliación institucional como el IMSS, el ISSSTE, el Seguro Popular u otra institución, alcanzaba a 26 960 893 personas de una población total en ese año de 118.5 millones [INEGI, 2014: 22, 58].


    El desglose del indicador de carencia por acceso a la seguridad social indica que la población ocupada sin acceso a la seguridad social en 2012 comprendió a 63.1%, cifra que en 2014 disminuyó a 60.4%. La población no económicamente activa, sin acceso a la seguridad social, pasó de 51.2 a 49.1%. Por último, en la población de 65 años o más, uno de los grupos de población vulnerable a la situación de pobreza, la carencia por acceso a la seguridad social disminuyó de manera considerable al pasar de 26.5 a 17.2%; esta notable mejora se debe a la eficiencia de los programas sociales dirigidos a este sector poblacional [Coneval, 2016: 91].


    Tanto en el ámbito nacional como estatal el acceso a la seguridad social se ubicó como la carencia con los porcentajes más altos de todas las carencias sociales. Las entidades con mayor porcentaje comprendieron entre 70 y 80 de su población. El más elevado correspondió a los estados de Chiapas (82.8%), Guerrero (78.1), Oaxaca (77.9), Puebla (75.2) y Tabasco (72.7%). En contraste, los que presentaron el porcentaje más bajo fueron Nuevo León (33.4), Coahuila (34.2), Sonora (41.8), Aguascalientes (43.2) y Chihuahua (43.4). La brecha entre Chiapas y Nuevo León, el porcentaje más bajo y el más alto, fue de 49.9 puntos. El Estado de México fue la entidad con el mayor número de población sin acceso a la seguridad social: 10 millones de personas [Coneval, 2016: 88].


    Es importante destacar que, debido a los cambios de las políticas públicas, así como el aumento en la esperanza de vida, la disminución de la natalidad, junto con el desplazamiento creciente de las personas que cumplen su ciclo vital, plantean una situación de precarización del mercado de trabajo en donde los jubilados sufren las consecuencias. Los pronósticos señalan que el total de adultos en estas condiciones se duplicará en los próximos diez años, por lo que el envejecimiento demográfico será un problema adicional a los sistemas de protección social, en los cuales deberán realizarse ajustes para garantizar su sostenibilidad financiera a largo plazo y mantener un nivel de prestaciones adecuado [OIT, 2013: XI-XII].


    En la medida en que crece la demanda por envejecimiento, se necesitan mayores recursos para afrontar las obligaciones del Estado; al mismo tiempo, la sustitución de los trabajadores en la acumulación requiere de la creación de empleos formales destinados a los jóvenes que se incorporan a la economía, con el fin de aportar recursos para sostener a los trabajadores que se jubilan. En este sentido, las pensiones de vejez tienen por finalidad contribuir a moderar la pérdida o disminución del ingreso de un individuo por vejez, además de ser un medio de aseguramiento que garantice un ahorro ligado al salario. “El envejecimiento de la mano de obra es un problema que era ya delicado en los años 70, se ha agravado más con la automatización, porque los trabajadores de cierta edad no se adaptan fácilmente a las nuevas técnicas de producción” [Coriat, 1985: 74].


    Se percibe un aumento del periodo de vida de la población pero, al mismo tiempo, conforme aumenta la edad del individuo, los requerimientos de los sistemas fisiológicos se incrementan y tienen una mayor predisposición a desarrollar algunas enfermedades y el riesgo de fallecer es cada vez mayor. Los recursos necesarios para los Programas para Adultos Mayores representan cada vez un mayor porcentaje del PIB, por lo que se han impulsado una serie de reformas a la seguridad social para amortiguar este problema [García y Pacheco: 2004: 59].


    El retraso de la edad de jubilación que en muchos países se plantea como medida importante para salir de la crisis, es de hecho, una prolongación de la jornada laboral media aunque se presente como una forma de superar pasados excesos. La falacia de presentar el retraso de la edad de jubilación como solución de la crisis resulta notoria frente a la evidencia de millones de personas de todas las edades que quieren trabajar y no pueden. La crisis no es consecuencia de la falta de gente para trabajar, sino de la falta de puestos de trabajo que rindan ganancias al capital. Para que esas ganancias se produzcan, nada mejor que alargar la jornada de trabajo manteniendo el mismo salario que, en definitiva, es lo mismo que un recorte salarial [Tapia y Astarita, 2011: 269-270].


    Los indicadores complementarios en materia de salud exponen la esperanza de vida en 74.7 años en promedio para 2014 y señalan baja cobertura de servicios de salud preventiva. Así mismo, 26.5% de la población no había sido pesada o medida por un médico o enfermera; 28.6% de 30 años o más, no se había medido la presión arterial y 47.2% de la población de 30 años y más, no se le había tomado una muestra de sangre mediante punción para detectar diabetes, aun cuando esta es la enfermedad que más afecta a la población del país [Coneval, 2016: 87].


    La situación de los jubilados y pensionados muestra con toda claridad el deterioro del mercado de trabajo en su conjunto y la pérdida de prestaciones derivadas de la seguridad social con la puesta en marcha de los programas estatales de saneamiento financiero y la privatización de las prestaciones sociales. Las reformas a la seguridad social implantadas en el modelo neoliberal se han concentrado en disminuir los periodos jubilatorios, producto del aumento en las expectativas de vida de la población, debido a las mejores condiciones médicas y de salud que han extendido los periodos posjubilatorios de la población, con la posibilidad de vivir más años. Sin embargo, este principio social se enfrenta a los planteamientos liberales que sugieren la cancelación de estas prestaciones con el argumento de la falta de recursos que esta política propició con la cancelación de las prestaciones sociales básicas de los trabajadores.


    
      
        1 La OIT llama la atención con respecto de los retos de México en materia de empleo a principios del siglo XXI y señaló que en los primeros diez años se esperaba la incorporación de aproximadamente 11.4 millones de personas en el mercado laboral, es decir, un millón 140 000 personas en promedio anual y que la economía tendría que crecer alrededor de 7% anual [Juárez, 2004: 13].

      


      
        2 En una economía en la cual los ahorros de los trabajadores son prácticamente cero y, además, el gobierno no proporciona algún tipo de ayuda para los desempleados, sólo un número reducido de trabajadores puede darse el lujo de permanecer desempleado por mucho tiempo. Por tanto, los trabajadores que perdieron su empleo, se ven forzados a aceptar uno disponible, sin importar salario, condiciones de trabajo o compatibilidad con su entrenamiento y habilidades [Salas y Zepeda, 2003: 57].

      


      
        3 Esta actividad tuvo un crecimiento explosivo en la década de los noventa, sobre todo a partir de 1996. En 1999 ocupó un promedio de 1 131 316 personas, representado 27% del empleo en unidades fijas del sector manufacturero [Rendón, 2000: 64].

      


      
        4 Los trabajadores que se emplean en la economía informal no cuentan con seguridad social ni con prestaciones de Ley y en su gran mayoría reciben ingresos marginales. No obstante, millones han encontrado en la economía informal una de las más importantes válvulas de escape para subsistir al deterioro salarial y su condición de desempleados. Sin embargo, esta opción no cambia sus condiciones de pobreza y marginalidad, sólo les permite sobrevivir [Juárez, 2004: 15].

      


      
        5 “El empleo es una cosa; la manera de estar empleado es otra; el deseo de no estarlo es una tercera” [Naville, 1997: 147].

      


      
        6 La PEA se refiere a la población ocupada y la desocupada, la primera se refiere a las personas que realizaron una actividad económica, en la semana de referencia, mientras que la población desocupada es aquella que, sin estar ocupada en la semana de referencia, buscó incorporarse en alguna actividad económica durante el mes previo a la semana de levantamiento [INEGI, 2014: 4].

      


      
        7 El cambio de propiedad de la tierra a raíz de las modificaciones en el Artículo 27 Constitucional de 1992 donde se liberó el manejo del ejido permitiendo el usufructo, la venta y el derecho de asociación entre ejidatarios y otras formas de propiedad [Gollás, 2003: 67], produjo el doble efecto de incorporar la tierra comunal en el mercado y liberar la fuerza de trabajo para que migrara hacia zonas urbanas.

      


      
        8 INEGI, comunicado núm. 239/09, fechado el 26 de agosto de 2009.

      


      
        9 La OIT señaló que para absorber los candidatos al mercado de trabajo mundial será necesario crear unos 500 millones de empleos durante la primera década del siglo. Pero si prevalece la tendencia en la informalidad, esos empleos no contribuirán a aliviar la pobreza y no harán más que aumentar las filas de los trabajadores pobres. Es necesario un crecimiento económico más rápido y políticas para promover la creación de oportunidades de trabajo decentes y productivas [OIT, 2003: 1].

      


      
        10 Aún no se cuenta con estadísticas mensuales detalladas de los asegurados en el ISSSTE, el Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas (ISSFAM), Pemex y los institutos de los gobiernos estatales, de acuerdo con los comentarios de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, <www.stps.gob.mx/01_oficina/05-cgpeet/302_0075.htp>.

      


      
        11 La distribución de la PEA, según la Encuesta Nacional de Empleo 2000, nos indica que se contaban en el sector formal e informal, alrededor de 29 millones de personas, 51.6% eran personas que trabajan en el sector formal y 48.4% en la informalidad. Es decir, 14 963 387 eran trabajadores formales y 14 022 885 informales [Flores y Valero, 2003: 44, 46].

      


      
        12 La OIT hizo suyo el concepto y lo difundió ampliamente por medio de sus distintos programas y proyectos acerca del empleo y desempleo [INEGI, 2004: VIII].

      


      
        13 Una gran cantidad de actividades se agrupan en lo que el INEGI considera como economía informal en donde incorporan a los vendedores ambulantes de mercancías y de alimentos, artesanos, transportistas, prestadores de servicios domésticos de todo tipo y de reparaciones diversas. Es importante señalar que no incluye la denominada economía subterránea ni actividades ilegales tales como la evasión fiscal, la piratería, la producción y tráfico de drogas, la usura, la reventa de taquilla, el comercio y transporte de mercancías de contrabando o las intervenciones quirúrgicas desautorizadas [INEGI, 2002].

      


      
        14 Es una forma de maquila de servicio en el que la matriz puede estar en un país y el servicio que presta mediante la red informática en otro [De la Garza, 2006: 524].

      


      
        15 La OIT define los empleos informales como: de bajos ingresos, sin contratos laborales, falta de prestaciones sociales, sin afiliación a organizaciones laborales, con un uso de tecnología atrasada y empresas muy pequeñas [OIT, 2002: 38].

      


      
        16 “Suman 150 mineros muertos en los últimos 6 años, en Coahuila”, en El Financiero, Sección Economía, año XXXI, núm. 8632, 27 de julio de 2012, p. 14.

      


      
        17 A principios de los noventa se registró un aumento agudo y sostenido del presupuesto general del Servicio de Inmigración y Naturalización (SIN), especialmente de los fondos destinados a reforzar la frontera. El presupuesto total del SIN para el año fiscal de 2001 fue de 4.3 mil millones de dólares, el triple de lo que era a comienzos de la administración de Bill Clinton. El solo gasto para vigilar la frontera se ha elevado a más de 2 000 millones por año. La Patrulla Fronteriza ha rebasado el doble de su tamaño desde 1993, con 9 212 agentes en la nómina del año fiscal de 2000 [Cornelius, 2001: 2].

      


      
        18 Para financiar este programa se triplicó el presupuesto, ya que entre 1994 y 2000 alcanzó 5 500 millones de dólares [Castles, 2004: 21].

      


      
        19 Estos datos son de Ortega y Ochoa [2004] y del Banco de México.

      


      
        20 Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas.

      

    

  


  
    LA DISTRIBUCIÓN FUNCIONAL DEL INGRESO ENTRE GANANCIAS Y SALARIOS


    EL VALOR DE LA FUERZA DE TRABAJO Y LOS SALARIOS


    En la formación social capitalista, los empresarios son dueños de los medios de producción y los trabajadores han sido separados de ellos, lo que los lleva a la necesidad de vender su fuerza de trabajo por un salario para subsistir. El trabajador vende al poseedor del dinero su capacidad de trabajar, el derecho a usar su fuerza de trabajo se ha convertido en una mercancía. El capitalista acude al mercado para comprar la fuerza de trabajo por un determinado precio; la utilizará para obtener un beneficio económico de su inversión en el proceso productivo o distributivo de bienes y servicios. El capitalista explota al trabajador en la esfera de la producción y la circulación, pues se le expropia parte del valor del tiempo necesario para su reproducción, en tanto el salario se paga por debajo de su valor [Garavito, 2016: 306].


    El nivel salarial viene dado por las condiciones históricas que alcanza en cada país la clase trabajadora y que esas condiciones evolucionan con el desarrollo de las fuerzas productivas. El poder adquisitivo de los salarios oscila con los ciclos económicos, de acuerdo con Marx, y los flujos y reflujos de la lucha de clases, siendo en general más alto en los países donde el capitalismo estaba más avanzado y tenía su industria desarrollada [Tapia y Astarita, 2011: 255].


    Marx nos dice que la fuerza de trabajo solo se efectiviza por medio de su exteriorización: se manifiesta tan solo en el trabajo. En virtud de su puesta en actividad, se gasta una cantidad determinada de músculo, nervio, cerebro, etcétera, componentes humanos que son necesarios reponer. La fuerza de trabajo como cualquier otra mercancía, debe tener un valor que se determina por el tiempo de trabajo socialmente necesario para su producción y reproducción. El valor de la fuerza de trabajo se determinará, en consecuencia, por el costo de reproducción de la fuerza de trabajo del obrero y su familia.


    La discusión que tienen los neoclásicos con el keynesianismo, en lo correspondiente al salario, es que Keynes creía que la reducción de los salarios simplemente exacerbaría la presión para reducir la producción. Debido a que los consumidores también son trabajadores su ingreso cae, por tanto, tienen menos dinero para gastar. Los clásicos dicen que a medida que las tiendas y las fábricas sufren una caída adicional en la demanda recurrirán a reducir aún más los salarios y el proceso se repite. La solución debe estar en la restauración de la demanda. En el largo plazo, el sector privado regresará el poder adquisitivo, sin embargo, como decía Keynes, para entonces todos estamos muertos [Thorton, 2015: 111].


    El salario paga una parte del tiempo de trabajo del obrero y genera un excedente o plusvalor del que se apropia el capital como ganancia en cualquiera de sus formas: capital interés, capital mercantil o capital productivo. La pregunta es si el salario nominal es suficiente para cubrir el valor de las mercancías necesarias para la reproducción del trabajador y su familia. El individuo, al igual que la máquina se desgasta, se acaba y tiene que ser reemplazado por otro. El vendedor de la fuerza de trabajo habrá de perpetuarse por medio de la procreación. Será necesario reponer constantemente con un número por lo menos igual de nueva fuerza de trabajo, la que se retira del mercado por desgaste y muerte. La suma de los medios de subsistencia necesarios para la producción de la fuerza de trabajo incluye los medios de subsistencia de los sustitutos, esto es, de los hijos de los obreros, dicho de otra manera: el valor de la fuerza de trabajo es el valor de los medios de subsistencia necesarios para la conservación de su poseedor, es decir, para satisfacer sus necesidades naturales en sus condiciones particulares [Marx, 1999: t. 1, vol. 1, 207].


    Así, el volumen de las llamadas necesidades imprescindibles, así como la índole de su satisfacción, es un producto histórico y depende en gran parte del grado cultural de un país, así como de las condiciones bajo las cuales se ha formado la clase de los trabajadores libres y, por tanto, de sus hábitos y aspiraciones vitales. El valor de esta mercancía en un país estará determinado por el monto medio de los recursos de subsistencia necesarios por la variación de la magnitud del tiempo de trabajo requerido para su producción. Diariamente se consume una parte de los medios de subsistencia –por ejemplo, alimentos, combustibles, etcétera– y es necesario renovarlos cada día. Otros medios de subsistencia, como la vestimenta, el mobiliario, entre otros, se consumen en lapsos más prolongados por lo cual hay que reponerlos en espacios de tiempo más largos. Sea cual sea el modo en que la suma de estos gastos se distribuya, por ejemplo, a lo largo de un año, es necesario cubrirla día a día con el ingreso medio [Marx, 1999: t. 1, vol. 1, 209].


    Los capitalistas aplicaran diversos mecanismos para bajar sus costos laborales de producción y reproducción de la fuerza de trabajo. En efecto, el capital intentará reducir lo más posible el precio de la fuerza de trabajo (salario), aún por debajo de su valor. La competencia con otros capitalistas individuales es un incentivo para reducir al máximo el costo salarial, teniendo en cuenta las necesidades del proceso de trabajo [Neffa, 2006: 55].


    El Estado debe garantizar la protección de los derechos de propiedad, el control del proceso de trabajo por parte de los empresarios, un patrón de intercambio (signos monetarios) y procurar la reproducción de la fuerza de trabajo bajo determinadas condiciones. Es necesario señalar que una pérdida constante del salario real o del poder adquisitivo tiene un límite físico y social ya que, si el salario no alcanza para la reproducción del trabajador y su familia, afectará el proceso de acumulación en su conjunto, pues los trabajadores no dispondrán de un salario suficiente para adquirir los valores de uso producidos por el propio capital, lo que llevará a las crisis de sobreproducción cada vez más profundas y la inconformidad social.


    EL SALARIO NOMINAL, REAL Y PROPORCIONAL


    El salario nominal es el pago que el trabajador recibe por la venta de su fuerza de trabajo, el salario designa su precio y aparece como equivalente de los medios de vida que deben de satisfacer los requerimientos mínimos de la familia en su reproducción social. El límite último o límite mínimo del valor de la fuerza laboral, lo constituye el valor de la masa de mercancías sin cuyo aprovisionamiento diario el portador de la fuerza de trabajo no puede renovar su proceso vital, esto es, el valor de los medios de subsistencia físicamente indispensable.


    Los estudios técnicos para fijar el salario mínimo son muy variados y se basan en el contenido y la extensión de una canasta básica, el cálculo del aumento de precios que afecta la compra de dichos componentes y el periodo de definición de los nuevos salarios mínimos. En este sentido, desde la perspectiva de la economía política de Marx, el salario que el trabajador recibe se puede presentar en tres formas básicas: a) monetario o nominal, b) real y c) relativo o proporcional. Al referirse a la evolución del salario de los trabajadores en general, se deben tener presentes estas tres perspectivas de análisis para entender el contexto de la generación y distribución de la riqueza social:


    1. Salario nominal: se refiere a la cantidad de dinero que recibe el trabajador (signos monetarios billetes y monedas).


    2. Salario real: mide la capacidad de compra de esos signos monetarios en relación con la que tenían los trabajadores en el año considerado como base, para el cálculo del aumento de precios de los bienes y servicios. El nivel del salario real depende de la cuantía del salario nominal, condicionado a la cantidad de alimentos, vestidos, vivienda, educación, distracciones culturales y deportivas, impuestos, etcétera, que el trabajador puede adquirir y pagar en un momento dado. Este tipo de salario expresa el precio del trabajo en relación con el precio de las demás mercancías.


    3. Salario relativo o proporcional: la parte de la riqueza social que como asalariado le corresponde (la distribución del producto interno entre sueldos y salarios) y las ganancias del capital (recursos destinados a las utilidades de las empresas). Es la proporción que percibe el trabajo directo en relación con las utilidades de las empresas.


    Al tener en claro estos conceptos es posible observar distintas combinaciones, por ejemplo, puede ocurrir que el salario nominal aumente, pero el real disminuya por lo que la desigualdad del salario relativo se incrementaría. También puede suceder que el desarrollo de las fuerzas productivas permita un incremento de la productividad y, por lo tanto, disminuya el tiempo de trabajo socialmente necesario para la producción de las mercancías de consumo obrero, por lo que con el mismo salario adquiriría mayor cantidad de bienes y servicios o bien generará un mayor excedente para el capital que lograría una tasa mayor de ganancia. En este sentido, la distribución de la riqueza social entre el capital y el trabajo, en el primer caso proporcionaría más valores de uso a la fuerza de trabajo y, en el segundo supuesto, una mayor ganancia al capitalista lo que se traduciría en una distribución más inequitativa entre los trabajadores y los capitalistas.


    El aumento de los precios de los bienes y servicios para los asalariados por arriba de los incrementos al salario nominal, provoca una caída del salario real y una mayor concentración de la riqueza. Es decir, el poder adquisitivo desciende cuando los precios suben y el salario no, o cuando cambia el poder adquisitivo del dinero, de tal forma que el capital paga sueldos y salarios reales inferiores, al mismo tiempo que sus ganancias se incrementan. Es por ello que en una situación inflacionaria el capital recupera ganancias vía el aumento de precios, lo que no ocurre con el salario que está subordinado a los designios del capital.


    Con el mecanismo de la inflación se puede reducir el salario real de los trabajadores si este se incrementa en niveles inferiores a la inflación, lo que produce un efecto similar al que señalaba Keynes [1936], cuando menciona que la inflación es un mecanismo adecuado para reducir los salarios de manera encubierta sin producir las fricciones que implica una reducción directa del salario nominal. Keynes pensaba que el mundo avanzaba hacia una disminución de las diferencias sociales, pero el capitalismo mundializado de la segunda mitad del siglo XX creó desigualdades sociales sin precedentes. En tanto el trabajo se hace cada vez más social y los procesos productivos se interrelacionan e imbrican entre países y continentes, se acrecienta el poder y la riqueza en un polo y, en el otro, lo hacen la explotación y la opresión [Tapia y Astarita, 2011: 256].


    Las utilidades solo pueden crecer de manera acelerada si el precio del trabajo, el salario relativo, disminuye con la misma rapidez en que lo hace el aumento de la productividad y la generación de plusvalía relativa, al reducir la proporción entre el tiempo de trabajo socialmente necesario para reproducir los bienes salario, con el desarrollo de las fuerzas productivas, las ganancias se elevan con la plusvalía relativa adicional, aunque puede incrementarse la explotación vía la intensidad del trabajo, la prolongación de la jornada o atentando contra el valor de la fuerza de trabajo con la caída del salario real, el aumento de la plusvalía absoluta es una de las contratendencias a la caída de la tasa de ganancia y aumenta el poder del capital sobre el trabajo, la dependencia de este con respecto del primero.


    LA EVOLUCIÓN DEL SALARIO MÍNIMO NOMINAL Y REAL EN MÉXICO


    El establecimiento de un salario mínimo en México,1 es el resultado del enfrentamiento entre el capital y el trabajo en su confrontación histórica. El Estado, mediante la política económica busca asegurar la eficiencia de la acumulación capitalista y evitar el enfrentamiento paralizante entre el capital y el trabajo. Los trabajadores luchan por mantener o incrementar el poder adquisitivo de los salarios, en tanto al capital le interesa ahorrar costos e incrementar sus ganancias con el aumento de la productividad, reduciendo salarios, reorganizando la producción, incorporando la innovación y el desarrollo tecnológico y la combinación de todos estos elementos le permiten al capital incrementar la plusvalía absoluta y relativa.


    Desde una perspectiva histórica, el establecimiento de un salario mínimo constitucional tiene como antecedente la Revolución mexicana (1910), movimiento que estableció cierto grado de equilibrio entre las clases sociales y le dio una orientación social a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (1917).


    En dicho proyecto fue fundamental el programa obrero del Partido Liberal Mexicano dirigido por los hermanos Flores Magón, cuyas ideas daban vida al periódico Regeneración y a los clubes obreros que se sembraban en torno a las incipientes zonas industriales. “¡Ocho horas, cinco pesos!”, fue la consigna de la Huelga de Cananea de 1906 que sintetizó el programa obrero de inicios del siglo XX: reducción de la jornada de trabajo y pago de un salario mínimo legal. Un año después, también bajo la influencia del magonismo, las Huelgas del Río Blanco en Veracruz, extenderían y profundizarían este programa obrero; pero en ambos momentos, la respuesta del gobierno de Porfirio Díaz sería la misma: la represión. En el primer caso con la colaboración de los rangers de Arizona y, en el segundo, con el uso de la fuerza bruta de los rurales de Díaz comandados por los jefes políticos de la zona. Tristemente famosa es la frase del dictador Díaz, quien al ser consultado sobre la insurrección de los trabajadores el día en que, por laudo presidencial, tendrían que regresar a laborar, envía un telegrama con el mensaje: “¡Mátenlos en caliente!” Así fue [Garavito, 2014: 4].


    Diez años después de estos acontecimientos, en plena efervescencia del movimiento revolucionario, los distintos ejércitos nombran a sus representantes para discutir lo que habría de ser el pacto social en cuyas bases se construyó la superestructura que permitiría el funcionamiento de la base económica, es decir, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos redactada en 1917.


    Del desarrollo de los trabajos de ese Constituyente podemos recoger el valioso testimonio de Pastor Rouaix, hombre que gozaba de gran legitimidad y aprecio entre los diversos grupos revolucionarios, y quien llevaba la representación del entonces Jefe Máximo, Venustiano Carranza. En su excelente libro Génesis de los Artículos 27 y 123 de la Constitución Política de 1917, Rouaix narra la manera en que los constituyentes tuvieron que desechar la propuesta inicial del constitucionalismo de que los derechos de los trabajadores quedaran alojados en el artículo 5 de la Constitución de 1857, esto es el relativo a las garantías individuales. […] Fue el diputado Héctor Victoria del Partido Socialista Obrero de Yucatán, de 31 años de edad, quien, el 26 de diciembre de 1916 expuso en tribuna el contenido integral de los derechos que protegería el artículo 123 constitucional: jornada máxima; salario mínimo; descanso semanal; higiene en el trabajo; convenios industriales; juntas de conciliación y arbitraje; prohibición del trabajo nocturno a las mujeres y los niños; accidentes laborales; indemnizaciones; seguros; etcétera; […] [Garavito, 2014: 4].


    La figura del salario mínimo se estableció con la promulgación de la Constitución General de la República, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 5 de febrero de 1917, tomo V, 4a época, núm. 30. En el artículo 123, fracción VI, “Del trabajo y la previsión social” dice:


    El salario mínimo que deberá disfrutar el trabajador será el que se considere suficiente, atendiendo las condiciones de cada región, para satisfacer las necesidades normales de la vida del obrero, su educación y sus placeres honestos, considerándolo como jefe de familia. En toda empresa agrícola, comercial, fabril o minera, los trabajadores tendrán derecho a una participación en las utilidades […]. VII. Para trabajo igual debe corresponder salario igual, sin tener en cuenta sexo ni nacionalidad. VIII. El salario mínimo quedará exceptuado de embargo, compensación o descuento [Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1917: 158] (cursivas de autor).


    La Constitución de principios del siglo XX, puso a nuestro país en la avanzada, al reconocer los derechos sociales de los trabajadores, también colocó al Estado como árbitro de la relación entre el capital y el trabajo. Muy poco tiempo después, en 1931 se reglamentó el Artículo 123 constitucional, cuando se publica la Ley Federal del Trabajo, de tal manera que muchos de los principios de avanzada se matizaron o cambiaron, por ejemplo, la regulación de la huelga, la creación de organizaciones obreras, la redefinición del salario mínimos general y regionales por decreto. Aunque también se incorporaron aspectos fundamentales de las demandas de los trabajadores: el derecho al trabajo digno, la promoción del empleo, capacitación, seguridad laboral, seguridad social, escuelas, vivienda, hospitales, centros vacacionales, etc., es decir en ese periodo se establecieron las garantías básicas de los trabajadores frente a los empresarios al “tutelar” sus derechos laborales.2 En síntesis, se dio la formalización institucional de las negociaciones laborales con la participación de los trabajadores, la patronal y la representación gubernamental para avalar y legitimar las políticas públicas.


    CAPÍTULO VI


    Salario mínimo


    Artículo 90.- Salario mínimo es la cantidad menor que debe recibir en efectivo el trabajador por los servicios prestados en una jornada de trabajo.


    El salario mínimo deberá ser suficiente para satisfacer las necesidades normales de un jefe de familia en el orden material, social y cultural, y para proveer a la educación obligatoria de los hijos.


    Se considera de utilidad social el establecimiento de instituciones y medidas que protejan la capacidad adquisitiva del salario y faciliten el acceso de los trabajadores a la obtención de satisfactores [LFT, 2015: 21, cursivas del autor].


    El Estado emplea todos los mecanismos a su alcance para amortiguar el conflicto entre las clases sociales aunque su objetivo en la reproducción del sistema, un ejemplo es la acción que ejerce la burocracia mediante los impuestos, la deuda pública, un aparato administrativo complicado (que en una gran proporción conduce a la corrupción directa de los funcionarios) o por medio de la alianza entre el gobierno y los grupos económicos más poderosos así como del manejo ideológico y político del “sufragio universal” estrictamente controlado por la clase dominante.3


    La conformación de esta estructura fue muy útil para enfrentar la situación de inestabilidad política y económica derivada de la situación interna y de la profunda crisis económica de los años treinta. Los efectos de esta crisis se observaron en un desplome del poder adquisitivo de los trabajadores que se extendió hasta la década de los cincuenta, con un deterioro de 64% del poder adquisitivo de la población (véase el cuadro 1 y la gráfica 1).
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    No fue sino hasta 1952 cuando se:


    […] registró una recuperación ininterrumpida hasta alcanzar en 1964 el nivel histórico más alto que había tenido en 1939, lo que significa que los jóvenes de la década de los sesenta pudieron gozar del nivel de vida de sus padres –doce años de caída y trece de recuperación–, y a partir de ahí se registraron veinticinco años más de ganancia neta para los asalariados, mismos que corresponden al llamado milagro económico mexicano; si bien al final de ese periodo con serios problemas de estabilidad y de fuentes de financiamiento sano, aún con tasas de crecimiento del PIB mayores al 6 por ciento anual [Garavito, 2014: 12].


    La participación del Estado y la definición de la política laboral sirvió para que el primero regulara el precio de la fuerza de trabajo, al principio con los instrumentos que le dio la Ley Federal del Trabajo en 1931 y luego con el decreto de 1962, que creó la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos (Conasami), durante el gobierno de Adolfo López Mateos, para atender las necesidades del capital al establecer las regiones geográficas y 111 zonas salariales con un criterio fundamentalmente geoeconómico con la creación de las comisiones regionales y la negociación atomizada de salarios. Este sistema funcionó por más de 50 años.


    […] a la Fracción VI del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 21 de noviembre de 1962, así como las correspondientes reformas y adiciones a la Ley Federal del Trabajo publicadas en el mismo Diario el 31 de diciembre de ese mismo año. Tiene como objetivo fundamental cumplir con lo establecido en el artículo 94 de la Ley Federal del Trabajo, en el que se le encomienda que, en su carácter de órgano tripartito, lleve a cabo la fijación de los salarios mínimos legales, procurando asegurar la congruencia entre lo que establece la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos con las condiciones económicas y sociales del país, propiciando la equidad y la justicia entre los factores de la producción, en un contexto de respeto a la dignidad del trabajador y su familia [Conasami, 2014: www.conasami.gob.mx].


    En los hechos este organismo quedó totalmente subordinado al Poder Ejecutivo que es el que nombra al presidente de la Comisión.


    El Consejo de Representantes se integra de manera tripartita con la representación del gobierno y con un número igual, no menor de cinco, ni mayor de quince, de representantes sindicalizados y de los patrones. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STyPS) hace la convocatoria necesaria para el nombramiento de los integrantes y, si esta no fuera atendida, será la misma STyPS quien realice la designación (Artículo 554 de la LFT) [Garavito, 2014: 6].


    En 1963, se puso en marcha la comisión nacional y las 111 comisiones regionales de los salarios mínimos, cuyo propósito fundamental, se aseguraba, fue procurar un más amplio y efectivo cumplimiento de los preceptos constitucionales en la materia. De esta manera, la Conasami se constituyó en el eje central de un mecanismo sui generis, en el que los salarios mínimos eran fijados por comisiones regionales que sometían sus determinaciones a la consideración de la comisión nacional, que podía aprobarlas o modificarlas, por su forma de organización y por la modalidad eminentemente participativa que revestía su estructura y sus actividades.


    Los elementos técnicos para definir el salario mínimo serían estudiados y propuestos por el Consejo de Representantes para fijar los salarios mínimos teniendo como base el contenido y extensión de una canasta básica, el cálculo del aumento de precios que afecta la compra de dichos componentes y el periodo de la definición de los nuevos salarios mínimos, es decir, deberían estar relacionados con los bienes y servicios indispensables para proveer una canasta básica que fuera suficiente para satisfacer las necesidades normales de una familia obrera.


    En 1970 se reformó nuevamente la Ley Federal del Trabajo, se fortaleció la Conasami con la integración de representantes de los trabajadores, los patrones, el gobierno y el auxilio de comisiones especiales de carácter consultivo, diferenciando el salario mínimo por ocupaciones y áreas geográficas. Para fijar salarios mínimos generales y profesionales se haría un análisis de la situación económica general del país, para entender los cambios en las diversas actividades económicas, las variaciones en el costo de vida por familia, las condiciones del mercado de trabajo y las estructuras salariales, la periodicidad de las revisiones salariales serían cada dos años y comenzarían a regir en enero del año siguiente [González, 1991: 89-214].


    En el ámbito internacional, la Organización Internacional del Trabajo (OIT), constituyó uno de los principales instrumentos de política orientados a la protección de los trabajadores asalariados, con la fijación periódica del valor salarial. El organismo propuso que los gobiernos establecieran un piso en la escala salarial que les permita a los trabajadores y trabajadoras alcanzar condiciones decentes de vida.


    […] Así lo establece el Convenio 131 sobre fijación de salarios mínimos (1970), el que señala que para la determinación de su nivel se deben tener en cuenta las necesidades de los trabajadores y de sus familias, así como también los factores económicos, incluidos los requerimientos del desarrollo económico y mantener un alto nivel de empleo [OIT, 2014: 11] (cursivas del autor).


    El convenio establece el salario mínimo como un elemento fundamental para que los gobiernos cumplan con su papel principal, así como también un determinante de su nivel de cumplimiento. La OIT señala que un salario mínimo muy bajo seguramente tendrá un alto grado de cumplimiento, pero será insuficiente en su misión de proporcionar un ingreso que permita satisfacer las necesidades básicas de los trabajadores y sus familias. En cambio, un salario mínimo elevado podrá satisfacer de mejor manera esas necesidades, siempre y cuando no redunde en la destrucción de empleo y su cumplimiento sea efectivo. Es un mecanismo para la determinación de las necesidades de los trabajadores, los factores económicos, incluidos los requerimientos para el desarrollo económico, los niveles de productividad, así como la importancia de alcanzar un alto nivel de empleo [OIT, 2014: 19]. En 1973, México ratificó el Convenio 131 de la OIT:


    […], que forma parte de los convenios fundamentales en materia de derechos humanos laborales. De acuerdo con este convenio, además de que se debe tomar en cuenta la opinión de los interlocutores sociales, entre los criterios a considerar están por una parte, las necesidades del trabajador y su familia, el costo de la vida, las prestaciones de seguridad social y el nivel relativo de otros grupos sociales. Por otra, están los factores económicos, los niveles de productividad y la conveniencia de alcanzar y mantener un alto nivel de empleo [Mancera, 2014: 50] (cursivas de autor).


    En 1974, se reformó la LFT para modificar la revisión bianual por la anual de los salarios, a partir de 1975 con la intervención de la Conasami. Los salarios mínimos se fijarían cada año debido a que la inflación había modificado en los hechos la periodicidad debido a los “aumentos de emergencia” que los trabajadores habían alcanzado, por las movilizaciones constantes que se llegó incluso a establecer, las revisiones de los salarios de acuerdo con el aumento del costo de la vida. La Conasami podría reunirse para revisar los salarios cuantas veces fuera necesario, previa petición de los interesados [Garavito, 2014: 10].


    A partir de este momento la Conasami se establece como un instrumento de contención del proceso inflacionario y de ajuste fiscal para la aplicación de la política económica definida por el Estado, aunque estaba integrada en forma tripartita, era el Poder Ejecutivo quien determina los incrementos, con base en la inflación esperada, sin compensar las pérdidas originadas en errores de cálculo en la inflación del año anterior lo que derivó en un marcado deterioro del poder adquisitivo. “La presencia de organizaciones sindicales con bajo poder de negociación, sin mecanismos de rendición de cuentas ante sus bases trabajadoras, permitió que dicha Comisión se convirtiera en una correa de transmisión de los objetivos de la políticas macroeconómicas y del modelo exportador anulando su objetivo original” [Mancera, 2014: 55].


    Se ignoró la función social de ese instrumento y su acción se encaminó a reducir los costos laborales, impulsar la flexibilidad laboral y en general hacer más atractivas las condiciones de explotación, para incentivar la inversión extranjera que el modelo exportador impulsaba, independiente al fuerte efecto que tendría sobre las condiciones de vida de la población mexicana.


    La inestabilidad económica y la lucha por recuperar el poder adquisitivo, fue una constante en las movilizaciones de los trabajadores que se extendió durante todo el sexenio del presidente Luis Echeverría. Se registró un saldo positivo del salario real durante este gobierno, al pasar de 214.2 en 1971 a 295.91 en 1976, hubo un incremento de 38% en el poder adquisitivo. Este año el salario mínimo real alcanzó su punto más alto del siglo XX, es decir, la cantidad de bienes y productos que recibían los trabajadores con salario mínimo se triplicaron con respecto del nivel alcanzado en la década de los cincuenta. El aumento nominal se tradujo en un fortalecimiento del poder adquisitivo de los asalariados mexicanos, sin olvidarnos que la política económica del Estado intervencionista estaba enfocada en la creación de demanda efectiva y la generación de empleos por lo que el mercado interno se fortaleció, aunque la crisis y el endeudamiento que se avecinaban, rápidamente destruyeron los avances.


    Para los trabajadores, el problema de ese régimen discrecional se presenta, cuando por decisión del gobierno, y como parte de su nueva política económica, se dejan caer los salarios de manera deliberada, pues con el nuevo modelo adquieren el carácter de variable de ajuste, y se hace nugatorio el derecho constitucional a percibir el ingreso suficiente para lograr una vida digna para el trabajador y su familia [Garavito, 2014: 13].


    El fortalecimiento del salario real se extendió hasta estallar la crisis económica de finales de 1976. La gráfica 2 muestra la disminución drástica del salario mínimo real, cuando en unos meses de crisis, el poder adquisitivo del salario mínimo sufrió una caída dramática del poder adquisitivo. Esto fue posible por el control de la representación sindical en el seno de la Conasami y los otros integrantes que se convirtieron en “[…] correas de trasmisión de las políticas gubernamentales de estabilización, ajuste fiscal y flexibilización liberal, al mismo tiempo que garantizaba la paz laboral como señal de atracción de inversiones” [Mancera, 2014: 52].


    El poder adquisitivo se derrumbó cuando el gobierno de Luis Echeverría firmó la Carta de Intención con el Fondo Monetario Internacional (FMI), en donde se define que si el país quería recibir los préstamos necesarios para salir de la crisis, requería establecer una política de recuperación económica (política de choque) con el alejamiento del Estado de su función social, impedir que los salarios subieran más que la productividad, darle la libertad necesaria al mercado para su funcionamiento y establecer las condiciones de estabilidad necesarias para aplicar este modelo de acumulación. Los topes salariales se convirtieron en un mecanismo de control para los salarios mínimos, pero sobre todo, para las negociaciones colectivas al convertirse en un factor difícil de superar.


    En 1977, se aplicaron los principios de la “contención salarial” con el argumento de que los salarios son responsables en el aumento de precios, se plantea un incremento salarial inferior al índice nacional de precios al consumidor. En 1976, se reportó un aumento de precios de 20.7%, en tanto se decretó sólo 10% de aumento en los salarios. Con esta política se inauguró los “topes salariales” que llegan hasta nuestros días y que propiciaron una enorme pérdida del poder adquisitivo de los trabajadores. No fueron suficientes las grandes movilizaciones para evitar la pérdida del poder adquisitivo en favor de las ganancias del capital.


    Los cambios registrados en la política económica mostraban con toda claridad los lineamientos neoliberales del paquete de instrumentos de política económica que posteriormente serían sintetizados en el Consenso de Washington de 1989, inaugurados por los gobiernos de Margaret Thatcher y Ronald Reagan a fines de la década de los setenta, orientados por el principio de que más mercado es siempre mejor que más Estado. Principio que no se compadece con operaciones financieras como el rescate bancario mexicano de fines de los noventa (Fobaproa), donde las deudas privadas bancarias se socializaron como deuda pública y la racionalidad de las fuerzas del mercado brilló por su ausencia. A partir de 1983, junto con las exportaciones, se coloca a la inversión extranjera como motor del crecimiento y que el gancho para atraerla son los bajos salarios, lo cual genera una falsa competitividad pues no está basada en la agregación de valor [Garavito, 2014: 3].


    El establecimiento de los pactos económicos, la liberalización económica y la flexibilización del trabajo permitieron, eliminar las trabas que significaban:


    […] tanto el salario mínimo como la acción sindical se habían constituido en inflexibilidades severas para la operación cotidiana del mercado laboral mexicano. Las reglamentaciones de la legislación que impuso mayores rigideces se refieren a los costos de despido de trabajadores, que además de resultar altamente onerosos para las empresas en el caso de los trabajadores con elevada antigüedad, se acrecientan por la injerencia de las autoridades laborales, cuya actuación suele ser dilatada y particularmente gravosa para las empresas. Además de los costos de retiro, los de contratación se multiplican por las cuotas de seguridad social, que por su escasa vinculación con los beneficiados de la misma, su erogación por parte de las empresas reclama que la productividad de los trabajadores en el sector formal de la economía sea al menos una tercera parte mayor que en el informal, para poder cubrirlas de manera rentable [Hernández, 2012: 12].


    No es de extrañar que fuera en el sexenio de Miguel de la Madrid (1982-1988) cuando los organismos financieros internacionales, ante la profundidad de la crisis de la deuda, establecieran el patrón de acumulación neoliberal. La política laboral reforzó la caída del poder adquisitivo que venía desde 1977. En 1980, el salario mínimo real urbano había perdido 40% de su poder adquisitivo, aunque parte de esa pérdida estuvo amortiguada por el Estado por medio del salario indirecto que significa el gasto social:


    Por otra parte, si se compara con la evolución de los salarios mínimos en América Latina, México es el país que mayor deterioro ha presentado en los salarios en dicho periodo. Sin embargo, es necesario aclarar que aquí en México las prestaciones son una parte fundamental del salario mínimo y a diferencia de otros países los servicios públicos de salud (ISSSTE-IMSS), educación y los sistemas públicos de bienes básicos son los más desarrollados de toda América Latina. Esto es importante, pues aunque durante estos años el gasto social per cápita ha disminuido 30%, el gasto social dentro del gasto público total ha aumentado su participación en este periodo [Villarreal, 2005: 522].


    Los topes salariales sugeridos en la carta de intención, enfrentaron a los trabajadores con los patrones y se dio una dispersión salarial muy grande. Las políticas de ajuste económico, fueron de gran sacrificio para la población, en términos de caída del empleo, salarios, gasto social. Sin embargo, ante la inestabilidad social, el Estado tuvo que hacer cambios legislativos y en 1986, el Ejecutivo Federal presentó una iniciativa en el Congreso de la Unión que reformara sustancialmente el sistema de organización y revisión de los salarios, de tal manera que: “[…] la fracción VI establece, desde el 1 de enero de 1987, que los salarios mínimos serán fijados anualmente por una Comisión Nacional, lo que dio lugar a la desintegración del sistema de Comisiones Regionales vigente hasta el 31 de diciembre de 1986” [Conasami, 2014].


    Con esta medida el abanico salarial disminuyó en forma notable y los conflictos salariales se amortiguaron, aunque se fortaleció el control salarial. Se reforzó la reestructuración de la economía, el ajuste de las empresas en manos del Estado, la liberalización económica y la contención salarial. Es por ello que en 1987 con el argumento de controlar la inflación:


    […] el gobierno inaugura la era de los pactos económicos en México con la participación de todos los sectores sociales –a excepción de los banqueros–, la inflación considerada para la definición del nuevo salario mínimo legal era la acumulada en el año anterior (inflación ex post); y desde entonces y con el principio de la indexación de los salarios para “supuestamente” abatir las fuerzas inerciales de la inflación, se inaugura la práctica, hasta ahora vigente, de definir el aumento salarial de acuerdo con la inflación ex ante, es decir la pronosticada por el gobierno y publicada en el documento de Criterios de Política Económica, que acompaña al paquete del Proyecto de Presupuesto de Egresos de la federación y la Ley de Ingresos que anualmente envía el Ejecutivo al Poder Legislativo [Garavito, 2014: 9, 14-15].


    El establecimiento de la política salarial definida con el FMI, se orientó hacia la reducción de costos para fortalecer las exportaciones y reducir los salarios deliberadamente. En el neoliberalismo, los salarios adquieren el carácter de variable de ajuste, el salario constitucional se hace nugatorio a percibir el ingreso suficiente para lograr una vida digna para el trabajador y su familia. Esto fue muy claro cuando en 1987, se incrementaron los salarios hasta en cuatro ocasiones y, sin embargo, no se recuperó la pérdida del poder adquisitivo (los aumentos fueron en enero 20%,4 20.1 en abril, 23.1 en julio, 25 en octubre y 15% en diciembre, extensivo a los salarios contractuales). Según el Banco de México, en términos reales y utilizando como deflactor el índice nacional de precios al consumidor, a pesar de los cuatro incrementos decretados al salario, se mantuvo la pérdida del poder adquisitivo, debido a que los salarios crecieron menos que la inflación y disminuyeron 6.3% en el año [Banco de México, 1988: 119].


    En 1988, el salario mínimo registró otra fuerte caída como consecuencia de la crisis financiera especulativa en la Bolsa Mexicana de Valores, que llevó a una nueva devaluación y a un crecimiento de precios que estuvo a punto de dispararse hacia la hiperinflación. La pérdida del poder adquisitivo se observa en el cuadro 2 y la gráfica 2.
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    En este sexenio el salario mínimo real perdió 48.7% de su valor, casi la mitad del que tenía al colapsarse la etapa anterior de acumulación. Fue un periodo de endeudamiento acelerado, el derroche de la renta petrolera, y el inicio del deterioro del salario real a través de la política de fijación de los topes salariales y cumplimiento de los acuerdos con el FMI y el Banco Mundial que logró imponer una nueva norma social a los salarios, un precio muy distante de su valor y muy por debajo de la norma establecida en el pacto social que se plasmó en la Constitución de 1917, precisamente en el artículo 123 [Garavito, 2014:15].


    El gobierno de Carlos Salinas de Gortari (1988-1994) desplegó las fuerzas del mercado para fortalecer el capital y una estricta política de control de los trabajadores, con la aplicación del Plan Nacional de Desarrollo profundizó la apertura de la economía, el alejamiento directo del Estado en la economía y la cancelación de prestaciones sociales. El esfuerzo del Estado estaría encaminado a las exportaciones con el apoyo a empresas que fueran competitivas en el mercado internacional. Se busca la estabilidad económica, poniendo al frente la competitividad salarial como elemento de atracción para la inversión extranjera directa (IED).


    Se mantuvo la política liberal con el Pacto de Solidaridad Económica (PSE), aunque las revisiones salariales ya no estarían en función de la inflación registrada (ex post) sino con la esperada (ex ante). Los resultados fueron muy parecidos al mecanismo anterior ya que, de todas formas, se mantuvo el deterioro del salario real de la mayor parte de la población, en los primeros años el poder adquisitivo tuvo un repunte, sin embargo, en los últimos dos años de la administración de Salinas, se tuvo una pérdida acumulada de 30%, como puede observarse en la gráfica 1.


    Durante el gobierno de Ernesto Zedillo (1994-2000) se decretó que los aumentos en los salarios estarían vinculados con el incremento de la productividad de la mano de obra [Banco de México, 1994: 24]. Ante la crisis financiera de 1994-1995 se desplomó la producción y con ello el poder de compra de los salarios, aunque el gobierno aprovechó esta situación para reforzar en el extranjero la idea de que teníamos uno de los salarios más bajos del mundo, con una amplia flexibilidad laboral y el control sindical: “[…] el salario mínimo nominal promedio en la República Mexicana pasó de 13.97 pesos diarios en 1994 a 16.42 en 1995 con una inflación muy superior, lo que provocó una nueva depreciación del salario real. Es así como llegamos al escenario de una caída anual media de 3.2% en los diez años previos al fin de siglo” [Mancera, 2014: 9].


    En 1997, de manera programática se condicionaron los aumentos salariales al incremento de la productividad y la calidad, factores que complicaron aún más las posibilidades de la recuperación del poder adquisitivo. A pesar de que en ese año, se lograron dos incrementos salariales uno de 30.4% y el otro de 20.1%, no fueron suficientes para equipararse con el índice inflacionario del periodo y la tendencia descendente del poder adquisitivo continuó, de tal manera que el salario real acumuló una pérdida de 70% (véase el cuadro 1 y la gráfica 1).


    A principios del siglo XXI se dio el “gobierno del cambio” de Vicente Fox (2000-2006), que aunque le precedía enormes expectativas de transformación ya que en su campaña presidencial prometió aplicar una política económica que permitiría un crecimiento de 7% en el PIB y una mejor distribución de la riqueza mediante salarios remunerativos, la generación de empleos que permitiría recuperar de manera significativa el poder adquisitivo del salario de los trabajadores mexicanos.


    La realidad fue que el nuevo régimen político mantuvo y profundizó la política económica neoliberal. Se subordinó el salario a la política antiinflacionaria al igual que se había hecho con los gobiernos anteriores y, a pesar de que se logró una disminución importante del índice inflacionario a un solo dígito (9% en el 2000), el salario real se mantuvo relativamente constante. El primer año de la nueva administración registró una leve recuperación del salario real al aumentar 1.38 pesos reales, pasó de 69.86 en el 2000 a 71.24 pesos reales en el 2001, esta pequeña diferencia entre el salario nominal y el índice de precios al consumidor permitió a los trabajadores un pequeño respiro. Sin embargo, como puede verse en 2002 y 2003 la inflación anual alcanzó 3.98% (Banco de México), mientras que el incremento del salario mínimo fue de 3%, con lo que continuó la tendencia descendente del poder adquisitivo y se confirmó la permanencia de la política de abaratamiento de los costos laborales mediante la contención de los salarios impulsada en las décadas anteriores dominadas por las políticas priistas.


    En la gráfica 2, podemos observar que hay una especie de estancamiento del salario real, a pesar de las modificaciones anuales de los salarios. Se llegó a tal nivel de depreciación del salario que resulta peligroso apostar a estos niveles de ingreso y al empobrecimiento de la población, porque atenta contra la reproducción social de la fuerza de trabajo y es un lastre para el crecimiento económico y el mercado interno.


    El periodo del presidente Felipe Calderón (2006-2012) de afiliación panista, se postuló como el “presidente del empleo” que generaría empleo formal para cubrir los atrasos y el millón de jóvenes que se incorporan al mercado de trabajo. En el primer año de este gobierno, se anunció un programa con un monto enorme de recursos, con el propósito de generar empleos formales, sin embargo, la crisis del 2008 y la política laboral aplicada en 2009 para enfrentar la recesión económica, impidió el cumplimiento mínimo de las promesas de campaña. La inestabilidad laboral y la precarización del mercado de trabajo por el aumento del desempleo, plantearon la posibilidad de desplegar toda una campaña para reformar la Ley Federal de Trabajo vigente que permitiera legalizar los cambios en las condiciones de trabajo y el abaratamiento de los costos de despido.


    Desde el establecimiento de las regiones geográficas y las 111 zonas económicas en México significó un problema burocrático para las revisiones salariales en el ámbito nacional. Durante los 50 años que tuvieron vigencia, el número de zonas salariales redujo paulatinamente; en 1967 ocurrió el primer ajuste al desaparecer dos; en los setenta sólo existían 89 zonas; en los ochenta y noventa continuó la reducción hasta que, a principios del siglo XXI, únicamente quedaron tres zonas salariales. A partir del 2015 no existen zonas salariales en el país.


    La primera vez que se fijaron salarios mínimos profesionales fue en 1966-1967 para 12 oficios o trabajos especiales, éstos se convirtieron en 25 en el bienio 1968-1969; 36 oficios en el bienio 1970-1971; 65 en el bienio 1974-1975; 80 en 1976; y 86 oficios o profesiones a partir de 1980, para quedar en 67 hasta el 2015 y 59 en la actualidad [Garavito, 2014: 7-8 y Conasami, 2013].


    En noviembre de 2012, se aprobó la Reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), en el Artículo 123, Titulo Sexto “Del trabajo y de la previsión social”. Se definió el salario mínimo en los siguientes términos:


    […] Entre los obreros, jornaleros, empleados domésticos, artesanos y de una manera general, todo contrato de trabajo:


    Los salarios mínimos que deberán disfrutar los trabajadores serán generales o profesionales. Los primeros regirán en las áreas geográficas que se determinen; los segundos se aplicarán en ramas determinadas de la actividad económica o en profesiones, oficios o trabajos especiales. El salario mínimo no podrá ser utilizado como índice, unidad, base, medida o referencia para fines ajenos a su naturaleza.


    Los salarios mínimos generales deberán ser suficientes para satisfacer las necesidades normales de un jefe de familia, en el orden material, social y cultural, y para proveer a la educación obligatoria de los hijos. Los salarios mínimos profesionales se fijarán considerando, además, las condiciones de las distintas actividades económicas [CPEUM, 2016: 127-128] (cursivas del autor).


    Con la Reforma, se homologaron los salarios mínimos para dos regiones salariales A y B, aunque con ello los salarios de la región A quedarían ligeramente más altos que los de la región B. Esto implicó un aumento inmediato en los salarios mínimos nominales y reales para los trabajadores de la región B. El incremento fue de 1.76 pesos diarios, lo que representó un crecimiento de 2.9%, que no ocurrió en los salarios mínimos de los trabajadores de la otra zona [Mancera, 2014: 63].


    Posteriormente, en el proceso de revisión de los salarios mínimos realizado en noviembre de 2012, el Consejo de Representantes consideró oportuno avanzar en el cierre de la diferencia salarial entre las áreas geográficas a efecto de su convergencia hacia un solo salario mínimo general y profesional para las ocupaciones que tienen definido un salario mínimo profesional. De esta manera, decidió incrementar los salarios mínimos de la, entonces vigente, área geográfica B para igualarlos con los del área geográfica A, a partir del 27 de noviembre de 2012, al mismo tiempo, se renombró la entonces área geográfica C como área geográfica B, sin ninguna otra modificación, toda vez que esto no tendría efectos perceptibles sobre la inflación y el empleo y, en cambio, contribuiría, de manera moderada, a fortalecer el mercado interno en el ámbito regional [Conasami, 2013: 2020].


    Desde este momento ya se perfilaba el establecimiento de un solo salario mínimo en todo el país. Se mantuvo la definición de la política laboral y los salarios mínimos en manos de una comisión nacional, integrada por representantes de los trabajadores, de los patrones y del gobierno, la que podrá auxiliarse de las comisiones especiales de carácter consultivo que considere indispensables para el mejor desempeño de sus funciones [CPEUM, 2016: 127-128], es decir la Conasami se mantiene como el instrumento de control salarial.


    Las elecciones del 2012 dieron por resultado el retorno del PRI al poder ejecutivo, con Enrique Peña Nieto (2012-2018). En los hechos, la nueva administración planteó la continuidad y profundización del patrón de acumulación neoliberal. Se fortaleció el programa de liberalización económica con múltiples reformas económicas, particularmente la privatización del sector energético que aún se encontraban en manos del Estado para entregárselos al capital trasnacional. Las reformas de liberalización y el control más estricto de los salarios que no pudo concretar el PAN son retomadas por el PRI y con el apoyo de los propios panistas y una izquierda desdibujada, impusieron los cambios, mediante los tradicionales acuerdos con el llamado Pacto por México:


    Durante 2013, la Conasami finalizó el Estudio de la Vigencia en el Mercado Laboral de las Profesiones, Oficios y Trabajos Especiales a los que se les fija salario mínimo profesional, al actualizar 30 profesiones. El proceso de actualización inició en 2004, cuando estaban vigentes 88 ocupaciones. De esta forma se contribuye a que el Sistema de Salarios Mínimos Profesionales cumpla con reconocer y retribuir con equidad las competencias laborales de los trabajadores asalariados, que poseen calificaciones y habilidades, pero que no cuentan con la protección de un contrato colectivo de trabajo y presentan vulnerabilidad laboral [Peña, 2014: 318].


    De acuerdo con la información que genera la Dirección General de Investigación y Estadísticas del Trabajo (DGIET) de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS), en el primer año de la administración de Peña se efectuaron revisiones salariales o contractuales en seis de las siete ramas industriales sujetas a Contrato-Ley, en el Gobierno Federal, la Comisión Federal de Electricidad (CFE), Petróleos Mexicanos (Pemex) y en el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS). Los sindicatos de trabajadores y los empleadores de las industrias textiles de la lana, de la seda y fibras artificiales, así como la industria de la radio y televisión acordaron aumentos directos al salario de 4.5% en cada rama; en tanto que los trabajadores de la industria textil de géneros de punto obtuvieron un aumento en su salario de 4.0%. Por su parte, la industria del hule y la industria azucarera negociaron incrementos salariales directos de 5.0 y 5.1%, respectivamente. Tales incrementos se ajustaron a la política laboral definida por la nueva administración, siguió aplicando un incremento a los salariales teniendo como punto de partida la inflación esperada:


    […] En el periodo comprendido de enero a octubre de 2013, la DGIET reportó que se habían efectuado 6 964 revisiones salariales y contractuales entre empresas y sindicatos de jurisdicción federal. En ellas participaron 1 971 005 trabajadores, quienes en promedio negociaron incrementos directos al salario de 4.3%. En particular, durante octubre de 2013 se llevaron a cabo 522 negociaciones en las que los 560 537 trabajadores implicados obtuvieron aumentos directos en los salarios de sus tabuladores de 4% [Conasami, 2013: 2065, 2070].


    Los aumentos salariales no restituyen la pérdida del poder adquisitivo de los trabajadores por lo que continúa el deterioro de sus condiciones de vida y se incrementa la pobreza y la pobreza extrema. El control salarial también afecta los contratos colectivos, la Comisión Federal de Electricidad (CFE) y Petróleos Mexicanos (Pemex), recibieron aumentos salariales directos al tabulador de 3.9 y 4.0%, en cada caso parecidos al aumento a los salarios mínimos. Algunos de los sindicatos recibieron un porcentaje menor, como fue el caso del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) que negoció en octubre un incremento de 3.8 directo al salario de sus trabajadores.


    En el 2014, ante la caída tan dramática del poder adquisitivo y del nivel que había alcanzado el salario mínimo, se inició en la Ciudad de México (Cd. Mx.), una intensa discusión en torno de la necesidad de cambiar la política laboral, con el fin de recuperar, de manera progresiva, el poder adquisitivo de cerca de 7 millones de trabajadores que perciben el salario mínimo general. Sin embargo, Basilio González Núñez, presidente de la Conasami, intentó evadir su responsabilidad de la política salarial que implicó la pérdida del poder adquisitivo de los trabajadores en los últimos 38 años, señalando que no era verdad que tantos asalariados ganaran el salario mínimo, ya que la mitad de esos trabajadores lo eran por cuenta propia y no dependían de un salario mínimo. Aseguró que el salario mínimo solo era un referente para multas, impuestos u otro tipo de servicios.5


    Los datos del INEGI indicaban que en 2014 cerca de 13% de la población ocupada, equivalente a 6 273 000 personas, recibían (o decía recibir) hasta un salario mínimo. Al abrir un poco el abanico salarial de uno hasta dos salarios mínimos, observamos que 24% de la PEA percibía este ingreso, equivalente en términos absolutos a 11 698 000 trabajadores. Es decir, 18.2 millones de trabajadores tenían un ingreso máximo de 4 000 pesos al mes, el Coneval los clasificaba como población en pobreza porque no pueden adquirir los mínimos indispensables para su manutención.


    El siguiente nivel en la estructura salarial agrupa a los que perciben más de dos y hasta tres salarios mínimos, que son 20.9% de la población económicamente activa (PEA) con 9 928 000 trabajadores, de tal manera que más de 58% de la PEA gana entre uno y tres salarios mínimos generales (2 018.70 a 6 056.10 pesos mensuales, en 2014). Estos datos muestran un empobrecimiento generalizado de la población asalariada mexicana en la medida en que sus ingresos son insuficientes para cubrir las necesidades básicas y culturales, tal como lo establece la Constitución y cada familia tiene que instrumentar estrategias de sobrevivencia para solventarlo, entre ellas: jornadas de trabajo más largas, la incorporación de más de un miembro de la familia en la actividad laboral, principalmente en la informalidad:


    A partir del año 2000 y hasta 2014, la evolución del salario medio y del salario mínimo ha acompañado y se ha convertido en un factor co-causal del estancamiento económico. El resultado neto de este constante proceso devaluatorio del salario –iniciado en los ochenta– a lo largo de los últimos 37 años es la pérdida del poder adquisitivo en 75% a nivel nacional y del 77% en el Distrito Federal. Por el lado productivo se desarrollaron programas de modernización y reestructuración de las empresas exportadoras para colocar a la economía en una perspectiva de mayor competitividad en el mercado mundial. Esta política salarial permitió la disminución de los costos laborales por lo que […] el salario mínimo real cayó a un ritmo anual de 6.9% [Mancera, 2014: 9].


    La discusión sobre la recuperación del salario mínimo culminó cuando el presidente de la Conasami, anunció un incremento de 4.2% para los salarios mínimos generales y profesionales de 2015 avalado por los representantes de los empresarios y los trabajadores. Es así que el salario mínimo de la zona A se estableció en 70.10 pesos diarios, en tanto la zona B recibió 66.45 pesos diarios. Ante una gran confusión, en abril de 2015, se anunció el incremento correspondiente al salario mínimo de la zona B de 2.7%, lo que representó que los trabajadores recibirían 1.80 pesos más al día, con lo que se acortó la distancia con respecto de la zona A. En octubre del mismo año se anunció que el país tendría un solo salario mínimo aunque se mantuvo la pérdida del poder adquisitivo y el deterioro de las condiciones de vida de los asalariados mexicanos.


    El balance de los últimos 38 años, de la política laboral ejercida por el Estado, estuvo encaminado a controlar la inflación para lograr la estabilidad macroeconómica. Se estableció la contención salarial para abaratar los costos laborales, lo que propició la pérdida del poder adquisitivo de los trabajadores en su conjunto, tanto de los que perciben el salario mínimo general como los salarios contractuales del resto de los asalariados, que han estado subordinados a la política de incremento de los salarios mínimos. La pérdida del poder adquisitivo de ambos sectores es de más de 75%, con respecto del nivel más alto alcanzado en 1976.


    El aumento de los precios de los bienes y servicios siempre estuvo por arriba de los incrementos decretados para el salario mínimo por la Conasami. Es decir, la inflación sirvió como mecanismo para reducir el poder adquisitivo de los salarios de manera encubierta, sin producir las fricciones que implica una reducción directa del salario nominal. La política estatal desplegada hacia los trabajadores ha significado una recuperación de la tasa de ganancia con el aumento del fondo de acumulación del capital en detrimento del fondo de consumo obrero [Garavito, 2014: 15-16].


    La política estatal ha estado centrada en los beneficios para la expansión capitalista, el desempleo ha permitido establecer la flexibilidad laboral en las empresas con el pago de bajos salarios, el aumento de la productividad por medio de la innovación y el desarrollo tecnológico, además de intensificar el trabajo, ampliar la jornada y continuar con la caída del poder adquisitivo. En síntesis, esta política provocó un deterioro del mercado de trabajo que la propia OIT señaló como una situación de bajos salarios y condiciones de trabajo precarias que abarca 66% de los trabajadores [OIT, 2014].


    La realidad es que en los últimos 15 años, en la mayoría de los países del mundo, incluyendo los del capitalismo avanzado, tendencialmente aumentó el empleo de bajos salarios: el empleo precario que es insuficiente para reproducir en condiciones normales el valor de la fuerza de trabajo del obrero y de su familia (lo que la OIT llama: “trabajo decente”). Se forjó, así, un perfil de grupos de trabajadores de empleo de bajos ingresos que se caracteriza por 1) bajos niveles de educación; 2) en su mayoría conformados por poblaciones jóvenes; 3) afecta a las mujeres (característica universal de los mercados de trabajo laborales y cuyo ingreso medio mensual en la actualidad representa alrededor del 75 por ciento del salario medio percibido por los hombres), y 4) pertenecientes a minorías étnicas, grupos raciales o inmigrantes [Sotelo, 2012: 182].


    En estas condiciones para lograr la recuperación del salario real del conjunto de los trabajadores es necesario crecer y fortalecer el mercado interno, para salir de la crisis con un nuevo salario base del capitalismo mexicano, será cuando la curva del salario mínimo real dibuje una pendiente positiva, en otras palabras, que ese salario inicie la recuperación de su poder adquisitivo. Lo cierto es que para iniciar esa recuperación salarial es imprescindible dejar atrás el régimen salarial que permitió dicho deterioro [Garavito, 2014: 16-17].


    Por otro lado, si la pérdida del salario mínimo real la medimos en términos de tiempo trabajado, esta es equivalente a que los asalariados hayan regalado 26.8 años de trabajo en ese periodo o, lo que es lo mismo: habría bastado que trabajaran 10.2 años con el salario de 1976 para obtener el mismo nivel de vida. Resulta entonces, que si los jóvenes de la década de los sesenta pudieron recuperar el nivel de vida de sus padres y superarlo durante doce años más, en términos salariales, los jóvenes de las décadas de los ochenta, noventa y primera década del milenio, sólo tienen historias tristes para contar [Garavito, 2014: 12-13].


    De esta manera, la recuperación salarial para el mercado de trabajo tiene que ser estable y sostenida en el largo plazo, con una política estatal que ponga en el centro de la estrategia el reconocimiento de la deuda social que se tiene con los trabajadores, por lo que se debe fortalecer el poder adquisitivo con la regulación de los precios de la canasta básica (al igual que se hizo con el salario), una distribución más equitativa de la riqueza y de los aumentos de la productividad, para fortalecer las prestaciones sociales y el fomento de actividades productivas para la generación de empleos en el largo plazo, con sueldos que se acerquen a las condiciones del salario mínimo constitucional.


    El modelo de acumulación neoliberal benefició a las compañías trasnacionales y nacionales exportadoras con una estrategia pro empresarial que configuró escenarios laborales de una mayor flexibilización en términos de salarios, jornada, forma de pago y de contratación. La política laboral renovó y amplió las formas de precarización y de explotación en el nivel del proceso de consumo de la fuerza de trabajo al aumentar la expulsión de mano de obra de los circuitos del mercado formal al informal, mediante la subcontratación y el trabajo temporal que se regularizaron con la reforma laboral.


    ESTRATIFICACIÓN DE LA POBLACIÓN, POR EL NÚMERO DE SALARIOS MÍNIMOS RECIBIDOS


    La población económicamente activa que recibe un salario directo es de cerca de 60% de los trabajadores en 2016. La masa salarial se incrementó de 12.8 millones de trabajadores en 1970, a 32.8 millones a principios de los noventa, y en 39.7 millones en el 2000. En los primeros cinco años del siglo XXI, llegó a 44.2 millones de asalariados; a 48.4 millones en 2010 y 53.1 millones en 2015 (véase el cuadro 1 en el capítulo 5). El aumento de la masa de trabajadores elevó la riqueza generada por la sociedad, es el producto del incremento de la plusvalía absoluta y relativa como elementos que han amortiguado la caída de la tasa de ganancia, obtenida mediante la ampliación de la jornada de trabajo, la intensidad, la caída del salario real y la productividad derivada de la modernización tecnológica, así como las nuevas formas de organización del trabajo.


    Los datos ajustados que proporciona el INEGI en la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo (ENOE), señalan que los trabajadores que ganan hasta un salario mínimo representaban 5.8 millones de trabajadores en 2005 los cuales aumentaron a 6.8 millones en 2013, cerca de 13% de la población ocupada recibía o decía recibir hasta un salario mínimo. Los que perciben más de uno y hasta dos salarios mínimos pasaron de 9.3 millones a 11.7 millones, 23.4% de los trabajadores en este ingreso, en el mismo periodo. Los trabajadores que ganan entre dos y hasta tres salarios mínimos pasaron de 8.5 millones en 2005 a 10.4 millones que son 20.9% de la PEA en 2013; aunque los que perciben entre tres y hasta cinco salarios mínimos disminuyeron con 8.2 millones en el primer año y 7.9 millones en 2013. Es decir, los salarios de la población mexicana se concentran en el rango que va de menos de uno y hasta tres salarios mínimos con cerca de 60% de la población ocupada, en tanto los que perciben más de cinco salarios mínimos han disminuido (véase el cuadro 3).
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    El grueso de los asalariados que percibe entre uno y tres salarios mínimos en México, se pueden considerar en el rango de la pobreza, porque sus ingresos son insuficientes para cubrir las necesidades básicas y culturales de su familia, tal como lo establece la Constitución o las necesidades esenciales calculadas por el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval); es una población que se encuentran en el rango de empobrecimiento; cada familia tiene que instrumentar estrategias de sobrevivencia como la ampliación de las jornadas de trabajo, un nuevo empleo, la incorporación de más de un miembro de la familia en la actividad laboral, principalmente en la informalidad, que es donde se han generado el mayor número de empleos en los últimos años.


    En efecto, acabar con la pobreza alimentaria entre los trabajadores que laboran ocho horas y perciben un salario mínimo es el primer gran paso, por lo que es necesario un incremento de $15.56 diarios, $466.9 al mes por trabajador, para llegar a una cifra mensual de $2 485.66 […] Este aumento en los salarios mínimos general ocasionaría, cuando más, un aumento en el nivel de precios de 1.0% bajo el supuesto de que principalmente afecta a trabajadores de bajos ingresos y que existe un cierto traspaso del alza del salario mínimo a otros trabajadores [Mancera, 2014: 61-62, 73].


    Sobre esta situación ya se ha hablado en el capítulo 4, en el cual se explica que la mayor parte de los empleos generados en las últimas décadas se encuentran en el marco del outsourcing y la informalidad. La recuperación del salario mínimo debe partir del supuesto de que el deterioro salarial ha sido en todos los niveles salariales y, en particular, para un número importante de trabajadores que perciben un ingreso de hasta un salario mínimo.


    En este sentido, la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) ha destacado que, a lo largo de todo el siglo XXI, México ha sido el único país de América Latina con salarios mínimos estáticos y la única economía importante sin propiciar su recuperación. En este sentido, la recuperación del poder adquisitivo de los trabajadores es un elemento de justicia social y un derecho constitucional, pero también es un factor de fortalecimiento del mercado interno y del crecimiento económico que permitiría romper el raquítico crecimiento del PIB (2% anual) en el patrón de acumulación neoliberal.


    El salario mínimo legal es importante, no solo por la cantidad de trabajadores y sus familias que dependen de ello, sino también porque el comportamiento de esta percepción mínima legal, determina a su vez el del abanico salarial, esto es, de las diferencias de ingresos entre los trabajadores y, por ende, incide de manera determinante en la distribución del ingreso entre los hogares. Por otra parte, en tanto este salario es el eje en torno al cual gira el resto del mundo de los salarios, difícilmente se podría recuperar el ingreso de los diversos salarios contractuales, sectoriales y profesionales, si el mínimo no inicia su recuperación sostenida [Garavito, 2014: 14]. La población asalariada ha resentido un achatamiento de la pirámide salarial tanto por la disminución de las zonas salariales como por la caída del salario real y la reducción de los ingresos de la llamada clase media.


    De acuerdo con el Coneval el empleo se caracteriza por altos niveles de rotación, ausencia de seguros de desempleo (lo que explica en gran medida las tasas bajas de desocupación), trabajadores que desempeñan jornadas largas, muy superiores a las de otros países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), condiciones desfavorables hacia las mujeres, salarios bajos (59.4% de la población ocupada percibía menos de tres salarios mínimos y 74.4% menos de cinco, al primer trimestre de 2012) y elevado porcentaje de población ocupada sin acceso a instituciones de seguridad social, que es una de las acepciones de la informalidad; este porcentaje aumentó de 59.4 en el segundo trimestre de 2008 a 64.4 en el primer trimestre de 2012 [Coneval, 2012: 99]. La mayor parte de los trabajadores se encuentra en condiciones precarias en sus condiciones de vida y trabajo.


    LA LUCHA POR LA RECUPERACIÓN DEL PODER ADQUISITIVO EN MÉXICO


    A partir de enero de 1977 al 2016, el salario mínimo real en México cayó 75% de su poder adquisitivo. El desplome del salario real constituye una de las más importantes reformas estructurales de la economía mexicana, la cual se ha desarrollado de manera silenciosa y sin alguna reforma legal no constitucional. Es una reforma estructural porque atiende a los niveles de precios relativos entre capital y trabajo, que es la relación más importante en cualquier economía capitalista. Para los trabajadores, intentar resarcir este deterioro ha significado desarrollar estrategias de resistencia como la extensión de la jornada de trabajo familiar, la migración, la economía informal y la incorporación a la delincuencia organizada [Garavito, 2016: 294]. Esta situación involucra la reducción de la calidad de vida de los trabajadores y afecta la vida económica, social y política del país, por lo que diversos sectores gubernamentales han elaborado análisis para recuperar el salario real de los trabajadores, en particular, para los trabajadores que perciben el salario mínimo y el resto de los salarios cuya dinámica depende del comportamiento de esta variable.


    En los últimos 38 años se ha derrumbado el precio de la fuerza de trabajo en México, a favor de los ingresos del capital, como parte de la estrategia de recuperación de la tasa de ganancia, ya sea porque el ingreso del capital es el correspondiente al sector financiero, al industrial o al inmobiliario, lo cierto es que las ganancias del capital se han recuperado a costa del derrumbe del ingreso de los trabajadores [Garavito, 2016: 294].


    El ciclo de reformas estructurales que se inició en 1983 con la promesa de altas tasas de crecimiento de la economía nacional, con una política de contención y reducción salarial del gobierno, el responsable de enviar las señales al mercado para la determinación de ese precio, continuó con la política de los topes salariales en función de la inflación ex ante inaugurada en diciembre de 1987.


    De manera que si el régimen salarial continua inalterado, poca esperanza habrá de cambiar la orientación del modelo económico actual, y poca también de mejorar las condiciones de vida y de trabajo de las grandes mayorías del país. Prolongar por más tiempo esta situación, sin iniciar el proceso de recuperación después de 38 años de caída, cuando en el ciclo histórico anterior fue de apenas 13 años, es ir en contra, no solo del derecho constitucional a un salario suficiente, sino en contra del propio interés del proceso de acumulación capitalista [Garavito, 2014: 18].


    En términos de poder adquisitivo ahora se pueden contratar a cuatro trabajadores con un salario mínimo de 1976, con el mismo salario real se amplía cuatro veces la masa de valor y en tanto se deterioró tres veces el valor de la fuerza de trabajo. El estancamiento de la economía nacional con un crecimiento promedio anual del PIB, a partir de 1983 con tasas promedio anual de 2% (véase cuadro 5, capítulo 5).


    En la historia de México esta circunstancia no es una novedad, sino una recurrencia que alimenta la polarización del ingreso con sus consecuencias distorsionadoras sobre la dinámica general de la economía. Con salarios de infrasubsistencia la consecuencia necesaria es la pobreza de buena parte de la población, además de la ausencia de un impulso a la innovación tecnológica y al incremento de la productividad. El mercado no se expande como podría y el sistema productivo no tiene un estímulo persistente para expandirlo. Y aquí también la explicación está solo parcialmente en los automatismos del mercado: la Comisión Nacional de los Salarios Mínimos está mayoritariamente bajo control gubernamental a través de su presidente y varios representantes sindicales (en su mayoría controlados por el gobierno), además de los empleadores. Resultado: en relación al PIB per cápita, el salario mínimo mexicano es el más bajo de América Latina. Ampliando la mirada: 1% más rico de la población controla 21% del ingreso nacional [Pipitone, 2017: 168].


    El desplome del precio de la fuerza de trabajo frente a todos los precios del capital como resultado del mantenimiento de los topes salariales, es decir, el control del precio de la fuerza de trabajo frente a la desregulación de los precios del mundo de las mercancías y de los servicios, ha traído profundas consecuencias sociales [Garavito, 2016: 295].


    El neoliberalismo tiene una perspectiva de corto plazo en la que prevalece la obtención inmediata de utilidades y considera que la protección eficaz del salario impediría la extracción de plusvalía y por ende de ganancia, en función de los aumentos de la productividad (plusvalía relativa), de la extensión de la jornada de trabajo y de la ganancia inflacionaria (plusvalía absoluta), son mecanismos recurrentes en el proceso de acumulación capitalista, que, como el de México del siglo XXI, se centra en el deterioro de los salarios y la afectación del valor de la fuerza de trabajo.


    Frente al profundo deterioro de más de 75% del salario mínimo real, cabe preguntarse de cuánto tendría que ser el salario mínimo remunerador. Si hacemos un cálculo muy sencillo, si con el salario mínimo decretado para 2017 de 80.04 pesos mexicanos, para tener el salario real de 1976 se tendría que aumentar el salario mínimo general a 320 pesos mexicanos diarios, lo cual arroja un ingreso de 9 604.80 promedio mensual. Dicho de otra manera, el ingreso promedio de la población ocupada es el equivalente a lo que tendría que ser el salario mínimo real para recuperar el nivel que tenía en 1976. Como lo plantea Rosa Albina Garavito, para que cubriera las necesidades que establece la fracción sexta del Artículo 123, es decir, para tener un salario mínimo constitucional, tendría que estar en alrededor de 10 000 pesos mensuales [Garavito, 2016: 313].


    En estas condiciones, la lucha de los trabajadores tendrá que centrarse en el cambio de la política económica, que ponga entre sus prioridades la recuperación salarial para fortalecer el mercado interno e incrementar el crecimiento económico, además de proteger al trabajador del aumento de precios. Se requiere de una redistribución más equitativa de la riqueza con un salario constitucional que comparta los aumentos de la productividad y los avances en el desarrollo científico técnico que le permitan al trabajador mejorar sus condiciones de vida y mejore sus condiciones de trabajo. Este proceso, debe pugnar por la aprobación y funcionamiento de un régimen salarial autónomo, democrático, transparente, remunerador, distributivo y competitivo. Equivale para el momento histórico actual, a la trascendencia que tuvo en 1917 la aprobación del Artículo 123 constitucional, el acuerdo por establecer un nuevo pacto social para el siglo XXI [Garavito, 2014: 20-23]. Es un pacto social que efectivamente proteja el ingreso de los trabajadores y propicie los encadenamientos productivos, la estabilidad social y la seguridad pública que el neoliberalismo puso en cuestionamiento.


    LA CONCENTRACIÓN DE LA RIQUEZA EN MANOS DEL CAPITAL


    Desde una perspectiva mundial, la distribución del ingreso en una sociedad se analiza mediante la distribución funcional del ingreso, para entender cómo participan las remuneraciones de los trabajadores en el ingreso nacional y cuál proporción de dicho ingreso corresponde a otras fuentes (rentas, intereses, utilidades, ingresos de la propiedad, etcétera), a lo que en el sistema de cuentas nacionales se denomina “excedente bruto de operación” [Samaniego, 2014: 9].


    A pesar de que los datos sobre la remuneración a los asalariados y al capital como porcentaje del producto interno bruto (PIB) es una información que distorsiona los ingresos de los salarios nacionales al incluir las remuneraciones de ejecutivos de alto nivel que deberían considerarse ganancias, es una fuente importante para medir la distribución de la riqueza en el largo plazo. Por otra parte, la masa de plusvalor no es exactamente una cifra proporcional a los datos de ganancias de las cuentas nacionales. En términos económicos la desigualdad social puede cuantificarse en cuanto a ingresos –es decir flujos monetarios que se reciben en concepto de salarios, intereses, ganancias o rentas– o en cuanto a riqueza –es decir, el total monetario que se posee en dinero metálico u otros bienes con valor monetario [Tapia y Astarita, 2011: 207, 257].


    Se calcula que entre 1950 y 1967, a precios corrientes (cuando no se han hecho ajustes por la inflación), la participación de los sueldos y los salarios en el ingreso nacional o PIB, subió de 25% a 33%. Sin embargo, a precios constantes (después de corregir el efecto de los precios), la proporción se invierte y la relación desciende de 34% a 28%. Esto es, en 1950 los sueldos y salarios reales en México tenían una participación en el ingreso mayor que 18 años después. El hecho de que cuando se corrige la influencia de los precios la tendencia se invierte, quiere decir que los precios de los bienes que compran los asalariados aumentan más de prisa de lo que lo hacen los bienes restantes. Debe señalarse que, en casi cualquier país industrializado, la participación de los sueldos y salarios en el PIB es más grande que en México. En los Estados Unidos en 1950 está participación equivalía a alrededor de 66% y en México a apenas al 33% [Gollás, 2003: 17].


    En los capítulos precedentes quedó claro que la concentración del ingreso es resultado de política económica aplicada con el patrón de acumulación neoliberal. Cuando el Estado se aleja de su papel social, se transforma en un instrumento subsidiario asistencialista en ámbitos como la educación, la salud o la recreación y preconizar la eliminación de subsidios y otros mecanismos de distribución de la riqueza.


    Se puede decir que el neoliberalismo ha tenido un éxito indiscutible en sus objetivos de concentración y centralización de la plusvalía absoluta y relativa del sistema en su conjunto, en particular para la valorización de las grandes empresas trasnacionales. En tanto el Estado aplicó una política que flexibilizó la fuerza de trabajo, disminuyó el gasto social (educación, informalidad laboral, falta de cobertura de las pensiones) y elevó las ganancias del capital. Es decir, la política estatal propició una mayor transferencia de riqueza de la sociedad hacia la acumulación, lo que se demuestra con la disminución del peso de los sueldos y salarios en el PIB.


    Los factores que contrarrestan la caída de la tasa de ganancia son: el incremento enorme de la masa salarial (disminución de costos laborales y el deterioro de las prestaciones sociales), un aumento constante de la productividad en los medios de producción y de consumo de los trabajadores con el uso de las nuevas tecnologías, el aumento de la intensidad y la ampliación de la jornada de trabajo, la reorganización del trabajo (toyotismo o producción flexible), el aumento del comercio internacional y la especulación financiera, todos estos factores permiten aumentar la plusvalía absoluta y relativa y ampliar los márgenes de acumulación. Sin embargo, el aumento del excedente provoca una mayor desigualdad al modificarse la composición orgánica de capital por lo que se recibe menos salario obrero y se invierte de manera proporcional mayor capital en medios de producción. Aumenta la concentración y centralización de la riqueza en las manos del capitalista. “Más allá de cual sea la evolución del salario real, la desigualdad entre la masa trabajadora y la no trabajadora se incrementaría tendencialmente” [Neffa, 2006: 61].


    Desde los albores de la culminación del modelo de sustitución de importaciones y ante la nueva política laboral, se establecieron las bases para lograr una mayor concentración de la riqueza y una peor distribución del ingreso entre capital y trabajo, que registraba un signo positivo en la recuperación del salario hasta mediados de los años setenta. La recuperación del salario real entre 1970 y 1976 fue producto del despliegue de importantes luchas de los trabajadores que se dieron en el contexto del Estado intervencionista keynesiano, lo que propició un incremento del salario real y distribución más favorable para el trabajo cuando las remuneraciones a los asalariados y al capital como porcentaje del producto interno bruto evolución de 35.7 en 1970 al 40.3 en 1976 (véase el cuadro 4).


    [image: distribucioncuadro4]


    Sin embargo, este proceso no duró mucho tiempo, ya que al estallar la crisis económica de finales de 1976, se aplicó “la política de choque” impuesta por el Fondo Monetario Internacional (FMI), mediante la contención salarial aprobada por el gobierno de Echeverría. Su puesta en marcha fue hasta el periodo de José López Portillo, cuando se concretaron los “topes salariales”, para evitar que crecieran más que la productividad. Esta política hizo caer rápidamente la proporción destinada a las remuneraciones al salario y se trasladaron al capital. La participación de los salarios en el ingreso nacional se redujeron de 40.3% en 1976 a 35.2% en 1982. Entre 1977-1982, los salarios habían perdido 5% de su peso en el PIB, además de la incorporación de más de 6 millones de trabajadores (véase la gráfica 3 y los datos del cuadro 4).
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    En el gobierno de Miguel de la Madrid, como se vio en el tercer capítulo, se reafirmó la política neoliberal negociada con los organismos financieros internacionales, por lo que la distancia entre el salario nominal y el incremento de los precios amplió la pérdida del poder adquisitivo y la distancia entre los recursos destinados al pago de sueldos y salarios en relación con las utilidades empresariales se hizo más amplia; solo en el primer año de este gobierno, la distribución funcional del ingreso llegó a 29.3% del PIB, como remuneración a los asalariados; en tanto que para el capital ya representaba 70.7% de la riqueza nacional (véase el cuadro 4). Nuevamente en 1984 bajo la proporción del PIB para los trabajadores con 28.6% de las remuneraciones. En 1985 el porcentaje del PIB para los trabajadores se estabilizó en 28.6 hasta 1987 cuando se elevó a 29.7, en tanto el capital recibió 71.2 de las remuneraciones. En 1988, aunque la masa salarial representaba un aumento superior a los 6 millones de asalariados, la relación era la misma del periodo anterior con 29.7% de las remuneraciones a los asalariados en tanto el capital mantuvo 70.3% del PIB. La pérdida entre 1982-1988 fue de 5.44% del PIB (véase el cuadro 4 y la gráfica 3).


    El gobierno de Salinas de Gortari profundizó la política neoliberal, sin embargo, entre 1989 a 1992 se registró una recuperación importante de las remuneraciones a los trabajadores en sueldos y salarios al pasar de 29.7% en 1988 a 37.6% en 1992. En 1993 se registró una brusca caída de más de 7% al pasar a 30.6% en 1994. Entre 1988 y 1994, la masa salarial aumentó más de un millón de jóvenes incorporados en el mercado de trabajo con una distribución funcional del ingreso que paso de 29.7% a 30.6% y para el capital fue de 70.2 a 69.4% en términos absolutos. La recuperación de los salarios en este periodo fue de 0.9% del PIB (véase el cuadro 4 y la gráfica 3). Recordemos que fue en los momentos más álgidos del proceso privatizador, la firma del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN) y las fuertes turbulencias políticas del levantamiento armado del Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN), así como la muerte del secretario general y del candidato presidencial, ambos del Partido Revolucionario Institucional (PRI).


    La administración de Ernesto Zedillo, con el eslogan de “Bienestar para la familia”, profundizó la política de corte neoliberal y de control de los salarios que se vincularon con los aumentos de la productividad. En sus primeros dos años, la distribución funcional del ingreso se ubicó en 26.8% de la riqueza nacional de los trabajadores y 73.2% como remuneración al capital (véase el cuadro 4).


    En 1994, México se encontraba entre los países de mayor desigualdad: el 10% de las familias más ricas acaparaban 42% del ingreso. Como referencia, en Brasil la participación de este grupo en el ingreso era también de 42%, en Colombia de 35%; en Costa Rica de 35%, en Panamá de 32% y en Uruguay de 31%. Para decirlo de otra manera, mientras que 20% de la población más rica de México se quedaba con alrededor de 50% de lo que se producía en el país en 1994, a 20% de la población más pobre no le tocaba ni 5% de la repartición. La proporción del PIB que reciben los trabajadores es el que más ha disminuido en los últimos años, pues su participación en el ingreso nacional pasó de 30.6% en 1994 a 28% en 1995 [Gollás, 2003: 47]. En 1996 esta relación fue más desigual al representar sólo 26.2% de las remuneraciones a los sueldos y salarios, en tanto el capital recibió 73.8% de la riqueza generada en ese año.


    En 1997, se registra un pequeño repunte en los sueldos y salarios que se prolongó hasta finales del siglo XX con 28.8% del PIB, de tal manera que en el periodo de 1994 al 2000 se tuvo una pérdida acumulada de 1.9% de la riqueza nacional cedida a los capitalistas (véase el cuadro 4). “No en balde, a partir de 1994 México es uno de los países con mayor concentración de ricos registrados en la revista Forbes, y con el dudoso privilegio de tener entre sus habitantes al hombre más rico del mundo” [Garavito, 2014: 13].


    Se puede afirmar entonces, sin temor a equivocarse, que para finales del siglo XX las políticas económicas que se siguieron en México no disminuyeron la desigualdad entre los mexicanos, por el contrario, la aumentaron. Una característica adicional que distingue a la economía mexicana es la de que el ingreso que recibe la mayor parte de la población es bajo, tiende a hacerse más pequeño y su distribución es muy desigual. Es así que el crecimiento del bienestar de la población durante los últimos años ha sido, en el mejor de los casos, raquítico y desigual: el PIB por habitante de 20% de la población más pobre es de aproximadamente 1 500 dólares anuales, contra el PIB per cápita de 20% de la población más rica que llega a casi 20 000 dólares al año. Una creciente brecha de más de 18 000 dólares divide a los mexicanos ricos de los más pobres. La justicia distributiva no ha arraigado en México [Gollás, 2003: 47].


    En 2001, el primer año de la administración de Fox, la distribución del PIB entre utilidades y las remuneraciones salariales, registraron un pequeño incremento de 1.44% al ubicarse en 30.31%, lo que dio pauta a la esperanza de la recuperación del ingreso de la población. Sin embargo, un año después se estancó y en 2003 se redujo a 30.06%; en 2004 llegó a 28.7% y en 2005 a 28.49% para los trabajadores, en tanto el capital se llevó este año 71.51%. Entre 2000 y 2006, los salarios habían perdido 1.03% de su peso en el PIB. La población económicamente activa (PEA) en 2005 fue de 44.2 millones de trabajadores y 45.5 millones en 2006, es decir, se mantuvo la tendencia de incorporación de más de un millón de jóvenes anualmente en el mercado de trabajo (véase el cuadro 1, capítulo 5).


    La administración del “presidente del empleo” 2006-2012, en su primer año se mantuvo la tendencia a la baja en las remuneraciones a los trabajadores con 27.6% (una pérdida de 0.2% del PIB) y una PEA de 45.5 millones de asalariados. En 2007 el número de asalariados aumentó a 46.8 millones de trabajadores y la remuneración a los asalariados fue más baja con 27.6%, previo a la Gran recesión. Aunque de manera contradictoria los datos del 2009 nos dan una recuperación de las remuneraciones de los trabajadores al incrementarse a 28.7% contra 71.3% al capital como remuneración. La fuerza de trabajo aumentó a 48.9 millones de trabajadores con un desocupación de 2.6 millones (véase el cuadro 1, capítulo 5). El ingreso real disponible de los hogares mexicanos se redujo fuertemente como consecuencia de la crisis financiera mundial. Aunque, como se verá más adelante, esto no solo se produce durante la crisis, sino que se trata de una tendencia a largo plazo.


    En 2010, el promedio de ingreso de los hogares disminuyó nuevamente con respecto de 2009 en 1.14% del PIB y un porcentaje similar en 2011 que se mantuvo en el 2012. En 2006, la masa salarial era de 45.5 millones de asalariados y en el 2012 alcanzó 51.3 millones de trabajadores un aumento 5.8 millones de asalariados, la relación se mantuvo en términos relativos con 27.06% de las remuneraciones a los asalariados en tanto el capital recibió 72.94% del PIB. La pérdida entre 2006-2012 fue de 0.78% del PIB menos de la quinta parte con respecto de los gobiernos anteriores, pero con una fuerza de trabajo mucho mayor (véase el cuadro 1, capítulo 5).


    Los indicadores clave del mercado de trabajo (Organización Internacional del Trabajo, OIT) revelan que desde hace más de 20 o 30 años la productividad laboral media de México (en dólares constantes) fue y es de las más altas de América Latina [Moreno-Brid et al., 2014: 88] y a pesar de las reformas estructurales neoliberales y pro empresariales –con el beneplácito de la OCDE–; no han producido los efectos prometidos en el crecimiento económico y el bienestar de la población cuando se buscaba aprobarlas para sacar a México del estado de postración económica, crisis social y degradación política en que se encuentra, sino que a contrario, empeorarán esas circunstancias.


    La administración del “presidente de la reformas”, Enrique Peña Nieto (2012-2018), durante los primeros cuatro años de su administración mantuvo la proporción de alrededor de 27% del PIB como remuneraciones para los trabajadores (una pérdida de 0.15% del PIB con respecto del calderonismo). En 2013 el número de asalariados aumentó a 52.3 millones de trabajadores y la remuneración a los asalariados fue de 27.4%. Se registró una leve recuperación de las remuneraciones de los trabajadores con respecto del año anterior pero las remuneración al capital fueron de 72.5%. La fuerza de trabajo aumentó de 51.3 millones de trabajadores a 54 millones en 2016, con un desocupación de 2.5 millones, previos a la puesta en marcha de la reforma laboral que convirtió en empleos informales a formales y solo se reportan al final del 2016 un desempleo abierto de 1.9 millones de personas (véase el cuadro 4 y la gráfica 3 de este capítulo, también el cuadro 1 del capítulo 5).


    Esto es así, porque en México, según datos del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social correspondientes a 2012, la pobreza afecta a 72.3% de la población indígena, mientras que la incidencia en la población no indígena es de 42.6%. En el ámbito urbano, la incidencia de la pobreza es de 40.6%, mientras que en las zonas rurales llega a 61.6%. La desigualdad de ingresos se manifiesta en que 20% de la población tiene un ingreso insuficiente para adquirir la canasta alimentaria básica, y 51.6% no cuenta con recursos suficientes para acceder a las necesidades básicas de alimentación, educación, salud y vivienda. La brecha de género se refleja en que hoy 43% de las mujeres tienen un ingreso de entre uno y dos salarios mínimos, mientras que solo 28% de los hombres se encuentra en esta situación [Peña, 2014: 133].


    La ortodoxia económica neoliberal se resiste a dejar atrás la contención salarial, como uno de los pilares de la política económica que, con variantes, se ha sustentado durante, al menos, 38 años. En la política de contención salarial de mediados de los setenta se encuentra el origen de la concentración funcional del ingreso.


    Por lo tanto, se trata de un problema histórico pero también de urgente coyuntura, pues el bajo salario sigue dañando la participación de los trabajadores en el ingreso nacional: menos de la tercera parte del producto pertenece a los salarios, la relación exactamente inversa a la de los países desarrollados. Esto hace que México, de entre todas las economías importantes, sea la más desigual del planeta [Mancera, 2014: 79-81].


    Los resultados han sido positivos para la expansión capitalista de los grandes potentados, en particular para las empresas trasnacionales que han aumentado su tasa de ganancia, mediante la intensificación de las formas de extracción de plusvalía absoluta y relativa, la expansión del mercado, el desmantelamiento de las incipientes cadenas productivas de los países atrasados, el incremento de las exportaciones e importaciones en una situación de profunda asimetría entre los países que han abierto su economía y los que impulsan la liberalización hacia fuera y son extremadamente proteccionistas hacia adentro.


    La concentración de la riqueza es una Ley del modo de producción capitalista, la riqueza de un polo es parte necesaria de la pobreza del otro. En México desde los años noventa con una población total de 81 millones reportaba que 20.2% de los habitantes se encontraban en pobreza extrema, mientras que otros 28.4 millones se situaban en la categoría de moderadamente pobres. Los más pobres, como siempre, se localizaban en los estados de Veracruz, Chiapas, Oaxaca, Puebla, Guerrero, México y Michoacán. En 1992, 20% de las familias más pobres recibía apenas 5% del ingreso nacional y, 20% de las más familias ricas recibían 54%. Otros cálculos señalan que más de 60% de la población de México podría, de acuerdo con alguna de las numerosas definiciones que circulan en los estudios sobre el tema, clasificarse como pobre [Gollás, 2003: 44-46, 99]. Al final de la administración de Carlos Salinas, el número de pobres en México se mantuvo (con algunas tendencias hacia el aumento) en alrededor de 35 millones de personas, sin embargo, los multimillonarios, según la revista Forbes, pasaron de 2 a 24. El progreso era evidente [Pipitone, 2017: 86].


    La concentración de la riqueza se acentúa en la crisis. En 2008 hay una redistribución de la riqueza entre los grandes grupos económicos encabezada por Walmart, también figuraban empresas que luego se hicieron tristemente famosas durante la crisis por sus quiebras, absorciones o nacionalizaciones. En este caso se encuentra la General Motors (GM), que quebró y, en la actualidad, es en buena parte propiedad del gobierno estadounidense, ocupaba la novena posición en Global 500, mientras que Ford ocupaba el puesto 13. También ocupaban altas posiciones diversos bancos y grupos financieros que quebraron, fueron absorbidos o tuvieron que ser puestos bajo control gubernamental [véase Tapia y Astarita, 2011: 89].


    La concentración de la riqueza generada en uno de los polos también es evidente, en la lista de los mexicanos más ricos en 2012, aparecen: Carlos Slim, con 69 000 millones de dólares (en 2011 su fortuna fue de 74 000 millones); Ricardo Salinas Pliego, con un capital de 17 400 millones de dólares; Alberto Bailleres, con 16 500; Germán Larrea Mota, con 14 200 millones; Gerónimo Arango, con 4 000; Emilio Azcárraga Jean, con 2 000; Roberto González Barrera, con 1 900; Carlos Hank Rhon con 1 400; Roberto Hernández Ramírez, con 1 300; Alfredo Harp Helú, con 1 000 y, hasta el narcotraficante, Joaquín Guzmán Loera “El chapo”, también con 1 000 millones. Lorenzo Servitje, con 3.5 en 2011, no aparece en 2012 [Tello e Ibarra, 2012: 153-154].


    Los datos de 2013 de la misma revista, señala que Carlos Slim se mantenía en la cabeza de la lista de multimillonarios de Forbes con 73 000 millones de dólares. También se menciona que el número de mexicanos de los más ricos del mundo se había elevado a 15. La fortuna de estos empresarios sumó en conjunto 148 500 millones de dólares, equivalente a 13% del PIB. En este orden le siguen Albero Bailléres, de Grupo Bal, con 18 200 millones de dólares (mdd); Germán Larrea, de Grupo México, con 16 700 millones de dólares. En el cuarto sitio quedó Ricardo Salinas Pliego, de Grupo Elektra, con 9 900 millones de dólares.


    […] Se incorporó por primera vez al listado Eva Gonda Rivera, viuda de Eugenio Garza Lagüera, expresidente de Femsa, la mayor empresa latinoamericana de bebidas y el distribuidor más importante de Coca-Cola en la región. Forbes calculó su fortuna en 6 600 millones de dólares, lo que la convierte en la mujer más rica de México, y ocupa el lugar 179 en el ámbito mundial. En el mismo texto se menciona que el ganador mundial fue el español Amancio Ortega, de Inditex (Zara), quien en 2012 aumentó su fortuna en 19 500 millones de dólares, para totalizar 57 000 millones, al ubicarse en el tercer lugar de las personas más prominentes del mundo, después de Carlos Slim; y Bill Gates, de Microsoft, con 67 000 millones de dólares [Puga, 2014: 14].


    Al hacer un ejercicio de ingreso gasto, la confederación internacional Oxfam encontró que la desigualdad económica extrema se ha disparado en el mundo por lo que, si el empresario Carlos Slim Helú convirtiera en efectivo toda su riqueza y gastara un millón de dólares al día, podría necesitar 220 años para acabar con toda su fortuna. A Bill Gates le tomaría 218 años terminar con su patrimonio, mientras que Amancio Ortega y Warren Buffet ocuparían 172 y 169 años, respectivamente. Si este cálculo se hiciera para resolver los problemas de la crisis de 2009 y la recaudación se destinara a invertir en atención sanitaria en los 49 países más pobres del mundo y aplicado una tasa de solo 1.5% sobre la riqueza de los multimillonarios del mundo, se hubieran salvado 23 millones de vidas [Puga, 2014: 14]. La enorme concentración de la riqueza ha provocado inconformidad en diversas partes del mundo.


    En 2011 en Gran Bretaña se vivió la huelga más grande de los últimos 30 años cuando más de dos millones de empleados del sector público pararon labores para protestar contra reformas a las pensiones y los recortes presupuestales en programas sociales. Algo similar ha sucedido en Irlanda, Grecia, España, Portugal, Bélgica, Italia, e incluso, Francia. En América las protestas en contra de la política de algunos países de reducir los apoyos a la educación pública, han sido permanentes. Los indignados se multiplican: desde la Puerta del Sol, en Madrid, hasta Wall Street, Oakland y Los Ángeles, en Estados Unidos. Las consignas cambian, pero en todos los casos aluden a la falta de empleo y la insensibilidad del mundo financiero. Protestan en contra de la crisis de la avaricia, que se gestó hace ya más de tres décadas. Primero con la aparición de un mercado financiero autónomo, no regulado, después con la liberalización de operaciones financieras con el uso de las tecnologías de la información y, finalmente, al calor de lo anterior, al desatarse la creación artificial de dinero que se mueve a la velocidad de la luz a lo largo y a lo ancho del planeta [Tello e Ibarra, 2012: 170].


    Esta situación debiera ser vista como una advertencia ineludible sobre la necesidad de colocar la justicia social en el centro de las prioridades nacionales, de recuperar los programas de redistribución de la riqueza, los planes de industrialización y las medidas orientadas a fortalecer el mercado interno, así como de procurar un crecimiento sostenido de la economía.


    LOS COSTOS LABORALES Y LAS CONDICIONES DE VIDA DE LA POBLACIÓN MEXICANA


    El abaratamiento de la fuerza de trabajo, como resultado de las políticas públicas encaminadas a reducir los costos laborales en la producción y distribución de mercancías, ha resultado en una caída del nivel de vida de la población y la concentración de la riqueza de un reducido grupo de empresarios. Esta política afectó los derechos constitucionales de los trabajadores mexicanos en el orden de la alimentación, la vivienda, la salud, la educación y ocio que define la Constitución como derechos de interés público y que la sociedad debe defender.


    La caída del salario real dificulta la posibilidad de cubrir las necesidades de alimentación, el pago de servicios, educación para los niños, vestido, seguro social y otros gastos necesarios para la reproducción de la familia. Ya se mostró en este libro, la precarización creciente del mercado de trabajo unido al aumento del desempleo, el estancamiento del empleo formal, el incremento de la informalidad y la migración. En estas circunstancias, para cubrir sus necesidades esenciales el trabajador tiene que ampliar sus jornadas de trabajo, duplicar empleos o incorporar más de un miembro del núcleo familiar a la producción o distribución de mercancías.


    Las nuevas formas de organización del trabajo como el toyotismo o la producción flexible tienen una composición intensiva en medios de producción con el desarrollo científico-tecnológico (revolución industrial, economía del conocimiento) que permite aumentar la productividad e intensidad del trabajo, así como la sustitución de fuerza de trabajo por las máquinas, modificando la composición orgánica de capital que, a su vez, propicia la caída de la tasa de ganancia.


    En diversos estudios Araceli Damián y Julio Boltvinik [Damián y Boltvinik, 2003: 531] señalan que analizar la evolución de la pobreza en México es muy complicado, porque se debe definir una canasta de consumo con los satisfactores reconocidos como necesarios y a los que tiene derecho cualquier mexicano. Las mediciones de la pobreza basadas únicamente en el ingreso dan una percepción parcial de dichos cambios. Negar la importancia que desempeñan otras fuentes de bienestar en la evolución de las condiciones de vida y de la pobreza es ignorar la realidad.


    La canasta de consumo debe incorporar los gastos en alimentación, salud, vivienda, transporte y educación, para establecer la línea de pobreza en los distintos componentes que ubican a los trabajadores en pobreza o pobreza extrema por sus niveles de ingreso pero, también el salario indirecto conformado por las prestaciones y la seguridad social. Lo observado durante los años ochenta del siglo XX, confirma que con el modelo de desarrollo que se instauró, el aumento de la pobreza causado por la crisis no contrarrestó sus efectos durante los periodos de crecimiento, por lo que tiene una tendencia estructural a crecer. Damián y Boltvinik [2003: 525] reportan que en 1992 de la población urbana 48.7% y 84.8% de la rural era pobre por ingresos; estos porcentajes llegaron a sus máximos históricos en 1996: 68.1 y 92.3, respectivamente, un aumento de la pobreza urbana de casi 20 puntos porcentuales y de la rural de poco menos de 8 puntos.


    En 2000 la pobreza por ingreso bajó a 57 y 89.5%, respectivamente. Al final del siglo, los niveles de pobreza estaban por arriba de los observados en 1992. En términos del número absoluto de pobres en el 2000, el gobierno reconoció 52.5 millones. Este estudio muestra que aun en periodos de crecimiento económico (1994 y 2000) la pobreza por ingreso afectó a cerca de 90% de la población rural y 57% de la urbana. Ni los apoyos brindados por programas como el Progresa (ahora Oportunidades) ni el prometido goteo de los beneficios del cambio estructural y las políticas de apertura económica permitieron abatir de manera efectiva la pobreza en el campo [Damián y Boltvinik, 2003: 529].


    La evolución de la pobreza en México muestra un signo desalentador: en el año 2000 los niveles que tuvo fueron los mismos que de hace más de 30 años. Los logros alcanzados durante el periodo de sustitución de importaciones han sido devastados por las innumerables crisis enfrentadas desde inicios de los ochenta. A pesar de los periodos de recuperación económica en el último decenio (1990-1994 y 1996-2000), la disminución de la pobreza se dio a un ritmo mucho menor al crecimiento de la misma registrado en periodos de crisis (por ejemplo, 1994-1996) [Damián y Boltvinik, 2003: 531].


    La concentración del ingreso en el neoliberalismo fue de tal magnitud que los gobiernos federal y local establecieron una multitud de programas sociales asistencialistas, a partir de la Ley General de Desarrollo Social, para atender el problema de la pobreza y generar proyectos que la amortiguaran. Estos programas son analizados por el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) para verificar que la promoción de las condiciones de los programas sociales aseguren el disfrute de los derechos sociales –individuales o colectivos–, así como el impulso de un desarrollo económico con sentido social que eleve el ingreso de la población y contribuya a reducir la desigualdad.


    En el México actual la pobreza es uno de los temas fundamentales del desarrollo social. Por ello, se le considera uno de los ejes prioritarios de la política social cuyo objetivo es mejorar la calidad de vida de las personas. La pobreza es un fenómeno dinámico y complejo que vulnera y limita el ejercicio pleno de los derechos sociales. Debido a que sus causas son multifactoriales y afecta a una composición social heterogénea, toda información que conduzca a realizar un análisis más a fondo de esta problemática contribuirá al diseño de una política de desarrollo social encaminada a mejorar, de manera efectiva, el bienestar de la población [Coneval, 2016: 30].


    La Ley General de Desarrollo Social (LGDS), establece que el Coneval lleva a cabo la medición de pobreza basada en ocho indicadores básicos: 1) ingreso corriente per cápita, 2) rezago educativo promedio en el hogar, 3) acceso a los servicios de salud, 4) acceso a la seguridad social, 5) calidad y espacios de la vivienda, 6) acceso a los servicios básicos en la vivienda, 7) acceso a la alimentación y 8) grado de cohesión social. Se han realizado cuatro mediciones estatales de pobreza relativas a los años 2008, 2010, 2012 y 2014. Esta es la serie más completa con que se cuenta hasta el momento sobre mediciones de pobreza en México, la cual ofrece información valiosa para evaluar y concentrar las acciones encaminadas a combatir el problema [Coneval, 2016: 16, 52].


    Desde 2008 el Coneval difunde cada dos años los resultados de la medición de pobreza en México. El ingreso promedio per cápita identifica a las personas que pueden adquirir bienes y servicios para cubrir sus necesidades básicas y tener una vida digna. Este no ha mostrado un avance significativo a lo largo de las cuatro mediciones que se han realizado; por el contrario, ha caído y, por tanto, el número de personas en situación de pobreza no ha disminuido. Por otro lado, las carencias que explican el acceso a los derechos sociales han mostrado mejoras sustantivas a nivel nacional y en la mayoría de las entidades. La carencia de seguridad social, por su parte, se ha mantenido como la que afecta a más de la mitad de la población mexicana. Así, según datos del Coneval, 18.4% de los mexicanos sufrían en 2008 pobreza alimentaria (incapacidad de comprar una canasta básica), 25.1% pobreza de capacidades (insuficiencia de ingreso para adquirir el valor de la canasta alimentaria y realizar los gastos necesarios en salud y educación) y 47.5% pobreza de patrimonio (insuficiencia para efectuar los gastos en salud, educación, vestido, vivienda y transporte) [Guillén, 2013: 43].


    En 2010, se emitieron 273 programas y acciones sociales federales, además de programas y acciones estatales de 2 391 programas de desarrollo social. El gasto ejercido por los programas y acciones federales en 2010 ascendió a 675 703.6 millones de pesos. De estos, las proporciones más importantes corresponden a los derechos de educación (197 293.9 millones de pesos) y salud (187 174.3 millones de pesos), así como a la dimensión de bienestar económico (153 166.5 millones de pesos; todos los montos están expresados en pesos de enero de 2011) [Coneval, 2012: 153].


    Entre 2008 y 2010 el porcentaje de la pobreza en el país pasó de 44.5 a 46.2, lo que en términos absolutos representó un incremento de 48.8 a 52.8 millones de personas en el país con carencias e insuficiencia del ingreso para satisfacer sus necesidades básicas como la alimentación, es decir, se incrementó la población que carece de acceso a la alimentación en el país, al pasar de 21.7% (23.8 millones de personas en 2008) a 24.9% (28.0 millones de personas en 2010). Los mexicanos con pobreza de patrimonio en 2010 eran 57.7 millones, es decir, no contaban con un ingreso suficiente para satisfacer sus necesidades de salud, educación, vivienda, vestido y transporte público, aun si dedicara la totalidad de sus recursos económicos a este propósito. El número de personas con carencia por acceso a la seguridad social ascendió a 60.7% del total de la población del país, lo que equivale a 68.3 millones de personas [Coneval, 2012: 67-68,154].


    En 2012, 45.5% de las personas en México estaban en situación de pobreza, lo que corresponde a 53.3 millones de habitantes, considerando que las proyecciones de la población total del país pasó de 114.5 a 117.3 millones de personas entre 2010 y 2012 [Coneval, 2012: 30, 34].


    En 2014 se encontraban 55.3 millones de personas en pobreza, de las cuales 43.9 millones correspondían a personas en pobreza moderada y 11.4 millones a personas en pobreza extrema, de las cuales poco más de la mitad se concentró en el sur-sureste del territorio nacional. El Estado de México, Veracruz, Chiapas, Puebla, Jalisco, Michoacán y Guanajuato sumaron poco más de la mitad de la población en pobreza (29.0 millones de personas). El aporte de los estados del norte a la pobreza fue de apenas 9.8 millones de personas y el resto de las entidades contribuyó con 16.5 millones de personas. La distribución de la pobreza extrema es semejante al de la pobreza, pero solo cuatro estados (Chiapas, Veracruz, el Estado de México y Oaxaca) acumularon 5.3 millones de los 11.4 millones de pobres extremos en 2014. En México solo 20 de cada 100 personas no eran pobres ni vulnerables en 2012 [Coneval, 2016: 20, 42].


    Por otra parte, los resultados de pobreza por grupos específicos de población mostraron que un poco más de la mitad de la población menor de 18 años y la población con discapacidad estaban en situación de pobreza. En el caso de la población indígena presentó niveles de pobreza superiores a la media nacional, ya que siete de cada diez personas indígenas eran pobres. Por lo que respecta a la población rural, 61.1 por ciento se hallaba en pobreza y en el ámbito urbano el número de personas pobres fue de 38.4 millones, lo que constituye 41.7 de la población en pobreza del país [Coneval, 2016: 20].


    Es importante recordar que la medición de pobreza en 2014 se hizo basada en una población estimada de 119.9 millones de habitantes. El Coneval reporta 13 indicadores de incidencia, entre los que se encuentran las poblaciones en situación de pobreza, de pobreza extrema y en situación de pobreza moderada. La evaluación adquiere dimensiones escalofriantes cuando se observa que de ese total, 86.6 millones de personas tenían, al menos, una carencia social y 24.6 millones tenían al menos tres. La carencia social que afectó a un porcentaje mayor de población y que se ha mantenido desde la medición de 2008 fue el acceso a la seguridad social (58.5). Alrededor de 70.1 millones de personas en México no tienen asegurada la jubilación o los recursos necesarios para enfrentar una situación adversa o de contingencia a lo largo de su vida. La carencia por acceso a la alimentación permaneció en segundo lugar con 23.4%, aunque se han hecho esfuerzos que han mejorado la condición de las personas que padecen esta carencia; todavía 28.0 millones de personas la sufrieron en 2014. El tercer lugar lo ocupó la carencia por acceso a los servicios básicos en la vivienda, con 21.2% [Coneval, 2016: 32-33, 53].


    La alimentación es considerada un derecho humano elemental, tanto en la normativa internacional como en la nacional. La Constitución establece en su Artículo 4º que el Estado está obligado a garantizar a toda persona el derecho a una alimentación nutritiva, suficiente y de calidad. Sin embargo, una de cada cinco personas (24.6 millones de personas no contaron con ingresos suficientes para comprar la canasta alimentaria), tenían un ingreso tan reducido que aun si lo hubiera destinado todo para tal fin no le habría permitido adquirir la canasta alimentaria, la cual tuvo en agosto de 2014 un valor de 1 243 pesos mexicanos mensuales por persona en las zonas urbanas y de 868 pesos mexicanos en las zonas rurales. La carencia por acceso a la alimentación pasó de 23.3 a 23.4% (incremento de alrededor de 70 000 personas), en términos absolutos significó que de 27.4 millones de personas sin este derecho aumentó a 28.0 millones [Coneval, 2016: 32-33].


    Las cifras más altas con carencia por alimentación corresponden al Estado de México, con 3.5 millones de personas; Veracruz, 2.4 millones de personas; Michoacán, 1.6 millones de personas; Oaxaca y Chiapas, con alrededor de 1.4 millones de personas cada uno. La población indígena que no contaba con el ingreso suficiente para adquirir la canasta alimentaria era de 43.9%, en comparación con 18.0% de la población no indígena. En cuanto a la población con ingreso inferior a la línea de bienestar (LB), la diferencia fue de 25.3% [Coneval, 2016: 65, 100].


    En 2014 la tercera parte de las entidades del país se encontraba en pobreza. Los estados que registraron los porcentajes más altos de pobreza fueron Chiapas (76.2), Oaxaca (66.8), Guerrero (65.2) y Puebla (64.5); aunque Chiapas tuvo el mayor porcentaje de población en pobreza, las poblaciones de Guerrero y Oaxaca presentaron mayor número de carencias (3.0 y 2.9 en promedio) a diferencia de Chiapas (2.8 carencias en promedio). En contraste, los estados que exhibieron los porcentajes más bajos de personas en pobreza fueron Nuevo León (20.4), Distrito Federal (28.4) y Baja California (28.6). La población en Nuevo León tuvo 1.8 carencias en promedio, mientras que Distrito Federal y Baja California presentaron 2.1 [Coneval, 2016: 22, 34-36].


    Entre 2012 y 2014 la pobreza pasó de 45.5 a 46.2%, este cambio, reflejó un aumento en el número de personas de 53.3 millones a 55.3 millones, es decir, un incremento de dos millones de personas en situación de pobreza en un periodo de dos años. En ese mismo lapso la pobreza moderada se incrementó al pasar de 35.7 a 36.65% y la pobreza extrema se redujo de 9.8 a 9.5% [Coneval, 2016: 22].


    En 2014 siete de cada 10 indígenas estaban en situación de pobreza, proporción estacionaria desde 2010. El aumento, aunque no resultó estadísticamente significativo, fue de 0.9 puntos porcentuales, al pasar de 72.3 a 73.2 en dos años (8.2 a 8.7 millones de personas), y se mantuvo el mismo número de carencias promedio (3). Las diferencias entre la población indígena y la no indígena son representativas de las brechas de desigualdad en el país. Mientras que siete de cada 10 indígenas vivían en pobreza en 2014, solo cuatro de cada 10 no indígenas vivían en una situación similar [Coneval, 2016: 22, 62-63].


    Los resultados indican que en 2014 en el país 17.0 millones de personas que vivían en el campo se encontraban en pobreza, en tanto que en las ciudades el número de personas ascendió a 38.4 millones. El porcentaje de población rural en pobreza moderada fue de 40.5, en tanto que el de la población urbana fue de 35.4. Además, el número de carencias promedio fue más alto en la población rural (2.4) que en la población urbana (1.8) [Coneval, 2016: 121].


    La preservación de la salud es un bien esencial para la reproducción familiar, asegura la permanencia de las condiciones físicas y mentales óptimas de las personas en el desarrollo de sus actividades cotidianas. El trabajador y su familia tienen derecho a recibir servicios médicos y, para ejercer plenamente ese derecho, es primordial contar con la adscripción a instituciones médicas de alguna institución, incluyendo el Seguro Popular, el IMSS, el ISSSTE federal o estatal, Pemex, Ejército o Marina, o los servicios médicos privados. Es obligación del Estado asegurar los mecanismos y condiciones que permitan el acceso a este servicio para toda la población [Coneval, 2016: 83]. En 2010, 31.8% de la población total del país carecía de acceso a los servicios de salud, lo que equivale a casi 36 millones de personas, cifra menor a la registrada en 2008 que fue 40.8%, equivalente a 44.8 millones de personas. En buena medida este avance se debió al crecimiento de afiliados al Seguro Popular y Seguro Médico para una Nueva Generación que contabilizó 53.3 millones en 2011. La segunda institución con mayor número de afiliados fue el IMSS, con 34.0% [Coneval, 2012: 23, 67-68].


    Los cambios en los servicios de salud ocurridos entre 2012 y 2014 registran una reducción en 3.3%, lo que significa que 3.5 millones de personas superaron esta carencia que pasó de 21.5% en 2012 a 18.2% 2014. En términos absolutos carecen de acceso a los servicios de salud 33.9 millones de personas. Dos de cada 10 carecen de ello [Coneval, 2016: 87, 191].


    El financiamiento para la atención de esta población proviene del gobierno federal, principalmente del Sistema de Protección Social en Salud (Seguro Popular) y de aportaciones de los gobiernos estatales, sin embargo, cada vez son más importantes los cobros que la institución hace a sus afiliados, principalmente autoempleado, trabajadores del sector informal, desempleados y la mayor parte de la población rural. Las instituciones de seguridad social cubren aproximadamente 48.3 millones de personas, aunque la afiliación al Seguro Popular y al Seguro Médico para una Nueva Generación creció de manera pronunciada en los últimos años. La población afiliada en el primero aumentó de 15.7 millones de personas en 2006 a 51.8 millones en 2011, mientras que la del segundo pasó de 819 400 personas afiliadas en 2007 a 5 783 100 entre 2007 y 2011. Esto representa un primer paso hacia la universalización de la atención en salud [Coneval, 2012: 191].


    El acceso a la seguridad social es otra de las necesidades básicas (salario indirecto para la población). Aunque esta variable se mantuvo desde 2008 hasta 2014 como una de las carencias que afectaba a un mayor porcentaje de población, ya que siete de cada 10 mexicanas y mexicanos no ejerció de forma efectiva este derecho. En el país, la carencia social que afectó a un porcentaje mayor de población y que se ha mantenido desde la medición de 2008 fue de 58.5. Alrededor de 70.1 millones de personas en México no tienen asegurada la jubilación o los recursos necesarios para enfrentar una situación adversa o de contingencia a lo largo de su vida. En dos años, hubo una reducción al pasar de 61.2 a 58.5%, lo que en número de personas equivalió a 1.7 millones [Coneval, 2016: 23, 54].


    La educación es un derecho fundamental de las personas cuyo marco normativo se encuentra establecido en el Artículo 3º de la Constitución. La educación debe incentivar el desarrollo de las capacidades e intereses de las personas con el objeto de asegurar su integración a la sociedad y su inserción en el mercado laboral que les permitan mejorar sus condiciones y calidad de vida, además posibilita la movilidad social. Es obligación del Estado proveer a toda la población los mecanismos para cursar la educación preescolar, primaria y secundaria básica obligatoria.


    Si bien la cobertura en primaria fue cercana a 100% en el ciclo escolar 2009-2010 y el porcentaje de personas analfabetas de 15 años y más bajó de 26 a 7 entre 1970 y 2010, aún existe rezago. De acuerdo con la medición de la pobreza de 2010, la población del país con rezago educativo ascendió a 20.6%, esto es, 23.2 millones de personas; este registro es 1.3% menor que en 2008. Es decir, 5 393 000 individuos de 15 años y más eran analfabetas (6.8%), 5 409 000 personas de la población de 15 años y más no tenían ninguna escolaridad (6.9%) y 3 942 000 personas de la población de 15 años y más tuvieron educación secundaria incompleta (5%) [Coneval, 2012: 117].


    El rezago educativo bajo levemente entre 2012 y 2014 de 19.2 a 18.7%. El rezago a los servicios educativos fue para 27.9% de la población en 2014. El rezago educativo, entre los grupos indígenas y los que no los son, muestra de una diferencia entre un grupo y otro de 16.9 puntos porcentuales [Coneval, 2016: 54, 64, 79].


    La vivienda es otro valor de uso esencial y la Constitución en el Artículo 4º dota de fundamento jurídico a este derecho, al estipular que toda familia tiene derecho de disfrutar de una vivienda digna y decorosa. En su Artículo 2º, la Ley de Vivienda estipula que una vivienda digna y decorosa es la que cumple con las disposiciones jurídicas aplicables en materia de asentamientos humanos y construcción, habitabilidad, salubridad, que cuenta con los servicios básicos y brinda a sus ocupantes seguridad jurídica en cuanto a su propiedad o legítima posesión, además de cumplir con los criterios para la prevención de desastres y la protección física de sus ocupantes ante los elementos naturales potencialmente agresivos. Toda vivienda debe cubrir requisitos mínimos en cuanto a dimensión, equipamiento, infraestructura y materiales, además de los elementos familiares, culturales y ambientales [Coneval, 2009: 58-59]. La distribución de los espacios dentro de la vivienda, así como los materiales utilizados en su construcción, determinan en gran medida la calidad de vida de las personas, ya que es el espacio donde desarrollan algunas de sus actividades cotidianas y establecen las relaciones familiares, factores determinantes para su integración social y económica [Coneval, 2016: 92].


    De acuerdo con el Censo General de Población y Vivienda 2010, habían en el país 35 617 724 viviendas particulares; de ellas, 28 138 556 estaban habitadas: 78% en localidades urbanas y 22% en rurales lo que representaban un aumento de más de 33% en las zonas urbanas y de casi 22% en el campo con respecto de 2000. También se registró un incremento modesto en la proporción de viviendas que no son propias –no pertenecen a quien las habita– de 21% en 2000 a 23% en 2010 [Coneval, 2012: 34].


    […] En 2010, 16.5% de la población total carecía de acceso a los servicios básicos de la vivienda, lo que corresponde a 18.5 millones de personas; estas cifras muestran una reducción respecto a 2008 en 2.6 millones de personas, lo que representa una disminución de casi 35. Este resultado está vinculado principalmente con el incremento de viviendas con acceso a agua y drenaje [Coneval, 2012: 34, 143].


    El Plan Nacional de Desarrollo impulsado por el presidente Felipe Calderón para el periodo 2007-2012 estableció una política que garantizaba el acceso a la vivienda para cubrir la demanda habitacional nueva, sobre todo en los hogares con ingresos menores a dos salarios mínimos que alcanzó una cifra cercana a los 4 millones de unidades que, sumados a las 2 millones de familias que en 2006 requerían de habitación independiente, representaban la necesidad de impulsar la oferta de 6 millones de viviendas. A esta demanda se agregan deficiencias e insuficiencias en la identificación del suelo apropiado para desarrollo económico y habitacional por su disponibilidad de servicios e infraestructura, así como la necesidad de realizar mejoras relacionadas con la calidad y durabilidad de los materiales o ampliaciones a más de 1 millón de viviendas que lo requieren, así como enfrentar el fenómeno de habitaciones que se extendieron sin disponer de servicios como agua potable, drenaje o luz eléctrica. El problema se extiende al hacinamiento porque en 41% de los hogares viven cinco o más personas, mientras que 7% de las viviendas tiene únicamente un cuarto y 17% solo dos. Las viviendas rurales registran mayores rezagos con respecto de las urbanas, especialmente en la dotación de agua potable y drenaje [Coneval, 2012: 141-143, 151].


    La carencia por acceso a los servicios básicos en la vivienda fue de 73.6 millones de personas, no mostró cambios estadísticamente significativos en el porcentaje de población afectada (21.2). Sin embargo, el número de personas se incrementó (23.3% en 2012 y 23.4% en 2014) y aumentó en unas 700 000, en términos absolutos. El porcentaje de población en viviendas con hacinamiento disminuyó de 9.7 a 8.5, aunque aún en 2014 vivían hacinadas 10.2 millones de personas [Coneval, 2016: 23, 35].


    En la canasta de consumo de los trabajadores o de las necesidades multidimensionales que menciona el Coneval, se tendrían que incluir gastos como el transporte, arreglo personal, recreativos y otros valores de uso necesarios para la reproducción familiar. Sin embargo, los cambios en el espacio del bienestar económico de este organismo señala que entre 2012 y 2014 la proporción de personas con ingresos inferiores a las líneas de bienestar (LB) y línea de bienestar mínima (LBM), aumentó 0.5 y 1.6%, respectivamente, aunque solo fue significativo dicho cambio en el porcentaje de personas con ingreso inferior a la LB, que pasó de 51.6 a 53.2 [Coneval, 2016: 23].


    Al contrastar el ingreso de los trabajadores con la evolución de los precios de la canasta básica nos muestra las limitaciones que tienen los trabajadores para adquirir los mínimos indispensables para la sobrevivencia, por la mala distribución del ingreso de la población y la precariedad del mercado de trabajo. Por edad de la población presenta diversas situaciones: el porcentaje de pobreza moderada en la población menor de 18 años subió de 41.7 a 42.3; el de la población de 65 años o más, de 36.1 a 37.4 y, el grupo de población entre 18 y 64 años pasó de 32.2 a 33.3. La pobreza extrema afectó a un porcentaje mayor de población infantil aunque este grupo presentó una disminución en relación con la medición anterior, en la población entre 18 y 64 años se mantuvo el mismo porcentaje y en los adultos mayores también disminuyó al pasar de 9.7 a 8.5 [Coneval, 2016: 67].


    La pobreza se ha incrementado a consecuencia del deterioro económico que se refleja en la reducción del ingreso real, la creación de empleos formales insuficientes, el bajo crecimiento económico, el aumento de los precios de los alimentos y en general una distribución funcional del PIB totalmente favorable al capital. El incremento de la pobreza extrema entre 2012 y 2014 revela que 1.8 millones de personas se sumaron a los 36.6 millones que había en 2012 [Coneval, 2016: 134-135].


    LAS POLÍTICAS SALARIALES EN MÉXICO Y OTROS PAÍSES


    Todos los países del mundo, encabezados por los desarrollados, aplicaron una política de reducción de los costos laborales como forma de apropiarse de la riqueza producida por los trabajadores. La comparación de los costos laborales de México en relación con los de Estados Unidos, Canadá, América Latina y Europa, muestra que México tiene la cifra más baja en este rubro. Los bajos costos laborales dan cuenta de la competitividad de la mano de obra mexicana, de la alta concentración del ingreso en el país y de la precarización del mercado de trabajo.


    La aplicación de las políticas de mercado en México, pulverizó los derechos sociales de los pobres y los ingresos de los trabajadores en donde los salarios se van a polarizar mucho más entre los países desarrollados y los atrasados.


    En la actualidad un alto nivel de vida sólo es posible para quienes controlan las tecnologías de producción más avanzadas. Un país que fabrica mercancías de la segunda revolución industrial (coches, acero, etc.), tiene que contentarse con los salarios de México o Corea. Hoy día, los altos salarios sólo pueden ser resultado de los productos de la tercera revolución industrial: la informática, la biotecnología, la tecnología espacial, las nuevas energías y los nuevos materiales [Chomsky y Dieterich, 1999: 53].


    En 1975, en Hong Kong el salario en la manufactura era de 0.75 dólares estadounidenses por hora, en tanto que en México se recibían 2 dólares por hora. Taiwán y Corea percibían en el mismo año 0.39 y 0.35 dólares respectivamente. La política de los “topes salariales” iniciada en 1977, permitió una reducción de dos tercios en el salario en términos de dólares estadounidenses. La reducción de costos comparativos de México con respecto de países como Hong Kong, Taiwán o Corea del Sur fueron realmente muy exitosos en la medida en que, los precios en dólares de la fuerza de trabajo mexicana han disminuido a tal nivel que ahora se colocan por debajo de esos países, en donde se ha logrado un relativo repunte [González, 1991: 24].


    En 1982 era de 327 dólares mensuales superiores a los de Corea del Sur (227 dólares) y Singapur (306), para 1984 este se había reducido a 265 dólares mensuales, inferior al de Corea del Sur (304 dólares) y al de Singapur (374 dólares) [Villarreal, 2005: 318].


    En 1994 cuando se calcularon los ingresos salariales para la firma del TLCAN, resultó que los salarios nominales y reales de Estados Unidos y Canadá eran mucho mayores que los de México: el salario mínimo por hora en Estados Unidos era de 4.5 dólares y en Canadá de 4, en tanto en México era de 4 dólares al día, lo que significa que con el pago de una hora de trabajo en esos países se podía cubrir el salario de una jornada de ocho horas de un trabajador mexicano. El salario es un elemento competitivo fundamental por lo que se cuestionó la situación como desfavorable para los propios trabajadores de Estados Unidos y Canadá, así se decidió dejarla fuera de la negociación del TLCAN.


    Las maquiladoras que adquirieron gran fuerza a partir de la década de los ochenta, no sólo crean empleos, sino también pagan mejores sueldos que las industrias nacionales. También queda claro que los salarios en México se encuentran entre los más bajos del mundo por lo que en 1996 continuó la caída de los salarios en México con respecto de otros países al pagar 1.47 dólares la hora; en tanto para Taiwán era 4.33; en Corea, 5.14 y en Singapur, 5.6 dólares la hora [Gollás, 2003: 75].


    Los salarios en China han superado a muchos países en el mundo: Argentina, Colombia y Tailandia a partir de su integración en la economía mundial; después de su ingreso en 2001 en la Organización Mundial del Comercio y de representar 20% del mercado en 2020, similar a América del Norte y Europa occidental. Los salarios promedio en el sector manufacturero de China se han disparado por encima de los de países como Brasil y México, acercándose rápidamente a los de Grecia y Portugal, después de una década de crecimiento vertiginoso durante la cual los paquetes de remuneración chinos se han triplicado. Las cifras indican el progreso logrado por China en la mejora de la calidad de vida de sus 1 400 millones de habitantes. El salario promedio por hora en el sector manufacturero de China se triplicó entre 2005 y 2016 hasta 3.60 dólares, mientras que durante el mismo periodo los salarios del sector manufacturero se redujeron de 2.90 la hora a 2.70 dólares en Brasil, de 2.20 a 2.10 dólares en México y de 4.30 a 3.60 dólares en Sudáfrica [Johnson, 2017: 22].


    El salario de los mexicanos es tan bajo que se ven obligados a buscar ingresos adicionales por medio de segundos empleos, tiempo extra, aceptar la intensificación del trabajo o permitir el empleo de las mujeres y los niños de su núcleo familiar para satisfacer sus necesidades esenciales. La explotación más extendida del trabajo se debe, en todos los casos a la pérdida del poder adquisitivo y los requerimientos familiares [González, 1997: 28].


    En el mundo, la mayoría de los países han reformado las leyes para regular el salario mínimo. En Inglaterra desde 1999 se estableció un salario mínimo interprofesional con buenos resultados; el gobierno japonés del primer ministro Shinzo Abe elevó de manera significativa el salario mínimo para fomentar la expansión económica y reducir las diferencias que crecían entre ricos y pobres. Por su parte, Alemania introdujo el salario mínimo en 2014, cuando su parlamento aprobó la aplicación de un salario mínimo de 8.5 euros por hora por lo que los alemanes se posicionaron como el sexto país dentro de la Unión Europea con mayor salario mínimo que aumentaría los ingresos de 5 millones de trabajadores, mientras que 13 estados de Estados Unidos ya aprobaron aumentos significativos en sus sueldos mínimos, en el ámbito federal; el propio presidente Obama encabezó el debate por su incremento [Mancera, 2014: 21-23].


    En América Latina, la mayoría de los países también elevó el salario mínimo en términos reales en la década del 2000 con la excepción de México, Bahamas, República Dominicana y Trinidad y Tobago. El alza en los de­más países de la región fue, en algunos casos, sustancial. Por ejemplo, en Argentina y Uruguay se incrementó en promedio a más de 10% anual, o en Brasil, Honduras y Nica­ragua a más de 5% anual [Moreno-Brid et al., 2014: 83].


    El salario mínimo de México es de los más bajos en América Latina, como se mida, ya sea en dólares corrientes o en poder de paridad adquisitivo. Asimismo, el salario medio en México per cápita es igual a 15% del PIB; la proporción más baja de casi toda América Latina y lejos de 30% que corresponde a Chile y Brasil y cerca de 50% de Perú, Colombia y Costa Rica. Su monto es 19% del salario nacional medio, uno de los menores porcentajes en la región. “México es el único país al final de la década (anterior) donde el valor del salario mí­nimo es inferior al del umbral de pobreza per cápita” [Moreno-Brid et al., 2014: 88]. No se puede mantener en el largo plazo la competencia solo por la vía salarial, como se verá en el siguiente capítulo.


    
      
        1 Una primera versión de este apartado fue presentada en el IX Seminario de Economía del Trabajo y la Tecnología, México, IIEc-UNAM, 13 noviembre 2014 [véase Vergara, 2016].

      


      
        2 Como lo plantea Suzanne de Brunhoff [1977: 166], la gestión estatal de la fuerza de trabajo es consecuencia de la insuficiencia del salario directo para asegurar la reproducción de esta fuerza.

      


      
        3 La república democrática, de acuerdo con Lenin, es la mejor envoltura política del capitalismo porque logra el consenso social al imponer los intereses del capital y transformarse en un férreo instrumento de dominación que no expresa el sentir de las masas sino el de la clase que lo manipula y en el que el estado moderno no es más que una junta administrativa de los negocios comunes de toda la clase burguesa. “[...] Nosotros somos partidarios de la república democrática como la mejor forma de Estado para el proletariado bajo el capitalismo, pero no tenemos ningún derecho a olvidar que la esclavitud asalariada es el destino del pueblo, incluso bajo la república burguesa más democrática. Más aún, todo Estado es una fuerza especial para la represión de la clase oprimida. Por eso, todo Estado ni es libre ni es popular” [Lenin, 1916: 19].

      


      
        4 Textualmente el decreto indicaba: “[…] el Presidente de la Conasami propondrá a los sectores productivos un aumento inmediato de 15% en los salarios mínimos vigentes, extensivo a los salarios contractuales, y otro de 20% exclusivo para los salarios mínimos, que entrará en vigor el 1º de enero de 1988, con motivo de la fijación ordinaria que establece la ley. Se intenta definir una canasta básica por las Secretarías del Trabajo y Previsión Social y de Comercio y Fomento Industrial para establecer un índice de los principales precios y tarifas de los bienes que produce el sector público”. Esta política, en el discurso, intentaba equilibrar el aumento de los precios con el de los salarios, en algún momento se habló de escala móvil de salarios para evitar un deterioro mayor del poder adquisitivo, además de pedir a los empresarios que no incrementaran sus precios y que los trabajadores no solicitaran revisiones de salarios. Fue una política que en realidad instauró un mecanismo de control sobre los salarios, pero no hubo un control efectivo de los precios. Véase “Pacto de Estabilidad y Crecimiento Económico”, Revista Banco de Comercio Exterior, México, 16 de diciembre de 1987.

      


      
        5 La Conasami, en voz de su presidente señaló que no era verdad que tantos asalariados ganaran el mínimo ya que la mitad de esos trabajadores lo eran por cuenta propia y no dependían de un salario mínimo. En segundo lugar, del resto de los trabajadores que integran esos 7 millones, 96% estaban en el sector informal (entrevista realizada por Zenyazen Flores en el periódico El Financiero a Basilio González Núñez, presidente de la Conasami, 6 de enero de 2015, p. 14).

      

    

  


  
    POLÍTICAS PÚBLICAS EN EL PATRÓN DE ACUMULACIÓN NEOLIBERAL


    EL ESTADO O EL MERCADO PARA LA SOLUCIÓN DE LA CRISIS ECONÓMICA


    La política del Estado para el desarrollo nacional aseguraban que los problemas se resolverían cuando en la región se consolidaran los programas de apertura externa de las economías, la desregulación de múltiples mercados y la privatización de grandes sectores de la actividad industrial (antes dominados por empresas estatales), procesos en los cuales el ingreso de capitales extranjeros sería de una importancia fundamental. Por lo que en el ámbito internacional se concentró en el establecimiento de un patrón de acumulación neoliberal, con su fundamentalismo del mercado para la solución de los problemas económicos. Sin embargo, hay pruebas que señalan que no todos los países siguieron al pie de la letra los lineamientos establecidos por los organismos financieros internacionales y en el mediano plazo salieron mejor librados de la crisis económica.


    La imposición del modelo neoliberal fue paulatina, a partir de la ideología del libre mercado, como lo planteó Joseph E. Stiglitz, premio Nobel de economía y exvicepresidente del Banco Mundial, que la apertura fue una excusa para nuevas formas de explotación. “Privatización” significó que los extranjeros podían comprar minas y campos petrolíferos en los países en desarrollo a bajo precio, además de embolsarse enormes beneficios de monopolios o casi monopolios como ocurrió en las telecomunicaciones.


    “Liberalización del mercado financiero y de capitales” significó que los bancos extranjeros podían obtener retornos altísimos por sus créditos y, cuando los créditos iban mal, que el FMI obligase a socializar las pérdidas, apretando las clavijas de poblaciones enteras para devolver los préstamos a los bancos extranjeros. La liberalización del comercio significó también que las empresas extranjeras pudieran borrar del mapa industrias nacientes, impidiendo que se desarrollase el talento emprendedor. Mientras que el capital circulaba libremente, los trabajadores no lo hacían, excepto en el caso de los individuos más talentosos, muchos de los cuales encontraron empleo en el mercado global [Stiglitz, 2010: 266].


    A las economías subdesarrolladas se les impuso la política liberal en sus importaciones de productos que a las empresas trasnacionales les interesaba vender, se presionó para el alejamiento del Estado de la actividad económica directa, se les exigen redistribuir el gasto público en lo social, la privatización y descentralización de los servicios de salud y seguridad, así como rescatar las empresas que trabajaban con números rojos para capitalizarlas y luego venderlas al capital privado. Debían evitar los subsidios y la protección de su industria, del mercado interno, entre otras medidas.


    Las potencias económicas aplican con todo rigor el evangelio de la globalización y de la competencia global en los “otros”, porque en el caso de sus economías internas estas medidas no se usan, más bien mantienen y fortalecen la actividad del Estado mediante el subsidio, el fomento y la protección de sus empresas, como forma de controlar su mercado interno, además de establecer toda una serie de barreras no arancelarias que fortalecían esta protección.


    México fue el alumno preferido de los organismos financieros internacionales porque impuso el modelo neoliberal y generó grandes beneficios a las empresas trasnacionales, aunque en su mercado interno profundizó los grandes desequilibrios económicos que venía arrastrando desde el siglo XX. René Villarreal analiza esta paradoja de la competitividad y se pregunta por qué si México era la décima economía mundial y una de las más abiertas del mundo a la globalización, con una acumulación al 2005 de 12 tratados de libre comercio con 42 países y un índice de apertura hacia el exterior de más de 70%, ahora se ubica en el lugar 46 de la brecha de competitividad internacional [Villarreal, 2005: 716]. Su respuesta es que México carece de una estrategia de inserción activa en la globalización por medio de una política de competitividad sistémica, en tanto los países desarrollados aplicaron una política de doble filo: en el exterior planteaban la libertad, eliminar subsidios y el alejamiento del Estado en tanto en su mercado interno protegían a su industria con grandes subsidios.


    No es de extrañar que la gente de los países en desarrollo cada vez se convenciera más de que la ayuda occidental no tenía motivaciones altruistas. Sospecharon que la retórica del mercado libre –el “Consenso de Washington”, como se la conoce taquigráficamente– solo era una tapadera para los viejos intereses comerciales. La propia hipocresía de Occidente no hacía sino reforzar esa sospecha. Europa y Estados Unidos no abrían sus mercados a la producción agrícola del Tercer Mundo, que muchas veces era lo único que esos países podían ofrecer; en lugar de ello, obligaban a los países en desarrollo a eliminar las subvenciones destinadas a crear nuevas industrias, al tiempo que ofrecían subvenciones masivas a sus propios granjeros [Stiglitz, 2010: 266].


    La conclusión es que la liberalización del mercado sirvió solo para que las grandes empresas trasnacionales expandieran sus ventas hacia los países más débiles y pobres. Por un lado, se rechazaba toda acción pública en beneficio de la población, pero por el otro, se estimulaba el traslado de recursos sociales hacia la acumulación privada con plena participación del Estado. Es una doble moral de la ideología neoclásica, en particular cuando estalla la crisis del 2008, los principales representantes de esta corriente, argumentando la estabilidad financiera, demandan la intervención directa del Estado, en contra de sus propios principios, para desplegar planes de inversión, en los términos a los que antes se oponían, tales como el rescate de los bancos, el impulso de la infraestructura, el fomento a la investigación y al desarrollo de las universida­des, los centros de capacitación, la organización para la investigación, entre otros.


    Los efectos de la crisis del 2009 obligó a muchas instituciones económicas y políticas se volvieron a convertir a la ortodoxia económica de décadas anteriores, de recorte de impuestos a los ricos, reducción de gastos sociales y austeridad (para quienes viven de sus salarios). El FMI, muchos gobiernos –Ángela Merkel en Alemania, David Cameron en el Reino Unido y José Luis Rodríguez Zapatero en España– y una buena parte de los economistas “de derecha” proponen reducir drásticamente los gastos sociales, el subsidio de desempleo, recortar salarios, hacer que el despido sea libre y que se pueda contratar a todo el mundo en precario (esto suelen llamarlo “flexibilización del mercado laboral”), además que no haya regulación alguna de los mercados [Tapia y Astarita, 2011: 80].


    La globalización y el libre mercado significó un aumento impresionante de las ganancias para las grandes empresas trasnacionales y la mayoría de los países exitosos se desarrollaron a la sombra de barreras protec­cionistas; algunos críticos de la globalización acusan a países como Japón y Estados Unidos, que han trepado por la escalera del desa­rrollo, de querer derribar esta escalera para que otros no puedan seguir el mismo camino [Stiglitz, 2006: 82, 105]. Es importante destacar la forma como algunos países pudieron alejarse o amortiguar la rígida política neoliberal de concentración y centralización del mercado mundial que las grandes potencias impusieron en el ámbito internacional.


    OTRAS ALTERNATIVAS PARA ENFRENTAR EL CRECIMIENTO Y EL DESARROLLO ECONÓMICO


    Un somero repaso de la economía mundial obliga a mencionar a China y otras grandes economías llamadas “emergentes”, como Brasil e India para entender cómo enfrentaron la apertura y la Gran Recesión del siglo XXI que en estos países la recesión del 2007-2009 no provocó una contracción de la economía como lo hizo en las economías centrales [Tapia y Astarita, 2011: 244]. Aquellos países que lograron cierto nivel de independencia expandieron sus exportaciones más rápidamente, pues no desmantelaron sus barreras proteccionistas y, cuando fue necesario disminuirlas, lo hicieron de manera cuidadosa.


    A diferencia de la mayoría de los países latinoamericanos que adoptaron las políticas del Consenso de Washington con mucho más entusiasmo que cualquier otra región (de hecho, el término se acuñó por primera vez en referencia a políticas recomendadas para esta zona), otros seguían un camino distinto. Es el caso del oriente asiático que tuvo éxito con una trayectoria significativamente distinta a la del Consenso de Washington, en la que el Estado desempeñó un papel mucho más activo que el asignado por los organismos financieros internacionales [Osorio, 2013: 35]. Estos países se aseguraron de que hubiera capital disponible para la creación de nuevos empleos y empresas; incluso adoptaron un protagonismo empresarial para la promoción de nuevas firmas, combinaron altas tasas de ahorro, inversiones públicas en educación y una política de desarrollo industrial. Asimismo, impulsaron una política económica encaminada hacia la generación del crecimiento económico mediante el impulso a la inversión de sus sectores estratégicos con la intervención del Estado, pusieron la atención en la promoción de las exportaciones y protegieron su mercado interno. Las privatizaciones fueron muy selectivas.


    El análisis de las economías de China, India, Brasil o Corea del Sur son muy ilustrativas en este sentido ya que, de acuerdo con el planteamiento de Stiglitz, se alejaron de las recetas del FMI y el BM para seguir una política pública más independiente que les permitió impulsar el desarrollo nacional y no solo aplicar programas de apertura económica, favorables a las grandes trasnacionales o para cumplir con el pago de los compromisos de la deuda. Estos países dieron un fuerte apoyo al fortalecimiento de sus exportaciones, sin descuidar la innovación y el desarrollo tecnológico con el fortalecimiento de las cadenas productivas. Ofrecieron ventajas para atraer inversión extranjera directa, pero mantuvieron un sistema de regulación, mediante políticas estatales que definen el marco y los limitantes de acción para empresa extranjeras [Gutiérrez, 2016: 340].


    Las reformas económicas que aplicaron se orientaron a sentar las bases y la estrategia de fortalecimiento de la economía, mediante la inversión controlada por el Estado en ciencia y educación, la consolidación de las actividades de investigación y desarrollo con fuertes inversiones en la generación de fuerza de trabajo especializada, para la exportación de productos de alta y nueva tecnología, así como la transferencia de tecnología. Se atrae empresas extranjeras con tecnología de punta e impulsar la incubación y desarrollo de empresas para aprovechar la tecnología endógena en la producción y distribución de los productos en el mercado mundial. Asimismo, se requiere controlar el sistema financiero, el control del mercado interno, incentivos fiscales y apoyos guber­namentales en ciertas áreas claves para el desarrollo, la formación de recursos humanos especializados orientados a las nuevas áreas del conocimiento y el retorno de los que estudiaron en el extranjero [Lemus, 2011: 190, 218].


    Asia triplicó el número de nuevos graduados en ingeniería y ciencia de Estados Unidos. Su reto consiste en mejorar la calidad al mismo tiempo que la cantidad. Es por ello que cuando analizamos la evolución de estas naciones encontramos que su éxito se debe, en gran medida, a la aplicación de una política de innovación y competitividad distinta a la sugerida por los organismos financieros internacionales, para lograr el desarrollo tecnológico y proteger sus mercados, así como controlar el sistema financiero para encausar los préstamos y subsidios hacia ciertos sectores “estratégicos”, sin descuidar la calificación y protección de la fuerza de trabajo [Stiglitz, 2006: 74].


    En México se aplicó una política totalmente distinta y alineada a los dictados de los organismos financieros internacionales, se desecharon los subsidios a la agricultura, y los que permanecieron son inferiores a los que autorizó en su momento para la agricultura la Ronda de Uruguay y el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT por sus siglas en inglés). Contrasta con México la manera decidida como los países de la Unión Europea y Estados Unidos protegen su agricultura mediante subsidios y otros medios [Gollás, 2003: 90].


    Los incentivos que el Estado ha transferido para aumentar la productividad y competitividad de las empresas nacionales con el objetivo de generar inversión, crecimiento e incrementos en la productividad, por medio del progreso tecnológico con la creación y el fomento de las mipymes, han permitido el desarrollo de alta tecnología con una serie de incentivos: exenciones de impuestos sobre utilidades; régimen de depreciación acelerada; créditos a largo plazo y tasas de interés preferenciales, así como acuerdos de libre comercio en sectores muy específicos. Las grandes potencias son muy liberales hacia fuera y extremadamente proteccionistas en su mercado interno.


    ¿POR QUÉ EL ESTADO SIGUE SIENDO IMPORTANTE PARA LA ACUMULACIÓN CAPITALISTA?


    La importancia del Estado en la regulación económica, en favor de la acumulación capitalista, queda claramente definida en el momento en que estalla la gran crisis del neoliberalismo. Uno de sus principios básicos de esta teoría era el alejamiento del Estado de la acción directa en la economía, ya que los mercados podían por sí mismos resolver los problemas de la acumulación y la crisis, sin embargo, la profundidad que alcanzó esta crisis, demostró que la participación del Estado es mucho más importante en el patrón de acumulación neoliberal que en la fase intervencionista, aunque cambio la prioridades sociales por la estabilidad económica del capital, fundamentalmente el financiero.


    La necesidad de la participación del Estado en el liberalismo quedó clara, al estallar la crisis económica en 2008, cuando sus principales ideólogos demandaron la acción inmediata del Estado para rescatar el sistema financiero y trasladar los costos hacia la sociedad en su conjunto, en particular, a los asalariados.


    El presidente Bush de inmediato aplicó una política de apoyo al sistema financiero a pesar de que los bancos habían sido los responsables del colapso económico. Después de la caída de Lehman Brothers, de la nacionalización de Fannie Mae y Freddie Mac y del rescate de AIG, Bush se apresuró a ayudar a los bancos con un rescate masivo de 700 000 millones de dólares, bajo un programa eufemísticamente denominado Troubled Asset Relief Program (Programa de Alivio de Activos Depreciados) [Stiglitz, 2010: 62].


    Como recuerda Joseph E. Stiglitz, esta situación no es nueva ya que Estados Unidos usa con frecuencia sus gastos de defensa para conceder subvenciones a las industrias. La empresa Boeing se benefició de los gas­tos militares en diseño aeronáutico y la industria de programas in­formáticos también lo ha hecho enormemente con una serie de gastos públicos que contribuyeron a desarrollar internet, e incluso, los buscadores. De hecho, una de las justificaciones que suelen esgrimirse en favor del alto nivel de gastos en defensa es que producen beneficios comerciales. Estados Unidos es lo suficientemente rico para permitirse una política industrial ineficaz que lo oculta tras lo militar; los países en vías de desarrollo no –y deberían ser libres de elegir, si así lo deciden, para tener la que fuera adecuada a sus circunstancias– [Stiglitz, 2006: 121-122].


    No es de extrañar que los países que estaban más abiertos, más globalizados, fueran los más afectados con la política pública para salvar a los bancos e ignorando a los millones de trabajadores que no pudieron pagar sus hipotecas y perdieron sus viviendas. Los banqueros, que en gran parte habían precipitado el problema, se aprovecharon del pánico resultante para redistribuir la riqueza –para sacar dinero de las arcas públicas a fin de enriquecerse ellos–. En todos los casos, a los contribuyentes se les decía que el gobierno tenía que recapitalizar los bancos si se pretendía que la economía se recuperase [Stiglitz, 2010: 74-75, 282].


    El rescate financiero fue un traslado de recursos públicos en beneficio de los grandes bancos, ya que Estados Unidos apoyaba a otros países ricos (Francia, Alemania) en vez de a los países pobres. La magnitud de esta ayuda era mayor que la que se prestó a toda África. El apoyo oficial a toda África fue de 6 500 millones en el año fiscal 2008, la mitad de esta cantidad fue a parar a una única empresa, Goldman Sachs, mediante el rescate del American International Group [Stiglitz, 2010: 381].


    La participación del Estado ha sido clave tanto para trasladar los costos de la crisis hacia la sociedad como para mantener los niveles competitivos de las empresas en el mercado internacional. Así, se ha trasladado una enorme deuda a todo el mundo con el fortalecimiento del neoliberalismo, reforzado después de la crisis, por lo que se aplican políticas de recortes salariales, despidos masivos de las empresas tanto en las manufacturas como en los servicios; se reducen las prestaciones sociales, se recortan los montos de las pensiones y se eleva la edad de jubilación [Sotelo, 2012: 13]. Todos estos aspectos fueron analizados en el capítulo 5 de este libro.


    El Estado enfrenta las crisis y el proceso de competencia internacional con mecanismos que le permiten amortiguar la caída de utilidades mediante la gestión y redistribución de los costos. Se fortalece el sistema financiero con enormes ganancias especulativas; en la producción se modernizan los sectores competitivos en el ámbito internacional y se hace un uso intensivo del trabajo con bajos costos; en la circulación se aceleran y amplían los mercados de consumo con el comercio exterior y se aplican diversas políticas para ampliar los beneficios vía la plusvalía absoluta y relativa, con la regulación de los cambios económicos, políticos y sociales que requiere la forma de organización flexible o toyotista de la producción.


    Muchas de las grandes empresas trasnacionales se han instalado en las regiones especializadas chinas lo que le ha permitido un acelerado desarrollo de las empresas en múltiples sectores para participar en su mercado interno, pero que pronto rebasan ese objetivo para trasladarse al mercado mundial. El desarrollo de la industria china se basa en una fuerza de trabajo local de alta calificación y de menor costo, la ha convertido en uno de los principales productores de mercancías e insumos. El nivel tecnológico que utilizan es muy elevado y el uso de robots lidera la ola de automatización de sus empresas, lo que provoca que el número de robots aumente en muchas empresas derivadas de la cadena productiva y que son comunes en el resto del mundo y que vienen, a su vez, desplazando a los trabajadores chinos por el alza de los salarios. China es ahora un mercado importante para los fabricantes de robots como Fanuc de Japón, Kuka y Siemens de Alemania y Rockwell Automation de Estados Unidos. Este contexto de competencia con la máquina, en una situación de contracción de la demanda, agudiza aún más la crisis, incrementando con ello el desempleo y la precariedad [Gutiérrez, 2016: 249-250].


    En la primera década del siglo XXI, China despuntó en la industria automotriz mundial colocándose como el primer país productor de vehículos, convertida en una gran plataforma en escala mundial, en la que se han instalado prácticamente todas las grandes empresas automotrices que en alianza con empresas chinas se emplazan en las regiones predeterminadas por el Estado, atraídas tanto por su creciente desarrollo, enorme mercado y capacidad de fuerza de trabajo, de mayor a menor calificación, pero de menor costo, que ha demostrado una gran suficiencia para absorber el conocimiento en todos los sectores y ramas de la manufactura [Gutiérrez, 2016: 260].


    El caso de la política de Estados Unidos se caracteriza por su tamaño, diversidad, estructura federal, su orientación hacia la competitividad, la protección de los derechos de propiedad intelectual, así como por la presencia de una política estatal de apoyo indirecto a la consolidación de las regiones innovadoras y una activa participación de la iniciativa privada, en cuanto a las actividades de innovación y desarrollo (ID). También destaca la mejora de la infraestructura de puertos, carreteras, vías ferroviarias y aeropuertos hasta la modificación del marco legal para la protección de un sector específico, pasando por una mayor inversión para el fomento de la investigación científica y tecnológica. En 2012 fue rebasado por China y ocupa el segundo lugar en la producción mundial de vehículos, son las tres grandes estadounidenses (hoy una de ellas italiana), junto con las japonesas y la coreana, las que controlan la producción. Parte muy importante en esta producción de vehículos es la importación de más de 60% de insumos, partes, componentes y módulos que, mediante sus cadenas internacionales de producción llegan a las plantas fabricados por los proveedores especializados localizados en el exterior [Gutiérrez, 2016: 261].


    Otro caso especial es de la República de Corea del Sur que se transformó de un país subdesarrollado en uno con altos niveles de desarrollo, debido a un modelo que, entre otros factores, impulsó vigorosamente la educación y las actividades científicas y tecnológicas para generar ventajas competitivas: “Este hecho se observa en la inversión en actividades científicas y tecnológicas; en 1964, Corea invertía 0.20% del PIB en ID, mientras que en el año 2005 invirtió 2.99%” [Lemus, 2011: 232].


    India es otro de los países más poblados del mundo (destaca Lemus), para entender la importancia de la innovación y el desarrollo con la presencia del Estado en el desarrollo del país y a necesidad de invertir en la calificación laboral en campos esenciales como la biotecnología, la nanotecnología, los nuevos materiales y la bioelectrónica, así como la inversión pública en el desarrollo científico técnico y la calificación de la fuerza de trabajo, en particular de sectores fundamentales para proyectar una imagen robusta de innovación que genera ventajas competitivas en sectores muy específicos.


    India desarrolló su economía del 2007 a 2011, cuando tuvo un crecimiento promedio de 7.7%, el segundo lugar mundial después de China. Aunque en 2012, creció sólo 3.8% al tomar un nuevo rumbo en lo económico y en lo ideológico. Sin embargo, con el fortalecimiento del nuevo gobierno, su índice de crecimiento fue 7.2 para 2014 y de 7.8 para 2015. Buena parte de la fuerza económica viene de antes, con un desarrollo sostenido. Otras medidas de crecimiento se han mejorado o agregado. El desarrollo de la tecnología de la información ha sido muy importante porque cuenta con muchos ingenieros y en general personal muy calificado. Se usan computadoras y telecomunicaciones. Una rama que se ha desarrollado es la exportación farmacéutica, la salud que en otros países es muy cara y ellos la ofrecen barata y de calidad. Se lanzan satélites artificiales, incluso para otros países. Cuenta con grandes compañías petroleras y gaseras que dominan la tecnología y sus actividades se han expandido en el ámbito internacional, principalmente hacia Rusia. Han desarrollado enormemente la conexión de ferrocarriles porque cuentan con personal altamente calificado. Se tiene un control de las inversiones de las empresas trasnacionales [Gershenson, 2017: 18]. En todos estos ejemplos la participación directa del Estado en la economía ha sido fundamental para el desarrollo económico.


    EL REGRESO DE LAS POLÍTICAS NEO KEYNESIANAS COMO ALTERNATIVA PARA ENFRENTAR LA CRISIS Y EL CRECIMIENTO ECONÓMICO


    Una característica esencial del proceso descrito es la manera en que el Estado participa para enfrentar la crisis y fortalecer a sus empresas nacionales en la competencia internacional, mediante la gestión y redistribución de la riqueza. En cuanto a las tendencias geopolíticas internacionales, se aceleraron las transformaciones en el peso relativo de los países: en la crisis que la administración de Vicente Fox enfrentó, las secuelas del momento unilateral del poder de Estados Unidos después del ataque a las Torres Gemelas, en tanto la Gran Recesión que sorteó Calderón encontró un entorno muy distinto de avance de la multipolaridad con el ascenso de China, India y Brasil, la disminución ostensible del poder de Estados Unidos y el estancamiento de Europa [González y Velázquez, 2013: 612-613].


    Los países desarrollados aplicaron políticas económicas claramente discriminatorias en contra de los países subdesarrollados, en tanto ejercen una clara protección de sus mercados internos en favor de las empresas trasnacionales. Se cuestiona que en el mercado internacional, los países más liberales promueven posturas políticas de apertura y mecanismos de mercado, en tanto que en su mercado interno las sugerencias son contrarias a las que defienden externamente; es el caso de las políticas de privatización de la seguridad social, el equilibrio presupuestal contraccionista y expansionista, el apoyo a los países deudores y la imposición de una rigidez extrema al control inflacionario, el déficit público, así como la exigencia de pago de la deuda a los países dependientes.


    Las sugerencias para los países subdesarrollados es que deben adoptar una política económica similar a la establecida por las grandes potencias que permita el crecimiento y el desarrollo con una mayor participación directa del Estado en la economía, en lo que se refiere a la regulación, los impuestos y subsidios o su participación directa en las actividades productivas, como proveedor de servicios esenciales relacionados con la educación y la salud o los apoyos directos para posicionar a las empresas en el ámbito internacional. En este sentido, además de participar con una perspectiva de desarrollo social, el Estado debe proporcionar apoyo a la investigación y desarrollo tecnológico para la modernización de la planta industrial, sus líneas de producción, productos y procesos.


    El aumento de la productividad debe estar sustentada en políticas institucionales que estimulen la modernización tecnológica y la adopción de nuevos procedimientos de trabajo, mediante la inversión en investigación y desarrollo, la transferencia de tecnologías avanzadas y una colaboración estrecha con institutos de investigación y la base productiva, con el fin de adaptar las tecnologías a las condiciones locales de producción. La promoción del desarrollo de las competencias mediante la inversión en educación y formación resulta esencial, para incorporar en la producción las nuevas tecnologías y métodos de trabajo.


    Para fortalecer la producción se le debe dar un apoyo decidido a las mipymes que por sus características son generadoras de empleo pues son intensivas en fuerza de trabajo y pueden absorber a los jóvenes que ingresan en el mercado de trabajo en la economía formal, disminuyendo el desempleo y el empleo informal para crear condiciones que eviten la pérdida del “bono poblacional” con la migración.


    Se requiere la protección de la industria nacional del mismo modo que la hacen los países desarrollados, procurando encadenamientos productivos en los sectores generadores de riqueza; para ello el Estado deberá rescatar las bases del sistema financiero que le permita el manejo monetario para convertirlo en un elemento clave de la competencia internacional, además del rescate de otros sectores estratégicos fundamentales para el equilibrio presupuestal, con la búsqueda de recursos que hagan posible negociar la deuda y su pago como país independiente.


    El desarrollo económico se fortalece con el rescate de la seguridad social y la inversión estatal orientada hacia la disponibilidad de servicios públicos relacionados con la capacitación de la fuerza de trabajo, pero que garantice su aplicación en el proceso de producción; además de vigilar la salud de los trabajadores con el reforzamiento de los recursos estatales, para ello como decíamos antes, es indispensable mejorar el apoyo a la investigación y desarrollo tecnológico para la modernización de la planta productiva, la construcción de infraestructura científica y técnica para impulsar la investigación y el desarrollo de nuevas tecnologías, crear un seguro de desempleo de carácter tripartito que lo sostenga en el largo plazo, además de la recuperación del salario real y la disminución de la pobreza con programas productivos y no solo asistencialistas, que permita el crecimiento y el desarrollo económico con el fortalecimiento del mercado interno.

  


  
    CONCLUSIONES


    La participación del Estado en la economía ha sido un elemento fundamental para entender la acumulación capitalista durante el siglo XX y el XXI, con su participación directa en la economía para generar empleo, demanda efectiva y crear las condiciones para el desarrollo industrial mundial y el predominio del mercado como instrumento para solucionar la crisis, aunque como lo vimos, el Estado siguió siendo preponderante para el sistema capitalista y la regulación de la acumulación. Se tuvo que adecuar el marco jurídico para funcionar en el patrón de acumulación intervencionista y el neoliberal. En México se estableció plenamente el patrón de acumulación neoliberal a mediados de los ochenta del siglo pasado cuando se desplazó el patrón de acumulación intervencionista y se establecieron las bases para el tránsito hacia el patrón de acumulación neoliberal, fundamentado en el libre mercado, con una participación mínima del Estado, según la teoría neoclásica.


    El patrón de acumulación intervencionista basó su éxito en el predominio del modelo de industrialización sustitutiva de importaciones, con la organización científica del trabajo taylorista fordista y los incentivos para la división del trabajo y la incorporación de las nuevas tecnologías. El Estado protector tenía como funciones regular y promover la acumulación capitalista mediante el fortalecimiento del mercado interno, el gasto social, las indemnizaciones por desempleo y pensiones a la vejez, además del establecimiento de facilidades a la inversión extranjera directa e indirecta, el control de los sindicatos para dinamizar el sistema productivo, proporcionar facilidades a la exportación de mercancías, el control de las importaciones, facilidades crediticias, fomentar el consumo interno con el incremento de la masa salarial que amortiguó la enorme concentración de la riqueza, la ampliación de las prestaciones sociales ante un crecimiento significativo de los asalariados en un contexto de crecimiento económico y de distribución funcional de la riqueza con el abaratamiento social de los costos laborales. El sistema perduró por un largo periodo, hasta que entró en una profunda crisis por la inestabilidad en las ganancias capitalistas, debida al estancamiento de la producción y el crecimiento económico, así como una fuerte caída en la productividad del trabajo, unido a un creciente conflicto entre el capital y el trabajo que mostraba la crisis del Estado intervencionista.


    El patrón de acumulación neoliberal cuestionó el papel interventor del Estado y las políticas públicas de protección social pues su fundamento ideológico es la libertad del mercado y el alejamiento del Estado de la función productiva, en todas las áreas económicas en las que el capital privado tuviera interés en participar. Se transformó el papel social del Estado y se redefinieron los recursos destinados a la educación, salud, transporte, vivienda, ocio y otras prestaciones como la jubilación, indispensable desde una perspectiva social adicional que serviría para darle una mínima estabilidad a los trabajadores que han cubierto su ciclo laboral. Las políticas públicas estarían centradas en una auténtica transformación en la producción y la organización del trabajo para incrementar la plusvalía absoluta y relativa que permitiera amortiguar la caída de la tasa de ganancia. Los organismos financieros internacionales, son los responsables de la aplicación del nuevo patrón de acumulación exportador, sobre todo a partir de la crisis de la deuda de los ochenta.


    La globalización de la producción y el impulso de las empresas trasnacionales son el punto de arranque del mercado como preponderante a la solución de la crisis con el apoyo del Estado para el traslado de la riqueza estatal nacional a los empresarios privados nacionales y extranjeros, la concentración y centralización del sistema financiero, totalmente controlado por bancos extranjeros y el establecimiento de la flexibilidad laboral en las empresas, con la Reforma de la Ley Federal del Trabajo, que se adecuó a las necesidades del capital, con los cambios en la producción y circulación de mercancías que impedían un uso más intensivo y extensivo de la fuerza de trabajo; se eliminaron las “rigideces en el mercado de trabajo”, disminuyeron los costos no salariales de la fuerza de trabajo y flexibilizaron las relaciones laborales en particular permitiendo la movilidad interna, ampliando las formas de remuneración y eliminando prestaciones sociales y riesgos en la terminación de las relaciones laborales para la solución de los conflictos. Podemos asegurar que el incremento del desempleo, la ampliación de la informalidad y las migraciones muestran la precariedad en que se mueve el mercado de trabajo.


    Después de 38 años de aplicación del patrón de acumulación neoliberal se confirma su absoluta ineficacia en cuanto a las promesas de bajar los niveles de desempleo y mejorar el mercado de trabajo, pero se confirma que el patrón de acumulación neoliberal ha servido para obtener mano de obra mucho más barata en contra del bienestar de la sociedad. Se socializan las pérdidas generadas por la crisis pero se intensifica la concentración de la riqueza. En muchos países se registra un rechazo a las políticas de austeridad mediante huelgas y movimientos sociales. En Gran Bretaña han sido los estudiantes quienes protagonizaron multitudinarias manifestaciones contra la decisión del gobierno liberal-conservador de multiplicar por tres las tarifas de matriculación en las universidades públicas. En varios países del mundo árabe la agitación social estimulada por los aumentos de precios, por la corrupción y el autoritarismo, ha derribado o amenaza derribar a gobiernos dictatoriales que llevan muchos años en el poder. El desempleo no baja, el apoyo a los grandes bancos es enorme y la posibilidad de bancarrota de Grecia y otros países como Irlanda, Portugal, España o Italia es cada vez más preocupante [Tapia y Astarita, 2011: 22].


    En México, los trabajadores se ven en la necesidad de aceptar los empleos precarios que el mercado les ofrece, incluso, con modificaciones a sus conquistas laborales, el establecimiento de la flexibilidad laboral con la Reforma Laboral que culmina legalizando el deterioro histórico de las condiciones de vida y trabajo de la mayoría de los mexicanos. Estas reformas afectaron las prestaciones sociales aportadas por el Estado (subsidios), bajos salarios, jornadas de trabajo más largas, recortes de personal, eliminación de cláusulas contractuales (asistencia, puntualidad, antigüedad, capacitación y productividad), además del establecimiento de multifunciones y la calificación permanente. Estos cambios favorecieron a las empresas nacionales y trasnacionales.


    El Estado invirtió enormes recursos para enfrentar la crisis bancaria y financiera del 2008, para ello se requirió de un enorme déficit presupuestario y el crecimiento de la deuda. Los recursos fueron tomados de los contribuyentes, y se dejan de cubrir las necesidades sociales creadas por la contracción de la actividad económica y el consiguiente desempleo, aunada a la caída de recaudación fiscal provocada por la crisis misma. A la par que se acumulan inmensas cantidades de riqueza en un polo, millones de personas ingresan a la pobreza.


    La política laboral renovó y amplió las formas de precarización y de explotación en el nivel del proceso de consumo de la fuerza de trabajo y se acrecentó la expulsión de mano de obra de los circuitos del mercado formal para continuar con el ensanchamiento de la economía informal, esto corresponde a la precarización laboral.


    Los nuevos sistemas de producción requieren de fuerza de trabajo calificada para poder competir en el mercado globalizado por lo que la depreciación de los salarios y la pérdida de las prestaciones sociales se ven afectadas por las necesidades competitivas. En el empleo se desarrolla la contratación por tiempo, la subcontratación y el trabajo temporal que precariza el mercado del trabajo en su conjunto. Los ingresos familiares son insuficientes para cubrir las necesidades básicas y culturales que establece la Constitución, por lo que cada familia tiene que instrumentar estrategias de sobrevivencia tales como la ampliación de las jornadas de trabajo, la incorporación de más de un miembro de la familia en la actividad laboral, la realización de actividades informales y la migración.


    La recuperación del salario real debe ser estable y sostenida en el largo plazo, a la inversa de la política aplicada para abatir el poder adquisitivo y poner en el centro de la estrategia el reconocimiento de la deuda social que se tiene con los trabajadores. El Estado debe proteger al trabajador contra el capital depredador, formalizar el trabajo pero no con fines recaudatorios sino en cumplimiento de la Constitución en las prestaciones sociales, que los aumentos de salarios sean superiores a la inflación, con reparto de utilidades y la productividad con una estricta vigilancia del Estado en el largo plazo, cuidando la relación entre los precios de la canasta básica de consumo de los trabajadores y el aumento de los salarios nominales.


    Es urgente la aplicación de una política económica que tenga por objetivo la generación de empleos bien remunerados con inversiones públicas productivas que dinamicen el mercado interno mediante la inversión en grandes obras de infraestructura, construcción de viviendas, fomento a la producción agrícola o el incentivo para la producción de bienes en pequeñas y medianas empresas intensivas en fuerza de trabajo, además de revertir la política que ha deteriorado el nivel salarial. No se puede seguir pensando en que la competitividad siga recayendo en el deterioro de las condiciones laborales y del nivel de vida de la población mexicana.

  


  
    REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS


    Aguilar Monteverde, A. [1983], Estado, capitalismo y clase en el poder en México, México, Nuestro Tiempo, 243 págs.


    Aguirre, Manuel [2016], “Evolución del salario mínimo en México de 1935 a 2015”, consultado el 24 de enero de 2017, <www.mexicomaxico.org/Voto/SalMinInf.htm>.


    Amparo Indirecto [2013], Escrito inicial de demanda, trabajadores de la UNAM, México, 14 de enero, 40 págs.


    Alvater, E. y B. Mahnkopf [2002], Las limitaciones de la globalización. Economía, ecología y política de la globalización, México, Siglo XXI, 433 págs.


    Aragonés Castañer, Ana María [2011], ¿Puede ser la emigración un factor potencial del desarrollo económico?, III Seminario Internacional. Migración y Desarrollo, México, IIEc-UNAM, 9 de noviembre, presentación power point, 37 láminas.


    Aragonés Castañer, A. M. y Uberto Salgado [2014], “Nuevos patrones migratorios bajo el contexto de la crisis”, en A. M. Aragonés (coord.), Crisis económica y migración: ¿impactos temporales o estructurales?, México, UNAM-IIEc, págs. 21-62.


    Arango, Joaquín [2003], “Inmigración y diversidad humana. Una nueva era en las migraciones internacionales”, en Revista de Occidente, núm. 268, Madrid, págs. 5-21.


    Aspe Armella, P. [1993], El camino mexicano de la transformación económica, México, Fondo de Cultura Económica, 215 págs.


    Ávila, José Luis, Carlos Fuentes y Rodolfo Tuirán [2000], “Mujeres mexicanas en la migración a Estados Unidos”, en Rodolfo Tuirán (coord.), Migración México-Estados Unidos. Presente y futuro, México, Consejo Nacional de Población, págs. 151-172.


    Ayala Espino, J. [2001], Estado y desarrollo. La formación de la economía mixta mexicana en el siglo XX, México, Facultad de Economía-UNAM, 500 págs.


    Balassa, B. [1988], Los países de industrialización reciente en la economía mundial, México, FCE, 565 págs.


    Banco de México, Informe anual, varios años, en <www.banxico.org.mx/gpublicaciones/Informe>.


    Banco Mundial [1997], Informe sobre el desarrollo mundial. El Estado en un mundo en transformación, Estados Unidos, Oxford University Press para el Banco Mundial, 292 págs.


    Barba García, H. [2003], “Contenido y alcances de las iniciativas de reforma laboral de la UNT y de los sindicatos corporativos y empresariales”, en Arturo Alcalde Justiniani et al., Reforma laboral, México, UNAM-IIEc.


    BBVA Bancomer [2013], “Situación migración México”, México, Servicio de Estudios Económicos, Fundación BBVA Bancomer, 5 (9), julio-noviembre, 48 págs.


    Becerril, Isabel [2004], “Mano de obra cara y sin calidad: CEESP”, en El financiero, México, 27 de septiembre.


    Beck, U. [2000], Un mundo feliz, Buenos Aires, Paidós Ibérica, 270 págs.


    Bensusán, G. [2014], El seguro de desempleo en México: opciones, características, ventajas y desventajas, Serie Macroeconomía del Desarrollo, núm. 151, Santiago de Chile, CEPAL, 79 págs.


    Bhagwati, J. [1991], El proteccionismo, Madrid, Alianza, 150 págs.


    Bolivar, M. R. [2008], Historia de México contemporáneo II, México, Instituto Politécnico Nacional, 245 págs.


    Bortz, Jeffrey [1981], “La determinación del salario en México”, en Coyoacán, año IV, núm. 13, julio-septiembre, pág. 4.


    Brunhoff, Suzanne [1977], “Crisis capitalista y política económica”, en El marxismo y la crisis del Estado, México, Puebla, Instituto de Ciencias/Universidad Autónoma de Puebla, págs. 147-168.


    Bueno Torio, J. [2009], “Flexibilización laboral en México”, en Punto de Acuerdo, 1 (01), septiembre-diciembre, págs.17-20.


    Bush, George W. [2004], “Declaraciones del presidente sobre política migratoria”, en <www.whitehouse.gov/ news/releases/200>.


    Calva, José Luis (coord.) [2007], “Prólogo”, Empleo, ingreso y bienestar. Agenda para el desarrollo, México, Cámara de Senadores, Miguel Ángel Porrúa, UNAM, vol. 11, págs. 11-16.


    Cárdenas, Enrique [2003], La política económica en México, 1950-1994, FCE y CM, México.


    Carrión, J. y A. Aguilar Monteverde [1977], La burguesía, la oligarquía y el Estado, México, Nuestro Tiempo, 231 págs.


    Casilda, R. [2005], América Latina: del Consenso de Washington a la Agenda del Desarrollo de Barcelona, Documento de trabajo 10/2005, Universidad Antonio de Nebrija-Real Instituto Elcano de Estudios Internacionales y Estratégicos, 32 págs.


    Castles, S. y M. J. Miller [2004], La era de la migración. Movimientos internacionales en el mundo moderno, Universidad Autónoma de Zacatecas, Secretaría de Gobernación, Instituto Nacional de Migración, Fundación Colosio y Editorial Porrúa, 388 págs.


    Cebrían, J. L. [2000], La red, España, Grupo Santillana, 287 págs.


    CEPAL [1993], Organización industrial, competitividad internacional y política pública en la década de los años noventa, ONU, CEPAL, 31 de diciembre, LC/R, 1329, 26 págs.


    CEPAL/OIT [2016], Coyuntura laboral en América Latina y el Caribe. Mejoras recientes y brechas persistentes en el empleo rural, Santiago de Chile, ONU, CEPAL, OIT, mayo, LC/L.414, 34 págs.


    Chang, Ha-Joon [1996], El papel del Estado en el cambio económico, México, Ariel, Facultad de Economía-UNAM, 212 págs.


    Chavarín Rodríguez, Rubén A.; Víctor M. Castillo Girón y Gerardo Ríos Almodóvar [1999], Mercados regionales de trabajo y empresa, México, Universidad de Guadalajara, UCLA, Juan Pablos Editor.


    Chomsky, N. y H. Dieterich [1999], La sociedad global. Educación, mercado y democracia, México, Joaquín Mortiz, 198 págs.


    Comisión Nacional de los Salarios Mínimos (Conasami) [2013], <www.conasami.gob.mx; www.inegi.org.mx/Sistemas/Microdatos2/Microdatos_archivos/enoe3/doc/Nota_ Result_Proy.pdf>.


    Comisión para la Cooperación Laboral [1997], Los mercados de trabajo en América del Norte, Estados Unidos de América, México, Bernan Press, 44 págs.


    Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) [1917] Original, disponible en <www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/cpeum/CPEUM_orig_05feb1917_ima.pdf>.


    Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos [2016] Reformada, disponible en <www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/103255/Constituci_n_Pol_tica_de_los_Estados_Unidos_Mexicanos_DOF-29-01-2016.pdf>.


    Cordera Campos, R. [2011], “Estado y política social: ¿qué hacer?”, ECONOMÍAunam, México, UNAM, 8 (22), enero-abril, págs. 7-14.


    Consejo Nacional de Población (Conapo) [1997], La situación demográfica de México, México, Conapo, 114 págs.


    Consejo Nacional de Población (Conapo) [1999], La situación demográfica de México, México, Conapo, 231 págs.


    Consejo Nacional de Población (Conapo) [2004], La nueva era de las migraciones. Características de la migración internacional en México, México, Conapo, 110 págs.


    Consejo Nacional de Población, Fundación BBVA Bancomer y BBVA Research [2016], “Anuario de migración y remesas. México 2016”, Conapo-Fundación BBVA Bancomer-BBVA Research, 1ra edición, México, pág. 160.


    Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) [2012], Informe de evaluación de la política de desarrollo social en México 2012, México, Coneval, 250 págs.


    Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval) [2016], Informe de pobreza en México, 2014, México, Ciudad de México, Coneval, 144 p.


    Coriat, B. [1985], La robótica, Madrid, Editorial Revolución, 176 págs.


    Coriat, B. [1991], Pensar al revés. Trabajo y organización en la empresa japonesa, México, Siglo XXI, 163 págs.


    Coriat, B. [1992], El taller y el robot (ensayo sobre el fordismo y la producción en masa en la era de la electrónica), México, Siglo XXI, 266 págs.


    Coriat, B. [2000], El taller y el cronómetro (ensayo sobre el taylorismo, el fordismo y la producción en masa), México, Siglo XXI, 204 págs.


    Cue Mancera, Agustín [2004], “Panorama de la política económica en México (1984-2004)”, El Cotidiano, vol. 20, núm. 126, julio-agosto, 2004, p. 0, Universidad Autónoma Metropolitana Unidad Azcapotzalco, Distrito Federal, México.


    Damián, Araceli y Julio Boltvinik [2003], “Evolución y características de la pobreza en México”, Comercio Exterior, vol. 53, núm. 6, México, junio, págs. 519-531.


    De la Garza Toledo, Enrique [2006], Reestructuración productiva, empresas y trabajadores en México, México, FCE-UAM, 294 págs.


    De la Garza, Enrique y Alfonso Bouzas [1998], “Flexibilidad del trabajo y contratación colectiva en México”, en Revista Mexicana de Sociología, vol. 60, núm. 3, Instituto de Investigaciones Sociales-UNAM, julio-septiembre, págs. 87-122.


    De Rosnay, J. [2002], “II. Un cambio de era”, en I. Ramonet, La post-televisión. Multimedia, internet y globalización económica, Barcelona, Icaria, 174 págs.


    Douglas, S. y T. Guback [1995], “La producción y la tecnología en la revolución de la comunicación y la información”, en C. Gómez Mont, Nuevas tecnologías y medios de comunicación en México, México, Trillas, págs. 27-47.


    Dussel Peters, E. [1995], “El reto del empleo en México. Cambio estructural en el empleo durante 1982-1992”, Investigación Económica, núm. 212, abril-junio, México, Facultad de Economía, UNAM, págs. 135-175.


    Dussel Peters, E. [1997], “En el nombre de la libertad. El sistema teórico del neoliberalismo”, en Economía Informa, núm. 255, México, marzo, págs. 20-25.


    Dussel Peters, E. [2004], Efectos de la apertura comercial en el empleo y el mercado laboral de México y sus diferencias con Argentina y Brasil (1990-2003), México, UNAM, Unidad de Análisis e Investigación sobre el Empleo, Departamento de Estrategias de Empleo, OIT, 76 págs.


    Equipo de Estudios de la Clase Obrera en México [1981], Movimiento obrero 1970-1980 (cronología), México, IIEc/UNAM, 4 vols.


    Expansión [2012], “Pulso Slim”, México, XLIII (1090), 14-27 de mayo, pág. 26.


    Espinoza Peña, Henry [2011], “VI. Hacia un sistema nacional de capacitación en el Perú”, en Jürgen Weller (comp.), Fortalecer la productividad y la calidad del empleo. El papel de las disposiciones laborales de los tratados de libre comercio y los sistemas nacionales de capacitación y formación profesional, Santiago de Chile, CEPAL, LC/W.419, Serie Documentos y Proyectos núm. 419, agosto, págs. 207-252.


    Fanjnzylber, F. [1983], La industrialización trunca de América Latina, México, Nueva Imagen, 416 págs.


    Flores Curiel, Daniel y Jorge Noel Valero Gil [2003], Tamaño del sector informal y su potencial de recaudación en México, Universidad Autónoma de Nuevo León, Facultad de Economía, Centro de Investigaciones Económicas, 118 págs., consultado en <www.uanl.mx/UANL/Escuelas/Facultades/fe/cie/index.htmlx>.


    Fox Quezada, V. [2001], Primer Informe de Gobierno, Presidencia de la República, Anexos.


    Friedman, M. y R. Friedman [1980], Libertad de elegir, Barcelona, Grijalbo, 436 págs.


    Fujii, G. y S. Ruesga [2006], “El ajuste de los mercados laborales de América Latina a la globalización económica”, Cuadernos de Relaciones Laborales, 24 (1), México, págs. 25-56.


    Garavito Elías, Rosa Albina [2003], “El impacto sobre las condiciones de trabajo del Proyecto Abascal”, en Arturo Alcalde Justiniani et al., Reforma laboral, México, UNAM-IIEc, págs. 185-204.


    Garavito Elías, Rosa Albina [2007] “Sindicalismo mexicano, ruptura del pacto social y los desafíos del siglo XXI (1906-2006)”, en A. Covarrubias y V. Solís, Un siglo de sindicalismo en México, El Colegio de Sonora, Hermosillo, Sonora.


    Garavito Elías, Rosa Albina [2013], “Recuperar el salario real: un objetivo impostergable ¿Cómo lograrlo?”, Análisis, núm. 9/2013, México, Friedrich Ebert Siftung México, pág. 11.


    Garavito Elías, Rosa Albina [2014], Recuperar el salario real: un objetivo impostergable, ¿Cómo lograrlo?, México, Fundación Friedrich Ebert en México, 25 págs.


    Garavito Elías, Rosa Albina [2016], “Salario mínimo y proceso de acumulación capitalista en México 1939-2014”, en Delia Margarita Vergara Reyes (coord.), Innovación, salarios y eficiencia productiva, Ciudad de México, IIEc-UNAM, págs. 291-318.


    García Zamora, Rodolfo [2004], “Migración internacional y desarrollo local”, en Raúl Delgado Wise y Margarita Favela (coords.) [2004], Nuevas tendencias y desafíos de la migración internacional México-Estados Unidos, México, Cámara de Diputados, UNAM, UAZ, Miguel Ángel Porrúa, págs. 175-194.


    García Nieto, H. et al. [2006], “Situación actual y perspectivas de los sistemas de pensiones y jubilaciones en México”, en Enrique De la Garza y Carlos Salas (coords.), La situación del trabajo en México, 2006, México, UAM-I, Solidarity Center, Instituto de Estudios del Trabajo, Plaza y Valdés, págs. 205-232.


    García N., H. U. y A. Pacheco E. (coord.) [2004], El Instituto Mexicano del Seguro Social y la crisis financiera del esquema de jubilaciones y pensiones de sus trabajadores, México, Fundación Friedrich Ebert Stiftung, 187 págs.


    Gasca Zamora, J. [1989], “Fuentes para el estudio de las empresas paraestatales de México y su privatización 1983-1988”, Comercio Exterior, México, 39 (2), febrero, págs. 151-175.


    Gershenson, Antonio [2017], “¿Nos castiga EU? Veamos a China e India?”, La Jornada, Opinión, Ciudad de México, año 33, núm. 11667, < www.jornada.unam.mx>, pág. 18.


    Gollás, Manuel [2003], México. Crecimiento con desigualdad y pobreza (de la sustitución de importaciones a los tratados de libre comercio con quien se deje), México, Colegio de México, Centro de Estudios Económicos, Serie documentos de trabajo, núm. III, <www.colmex.mx>, 117 págs.


    Gómez, Ricardo J. [1997], “Antineoliberalismo=idiotez: una respuesta crítica”, en Economía Informa, núm. 255, México, Facultad de Economía, UNAM, marzo, págs. 4-10.


    González Chávez, Gerardo [1991], “Salario y modernización”, en Momento Económico, México, UNAM-IIEc, enero-febrero, págs. 20-27.


    González Chávez, Gerardo [1996], “La crisis actual y el Estado neoliberal”, en México: pasado, presente y futuro, tomo I, IIEc-UNAM y Siglo XXI, págs. 105-123.


    González Chávez, Gerardo [1997], “La situación salarial de los trabajadores en Estados Unidos, Canadá y México”, en Momento Económico, núm. 91, México, IIEc-UNAM, mayo / junio, págs. 27-31.


    González Chávez, Gerardo [2004], “La globalización y el mercado de trabajo en México”, en Problemas del Desarrollo, México, IIEc-UNAM, 35 (138), julio-septiembre, págs. 97-124.


    González Chávez, Gerardo [2007a], “El primer empleo para los jóvenes”, Gaceta UNAM, núm. 3974, 9 de abril 2007, pág. 9.


    González Chávez, Gerardo [2007b], “La migración y las remesas mexicanas en el contexto de la globalización”, en Problemas del Desarrollo, vol.38, núm.148, IIEc-UNAM, enero-marzo, págs. 221-233.


    González Chávez, Gerardo [2008], El Estado y la globalización en la industria siderúrgica mexicana, México, IIEc-UNAM, Juan Pablos, 373 págs.


    González Chávez, Gerardo [2010], “El mercado de trabajo y los salarios en México”, en Alfonso Bouzas O., Perspectivas del trabajo en México, México, UNAM-IIEc, págs. 113-200.


    González Chávez, Gerardo [2012], “La participación del Estado en el desarrollo económico de México”, Arcadio Sabino Méndez, Andrés Peñaloza Méndez y María Alejandra Hernández (coords.), Miradas alternativas al neoliberalismo, México, Partido de la Revolución Democrática, Instituto Nacional de Investigaciones, Formación Política y Capacitación en Políticas Públicas y Gobierno, vol. II, págs. 41-56.


    González Chávez, Gerardo [2016], “La evolución del salario mínimo y la competitividad en el neoliberalismo”, en Delia Margarita Vergara Reyes (coord.), Innovación, salarios y eficiencia productiva, Ciudad de México, IIEc-UNAM, págs. 255-290.


    González González, Guadalupe y Rafael Velázquez Flores [2013], “La política exterior de México hacia América Latina en el sexenio de Felipe Calderón (2006-2012): entre la prudencia política y el pragmatismo económico”, Foro Internacional, vol. 53, núm. 3/4 (213-214), El Colegio de México, julio-diciembre, págs. 572-618.


    Gringras, Ricardo Daniel [1992], Qué es la flexibilidad laboral, Buenos Aires, Argentina, Instituto de Formación Subregional de la Central Latinoamericana de Trabajadores.


    Guerrero, Diego [2008], “Trabajo improductivo, crecimiento y tercerización (30 años después de Marx y Keynes)”, <http//pcl406.cps.ucm.es/>>, 06 de julio de 2008, 15 págs.


    Guillén Romo, Héctor [1997], La contrarrevolución neoliberal en México, México, Era, 257 págs.


    Guillén Romo, Héctor [2007], Mito y realidad de la globalización neoliberal, México, UAM, Miguel Ángel Porrúa, 334 págs.


    Guillén Romo, Héctor [2013], “México: de la sustitución de importaciones al nuevo modelo económico”, Comercio Exterior, vol. 63, núm. 4, México, julio y agosto, págs. 34-60.


    Gubern, R. [1995], “La antropotrónica: nuevos modelos tecnoculturales de la sociedad massmediática”, en C. Gómez Mont, Nuevas tecnologías y medios de comunicación en México, México, Trillas, págs. 27-47.


    Gutiérrez A., A. [1995], “Reflexiones sobre la reestructuración del capital y del trabajo en México”, en Problemas del Desarrollo, México, IIEc-UNAM, 26 (101), abril-junio, págs. 173-204.


    Gutiérrez A., A. [2016], La empresa trasnacional automotriz en el proceso de reestructuración del capital, la producción y el trabajo en escala mundial, México, IIEc-UNAM, 382 págs.


    Hamelink, C. [1995], “Información: hacia una cultura binaria”, en C. Gómez Mont, Nuevas tecnologías y medios de comunicación en México, México, Trillas, págs. 15-26.


    Hayek, Friedrich A. [1983], La desnacionalización del dinero, Ediciones Orbis, Barcelona, España, págs. 19-38.


    Hernández Laos, Enrique [2012], “Legislación laboral, sector informal y productividad multifactorial en México”, en ECONOMÍAunam, vol. 10, núm. 28, México, enero-abril, págs. 5-52.


    Hidalgo Gallardo, A. [2011], “La integración económica como modelo a seguir”, en Aníbal Terrones Cordero (coords), Globalización, crisis y crecimiento en México, México, Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo, Plaza y Valdés Editores, págs. 73-95.


    Hirschman, A. O. [1973], La estrategia del desarrollo económico, México, FCE, 210 págs.


    Holzmann R., Richard H. y Banco Mundial [2002], Soporte del ingreso en la vejez en el siglo veintiuno: una perspectiva internacional de los sistemas de pensiones y de sus reformas, Banco Mundial, Washington, DC.


    Huerta G., A. [1995], “La crisis del neoliberalismo mexicano”, en Problemas del Desarrollo, México, IIEc-UNAM, 26 (101), abril-junio, pp. 7-28.


    Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) [2004], La ocupación en el sector no estructurado en México 1995-2003, Aguascalientes, INEGI, 173 págs.


    Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) [2014], Indicadores oportunos de ocupación y empleo, mayo, en <www.inegi.org.mx> y <http://www.inegi.org.mx/sistemas/bie/>.


    Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) [2007], Conteos de Población y Vivienda, 1995 y 2005, <http://www.inegi.gob.mx/est/default.aspx?c=4345>.


    Johnson, Steve [2017], “Despegan los salarios en China”, El Financiero, Sección Economía, 27 de febrero, p. 22, <www.elfinanciero.com.mx/financial-times/despegan-los-salarios-en-china.html#>.


    Juárez Sánchez, Laura [2004], Reestructuración económica y trabajadores del campo y de la ciudad, en <www.uom.edu.mx/ReestructuraciónEconomica.htm>.


    Keynes, J. M. [1936], Teoría general de la ocupación, el interés y el dinero, México, FCE, 356 págs.


    Kochan, Thomas A. [1991], “Adaptabilidad del sistema de relaciones industriales de Estados Unidos”, en Trabajo, número 5-6, México, invierno-primavera.


    Kuchler, H. [2014], “Robots de ‘cuello blanco’ llegan a escuelas y oficinas”, El Financiero, sección Economía, México, (9074), 30 de abril, pág. 26.


    Lañas Junco, Sergio y José Alfonso Bouzas Ortiz [2010], “El trabajo desde el punto de vista de la organización”, en José Alfonso Bouzas Ortiz (coord.), Perspectivas del trabajo en México, México, IIEc-UNAM, págs. 231-269.


    Lemus Delgado, D. [2011], Innovación a la China, México, LID Editorial Mexicana, 278 págs.


    Lenin, Vladimir I. [1916], Acerca del Estado, México, ed. Grijalbo, Colección 70, núm. 94, 160 págs.


    Levine, E. [2004], “La otra cara de la migración: inserción laboral y estatus social de los migrante mexicanos y latinos en Estados Unidos”, en E. Levine (ed.), Inserción laboral de migrantes mexicanos y latinos en Estados Unidos, Cuadernos de América del Norte, núm. 2, México, CISAN-UNAM, págs. 87-104.


    Ley Federal del Trabajo [1983], México, Ed. Librería Teocalli, 13va edición.


    Ley Federal del Trabajo, disponible en <www.stps.gob.mx/bp/micrositios/reforma_laboral/archivos/Noviembre.%20Ley%20Federal%20del%20Trabajo%Actualizada.pdf>.


    Lipierz, A. [1979], El capital y su espacio, México, Siglo XXI, 203 págs.


    López, A. [2012], “Todos quieren ser como Toyota”, Expansión, México, XLIII (1090), 14-27 de mayo, págs. 67-68.


    Mancera Espinosa, Miguel Ángel [2014], Política de recuperación del salario mínimo en México y en el Distrito Federal. Propuesta para un acuerdo nacional, México, Ciudad de México, agosto, 104 págs.


    Manpower [2006], “El futuro del trabajo en el mundo”, <www.manpower.com.mx>.


    Manpower [2008), “La integración al mercado laboral del talento latinoamericano”, México, Manpower Inc. (NYSE: MAN), 70 págs., en <www.manpower.com.mx>.


    Martínez Aparicio, J. [1998], “Flexibilidad y productividad laboral en la siderúrgica Lázaro Cárdenas-Las Truchas (Sicartsa)”, en F. Zapata, ¿Flexibles y productivos? Estudios sobre flexibilidad laboral en México, México, El Colegio de México, págs. 265-318.


    Marx, C. [1999 (1867)], El Capital. Crítica de la economía política, 11ª edición, México, Siglo XXI, 8 volúmenes.


    Massey, Douglas S. [2003], “Una política de inmigración disfuncional”, en Letras Libres, año 5, núm. 53, mayo, México, págs. 16-20.


    Morales Ramírez, María Ascensión [2010], Transición escuela-trabajo. Hacia una política integral (artículo inédito), 28 págs.


    Moreno-Brid, J. C., S. Garry y L. A. Monroy-Gómez-Franco [2014], “El salario mínimo en México”, ECONOMÍAunam, México, UNAM, 11 (33), págs. 78-93.


    Naville, Pierre [1997], “Población activa y teoría de la ocupación”, en Georges Friedman y Pierre Naville, Tratado de sociología del trabajo, México, Fondo de Cultura Económica, quinta reimpresión, vol. I, págs. 143-175.


    Neffa, J. C. [2006], Teorías económicas sobre el mercado de trabajo: I Marxistas y keynesianos, Buenos Aires, FCE, 192 págs.


    Nueva Ley Federal del Trabajo [1983], México, Ed. Librería Teocalli, 13a edición.


    Ordóñez, Sergio [2012], “Determinantes de la acción del Estado en la reproducción y el desarrollo económico en la actualidad: una visión desde los países en desarrollo”, ponencia versión preliminar, México, IIEc-UNAM, 21 págs.


    Organización Internacional para las Migraciones [2013], Informe sobre las migraciones en el mundo, España, Gráficas Alcoy, 228 págs.


    Organización Internacional del Trabajo (OIT) [2002], “El trabajo decente y la economía informal”, en Conferencia Internacional del Trabajo, 90a. reunión, Ginebra, OIT, 147 págs.


    Organización Internacional del Trabajo (OIT) [2003], Informe General, Decimoséptima Conferencia Internacional de Estadísticas del Trabajo, Ginebra.


    Organización Internacional del Trabajo (OIT) [2011], “Tendencias mundiales del empleo 2011. El desafío de la recuperación del empleo”, Suiza, Oficina Internacional del Trabajo, Departamento de Comunicación y de la Información Pública, <www.ilo.org>.


    Organización Internacional del Trabajo (OIT) [2013], Empleo, crecimiento y justicia social, OIT, Novena Reunión Regional Europea, Oslo, Noruega, abril, 165 págs.


    Organización Internacional del Trabajo (OIT) [2014ª], Anuario de migración y remesas, OIT, Fundación BBVA Bancomer, Conapo, México, abril, 164 págs.


    Organización Internacional del Trabajo (OIT) [2014b], Incumplimiento con el salario mínimo en América Latina. El peso de los factores económicos e institucionales, Santiago, Organización Internacional del Trabajo, 295 págs.


    Ornelas Delgado, Jaime [2007], “La economía mexicana en el gobierno de Vicente Fox (2000-2006)”, Aportes, Revista de la Facultad de Economía, Benemérita Universidad Autónoma de Puebla, año XII, núm. 34, abril, págs. 141-158.


    Ortega Rivas, César y Raúl Ochoa Bautista [2004], “Campo, migración y remesas en México” en Revista Claridades Agropecuarias, núm. 129, mayo, págs. 1-27, consultado en <www.infoaserca.gob.mx>.


    Ortiz Dietz, Hugo [2000], “México: Banco de Datos 2000”, El Inversionista Mexicano, México, cuadro H-6.


    Osorio, J. [2015], “La conflictiva relación del capitalismo dependiente con el conocimiento y la tecnología”, en M. C. del Valle Rivera, A. I. Mariño Jaso e I. Núñez Ramírez (coords.), Ciencia, tecnología e innovación en el desarrollo de México y América Latina, t. I, Desafíos de la ciencia, la tecnología y la innovación. Desarrollo, educación y trabajo, México, IIEc-UNAM, págs. 35-47.


    Pallares Gómez, Miguel Ángel [2014], “Vivir para trabajar por 14.67 pesos la hora”, <http://www.elfinanciero.com.mx/archivo/vivir-para-trabajar-por-14-67-pesos-la-hora.html#.WIeSnyy6jSU.email>, consultado el 24 de enero de 2017.


    Palley, Thomas I. [2005], “Del keynesianismo al neoliberalismo: paradigmas cambiantes en economía”, en ECONOMÍAunam, núm. 4, México, Facultad de Economía, UNAM, enero-abril, págs. 138-148.


    Paullier, Juan [2017], “¿Por qué hay un ‘gasolinazo’ en México pese a la expectativa de que bajarían los precios con la Reforma energética?”, BBC Mundo, Ciudad de México, 8 enero 2017, <www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-38514442> y <www.huffingtonpost.es/2017/01/05/gasolinazo-mexico-claves_n_13978056.html>, consultadas el 26 de febrero de 2017.


    Peña Nieto, E. [2014], Segundo Informe de Gobierno. 2013-2014, México, Presidencia de la República, México, en <www.presidencia.gob.mx>.


    Perales Salvador, A. [2011], “Globalización, regionalismo y transnacionales”, en Aníbal Terrones Cordero (coord.), Globalización, crisis y crecimiento en México, México, Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo, Plaza y Valdés Editores, págs. 19-46.


    Pérez, P. E. y J. C. Neffa [2006], “La teoría general del empleo según J. M. Keynes”, en J. C. Neffa, Teorías económicas sobre el mercado de trabajo I, Marxistas y keynesianos, Buenos Aires, FCE, págs. 105-134.


    Pérez Pérez, C. [2004], Revoluciones tecnológicas y capital financiero. La dinámica de las grandes burbujas financieras y las épocas de bonanza, México, Siglo XXI, 269 págs.


    Pérez Pérez, C. [2009], “Innovación y crecimiento. Comprender la dinámica y el cambio de las oportunidades para América Latina”, en A. Martínez Martínez et al., Innovación y competitividad en la sociedad del conocimiento, México, Consejo de Ciencia y Tecnología del Estado de Guanajuato, Plaza y Valdés, págs. 21-42.


    Pipitone, Ugo [2017], Un eterno comienzo. La trampa circular del desarrollo mexicano, México, Taurus/CIDE, 204 págs.


    Poulantzas, N. et al. [1977], El marxismo y la crisis del Estado, Puebla, Instituto de Ciencias-UAP, 168 págs.


    Powel, T. [2015], “Robots se codean con los trabajadores humanos”, en El financiero, Secc. Economía, 20 de marzo, pág. 13.


    Pries, L. [2000], “Teoría sociológica del mercado de trabajo”, en Enrique de la Garza (coord.), Tratado Latinoamericano de sociología del trabajo, México, El Colegio de México, págs. 511-537.


    Puga, T. [2014], “Slim tardaría 220 años en gastarse toda su fortuna”, El Financiero, Sección Economía, México, 30 de octubre, págs. 14.


    Ramonet, I. [2002], La post-televisión. Multimedia, internet y globalización económica, Barcelona, Icaria, 174 págs.


    Ramonet, I. [2009], La catástrofe perfecta, Barcelona, España, Icaria Editorial, 128 págs.


    Reich, Robert [1993], El trabajo de las naciones, Buenos Aires, Madrid, México, Santiago de Chile, Bogotá, Caracas, Ed. Vergara.


    Rendón Gan, T. [2000], “La evolución del empleo”, en Arturo Alcalde et al., Trabajo y trabajadores en el México contemporáneo, México, Miguel Ángel Porrúa, págs. 25-91.


    Rendón Gan, T. [2004], Trabajo de hombres y trabajo de mujeres en el México del siglo XX, México, CRIM, PUEG-UNAM, 283 págs.


    Rey Romay, B. [1984], La ofensiva empresarial contra la intervención del Estado, México, Siglo XXI, IIEc-UNAM, 157 págs.


    Rivera Ríos, M. Á. [2000], México en la economía global. Tecnología, espacio e instituciones, México, UNAM, 212 págs.


    Rivera Ríos, M. Á. y Pedro Gómez Sánchez [1980], “México: acumulación de capital y crisis en la década del setenta”, en Teoría y Política, núm. 2, México, Juan Pablos Editores, págs. 73-119.


    Rodríguez Juárez, E. y E. Gaona Rivera [2011], “La reforma laboral en México: ¿promueve la productividad y el empleo?”, en Aníbal Terrones Cordero (coord.), Globalización, crisis y crecimiento en México, México, Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo, Plaza y Valdés Editores, págs. 117-140.


    Román Sánchez, Y. G. [2013], Precariedad laboral de la población joven asalariada en México. Un estudio comparativo en tres ciudades: Toluca, Tijuana y Mérida, México, tesis doctoral, Universidad Autónoma del Estado de México, 270 págs.


    Rueda Peiro, I. [2009], La creciente desigualdad en México, México, IIEc-UNAM, 185 págs.


    Ruiz Durán, C. [2009], México: las dimensiones de la flexiguridad laboral, Naciones Unidas, Santiago de Chile, CEPAL, Serie Macroeconomía del Desarrollo, abril, núm. 83, 63 págs.


    Ruiz Nápoles, P. y J. L. Ordaz Díaz [2011], “Evolución reciente del empleo y el desempleo en México”, en ECONOMÍAunam, 8 (23), México, UNAM, págs. 91-105.


    Said Gayosso, Melissa Joana [2013], “La subcontratación laboral del sector limpieza en México. Los casos de las empresas ISS Y LAVA TAP”, México, tesis maestría en Estudios Políticos y Sociales, UNAM.


    Salas Porras, Alejandra [2014], “Las élites neoliberales en México: ¿cómo se construye un campo de poder que transforma las prácticas sociales de las élites políticas?”, Revista Mexicana de Ciencias Políticas y Sociales, Universidad Nacional Autónoma de México Nueva Época, Año LIX, núm. 222, septiembre-diciembre, págs. 279-312.


    Salas P., Carlos y Eduardo Zepeda [2003], “Empleo y salarios en México contemporáneo”, en Enrique de la Garza y Carlos Salas (coords.), La situación del trabajo en México, 2003, México, Instituto de Estudios del Trabajo, Universidad Autónoma Metropolitana, Plaza y Valdés, págs. 55-75.


    Salazar, Francisco [2004], “Globalización y política neoliberal en México”, El Cotidiano, vol. 20, núm. 126, julio-agosto, México, Universidad Autónoma Metropolitana Unidad Azcapotzalco.


    Samaniego Breach, N. [1998], “Programa de empleo e ingreso en México”, en A. Andraus Troyano et al., Programa de empleo e ingreso en América Latina y el Caribe, Perú, BID, Oficina Internacional del Trabajo, págs. 263-294.


    Samaniego Breach, N. [2014], “La participación del trabajo en el ingreso nacional: el regreso a un tema olvidado”, ECONOMÍAunam, México, FE, IIEc, FES Aragón, FES Acatlán-UNAM, 11 (33), p. 52-77 y en LC/L.3920/MEX/L1165, noviembre, México, Naciones Unidas, 30 págs., <www.cepal.org/publicaciones>.


    Sánchez Gómez, Martha Judith [2004], “Caracterización sociodemográfica de los mexicanos que trabajan en la agricultura en los condados de Napa y Sonoma, California”, en Raúl Delgado Wise y Margarita Favela (coords.), Nuevas tendencias y desafíos de la migración internacional México-Estados Unidos, México, Cámara de Diputados, UNAM, UAZ, Miguel Ángel Porrúa, págs. 127-144.


    Saxe-Fernández, J. [2002], La compra-venta de México. Una interpretación histórica y estratégica de las relaciones México-Estados Unidos, México, Plaza y Janés, 598 págs.


    Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS) [2012], Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, Diario Oficial, primera sección, viernes 30 de noviembre, págs. 38-91.


    Sennett, R. [2001], La corrosión del carácter. Las consecuencias personales del trabajo en el nuevo capitalismo, México, Anagrama, 188 págs.


    Serrano, Claudia [2005], “La política social en la globalización. Programas de protección en América Latina”, en Serie Mujer y Desarrollo, núm. 70, Santiago de Chile, Naciones Unidas, CEPAL, agosto, 73 págs.


    Sistema Económico Latinoamericano y del Caribe [2014], “La migración y las reservas hacia América Latina: tendencias, mejores prácticas y experiencias de desarrollo”, en XXV Reunión de Directores de Cooperación Internacional de América Latina y el Caribe. Cooperación y remesas de migrantes: impacto en el ahorro, la inversión y el desarrollo, La Antigua, Guatemala, 5 y 6 de junio, SP/XXV-RDCIALC/DT, núm. 2-14.


    Sotelo Valencia, Adrián [2012], Los rumbos del trabajo. Superexplotación y precariedad social en el Siglo XXI, México, Miguel Ángel Porrúa, 222 págs.


    Stiglitz, Joseph E. [2002], El malestar en la globalización, España, Taurus, 314 págs.


    Stiglitz, Joseph E. [2004], Los felices 90. La semilla de la destrucción, España, Taurus, 415 págs.


    Stiglitz, Joseph E. [2006], Cómo hacer que funcione la globalización, México, Santillán Ediciones Generales, 433 págs.


    Stiglitz, Joseph E. [2010], Caída libre. El libre mercado y el hundimiento de la economía mundial, México, Santillana Ediciones, 423 págs.


    Sunkel, O. [1993], “El marco histórico de la reforma económica contemporánea”, Pensamiento Iberoamericano, I (22-23), págs. 15-51.


    Sweezy, P. [1969], Teoría del desarrollo capitalista, México, FCE, págs. 265-359.


    Tapia, J. A. y R. Astarita [2011], La Gran Recesión y el capitalismo del siglo XXI, España, ed. La Catarata, 277 págs.


    Tello, C. y J. Ibarra [2012], La revolución de los ricos, México, FE-UNAM, 199 págs.


    Terrones Cordero, Aníbal (coord.) [2011], Globalización, crisis y crecimiento en México, México, Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo, Plaza y Valdés Editores, 194 págs.


    Thornton, Phil [2015], Los grandes economistas, México, Ediciones Culturales Paidós, 261 págs.


    Tuirán, Rodolfo (coord.) [2000], Migración México-Estados Unidos. Presente y futuro, México, Consejo Nacional de Población, 179 págs.


    Valle Baeza, A. [2014], “Desempleo, precarización, crisis y migración”, en A. M. Aragonés (coord.), Crisis económica y migración: ¿impactos temporales o estructurales?, México, IIEc-UNAM, págs. 117-140.


    Valenzuela Feijóo, J. C. [1990], ¿Qué es un patrón de acumulación?, México, FE-UNAM, 189 págs.


    Vence Deza, X. [1995], Economía de la innovación y del cambio tecnológico: una revisión crítica, Madrid, Siglo XXI, 470 págs.


    Verduzco, Gustavo [2000], “La migración mexicana a Estados Unidos: estructuración de una selectividad histórica”, en Rodolfo Tuirán (coord.), Migración México-Estados Unidos: continuidad y cambio, México, Consejo Nacional de Población (Conapo), págs. 11-32.


    Verea, M. [2003], Migración temporal en América del Norte: propuestas y respuestas, México, CISAN-UNAM, 262 págs.


    Vergara Reyes, Delia Margarita [2016], Innovación, salarios y eficiencia productiva, IIEc-UNAM, Ciudad de México, 413 págs.


    Villarreal, René P. [1988], Industrialización, deuda y desequilibrio externo en México. Un enfoque neoestructuralista (1929-1988), México, FCE, 616 págs.


    Villarreal, René P. [2005], Industrialización, competitividad y desequilibrio externo en México. Un enfoque macroindustrial y financiero (1929-2010), México, FCE, 864 págs.


    Vizgunova, I. [1980], La situación de la clase obrera en México, México, Ediciones de Cultura Popular, 202 págs.


    Wicab Gutiérrez, O. [2011], “La globalización y la gestión estatal. Los nuevos retos de las economías nacionales”, en Aníbal Terrones Cordero (coord.), Globalización, crisis y crecimiento en México, México, Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo, Plaza y Valdés Editores, págs. 47-72.


    Zedillo Ponce de León, Ernesto [varios años], Informe de Gobierno 1995, 1996, 1997, 1998, 1999, México.

  

OEBPS/Images/mercadocuadro9.png
Cuadro 9. Remesas familiares y flujo de migrantes mexicanos hacia Estados Unidos

Afos Remesa.s familiares Flujo d? migrantes Afios Remesa.s familiares Flujo dt? migrantes
(millones) (millones) (millones) (millones)
1992 3070 5.2 2004 18 332 10.7
1993 3333 6.0 2005 21688 111
1994 3475 6.5 2006 25 567 111
1995 3673 7.0 2007 26 059 11.8
1996 4224 6.9 2008 25145 11.8
1997 4 865 7.3 2009 21 306 11.9
1998 5 627 1.4 2010 21304 11.9
1999 5910 7.4 2011 22 803 11.6
2000 6573 8.1 2012 22438 11.9
2001 8 895 8.5 2013 22 303 11.8
2002 9814 9.9 2014 23 647 11.5
2003 15139 10.2 2015 24785 12.2

Fuente: evA Bancomer, Anuario de migracion y remesas, México 2016; seva Bancomer, Evolucion de la Migracion México, Estados Unidos, 2014; Banxico,
2000-2015.

< https://www.fundacionbbvabancomer.org/fdoc/AnuarioMigracionyRemesas2016.pdf > .

< http://www.banxico.org.mx/Sielnternet/consultarDirectoriolnternetAction.do?accion = consultar Cuadro&idCuadro=CE81 > .
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Cuadro 4. Caracteristicas de la pnea, 2005-2016
Poblacidn de 15 afios y mas (miles de personas)

Aiio 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016
Total
29865 29750 30124 31898 31886 33747 32968 34028 33758 35411 35245 36442
Poblacién no econémicamente activa
Disponible para trabajar 4 466 4 886 5125 5374 5954 6204 6144 6135 6112 5834 5919 5898
Que han desistido de buscar empleo 105 115 131 123 163 154 167 137 139 128 128 110
Que no buscan empleo por considerar
) o 4 361 4770 4994 5251 5790 6 050 5977 5997 5973 5705 5791 5787
que no tienen posibilidades
No disponible 25399 24863 24999 26523 25932 27542 26824 27893 27645 29577 29325 30544
Con interés para trabajar,a pero
o 2867 2968 2876 2790 2609 2646 2530 2482 2495 2593 2622 2389
en un contexto que les impide hacerlo
Sin interés para trabajar por atender otras
20037 19431 19418 20770 20292 21595 20984 21955 22042 24048 23614 25018
obligaciones
Con impedimentos fisicos para trabajar 535 450 420 435 458 470 446 480 521 467 572 521
Otros 1958 2012 2283 2527 2571 2831 2863 2975 2585 2468 2516 2615

2Se consideran “personas con interés para trabajar, pero bajo un contexto que les impide hacerlo” aquellas que son explicitas en cuanto a que nadie mas en el hogar se hace cargo

de los nifios pequefios, enfermos o ancianos, porque algtin familiar les prohibe trabajar o, también, por algin impedimento fisico de caracter temporal (embarazo dificil o avanzado,

convalecencia de una enfermedad o accidente).

La informacion del periodo 2005-2016 corresponde al cuarto trimestre de cada afio.

Fuente: neci, Encuesta Nacional de Ocupacion y Empleo, consultado el 21 de febrero de 2017.

< http://www3.inegi.org.mx/Sistemas/infoenoe/Default_15mas.aspx?s=est&c=27736>.
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Grafica 1. Crecimiento anual del riB, 1970-2016
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* 2016 corresponde al segundo trimestre.
Fuente: neal, PiB y Cuentas Nacionales.
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Cuadro 1. Salario minimo real, 1939-1975

Afio Salario real Afio Salario real Afio Salario real
1939 87.8 1952 67.2 1964 135.5
1940 87.4 1953 68.1 1965 132.7
1941 82.4 1954 81.8 1966 152.7
1942 74.5 1955 71.8 1967 148.5
1943 62.1 1956 86.2 1968 164.7
1944 69.7 1957 82.5 1969 160.6
1945 64.5 1958 86.3 1970 172.9
1946 67.9 1959 85.3 1971 164.0
1947 66.5 1960 98.8 1972 185.6
1948 62.6 1961 97.8 1973 170.8
1949 59.2 1962 115.5 1974 158.5
1950 57.8 1963 114.9 1975 169.1
1951 46.7

Fuente: Garavito Elias, Rosa Albina [2014], “Recuperar el salario real: un objetivo impostergable
¢Como lograrlo?”, Andlisis, nim. 8/2014, México, Friedrich Ebert Siftung México, p.11.
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Grafica 2. Salario minimo real, 1971-2015
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Fuente: Aguirre [2016].
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Cuadro 2. Salario minimo real, 1971-2015

Ao Salario real Afio Salario real Ao Salario real Ao Salario real Afo Salario real Afo Salario real Ao Salario real Afio Salario real

1971 2142 1977 269.84 1983 158.38 1989 121 1995 79.67 2001 71.24 2007 69.23 2013 68.84
1972 24098 1978 261.97 1984 155.26 1990 109.94 1996 81.9 2002 7041 2008 67.58 2014 68.72
1973 23434 1979 251.01 1985 14525 1991 103.67 1997 70.77 2003 70.12 2009 67.99 2015 70.1
1974 22529 1980 228.34 1986 140.06 1992 92.61 1998 77.72 2004 69.09 2010 68.28
1975 246.78 1981 228.6 1987 14099 1993 91.79 1999 69.19 2005 69.17 2011 68.47
1976 29591 1982 199.27 1988 114.95 1994 91.76 2000 69.86 2006 69.13 2012 68.89

Fuente: Aguirre, Manuel [2016], “Evolucidn del salario minimo en México de 1935 a 2015", consultado el 24 de enero de 2017,
< http:/lwww.mexicomaxico.org/Voto/SalMinlnf.htm >
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Cuadro 8. Mexicanos en Estados Unidos (millones)

Mexicanos de las

Mexicanos de

. Total de mexicanos . . . Total de mexicanos Migrantes segunda
Afio . Migrantes mexicanos  segunda y tercera Aiio . .
en Estados Unidos . en Estados Unidos mexicanos y tercera
generacion .
generacion
1996 18.8 6.9 11.9 2006 29.3 1.1 18.2
1997 19.6 7.3 12.3 2007 30.3 11.8 184
1998 20.6 14 13.3 2008 31.3 11.8 19.5
1999 21.5 14 14.0 2009 32.7 11.9 20.8
2000 22.5 8.1 14.4 2010 334 11.9 215
2001 23.3 8.5 14.9 201 33.9 11.6 222
2002 25.9 9.9 16.0 2012 34.9 11.9 23
2003 27.0 10.2 16.8 2013 35.4 11.8 236
2004 27.4 10.7 16.6 2014 35.8 115 24.3
2005 28.5 11 17.4 2015 36.9 12.2 24.7

Fuente: Bava Bancomer, Anuario de migracion y remesas, México 2016, Segob, Conapo, Fundacion ssva Bancomer, p. 38,
< https://www.fundacionbbvabancomer.org/fdoc/AnuarioMigracionyRemesas2016.pdf >.
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Grafica b. Remesas familiares y flujos migratorios mexicanos a Estados Unidos,
1992-2015
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Cuadro 3. Tasas por condicion de la pea, 2005-2016

Afio 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016
Tasas

Calculadas contra la poblacion en edad de trabajar

Tasa de participacion 59.7 605 609 594 605 59 606 601 608 59.5 604 597
Tasas calculadas contra la poblacién econdmicamente activa

De desocupacion 3.1 36 35 42 52 53 49 49 46 44 42 35
De ocupacion parcial y desocupacion 87 96 103 102 119 111 117 111 11.2 104 108 9.4
De presion general 67 7.2 7 74 91 88 87 85 85 81 81 6.5
Tasas calculadas contra la poblacion ocupada

De trabajo asalariado 596 60.5 608 632 605 648 618 65 631 63.8 640 646
De subocupacion 64 7.1 72 72 88 76 89 8 82 80 86 7.1
De condiciones criticas de ocupacion 133 11.8 109 106 121 12 11 116 119 120 128 13.1
De ocupacion en el sector informal (tosi 1) 283 268 274 27 284 269 289 278 279 275 278 27.2

La informacidn del periodo 2005-2016 corresponde al cuarto trimestre de cada afio.

Fuente: ineal, Encuesta Nacional de Ocupacion y Empleo, consultado el 21 de febrero de 2017.

< http:/lwww3.inegi.org.mx/Sistemas/infoenoe/Default_15mas.aspx?s=est&c=27736 >
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* Enero-junio de 2016.

Grafica 3. Remuneraciones al salario y al capital como porcentaje del ris,
1970-2016
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Fuente: para 1970-1980: Bortz [1981]. Para 1981-1988: Ortiz Dietz [2000]. Para 1989-2016: Anuario Econémico y Financiero 2016, otofio, hoja K-4.
Para 2005-2016: inecl, Encuesta Nacional de Ocupacién y Empleo.
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Cuadro 3. Ntimero de salarios minimos de la Pea en México, 2005-2016 (millones)

Aiio 2005 2006 2007 2008 2009 2010 20m 2012 2013 2014 2015 2016

Nivel deingresos 428 % 439 % 452 % 447 % 463 % 459 % 483 % 488 % 499 % 498 % 515 % 521 %
Hasta uno 587 137 572 130 57 127 53 119 63 135 58 125 64 131 64 130 68 136 67 135 7.6 148 74 143
Misde 1hasta2 932 218 899 205 91 202 89 200 105 226 105 228 109 225 11.2 230 117 234 120 242 127 246 135 260
Misde2hasta3 852 199 960 21.9 96 212 105 235 93 201 98 214 10.1 209 107 220 104 209 111 222 108 212 112 216
Misde 3hasta5 826 193 796 181 85 188 7.6 169 79 170 80 174 77 160 74 152 79 158 72 145 74 144 68 132
Mas de 5 472 110 523 119 52 115 49 110 43 93 39 85 40 83 39 80 37 73 33 66 32 63 31 6.1
Norecibe ingresos* 3.87 90 383 87 40 88 38 86 41 87 39 85 40 84 40 81 39 78 37 74 36 70 34 66
Noespecificalo 227 53 258 59 31 69 37 82 41 88 41 89 52 107 52 106 55 110 58 117 60 117 63 122
2 El periodo 2005-2016 comprende el cuarto trimestre de cada afio.

Fuente: inecl-ENoE, consultado el 21 de febrero de 2017,
< http://www3.inegi.org.mx/Sistemas/infoenoe/Default_15mas.aspx?s=est&c=27736 >
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Cuadro 7. Trabajadores asegurados en el imss

Eventuales

Periodo Total Permanentes Subtotal Urbane Del campo
2000 12420898 11114743 1306 155

2001 12441751 11223580 1218171 1157348 60823

2002 12328577 11126672 1201906 1152147 49758

2003 12315623 11101556 1214067 1170253 43814

2004 12559456 11277751 1281704 1228014 53690

2005 12965789 11590524 1375266 1302096 73170

2006 13573677 12037442 1536235 1448084 88150

2007 14144576 12510526 1634050 1535926 98123

2008 14435576 12750240 1685336 1575832 109504
2009 13994127 12317080 1677048 1566799 110248
2010 14524448 12640250 1884199 1765067 119141

20M 15153643 13101612 2052031 1927074 124957
2012 15856137 13637937 2218200 2081865 136335
2013 16409302 14123077 2286225 2142742 143484
2014 16990724 14570291 2420433 2261075 159357
2015 17724222 15170986 2553236 2380120 173117
2016 18401344 15785784 2615560 2431672 183888

Fuente: Instituto Mexicano del Seguro Social, consultado el 20 de febrero de 2017.

< datos.imss.gob.mx/dataset/asegurados >
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Grafica 4. Migrantes mexicanos en Estados Unidos, 1996-2015
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Fuente: BBvA Bancomer, Anuario de migracion y remesas, México 2016.
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Cuadro 1. Tendencias del desempleo mundial, 2007-2017

Principales indicadores 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014® 2015 2016* 2017°
Desempleo mundial total anual (millones) 171 179 198.1 1964 195.3 197.3 199.6 199.4 201.6 197.7 201.1
Desempleo mundial jovenes total anual (millones) 705 729 766 756 744 743 739 733 734 710 710
Tasa de desempleo mundial anual (%) b 57 6.2 6.1 6 6 6 59 59 5.7 5.8
Tasa de desempleo mundial jovenes anual (%) 11.7 122 129 13 129 13 13 13 131 131 131

¢ Estimacion.

? Proyeccion.

De 2007 a 2015 se usaron datos de 1o, Global Employment Trends for Youth, 2015.

De 2016 a 2017 se usaron datos de 1o, World Employment Social Outlook: Trends for Youth, 2016.

Fuentes: elaboracion propia con datos de 1o, Global Employment Trends for Youth, 2015 y World Employment Social Outlook: Trends for Youth, 2016
(consultado el 18 de enero de 2017).
http://www.ilo.org/wemspb/groups/public/---dgreports/---dcomm/---publ/documents/publication/wems_412015.pdf
http:/lwww.ilo.org/wemsp5/groups/public/--dgreports/--dcomm/---publ/documents/publication/wems_513739.pdf.
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Cuadro 4. Remuneracion de los asalariados y del capital como porcentaje del pai,

1970-2016
Afio  Salario % Capital % Pea (miles de Aio  Salario % Capital % Pea (miles de
personas) personas)

1970  35.70 64.30 12 863 1994 3060 69.40 27 166
1971 35.50 64.50 13322 1995  28.07 71.93 27 347
1972 36.90 63.10 13702 1996  26.19 73.81 28 282
1973  35.90 64.10 14 441 1997  26.82 73.18 29 342
1974  36.70 63.30 14 647 1998 2785 72.15 30 659
1975  38.10 61.90 15296 1999  28.11 71.89 31363
1976  40.30 59.70 15550 2000  28.87 71.13 31994
1977  38.90 61.10 16238 2001 30.31 69.69 31892
1978  37.70 62.30 16 844 2002  30.90 69.10 40302
1979  36.80 63.20 17 676 2003  30.06 69.94 40633
1980  35.10 64.90 20 282 2004  28.77 71.23 41971
1981 37.46 62.54 21548 2005  28.49 71.51 44 245
1982 35.21 64.79 21483 2006  27.84 72.16 45580
1983  29.35 70.65 20995 2007  27.67 72.33 46 868
1984  28.65 71.35 21483 2008  27.83 7217 46753
1985  28.68 71.32 21955 2009  28.69 71.31 48903
1986  28.42 7158 21640 2010  27.55 72.45 48478
1987  28.78 71.22 21 867 20 26.97 73.03 50772
1988  29.77 70.23 24070 2012 27.06 72.94 51317
1989  33.89 66.11 24764 2013 2742 72.58 52370
1990  33.90 66.10 25958 2014 2712 72.88 52108
1991 35.40 64.60 26724 2005 27.29 72.11 53809
1992 37.59 62.41 27160 2016*  27.69 72.31 54 226
1993  30.16 69.84 27 467

*Enero-junio de 2016.

Fuente: para 1970-1980: Jeffrey Bortz, “La determinacion del salario en México”, en Coyoacan, afio
IV, ndm. 13, julio-septiembre, 1981, p. 4. Para 1981-1988: Hugo Ortiz Dietz, “México: Banco de
Datos 2000", £/ Inversionista Mexicano, México, 2000, cuadro H-6. Para 1989-2016: Anuario Eco-
nomico y Financiero 2016, otofio, hoja K-4. Para 2005-2016: inesl, Encuesta Nacional de Ocupacion
y Empleo, consultada el 18 de enero de 2017,

< http:/lwww3.inegi.org.mx/Sistemas/infoenoe/Default_15mas.aspx?s=est&c=27736>.
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Cuadro 2. Esperanza de vida de la poblacion en México, 1930-2016

Aios Total Hombres Mujeres
1930 33.9 33.0 34.7
1940 414 404 425
1950 46.9 45.1 48.7
1960 57.1 55.1 59.1
1970 61.4 59.1 63.7
1980 66.6 63.3 70.0
1990 70.4 67.0 74.0
2000 73.2 70.5 76.1
2005 73.9 71.3 76.7
2010 74.0 711 77.0
2015 74.9 72.3 71.7
2016 75.1 72.6 77.8

Fuente: 1930-1950: ineal, Cuéntame; 1960-1980: Banco Mundial, Indicadores del desarrollo mundial;
1990-2016: Conapo, Proyecciones de la poblacion de México, 2005-2050.

< http://cuentame.inegi.org.mx/poblacion/esperanza.aspx?tema=P > .

< http://datos.bancomundial.org/indicador/SP.DYN.LEOO.IN?locations = MX > .

< http://www.conapo.gob.mx/es/CONAPO/Proyecciones_Datos >.
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Cuadro 6. Pea, desempleo total y tasa de desempleo en México, 2005-2016

Ao PEA total Desempleo total Tasa de desempleo neci  Tasa de desempleo cepa/oiT
2005 44245519 1381816 31 47
2006 45580994 1638 387 36 46
2007 46868 952 1622872 35 48
2008 46 753 657 1954 971 42 49
2009 48903792 2560 088 5.2 6.6
2010 48478718 2566 784 5.3 6.4
2011 50772496 2465029 49 59
2012 51317999 2495728 49 5.8
2013 52370886 2425 287 48 57
2014 52108400 2284 602 4.4 5.8
2015 53809017 2240 498 4.2 5.1
2016 54034800 1911126 35 49

El periodo 2005-2016 corresponde al cuarto trimestre de cada afio.

Fuente: Encuesta Nacional de Ocupacion y Empleo. stps-INeci; cepa-oir [2016], Coyuntura laboral
en América Latina y el Caribe. Mejoras recientes y brechas persistentes en el empleo rural, no. 14,

mayo, p. 29, consultado el 21 de febrero de 2017.

< http://www3.inegi.org.mx/Sistemas/infoenoe/Default_15mas.aspx?s=est&c=27736>.
< http://www.cepal.org/es/publicaciones/40097-coyuntura-laboral-america-latina-caribe-mejoras-
recientes-brechas-persistentes > .
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Grafica 3. Participacion de trabajadores asegurados en el ImMss, 2000-2016
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Fuente: Instituto Mexicano del Seguro Social.
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Grafica 2. Tasa de desempleo abierto en México, 2005-2016
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* El periodo 2005-2016 corresponde al cuarto trimestre de cada afio.
Fuente: elaboracion propia con datos de la Encuesta Nacional de Ocupacion y Empleo, stes-Ineal; cepaL-oiT [2018], Coyuntura laboral en América Latina y el Caribe. Mejoras recientes y
brechas persistentes en el empleo rural, no. 14, mayo, p. 29.
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Grafica 1. Salario minimo real, 1939-1975
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Cuadro 1. Poblacién econémicamente activa y no econémicamente activa, 2005-2016
Poblacion de 15 afios y mas

2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015 2016

Poblacién total 107615497 108914323 110 344039 111891534 113408736 114818957 116202202 117564 064 118 896 009 120 205 174 121486582 122 746 451
< 15 aiios 33504124 33583015 33350459 33239408 32618487 32592749 32461068 32217384 32767028 32684888 32432400 32269331
= >15aiios 74111373 75331308 76993580 78652126 80790249 82226208 83741134 85346680 86128981 87520286 89054182 90477120
Poblacién de 15 afios y mas
Poblacién econdmicamente activa (pea) 44245519 45580994 46868952 46753657 48903792 48478718 50772496 51317999 52370886 52108400 53809017 54034800
Poblacion ocupada 42863703 43942607 45246080 44798686 46343704 45911934 48307467 48822271 49945599 49823798 51568519 52123674
Poblacién desocupada 1381816 1638387 1622872 1954971 2560088 2566784 2465029 2495728 2425287 2284602 2240498 1911126
Poblacién no econdmicamente activa (PNea) 29865854 29750314 30124628 31898469 31886457 33747490 32968638 34028681 33758095 35411886 35245165 36442320
Poblacién disponible 4466 829 4886 587 5125283 5374912 5954215 6204965 6144202 6135101 6112965 5834585 5919605 5898153
Poblacién no disponible 25399025 24863727 24999345 26523557 25932242 27542525 26824436 27893580 27645130 29577301 29325560 30544 167

La informacion del periodo 2005-2016 corresponde al cuarto trimestre de cada afio.
Fuente: ineel, Encuesta Nacional de Ocupacion y Empleo, consultado el 21 de febrero de 2017.
< http:/lwww3.inegi.org.mx/Sistemas/infoenoe/Default_15mas.aspx?s=est&c=27736>
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Grafica 1. Tendencias del desempleo mundial, 2007-2017
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e Estimacion.

p Proyeccion.

Fuente: elaboracion propia con datos de 1Lo, Global Employment Trends for Youth, 2015 y World Employment Social Outlook:
Trends for Youth, 2016.
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Cuadro 5. Crecimiento anual del ris, 1970-2016

Afio base 2008

Afio (%) Aiio (%) Aiio (%)
1970 6.5 1986 -3.1 2002 0.1
1971 3.8 1987 1.7 2003 14
1972 8.2 1988 1.3 2004 43
1973 7.9 1989 41 2005 3.0
1974 5.8 1990 5.2 2006 5.0
1975 5.7 1991 4.2 2007 3.1
1976 4.4 1992 3.5 2008 14
1977 34 1993 1.9 2009 4.7
1978 9.0 1994 4.7 2010 5.1
1979 9.7 1995 -b.8 2011 4.0
1980 9.2 1996 5.9 2012 4.0
1981 8.5 1997 7.0 2013 14
1982 -0.5 1998 4.7 2014 22
1983 -3.5 1999 2.7 2015 25
1984 34 2000 5.3 2016* 25
1985 22 2001 -0.6

*2016 corresponde al segundo trimestre.

Fuente: i, PiB y Cuentas Nacionales.
< http:/lwww3.inegi.org.mx/sistemas/tabuladosbasicos/tabdirecto.aspx?c = 33704 >





